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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y la Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Paulina Urrutia Fernández.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:27, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Las actas de las sesiones 47ª y 48ªª, ordinarias, en 2 y 3 de septiembre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diez de Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, en relación con el proyecto de ley que regula el lobby (boletín N° 3.407-07).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, referente al proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, que interpreta el artículo 93 del Código Penal, para excluir de la extinción de la responsabilidad penal por amnistía, indulto o prescripción a los crímenes y simples delitos constitutivos de genocidio y crímenes de lesa humanidad y de guerra contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes (boletín N° 5.918-07).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece la Ley General de Educación (boletín N° 4.970-04).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, en materia de protección a las remuneraciones (boletín N° 5.434-13).


--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el quinto hace presente la urgencia, calificada de “suma”, en cuanto al proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (boletín N° 3.962-07).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los cinco restantes retira la urgencia que hizo presente respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletín N° 5.522-07).



2.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Honorables señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena (boletín N° 5.324-07).



3.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, sobre pueblos indígenas (boletín N° 4.069-07).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación (boletines números 5.376-18; 5.142-18; 5.055-18; 4.691-18 y 4.167-18, refundidos).



5.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de permitir sufragar en la elección de Presidente de la República a los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero (boletín N° 268-07).



--Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto que modifica la ley N° 18.556, sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, y la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, para permitir el voto de los habitantes de Chaitén en las elecciones municipales 2008 (boletín N° 6.027-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada de la resolución pronunciada en el requerimiento por inconstitucionalidad presentado en contra de los decretos supremos números 45, 46 y 583, todos de 2008.



--Se toma conocimiento.



Del señor Fiscal Nacional subrogante del Ministerio Público, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Espina, respecto de la situación que afecta a la señora Lérida Castillo.



Tres del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Kuschel, relativo a la posibilidad de dotar de equipos de comunicación a las aduanas y puestos fronterizos de Palena y Chaitén.



Con el segundo responde un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Navarro y Ávila, mediante el cual se solicitó a los Ministros de Relaciones Exteriores y del Trabajo y Previsión Social promover la suscripción del Convenio 94, de la Organización Internacional del Trabajo (boletín N° S 1.088-12).



Con el tercero contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Flores, Frei, García, Kuschel, Naranjo, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar, en materia de contaminación lumínica (boletín N° S 1.100-12).



Dos del señor Ministro de Defensa Nacional:



Con el primero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable señor Larraín, referido a las prestaciones de salud del hospital de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.



Con el segundo contesta un oficio expedido en nombre del Honorable señor Navarro, en cuanto a las bombas lacrimógenas que Carabineros de Chile utiliza fundamentalmente con motivo de manifestaciones públicas.



De la señora Ministra de Educación, mediante el cual responde un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Navarro, Ávila y Girardi, con el objeto de solicitar la postergación de las fechas para la rendición de la Prueba de Selección Universitaria (boletín N° S 1.085-12).



Dos del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con los cuales da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable señor Navarro, tocante a la conmemoración del Día Mundial contra el Maltrato a los Adultos Mayores y al control del cumplimiento de los acuerdos internacionales que Chile ha firmado en materia de trabajo infantil y adolescente.



Cinco del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero contesta un oficio cursado en nombre del Honorable señor Romero, referido a la posibilidad de denominar “Puerto Terrestre General Director de Carabineros José Alejandro Bernales” a aquel emplazado en la ciudad de Los Andes.



Con los dos siguientes da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable señor Navarro, acerca de la reubicación del peaje de Chaimávida y los proyectos e inversiones para mejorar la infraestructura de Puerto Norte y Puerto Sur, en la isla Santa María.



Con el cuarto responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Larraín, respecto del estado de avance del proyecto “Enlace o retorno en el sector Santa Mónica, kilómetro 345 de la Ruta 5 Sur”.



Con el quinto contesta un oficio expedido en nombre del Honorable señor Allamand, concerniente a los problemas que afectan a la localidad de Quilacahuín.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Horvath, sobre el congelamiento de pagos a contratistas que efectúan obras en la Región de Aisén.



Con el segundo responde un oficio remitido en nombre de la Honorable señora Matthei, en relación con la falta de pago por parte del SERVIU a las empresas contratadas para la construcción de viviendas sociales en la Cuarta Región.



Dos de la señora Ministra de Agricultura:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, en cuanto al proyecto “Catastro del recurso alerce, vivo y muerto”.



Con el segundo da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Kuschel, tocante al recorte del presupuesto destinado al sistema de incentivos para la recuperación de suelos degradados en las provincias de Chiloé, Palena, Llanquihue y Osorno.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Navarro, referido a la ratificación del Protocolo de Bioseguridad.



De la señora Subsecretaria de Marina, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Núñez, relativo a la regularización de las caletas de pescadores artesanales en la provincia de Huasco y a las concesiones otorgadas en la zona.



Del señor Subsecretario de Transportes, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Honorable señor Horvath, sobre las empresas de transportes de pasajeros afectadas por la erupción del volcán Chaitén.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Espina, respecto de la factibilidad de ubicar una antena de telefonía móvil en la localidad de Pichipellahuén, comuna de Lumaco.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que contesta un oficio enviado en nombre de los Honorables señores Espina, Allamand, García, Orpis, Pérez Varela y Romero, concerniente a las bandas o pandillas delictuales que operan en el país.



Dos del señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, con los que responde igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable señor Espina, en cuanto a la posibilidad de instalar una oficina de pago para los pensionados en la localidad de Pillanlelbún y la revisión del cálculo de las pensiones de jubilación de ocho ex funcionarios del hospital de Angol.



Del señor Jefe de Gabinete de la Subsecretaría de Pesca, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Navarro y Vásquez, por medio del cual se solicitó la disposición de medidas de publicidad en lo tocante a las convocatorias y actas de las sesiones del Consejo Nacional de Pesca, así como también en relación con el resumen de los informes técnicos que la entidad utiliza en la adopción de sus decisiones (boletín N° S 1.060-12).



Del señor Delegado Provincial de Ñuble de la Secretaría Regional Ministerial de Salud del Biobío, mediante el cual contesta un oficio expedido en nombre del Honorable señor Navarro, sobre la circulación de vehículos que transportan lodos provenientes de las plantas de tratamiento de aguas servidas de propiedad de ESSBIO S.A. en la comuna de San Nicolás.



Del señor Gerente Regional de Aguas Araucanía S.A., con el que responde un oficio atinente a un pavimento mal ejecutado en la calle Antonio Acevedo, población “El Mirador”, en la ciudad de Angol.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 2002 (boletín N° 4.542-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3).


De las Comisiones de Agricultura y de Trabajo y Previsión Social, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales en lo relativo a la protección de los trabajadores y la comunidad respecto de la utilización de productos fitosanitarios (boletín Nº 2.596-13) (Véanse en los Anexos, documento 4 y 5).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables señores Espina, Allamand, Chadwick, García y Larraín, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 18.216, con el fin de establecer que la medida alternativa de reclusión nocturna no podrá tenerse por cumplida si no lo ha sido efectivamente (boletín N° 6.073-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Honorable señora Matthei, con la que inicia un proyecto de ley que adecua diversas disposiciones del Código Penal a la reforma en materia de filiación (boletín N° 6.074-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables señores Orpis y Bianchi, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, a fin de exigir un examen médico para obtener licencia profesional que permita conducir sobre los 2.500 metros de altura (boletín N° 6.081-15) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables señores Orpis, Bianchi y Prokurica, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 19.657, sobre concesiones de energía geotérmica (boletín N° 6.082-08).



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República, en relación con el número 10 del artículo 63 de la Carta Fundamental.
Proyecto de acuerdo



De los Honorables señores Prokurica, Bianchi, Kuschel, Naranjo, Orpis, Ruiz-Esquide y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se reconozca al lupus como enfermedad catastrófica y se incorpore entre las patologías cubiertas por el Plan AUGE (boletín N° S 1.109-12) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Salud.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable señor Ávila, para ausentarse del país a partir del día 12 de septiembre de 2008.



--Se otorga.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, se ha informado que hoy, en una sesión que se celebraría de 20 a 22, la Cámara de Diputados despacharía el proyecto de ley que introduce estímulos para fomentar el crecimiento y el desarrollo económico, entre cuyas normas viene la rebaja a los combustibles.



Por lo tanto, el señor Presidente propone autorizar a la Comisión de Hacienda para que estudie la iniciativa antes de que se dé cuenta de esta en la sesión ordinaria de mañana y evacue el informe correspondiente, lo que permitirá a la Sala tratarla en forma oportuna. La urgencia ha sido calificada de “discusión inmediata”.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En todo caso, hago presente que el proyecto no solo se refiere a dicha rebaja, sino también a otros asuntos. Por eso, sería interesante que el juicio de Sus Señorías hiciera una buena evaluación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así es, señor Presidente. Se apunta a fomentar el crecimiento y el desarrollo económico.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira
El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, entiendo que la solicitud planteada tiene por finalidad que esa iniciativa se vea en la sesión ordinaria de mañana. Pero, ya que se ha citado para el jueves, ¿no sería más conveniente analizarla en esa oportunidad, a primera o a última hora? Incluso, podrían celebrarse dos sesiones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Quisiera recordar que la del jueves es una sesión especial que responde a una obligación contemplada en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central. Hemos discutido bastante sobre el punto.



A mi juicio, sería necesario celebrar dos sesiones, para lo cual no tengo inconveniente alguno.

El señor ORPIS.- Muy bien.

El señor LONGUEIRA.- Citemos a otra que se realizaría a continuación de la del Banco Central, de media hora o una hora de duración. Ya que vamos a venir el jueves…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El señor Secretario me informa que el proyecto también podría analizarse el próximo martes 16. De esa forma, no procederíamos tan “a mata caballo”.

El señor LONGUEIRA.- Sí.

El señor BIANCHI.- ¡Perfecto!

El señor FREI (don Eduardo).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, debe quedar claro que si la iniciativa se aprobara el martes 16 no alcanzaría a promulgarse antes del 18, porque el 17 solo se puede considerar medio día.



Aprovecho la oportunidad para pedir que se amplíe el término para presentar indicaciones al proyecto que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima. Con un par de días es suficiente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como nuevo plazo el jueves 11 del mes en curso, a las 12.



--Así se acuerda.
El señor FREI (don Eduardo).- Asimismo, solicito recabar el asentimiento del Senado para que la Comisión de Hacienda, que está citada para las 17:30, pueda sesionar paralelamente con la Sala. Iba a hacerlo hoy en la mañana, pero ello no fue posible debido a las reuniones que se celebraron.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si no hay objeciones, se accederá a lo solicitado.



--Se autoriza.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, creo que todos deberíamos contribuir a que el proyecto que introduce estímulos para fomentar el crecimiento y el desarrollo económico se publicara antes del 18 de septiembre. En tal virtud, insisto en mi petición de celebrar una segunda sesión especial el jueves próximo -de una hora, por ejemplo-, inmediatamente al término de la concerniente al Banco Central.

El señor PIZARRO.- ¿Por qué no se puede tratar dicha iniciativa en la misma oportunidad?

El señor LONGUEIRA.- Se ha explicado que, reglamentariamente, ello no es posible.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Una sesión especial tiene por objeto tratar una materia determinada. Lo que se podría hacer es citar a otra que se realizaría a continuación.

El señor PIZARRO.- También especial.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No habría inconveniente.

El señor COLOMA.- A las 13.

El señor LONGUEIRA.- Propongo que en esa oportunidad se abra la votación en forma inmediata. Acordémoslo al tiro, en consideración a quienes deben regresar a sus Regiones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Entonces, al término de la sesión relativa al Banco Central celebraremos inmediatamente otra especial, con el único objeto de ocuparse en el proyecto sobre fomento al crecimiento y desarrollo económico, cuya votación se abrirá desde el comienzo, en la forma planteada por el Senador señor Longueira.



--Así se acuerda.

)--------------(
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Es con relación a la Cuenta, señor Presidente. Como la moción que presenté para modificar la Ley sobre Concesiones de Energía Geotérmica fue declarada inadmisible, solicito, por su intermedio, que se remita un oficio al Ejecutivo para el efecto de requerir que la patrocine.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio correspondiente. 


--Así se acuerda.

)--------------(
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, con respecto a la rebaja del impuesto a los combustibles, cabe recordar que el proyecto -por lo menos, cuando ingresó- contempla que comenzará a regir a partir del primer día del mes siguiente al de su publicación, esto es, el 1° de octubre.



Deseo consultar si el Ejecutivo ha presentado alguna indicación para que lo haga desde el momento de la publicación. De no ser así, no tendría sentido la urgencia, porque si entrara en vigencia el 1° de octubre, aun cuando se publicara antes, podríamos votarlo perfectamente la próxima semana.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No he leído el proyecto, pero tengo entendido que contiene un artículo transitorio que establece que la norma pertinente entraría a regir de inmediato.

El señor NARANJO.- Una vez que se publique.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- De acuerdo con esa información, tendría sentido la objeción planteada por el Honorable señor Frei para el efecto de analizar el proyecto con tiempo suficiente, lo cual se concilia con lo acordado con motivo de la proposición del Senador señor Longueira. En definitiva, la sesión pertinente se celebrará a continuación de la sesión especial relativa al Banco Central.


ORDEN DEL DÍA


REGULARIZACIÓN DE INMUEBLES URBANOS PARA


EQUIPAMIENTO DE DEPORTE Y SALUD

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Luego del acuerdo adoptado por los Comités en la mañana, corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza la construcción de bienes raíces urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y salud, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4304-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 81ª, en 3 de enero de 2007.


Informe de Comisión:


Vivienda, sesión 48ª, en 3 de septiembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es la regularización de bienes raíces urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y salud, con la finalidad de establecer requisitos básicos para asegurar su funcionamiento y exigir el cumplimiento de normas sanitarias y de seguridad.



La Comisión discutió el proyecto solamente en general, y la idea de legislar fue aprobada por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Horvath, Naranjo, Orpis, Pérez Varela y Sabag), en los mismos términos en que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados.



El texto pertinente se consigna en el primer informe.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Como Presidente de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, doy cuenta a la Sala de los alcances de la iniciativa en examen, iniciada en moción de los Diputados señores Jorge Burgos, Gonzalo Duarte, Jorge Insunza, Juan Carlos Latorre, Roberto León, José Miguel Ortiz, Denise Pascal, Jorge Sabag, Patricio Vallespín y Alfonso Vargas.



El proyecto tiene como objetivo regularizar los bienes raíces urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y de salud -como se señaló aquí-, con la finalidad de establecer ciertos requisitos para asegurar su funcionamiento, exigir el cumplimiento de normas sanitarias y de seguridad, y promover alternativas y mecanismos para proteger y mejorar las construcciones destinadas a dichos fines, en particular en los sectores socialmente prioritarios.



La normativa es necesaria, por cuanto existen construcciones destinadas al equipamiento deportivo y de salud actualmente utilizadas por la población que no cuentan con el permiso de edificación o de recepción definitiva correspondiente y que no pueden ser regularizadas por no estar en condiciones de cumplir con las disposiciones urbanísticas vigentes. En esa situación se encuentran importantes instalaciones públicas, como el Hospital del Salvador, el Hospital Clínico J. J. Aguirre y el Estadio Víctor Jara, en la Región Metropolitana.



Se debe destacar que, si bien la iniciativa exime a tales construcciones del cumplimiento de ciertas normas de índole urbanística, se les exige observar el ordenamiento relativo a la seguridad de las personas, en caso de incendio o evacuación; las instalaciones sanitarias y eléctricas, y las disposiciones sanitarias, entre otras, con el objeto de garantizar a los usuarios un servicio adecuado y seguro.



No obstante los beneficios dispuestos precedentemente, en el seno de la Comisión se representaron las siguientes observaciones, que, de acogerse durante la discusión en particular, vendrían a enriquecer y perfeccionar la iniciativa.



En primer lugar, se criticó la inexistencia de un catastro de las construcciones deportivas y de salud a las que favorecería el proyecto. Se habla de que, en el plano deportivo, alcanzarían aproximadamente a 450 edificaciones.



En segundo término, se observó el hecho de incluirse, dentro de las causales de regularización, las instalaciones que hayan materializado de hecho el cambio de destino de las edificaciones existentes en forma no concordante con los usos del suelo permitidos por los planes reguladores, ya que es distinto no contar con la recepción definitiva a construir donde las normas lo impiden. Ello, a fin de resguardar los derechos de los vecinos que, eventualmente, podrían verse afectados.


En tercer lugar, de conformidad con el artículo 2º del proyecto, sería posible regularizar construcciones anteriores a la fecha de la publicación de la ley, lo que permitiría beneficiar a una obra nueva o de reciente edificación, contraviniendo la finalidad de la iniciativa, que debería enfocarse a recintos de cierta data. Al respecto, se sugirió establecer un plazo de antigüedad para las construcciones que se pretenda regularizar.



En cuarto lugar, se puso de relieve el hecho de no haber considerado las instalaciones rurales dentro de las edificaciones susceptibles de ser regularizadas.



Y, por último, se destacó la necesidad de acotar los inmuebles beneficiados con la ley en proyecto, ya sea fijando un rango de valor de las propiedades, limitando sus metros cuadrados construidos, o bien haciendo aplicable la normativa solo a recintos deportivos o de salud de carácter público.



Finalmente, cabe reiterar que la Comisión aprobó el texto que se somete a la consideración de la Sala por la unanimidad de sus miembros.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que estamos en presencia de una muy buena iniciativa legal de los señores Diputados mencionados por el Presidente de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, Senador señor Jaime Naranjo.



El proyecto tiende a regularizar la situación de campos deportivos, multicanchas, consultorios y hospitales ubicados en zonas urbanas que carecen de recepción municipal o de las condiciones sanitarias requeridas.



Consultado sobre el particular, el Director Nacional de CHILEDEPORTES manifestó que en la Región Metropolitana dicha entidad controla más o menos 480 recintos deportivos, de los cuales el 80 por ciento se encuentra en situación irregular y podría verse favorecido con esta iniciativa.



Por lo tanto, el proyecto  resulta altamente conveniente e, incluso, puede ser mejorado a través de las indicaciones que se le formulen, por cuanto solo fue aprobado en general por el órgano técnico.



Varios señores Senadores, entre ellos el Honorable señor Horvath y el que habla, manifestamos nuestra preocupación por los campos deportivos rurales, los cuales se encuentran en una situación muy anormal, pues, pese a que llevan muchos años en funciones, carecen de títulos y no han sido regularizados.



Recuerdo que hace un tiempo despachamos un proyecto relacionado con las reservas forestales de la CORA. La idea era facilitar la regularización de bienes comunes que no se podían ocupar. Sin embargo, la ley pertinente no ha dado resultado.



En consecuencia, si incluyéramos en la presente iniciativa la normalización de campos deportivos de zonas rurales, estaríamos beneficiando a enorme cantidad de jóvenes que permanentemente desarrollan actividades físicas en recintos que carecen de camarines y cierros y que se ven obligados a vestirse detrás de las zarzas. Me parece que eso es inadmisible con el progreso que hoy exhibe nuestro país, y solo se debe a que los títulos correspondientes no se hallan regularizados. De tal manera que si hacemos un esfuerzo a través de las indicaciones podremos extender las ventajas del proyecto a los sectores rurales.



La Comisión aprobó por unanimidad la idea de legislar y esperamos que la Sala proceda en igual forma, a fin de mejorar las disposiciones de la iniciativa mediante las indicaciones que se formulen dentro del plazo que se fije al efecto.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Horvath. 

El señor HORVATH.-  Señor Presidente, compartimos la idea de regularizar las construcciones destinadas a equipamiento deportivo o de salud que no cumplen con los requerimientos urbanísticos o con todos los procedimientos necesarios, siempre y cuando no se exceptúen las normas de seguridad y de carácter sanitario. Esto es sumamente importante y significa que igual ellas deben contar con vías de evacuación, elementos de protección contra incendios y, en general, condiciones mínimas de seguridad.



Muchas de esas edificaciones son bastante antiguas, algunas levantadas en la década de los sesenta, como el Hospital del Salvador o el José Joaquín Aguirre, o en la época de la Dirección General de Deportes y Recreación, como es el caso de numerosos recintos deportivos, todos los cuales no fueron, por procesos de cambio, regularizados en su oportunidad. El Director Nacional de CHILEDEPORTES señaló que de los 480 campos pertenecientes al patrimonio de su institución únicamente 180 cumplen con todas las normas, por lo que un alto porcentaje del resto podría acogerse a los beneficios del proyecto de ley.



Otro aspecto no menor, ya mencionado por el Senador señor Sabag y que sugerimos en la Comisión, es la inclusión de los establecimientos rurales. Estoy hablando de clubes deportivos, gimnasios, canchas, multicanchas, piscinas cubiertas y descubiertas, pistas, medialunas, etcétera. Es un universo bastante amplio.



Ahora, si ello no prosperara, creo que deberíamos presentar una moción al respecto para dejar cubierto como corresponde al sector rural. Pero lo ideal es hacerlo en esta instancia.



El artículo 2º del proyecto dispone que “Podrán acogerse a esta ley las construcciones anteriores a la fecha de su publicación”. Sin embargo,  por todos los antecedentes que ya enunciamos, se trata de beneficiar más bien a las antiguas y no a aquellas de reciente data. Este es uno de los ajustes que habrá que realizar durante la discusión particular.



En cuanto a los documentos que deberán acompañarse para obtener el certificado de regularización de la Dirección de Obras Municipales respectiva, el  proyecto exige un presupuesto de la edificación, el cual será bastante difícil de conseguir en el caso de instalaciones construidas hace mucho tiempo. Por lo tanto, será imprescindible evaluar otro mecanismo en el debate posterior.



Igualmente, se contempla una norma -acogida por el Gobierno- que establece que los funcionarios municipales quedarán exentos, para los efectos de la aplicación de los preceptos de la iniciativa en análisis, de la responsabilidad civil y administrativa por los actos, resoluciones u omisiones ilegales que cometan en la aplicación de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Estimamos que este precepto no resulta adecuado, por cuanto puede prestarse para cubrir irregularidades o ilegalidades; o sea, no solo no incentivaría una correcta fiscalización, sino que, además, pondría en riesgo a las personas que utilicen las edificaciones pertinentes. Desde luego, en el caso de que existan responsabilidades por recepciones mal otorgadas, habrá que efectuar las investigaciones correspondientes.



Finalmente, cabe hacer presente que el proyecto tiene por objeto regularizar todos los bienes raíces destinados a deporte o salud que no cuenten con recepción definitiva. Es probable que haya otras de distinta naturaleza en las mismas circunstancias, como iglesias o sedes comunitarias, pero su situación deberá ser analizada en cada oportunidad, con motivo de la discusión de la iniciativa pertinente.



Creemos que el proyecto significará un paso adelante en la regularización de las diversas construcciones existentes en el país y, con las observaciones ya descritas, Renovación Nacional lo votará a favor en general.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, estando de acuerdo con la idea de legislar y con el propósito perseguido por el proyecto de ley, resulta fundamental, tal como expresó el señor Presidente de la Comisión en su informe a la Sala, afinar algunas materias durante la discusión particular.



Basta leer los artículos 1º y 2º de la iniciativa para advertir que por medio de ella se podrían regularizar todas las construcciones urbanas sin recepción definitiva anteriores a la fecha de publicación de la ley. Es decir, en este momento sería posible iniciar la construcción de un estadio o de un establecimiento de salud en una zona no permitida por el plano regulador respectivo y luego regularizarla a través de los beneficios que establece la presente normativa, en circunstancias de que la finalidad tenida en vista por los autores de la moción apunta a la normalización de las construcciones antiguas.



Por ello, me parece crucial que se precisen algunos aspectos durante la discusión particular. De lo contrario, los artículos 1º y 2º, tal como están redactados, podrían prestarse para muchos abusos por parte de personas que, sin cumplir con requisito alguno, estarían en condiciones de iniciar construcciones no permitidas dentro de los sectores urbanos.



Por otro lado, según expresaron ya varios señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, el propósito de la Comisión de Vivienda es extender los beneficios del proyecto a instalaciones ubicadas en áreas rurales.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No hay más oradores inscritos.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se dará por aprobado el proyecto.

El señor NARANJO.- Muy bien.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la semana pasada acordamos votar todos los asuntos que se sometan a nuestra consideración.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene razón, Su Señoría.



En votación electrónica la idea de legislar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 6 de octubre, a las 12.


Votaron la señora Alvear y los señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.
CREACIÓN DE CIRCUNSCRIPCIÓN EN REGIÓN 

DE ARICA Y PARINACOTA
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea nueva circunscripción senatorial y Dirección Regional del Servicio Electoral en Arica y Parinacota, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (5432-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 2ª, en 12 de marzo de 2008.



Informes de Comisión:



Gobierno, sesión 8ª, en 8 de abril de 2008.



Constitución, sesión 48ª, en 3 de septiembre de 2008.



Discusión:



Sesiones 10ª, en 9 de abril de 2008 (pasa a Comisión de Constitución); 48ª, en 3 de septiembre de 2008 (queda para segunda discusión).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es instituir la nueva circunscripción senatorial correspondiente al territorio de la Región de Arica y Parinacota, fijar normas para la instalación de la Dirección Regional del Servicio Electoral en el mismo ámbito territorial y establecer adecuaciones en materias electorales. 



Al respecto, cabe hacer notar que la ley Nº 20.266, publicada el 7 de junio del año en curso, regula en la planta de personal del Servicio Electoral la creación de los cargos necesarios para la Región de Arica y Parinacota y adecua normas sobre constitución de partidos políticos en dicha unidad territorial, circunstancia que motivó al Ejecutivo a presentar una indicación al proyecto en relación.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió la iniciativa solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y Sabag), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados. 



En sesión de 9 de abril del año en curso, la Sala acordó enviar el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, la que concluyó, por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto), que el hecho de que se cree una nueva circunscripción senatorial no está en pugna con el artículo 49 de nuestra Carta Fundamental, ya que ese precepto no establece una relación entre Región y circunscripción. En consecuencia, puede haber circunscripciones senatoriales que abarquen una Región, una parte de ella o más de una Región.



Cabe tener presente que los artículos 1º permanente y primero y segundo transitorios requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores, en tanto que el artículo tercero transitorio necesita para ser aprobado el voto favorable de 21 señores Senadores.



Finalmente, corresponde señalar que en sesión del día 3 de septiembre se solicitó segunda discusión respecto de este proyecto de ley.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En la segunda discusión, ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, aun cuando el debate sobre la creación de una nueva circunscripción senatorial para Arica y Parinacota ya se realizó, yo, al menos, deseo reiterar los conceptos que señalé en la ocasión anterior.



Desde mi punto de vista, este asunto debió haber sido resuelto cuando se creó la nueva unidad territorial. Esa era la oportunidad lógica para abordarlo. Es cuando tendría que haberse dotado a la Región de sus propias autoridades políticas y administrativas. Lamentablemente, no ocurrió así, y ahora se intenta encararlo a través de distintas iniciativas legales. 



Por mi parte, más allá de que el día de mañana se discuta o no el cambio del sistema electoral, considero fundamental que las Regiones tengan, a lo menos, sus propias autoridades políticas y administrativas. Si en el futuro se modifica el sistema electoral, que se modifique para todas.



Una de las grandes razones -al margen de las geopolíticas- por las cuales se creó la Región de Arica y Parinacota fueron, precisamente, las diferencias que existían entre ella y la de Tarapacá desde un punto de vista geográfico, cultural, de intereses. Entonces, es absurdo que hoy, existiendo ambas como espacios territoriales distintos, mantengan la unidad respecto de quienes son sus autoridades políticas, en particular en el Senado.



A mi juicio, más temprano que tarde se deberá abordar el tema para que Arica y Parinacota tenga su propia circunscripción electoral y, consiguientemente, sus propios Senadores. Yo espero que esta sea la oportunidad de hacerlo, pues, de lo contrario, sería la única Región discriminada en el país en una materia de tanta trascendencia.



Por eso, señor Presidente -lo dije cuando antes y lo reitero hoy-, es importante instituir esta circunscripción senatorial.



Se señala como argumento contrario la población. Sin embargo, las circunscripciones senatoriales siempre han tenido mayor vinculación con el territorio. Se busca que los Diputados sean elegidos en proporción a  la cantidad de habitantes, y los Senadores, en base a grandes unidades territoriales. Y hay varias Regiones que tienen una población bastante menor que la de Arica y Parinacota o la de Tarapacá: la de Aisén, la de Magallanes, la de Los Lagos. 



Por lo anterior, señor Presidente, reiterando los conceptos, me parece importante que se resuelva definitivamente el punto y se cree hoy una nueva circunscripción senatorial para la Decimoquinta Región.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, efectivamente, como dice el Senador señor Orpis, este debate ya se realizó. No obstante, quisiera hacer un par de comentarios con el objeto de fundamentar mi voto. 



El argumento principal que se dio en la primera oportunidad en contra de la creación de la nueva circunscripción es que ello perpetuaría el sistema binominal. Yo, en verdad, encuentro ilógico tal argumento, pues el sistema binominal ha sido el instrumento con el cual se ha constituido el Parlamento los años 89, 93, 97, 2001 y 2005. Y, por lo tanto, en la medida en que han concurrido millones de personas a hacer uso de ese mecanismo electoral con el objeto de constituir el Congreso Nacional, resulta contradictorio pensar que la creación de una nueva circunscripción, que abarca un número limitado de electores, será un factor eternizador. 



En los hechos, el sistema binominal ha operado. Cosa distinta es la vigencia de la propuesta -hasta ahora cuenta con el quórum constitucional requerido- que pretende modificarlo. En mi opinión, la realidad del país indica claramente que la perpetuación del sistema binominal no le hace bien a la democracia; no contribuye a la diversidad de fuerzas; afecta el ejercicio del pluralismo; tiene como efecto, además, que sectores significativos de opinión pública queden marginados del Parlamento porque, como es lógico, tiende a favorecer la participación en él de aquellos candidatos que forman parte de las listas de los grandes bloques políticos. En consecuencia, cuando una fuerza significativa no forma parte de uno de ellos, queda excluida del Congreso Nacional. Y ello no contribuye a la democracia y forma parte de una discusión que se ha llevado a cabo en reiteradas ocasiones en el Parlamento. Y no hace mucho tiempo, con motivo de la propuesta del Ejecutivo de modificar el número de Diputados, se volvió a realizar.



Esos son los argumentos que, en mi opinión, permanecen.



El sistema binominal, de una manera u otra, tarde o temprano, tendrá que ser reemplazado. Y no hay posibilidad de hacerlo si no es sobre la base de un acuerdo político de los dos bloques mayoritarios existentes  hoy en el país o a través de la modificación sustantiva del actual escenario político que permita a una mayoría alcanzar un quórum constitucional elevadísimo. Y en verdad eso no se ve como alternativa de corto plazo.



Pero aun cuando no aparezcan en este lapso las condiciones para reemplazar el sistema binominal, como quien dice a la vuelta de la esquina,  las fuerzas democráticas que aspiramos al pleno ejercicio de la diversidad y del pluralismo mantendremos esa posición para que ello ocurra y seamos capaces de cambiar el sistema binominal por uno de representación proporcional.



En el intertanto, aparece como ilógico castigar a la nueva Región de Arica y Parinacota y obstruir o bloquear la posibilidad de que se pueda conformar una nueva circunscripción senatorial.



Encuentro que ese argumento, de acuerdo con la realidad del país y el ejercicio de las sucesivas votaciones habidas desde el restablecimiento de la democracia hasta la fecha, carece de la justicia electoral con que debiésemos operar. 



Y desde se punto de vista, en consecuencia, quiero manifestar mi voto a favor de la generación de esta circunscripción senatorial.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, cuando se crearon las dos últimas Regiones, tanto en la Comisión de Gobierno como en la Sala, hice presente que necesariamente se iba a plantear el tema de la representación de una de ellas en el Senado. Y, francamente, todavía no entiendo cómo, no obstante haberse creado por la unanimidad de esta Corporación la Región de Arica y Parinacota, algunos colegas se van a oponer por el tema del sistema binominal.



Por cierto, desde que soy parlamentario, he estado por modificar dicho sistema. No considero  conveniente que tal mecanismo siga presidiendo la forma como los chilenos son representados en ciertas instituciones. Como creo que eso ocasiona un grave error a la democracia, debemos ponernos de acuerdo para enmendarlo.



Pero ese no es el tema.



Lo cierto es que el Senado creó una Región y ahora, por un acto de mayoría, la propia Corporación va a privar a aquella de tener Senadores, lo cual me parece francamente ilógico. Si creamos una Región, no podemos privarla de tener representación en la Cámara Alta.



Si bien esto no tiene impedimento legal ni constitucional, por lo menos posee un inconveniente lógico y hasta ético. Además, no se trata de cualquier Región, sino de una que se encuentra nada menos que en la frontera de nuestro país, que al momento mismo de crearse generó una situación bastante delicada con nuestros vecinos del norte.



En consecuencia, estamos en presencia de una zona estratégica para Chile. Y no sería bueno que en el Senado de la República -que tanta preocupación tiene normalmente por los temas internacionales, particularmente, por los relacionados con los vecinos- la priváramos de contar con representación senatorial, máxime cuando necesariamente debe enfrentar asuntos muy delicados desde el punto de vista internacional.



Parlamentarios nuestros que han estado ahí -como el Honorable señor Flores y los ex Senadores señores Bitar y Palza-, no solo tuvieron que ver con los temas propios de la parte norte de la Región de Tarapacá, sino que en muchas oportunidades nos ilustraron de la situación que estaban viviendo tanto en la relación con Bolivia como con Perú. De modo que, en mi opinión, estamos cometiendo un grave error, porque dimos origen a una Región y ahora la estamos privando de la posibilidad de contar con Senadores, lo que, además, puede generar una situación de cuidado en el norte.



Por cierto es una Región bastante más delicada que sus congéneres del resto del país, salvo Magallanes, tal vez. 



Por lo tanto, estamos cometiendo un acto de irresponsabilidad al vincular la situación con el sistema binominal. Nadie me va a convencer de lo contrario. Por eso, dicho sistema debe terminar. Ojalá que nos pongamos luego de acuerdo, porque estamos causando un grave perjuicio a la democracia. Éste no es el momento para cometer un doble error: dejar a una Región sin representación senatorial y, al mismo tiempo, afectar a una zona particularmente delicada, como es la Región de Arica y Parinacota.



Votaré a favor del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, varios señores Senadores, tanto de Gobierno como de Oposición, han dado razones más que suficientes -que también sustenta el Ejecutivo- para crear esta nueva circunscripción electoral.



En realidad, la Constitución señala que los Senadores serán “elegidos por circunscripciones senatoriales…en consideración a las regiones.”. Para quienes participamos en la reforma constitucional de 2005 y eliminamos el número de Senadores de la Carta Fundamental, esa frase implica el piso para que cada Región tenga circunscripción.



El decir “en consideración a las regiones”, significa que se abrió a la posibilidad de que hubiera más circunscripciones por regiones, o una que estuviera en dos regiones, como ocurre con la de Los Lagos. Pero a nadie se le pasó por la mente que pudiera haber Regiones sin circunscripciones senatoriales. Esa anomalía es completamente ilógica. Por cierto, no está reñida con la Constitución, pero ese no fue el espíritu de la reforma.



No advierto razón alguna, ni tampoco el Gobierno, para negar a una Región, que reúne todas las características de tal y que fue creada por el Parlamento, la posibilidad de tener representación en la Cámara de Senadores. La tiene la de Diputados.  ¿Por qué no la puede tener el Senado?



Además, los habitantes de Arica se sienten perjudicados -a veces con razón- o no tomados en cuenta suficientemente, por las políticas llevadas a cabo por el Estado y no solo por el Gobierno.



En este momento, hay una mesa de conversaciones entre las fuerzas vivas de Arica y el gobierno regional para hacer una propuesta sobre lo que parecen ser las líneas gruesas de desarrollo permanente de la Región de Arica y Parinacota, que va, por cierto, más allá del término del actual Gobierno. Y, por ser una zona extrema -separada de Iquique por 400 kilómetros de desierto y ubicada a tantas horas de vuelo en avión-, parece lógico, entonces, que esa avanzada del territorio nacional tenga una consideración especial. Pero, al mismo tiempo, es necesario que cuente al menos con la representación senatorial que poseen las demás Regiones del país.



Si hoy la votación fuera adversa -como puede ocurrir por lo que han manifestado algunos señores Senadores-, de todas maneras, queda la posibilidad de la Comisión Mixta. Esperamos que en ella se pueda dilucidar la eventual controversia entre la Cámara de Diputados y el Senado.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- A petición de algunos señores Senadores, procederemos a abrir la votación. En consecuencia, cada uno tendrá cinco minutos para fundar el voto.



En votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.



--(Durante la votación).

El señor ROMERO.- Estoy inscrito desde un principio, señor Presidente.

El señor BIANCHI.- Yo también lo estoy.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La Mesa ha concedido la palabra por estricto orden.

El señor ROMERO.- De acuerdo con el Reglamento, tiene que haber alternancia entre los oradores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Como otras veces eso se ha representado, al igual como lo hace ahora Su Señoría,  hoy he ido por otro camino, a fin de mantener la alternancia que el Honorable señor Romero señala.



¡No sé cómo dejarlos contentos!

El señor ROMERO.- Renuncio a mi derecho, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Senador señor Romero, vamos a atender su…

El señor ROMERO.- Bórreme de la lista, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En todo caso, es una facultad de la Mesa, Su Señoría.

El señor ROMERO.- Que no ejerce.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, solo para anunciar que votaré en contra del proyecto. Tengo fundadas razones para proceder así.



Lo primero que quiero decir es que yo voté por la creación de la Región de Arica y Parinacota con reservas, como también lo hice respecto de la de Los Ríos, según quedó constancia en la fundamentación de mi voto.



Básicamente en ese momento argumenté que no me parecía conveniente generar nuevas Regiones sin un debate más a fondo sobre el proceso de regionalización en el país y acerca de lo que queríamos.



Por desgracia, se generaron fuertes movimientos de opinión tanto en el norte como en Valdivia. Y, por tanto, nos pronunciamos respecto de esa iniciativa con algunas prevenciones. Yo por lo menos hice varias, que constan en la fundamentación de mi voto.



Es irreal que Arica no tenga Senadores. Va a tener dos, elegidos por la antigua Primera Región. 



A mi juicio, quedó despejado en la discusión anterior lo relativo a la constitucionalidad. Recuerdo un muy buen fundamento en ese sentido del Senador señor Chadwick.



Ahora, mi razón no tiene que ver con la cuestión poblacional -entiendo que, como se dice aquí, la tradición histórica en Chile ha sido que el Senado representa territorio, y que la proporcionalidad debería darse en la Cámara de Diputados-, sino, básicamente, con el hecho de que por lo menos yo no estoy disponible a aprobar, con mi voto, la mantención, perpetuación o extensión del sistema binominal.



Existe tal sistema. Eso lo comprendo. Pero nos fue impuesto. Las fuerzas que hemos representado a la mayoría del país durante 18 años hemos ganado todas nuestras batallas político-electorales con la bandera de derogar el sistema binominal e ir a uno proporcional.



Desgraciadamente, en eso no hemos tenido el concurso indispensable de la Derecha, que ha sido obcecada en su idea de mantener un sistema insólito en el mundo. Porque no logra ninguno de los objetivos de los sistemas electorales; dificulta al extremo la formación de mayorías -cuestión que todos los procesos en el mundo tienden a favorecer- y, al mismo tiempo, impide, en la práctica, la expresión de minorías significativas.



Por consiguiente, no voy a concurrir con mi voto a preservar dicho sistema.



Lamento que se produzca una situación relativamente anómala respecto de Arica. Eso lo entiendo. Y durante un período de tiempo se tendrá a dos Regiones representadas por dos Senadores. Y si mañana se presenta la misma situación en la de Los Ríos, voy a votar de igual manera. Porque hay una anomalía mayor: el sistema electoral de Chile constituye una camisa de fuerza para nuestra democracia. Y yo por lo menos no voy a concurrir a sancionar positivamente el sistema binominal. 



Anuncio mi voto en contra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, más o menos en la línea esgrimida por el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, deseo recordar los incentivos que me motivaron a aprobar el proyecto o generación de la ley que creó la Región de Arica y Parinacota. Ellos tenían mucho peso y fundamento para mí, por razones estratégicas, geopolíticas y consideraciones de desarrollo económico. Todo eso nos llevó a establecer esta nueva Región, con intendente y toda la estructura adecuada, para tratar de favorecer su progreso, lo cual nos interesa por la ubicación geográfica que posee.



Pero en verdad -independiente del tema binominal, que no es lo que me ilumina para participar en este debate- encuentro difícil de explicar que vayamos a elegir en un lugar geográfico específico de Chile un alcalde, un Diputado y un Senador con la misma votación. Hay algo que no me hace sentido. Porque si encontramos que la diferencia la genera Putre, ¡por favor, seamos serios!



Aquí estamos frente a una cuestión de falta de lógica.



Y si me vienen a decir que Arica no tiene Senador, eso significa que yo estaría desconociendo el trabajo de mi querido amigo el Honorable señor Orpis, a quien he visto “sacarse la mugre” recorriendo el territorio, defendiendo a su gente y planteando todas las necesidades de un lugar tan importante para nosotros. 



Y menciono a ese señor Senador por razones obvias, y no al Honorable señor Flores, quien tiene los mismos merecimientos.



Entonces, hablar de que en esa Región están sin Senador no lo considero razonable.



Para mi la cuestión no es el sistema binominal, sino el de la lógica. No puede ser que en aquella vayamos a tener tres autoridades. ¡No sé cómo se van a encontrar en las ceremonias después, porque pesarán lo mismo!

El señor ALLAMAND.- ¡Uno al lado del otro...!

El señor ARANCIBIA.- ¡O uno encima del otro! Pero pesarán lo mismo. Y eso no me hace juicio.



Por lo expuesto, voy a votar en contra del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, lamento que se esté dando de nuevo esta discusión, más aún después de que se pidió a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia que aclarara el aspecto constitucional.



Creo que el informe es meridianamente claro. Dice: “En conclusión, visto que la iniciativa en informe crea una nueva circunscripción senatorial y que tal materia es propia de la ley orgánica constitucional, la Comisión entiende que ella no está en pugna con el artículo 49 de la Constitución Política de la República, precepto que no establece una relación entre una región y una circunscripción. En consecuencia, puede haber circunscripciones senatoriales que abarquen una región o una parte de ella o más de una región.”.



Y eso es lo que sucede hoy en día en otra circunscripción. La de la antigua Décima Región abarca dos Regiones. Y en el caso de Arica y Parinacota e Iquique sucede lo mismo. Por lo tanto, el argumento que aquí se ha esgrimido queda total y absolutamente fuera de lógica.



Pero pienso que hay que ir más al tema de fondo. Y este tiene que ver con la composición del Senado y la necesidad -como se ha dicho- de generar condiciones para que, objetivamente, avancemos hacia un sistema que sea más inclusivo, más representativo y que concilie los dos elementos que siempre ha tenido el Senado: de representación territorial y de representación política y de población.



Hoy día no estamos en el mejor de los equilibrios. Y sostener acá que el crear una Región inmediatamente implica un aumento de dos Senadores o que se establece una nueva circunscripción, va en el sentido contrario de la lógica que debería imperar para buscar un acuerdo político que signifique avanzar hacia una mayor representatividad.



No puedo aceptar el argumento del señor Ministro en el sentido de que esta es una cuestión con la que vamos a solucionar los problemas de Arica. Porque si me dice que con dos Senadores resolvemos los problemas de Arica, estaría dispuesto a nombrar a 10 Senadores de inmediato, si con eso arreglamos la situación.



Francamente, el argumento no resiste el menor análisis. Por el contrario, aquí se trata de dar señales en la línea correcta.



En la actualidad, Arica y Parinacota tienen dos Senadores. Cada uno podrá opinar lo que quiera al respecto, pero la Región cuenta con dos. Y tendrá el mismo número en el futuro, porque así lo permite la actual normativa. Ojalá que ellos sean muy representativos y que los ariqueños no se arrepientan después de por quién votaron. Porque hoy día señalan que no poseen Senadores. Y aquí tenemos a dos distinguidos Honorables colegas que ejercen tal representación.



Me parece que esgrimir acá que se aprobó por unanimidad la creación de la Región y que con esa misma lógica tenemos que aprobar esta nueva circunscripción, es exagerar más allá de lo razonable el argumento. Porque jamás se planteó -junto con el establecimiento de la Región- una nueva circunscripción. Si hubiera sido así, no se habría aprobado.



Esto se conversó. En mi caso -dejo constancia-, hice ver que entendía que la creación de la nueva Región no incluía ni consideraba la de una nueva circunscripción. Porque si no, en ese mismo instante, habría votado en contra.



El Gobierno ha insistido con obsesión al respecto. Y esto lo pasa como quien dice “por secretaría”. Porque lo que importa del proyecto es la creación de la Dirección Regional Electoral, lo cual acepto. Es un problema administrativo.



Pero aquí se incorpora al final, como algo que pareciera no tener mayor importancia, un número 3), por el que se agrega la siguiente frase: “20ª Circunscripción, constituida por la XV Región, de Arica y Parinacota.”.


La forma como podemos avanzar hacia una mejor representatividad territorial y política en la composición del Senado es una cuestión mucho más seria, grande e importante como para pasarla “por secretaría”.



Yo, por lo menos, me voy a oponer a ello y votaré en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, voy a hablar como representante de la Región de Los Ríos y parte de la de Los Lagos. Porque, junto al Senador señor Allamand, tenemos la nueva provincia de Los Ríos; tres comunas de la provincia de Osorno, que se encuentra partida en dos (posee cuatro comunas en la Región de Los Lagos, las que conformaban antiguamente la Décima Región sur).



Por lo tanto, además de todos los argumentos relativos al sistema binominal, al problema estratégico y a la distribución del Parlamento, me parece una total injusticia que en el proyecto se considere la situación de solo una de las dos últimas Regiones creadas y se excluya la de la provincia de Osorno, de la Décima Región.



La provincia de Osorno en múltiples oportunidades ha solicitado que se dé término a su división. En la actualidad, como dije, se encuentra cortada en dos, pues hay cuatro comunas que prácticamente carecen de representación, porque las distancias son muy grandes y por eso, entre otras cosas, se creó la Región de Los Ríos. Como consecuencia de ello, en sus distritos electorales existe una representación desigual y, desde el punto de vista de la administración interior, cuenta con un gobernador; en fin.



Eso no se corrige en el proyecto en debate, el cual se refiere a una de las dos últimas Regiones creadas y deja fuera a la otra. ¡Absoluta injusticia! Por esta y las demás consideraciones acerca del sistema binominal, no estoy dispuesto a apoyarlo.



Es muy legítimo que la Región de Arica y Parinacota quiera tener dos Senadores. Pero hay otras que también pueden aspirar a lo mismo. Y no entiendo por qué hoy día se la privilegia en desmedro de la de Los Ríos.





Por lo expuesto, no estoy de acuerdo con esta reforma legal. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Cómo vota Su Señoría?

El señor FREI (don Eduardo).- No concurriré con mi voto a la aprobación de la iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, se han entregado argumentos bastante precisos y claros en orden a que no se justifica, bajo ninguna circunstancia, crear una nueva circunscripción senatorial. 



La mayoría de nosotros tenía una buena evaluación de los Honorables colegas que representan a la Primera Región. Sin embargo, en el curso del debate hemos escuchado reiteradamente que la de Arica y Parinacota no cuenta con representación en esta Alta Cámara.



Creí que entre nosotros existía un criterio común mínimo en el sentido de que los Senadores señores Orpis y Flores representaban bien a esa nueva Región. Pero de los razonamientos a favor del proyecto ha quedado clara la inexistencia de tal representación.



Lo anterior querría decir que Sus Señorías solo llegarían hasta Iquique y no irían a Arica ni a Parinacota. 



Tengo la impresión de que no es así, de manera que el argumento de la falta de representación no se sostiene. Esta recae en ellos, tal como sucede con los Senadores señores Frei y Allamand, que representan a dos Regiones.



Y, dado que el propio informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento clarifica que la Carta Fundamental no establece una relación entre circunscripción y Región, perfectamente se puede ser Senador por más de una de estas.



Se han aducido motivos geopolíticos, estratégicos, limítrofes. Pues bien, eso fue precisamente lo que se tuvo en vista al crear la Región de Arica y Parinacota, no el aumentar en dos el número de Senadores.



Aún más. Algunos afirman que la creación de ella no implicaba perpetuar el sistema binominal. Discrepo de tal apreciación. Pienso que al mantener el criterio de la exclusión se perpetúa dicho mecanismo, porque cuando se elija Senadores por la nueva circunscripción quedarán excluidas ciertas fuerzas políticas. 



Eso es lo que me induce a votar en contra. Porque el criterio de la exclusión se volvería a aplicar, se volvería a extender. Y lo estaríamos aceptando al crear una nueva circunscripción.



De otro lado, señor Presidente, considero legítimo que haya un mínimo de representación por Región. Pero debe considerarse una segunda variable: la proporcionalidad en cuanto a la población de cada una. De lo contrario -como muy bien señaló el Honorable señor Arancibia- todas las autoridades van a ser iguales; vale decir, el alcalde tendrá la misma representación que el Diputado o el Senador.



Entonces, uno se pregunta: ¿cómo va a ser posible una relación entre esa Región y la Metropolitana -con la enorme cantidad de habitantes que posee-, Concepción o Valparaíso, por citar otras? No me parece justo.



Mientras no entremos de lleno a analizar a fondo la manera de representar a la ciudadanía en nuestro país, creo que una nueva circunscripción no ayuda en absoluto. Al revés, genera más distorsiones y mantiene el criterio de la exclusión.



Sobre la base de esas observaciones, voto que no, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, estimo que en el ánimo de todos quienes han expuesto una opinión crítica al proyecto, de ningún modo y bajo circunstancia alguna está el privar a una Región de contar con Senadores. Hay una reflexión política.



Algunos han expresado -y en particular, el señor Ministro- su voluntad cierta en torno a terminar con el sistema binominal. Pero ello no es así. La Concertación va a cumplir 20 años en el poder y no ha presentado ni un solo proyecto, -¡ni uno solo, y el señor Presidente lo sabe bien!- para terminar con ese mecanismo electoral. 



O sea, Pinochet excluyó a los comunistas durante 17 años. ¡La Concertación va a cumplir 20…! 



Esa es la verdad. Esos son los crudos hechos.



Siento que se ha pecado de condescendencia. Yo diría que la Concertación se “achanchó” en esta materia. Le gustó el binominal -seamos francos-, porque cuando a uno no le agradan las cosas trata de cambiarlas. Y tal conducta se externaliza en acciones concretas. Mas, ello no ha ocurrido.



Por consiguiente, si votamos positivamente el proyecto consolidaremos algo que decimos que no nos gusta, pero lo mantenemos. 



Esa es la esquizofrenia política: decir una cosa y hacer otra.



Los problemas de Arica -la cesantía, la falta de agua, los conflictos geopolíticos con el Perú- no se resuelven con más parlamentarios. Y estos, si existiera un mecanismo electoral más integrado, no serían ni una dádiva ni el intento de resolver todas las dificultades, sino parte de un sistema democrático.



No creo que se vaya a producir una situación delicada si efectivamente la Región de Arica y Parinacota no elige Senadores. Lo que corresponde es estudiar el fondo de la cuestión y discutir lo que a la gente de allá le interesa: que le solucionen los problemas.



¡Se muere Arica! Y lo saben los parlamentarios. 



¡Se ahoga Arica! Ha estado demasiado tiempo abandonada. Si uno la compara con Iquique y su Zona Franca, concluye que geopolíticamente el país ha cedido la primera y protegido -para decirlo de algún modo- a la segunda.



En ese sentido, no es que los Senadores que hoy representan a Arica valgan menos que los de Iquique. Lo que pasa es que enfrentamos dificultades de orden geopolítico y especialmente político, de inversiones y de preocupación.



Oponerse al proyecto no significa negar a la Decimoquinta Región la posibilidad de ser representada en la Cámara Alta. En concreto, debe servir para desarrollar un debate de fondo. Y no es efectivo que carezca de Senadores: tiene dos. Pero abordemos en profundidad, con las otras Regiones, no solo este asunto sino el sistema integral.



Adicionalmente, quiero manifestar que respecto de la misma composición de esta rama del Congreso existen áreas que debiéramos examinar.



Aquí se ha dicho que esta Corporación constituye una Cámara de representación territorial y que, por ende, el número de habitantes no importa. 



A mi juicio, tenemos una representación “desproporcional”. Algunas Regiones tienen 80 mil habitantes y eligen 2 Senadores. En cambio, otras con un millón, un millón y medio o dos millones de habitantes también eligen 2 Senadores. Esto sucede en circunscripciones de Santiago.



Y, por cierto, no es lo mismo trabajar para el electorado de un millón de habitantes que para otro de 35 mil -¡treinta y cinco mil!-, como ocurre en algunas Regiones (y percibiendo las mismas asignaciones, a propósito de un debate no siempre querido ni bienvenido). Sin embargo, se establecen similares condiciones de trabajo para todos, independiente del número de electores que uno representa. Ello atenta contra una mayor eficiencia de la Corporación.



La iniciativa nos abre un debate mayor. Y el Ministro señor Viera-Gallo ha insinuado que podría resolverse en Comisión Mixta. 



Si en esa instancia se pretende negociar algún tipo de elemento, nos gustaría saberlo. Pero está claro que ahora no se hallan dadas las condiciones para aprobar el proyecto. 



Reitero: no se trata de negarnos a la posibilidad de que la Región de Arica y Parinacota elija Senadores, sino de abordar, de una vez por todas, los problemas de fondo. Y en el texto propuesto estos no se resuelven, sino que se consolidan.



En efecto, se consolida la discriminación, la exclusión. Y yo no estoy disponible para aprobar un proyecto en ese sentido.



Voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, cuando discutimos los proyectos relacionados con el que ahora nos ocupa señalé que consideraba un acto irresponsable de parte del Gobierno avanzar en la creación de Regiones sin hacer un análisis del sistema de administración territorial, de la división político-administrativa de nuestro país.



Manifesté que me parecía un acto demagógico, un acto de motivación político-electoral imperdonable.



El tiempo me va dando la razón. 



Lo concreto es que comparto plenamente el informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia cuando sostiene que el artículo 49 de la Carta Fundamental no establece una relación entre una Región y una circunscripción. En consecuencia, puede haber circunscripciones senatoriales que abarquen una Región o una parte de ella o más de una Región. 



En mi opinión, no debiera existir en la Sala dos interpretaciones sobre ese punto. Creo que es absolutamente claro según se desprende del tenor de la Constitución.



Para que haya más equidad y justicia, cuando se reclama que alguna Región podría quedar sin este beneficio, anuncio desde ya mi voto en contra, a fin de que las dos permanezcan en iguales condiciones. 



¿Por qué? Porque siento que es preciso discutir en su integralidad la Ley de Partidos Políticos -que tiene un enfoque centralista exacerbado- y el sistema electoral -que no solo es excluyente, sino que resulta odioso, sin ninguna duda-. No obstante, la asimetría antidemocrática, perversa, de establecer una inequidad tan grande entre aquel candidato que va dentro de un partido respecto de otro que se postula como independiente y debe enfrentarse, en el sistema electoral binominal, a la sumatoria de votos de dos candidatos, a mi juicio, repugna la inteligencia y los principios democráticos.



Mientras no exista en el Parlamento disposición a abordar estas temáticas con responsabilidad y con seriedad; mientras continúe la desafección política, que es la forma como la ciudadanía muestra su desagrado, su molestia, su falta de complacencia con la actitud de los partidos políticos y de los políticos que se desenvuelven en los ámbitos de decisión, anuncio que no apoyaré nominaciones ni creaciones de ninguna naturaleza.



Mi voto no estará disponible ni para Arica y Parinacota ni tampoco para la Región de Los Lagos. 



Más temprano que tarde el Senado, en particular, y el Congreso, en general, deberán abordar esas materias, porque realmente resulta un insulto a la inteligencia sostener durante tantos años tal inequidad, que es de una injusticia y una asimetría que -como dije- repugna los principios democráticos.



Voto que no.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el informe de la Comisión de Constitución por lo menos deja claro que el actual artículo 49 de la Carta Fundamental no señala una relación directa entre la creación de una Región y la de una circunscripción, sino que esta última se entrega a una Ley Orgánica, lo cual estamos discutiendo acá.



Al margen de que uno esté de acuerdo o no con el sistema binominal, discusión que hemos venido sosteniendo por años, es menester tomar en cuenta ciertos elementos que hacen que uno considere la posibilidad de que exista una Región nueva con representación senatorial o parlamentaria. 



No todo tiene que ver con el número de personas o con la existencia o no de una Región, sino también con la necesidad y el sentimiento existentes en algunas partes del país de contar con una representación especial. 



A mi juicio, Arica es uno de los lugares en los que la gente requiere una representación propia y particular: sentirse representados.



He escuchado que los Senadores Orpis y Flores son, por supuesto, representantes de la Región. Y el primero de ellos dijo estar disponible a una división senatorial.



Por lo tanto, no miraría las cosas solo en atención al debate que se ha dado en la Sala, que me parece que es de fondo según lo que ha expresado el Honorable señor Cantero. Eso, en mi opinión, lo vamos a discutir en unos 25 años más, o cuando tengamos una mayoría que nos permita debatir y resolver el problema. Pero no podemos generar estas situaciones que, en verdad, producen cierta rabia, indignación, en las personas que viven en esa nueva Región.



Al margen de las cuestiones de fondo, de los temas en discusión que se han señalado, en este instante hay un proyecto presentado por el Ejecutivo y la gente de la Región de Arica y Parinacota requiere una representación particular. 



Me resulta curioso el debate. Es preciso conocer las Regiones extremas. De Iquique a Arica hay más de 390 kilómetros. Entonces, las relaciones y las necesidades existentes en una u otra ciudad son distintas. Por eso, a veces se necesitan autoridades que representen a esas Regiones de una manera especial, de acuerdo con sus intereses.



Por lo tanto, si hay que entrar al debate de fondo hagámoslo, pero creo que se va a dar en 25 años más. 



En consecuencia, en este caso particular y en atención a la propuesta formulada, votaré a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, voy a hacer algunos pequeños comentarios con relación a la materia en debate.



En primer lugar, coincido con el planteamiento del Honorable señor Núñez, en cuanto al sinsentido que implicaría crear esta Región y, simultáneamente, no proveerla de una representación senatorial, acorde con su calidad de tal. Es evidente que aquí se produce, si pudiéramos usar el término, una suerte de inequidad desde el punto de vista de la representación.



Entiendo el hecho de que algunas Regiones, particularmente por su tamaño, puedan tener más de dos Senadores, que es precisamente lo que ocurre en una parte importante del país. Pero lo que no existe es la situación inversa, es decir, Regiones sin Senadores.



Es posible que una Región, como la de Los Lagos o la Metropolitana, y otras tantas, que por su extensión, por su tamaño, por su población, tenga cuatro Senadores. Sin embargo, lo que no ocurre es la hipótesis inversa. Entonces, desde el punto de vista de la identidad de la Región, del sentido de su creación y, francamente, de su importancia geopolítica, creo que carece de sentido el privar a Arica de contar con dos Senadores.



En segundo término, coincido también con el argumento del Honorable señor Escalona. 



Aquí subyace la cuestión de la ratificación o no ratificación del sistema binominal. Ese no es el punto que hoy está en discusión. De hecho alguien podría sostener que siempre que se concurre a votar en las elecciones parlamentarias, en la práctica lo que se hace es ratificar y validar, una y otra vez, la existencia del sistema.



Por lo tanto, nadie puede entender, en lo que respecta al debate sobre cuál sistema electoral le conviene más a Chile, que el simple hecho de aportar y darle a Arica dos Senadores implique una validación del sistema binominal. Es evidente lo que aquí se ha señalado en tal sentido.



En seguida, voy a agregar un argumento que también es de sentido común.



He notado en algunos parlamentarios que han hecho uso de la palabra una cierta reticencia, por así decirlo, a la idea de generar más circunscripciones senatoriales. Se hace una caricatura al decir: “Mire, si la forma de resolver los problemas de la Regiones fuera crear más cupos senatoriales, entonces por qué no creamos una cantidad indefinida de estos”.



Cada vez que los parlamentarios de la Concertación formulan una propuesta -que, por lo demás, siempre es bastante vaga- tendiente a modificar el sistema electoral, invariablemente aumentan el número de parlamentarios, tanto en la Cámara cuanto en el Senado.



En consecuencia, pretender hacer ver que el aumento de la representación senatorial sería per se un asunto incorrecto, tampoco tiene sentido. En algún minuto habrá que discutir sin demagogia si la Cámara Alta funciona mejor con 38 Senadores o con un número mayor.



En definitiva, todos los argumentos apuntan a la lógica de que Arica tenga dos Senadores. Y por eso voy a apoyar el proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, también votaré en contra, porque cuanto afiance el sistema binominal vigente, al menos para estas bancadas, resulta del todo inconsecuente. Y la opinión pública así lo entenderá.



Un Senador sostuvo aquí que es inapropiado crear Regiones y no plantear también el establecimiento de circunscripciones electorales. Pero recuerdo que, cuando se debatió el punto, los Ministros que se encontraban presentes en la Sala nunca señalaron que lo uno venía con lo otro. Incluso, a efectos de conseguir los votos requeridos, manifestaron que en ese instante no se estaba mirando la situación en comento. Y hoy se nos expone como argumento que la votación de esta tarde debe ser igual que la de aquella oportunidad.



Yo votaré en contra, por esas razones y por muchas otras. Pienso que la opinión pública nacional no vería con mucho agrado que creáramos más plazas de parlamentarios. Me parece que “hay momentos y momentos”.


Ahora, estimo que lo expresado por el Senador señor Cantero es lo fundamental: estamos haciendo una especie de camisa a la medida para determinadas circunstancias, que todos conocemos, pero no se va al fondo en cuanto a analizar, a corregir, a modificar el sistema para las regiones o para todo el país.



En consecuencia, como Senador del Partido Por la Democracia, voto que no.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, se han puesto varios argumentos sobre la mesa. Uno es el sistema electoral. Otro, si debe haber o no Senadores por cada Región que se genere.



Respecto al sistema electoral, hay un debate pendiente en nuestro país. No llegó a buen puerto el esfuerzo por un mecanismo más inclusivo, un acuerdo político que permitiera romper la exclusión existente en nuestra sociedad.


Siento que esa es una tarea pendiente, y muy pendiente.



Vinculado a esa discusión se encuentra también lo relativo a si el Senado representa adecuadamente a todos los chilenos.


En tal sentido, uno puede preguntarse por qué algunas Regiones tienen dos circunscripciones, y otras, una; por qué la Metropolitana, que concentra cerca de cuarenta por ciento de la población nacional, elige la misma cantidad de Senadores que la de La Araucanía, que cuenta con alrededor de tres por ciento de la población del país. No existe ninguna razón geopolítica -¡ninguna!- para que la Novena Región tenga dos circunscripciones, y Santiago, también dos.


Creo que hay un debate pendiente sobre el particular.



Resulta evidente que algunos territorios de Chile pueden estar bien representados, y otros, subrepresentados.


No somos un país federal. La representación senatorial no es de estados dentro de un Estado federal, contrariamente a lo que a veces se insinúa aquí. Somos un Estado unitario. Por ende, el debate en torno a si los Senadores se establecen por Región o por más de una Región a veces se distorsiona, porque se confunde el concepto.


Reitero: no somos un país federado.



En consecuencia, que existan o no Senadores en Arica y Parinacota para mí no tiene que ver con que cada Región requiere representación per se, o con que una Región deba ser representada por dos, cuatro u ocho parlamentarios.



A veces en el Congreso somos muy discriminadores contra la Región Metropolitana.


En la Sexta Región, que representamos con el Honorable señor Chadwick, sufrimos en algunas ocasiones lo que yo llamo “patología de los mexicanos”: muy cerca del diablo y muy lejos de Dios. Porque la poca distancia con Santiago se manifiesta en forma grave, de muchas maneras, para quienes nos encontramos más cerca.


Doy un ejemplo: el casino que se construye en la Sexta Región, ¿es para esta o para Santiago?



Y uno ve lo que sucede con la creación de universidades fiscales. La Sexta Región es la única que no cuenta con una universidad estatal en su territorio. ¡La única!


Uno puede establecer diferentes razones en cuanto a por qué los territorios generan realidades diversas.


¿Por qué lo digo, señor Presidente? Porque la Metropolitana es una Región más, y no se deberá discriminar contra ella cuando, en el marco de una reforma, debatamos más a fondo sobre cuántos Senadores se necesitan.



Mi opinión acerca del proyecto en análisis tiene otra consideración, señor Presidente.



Voy a votar a favor. Pero lo haré por una consideración geopolítica: me asiste la convicción de que el Estado chileno, con todas sus fortalezas, ha sido tremendamente débil para proteger sus zonas extremas. No hemos tenido la fortaleza exhibida por nuestros vecinos. No hemos dispuesto de recursos, o de planificación, o de capacidad. Y ello no es responsabilidad ni de este Gobierno, ni de los anteriores, ni del Régimen militar: tiene que ver con un factor histórico.



Si hay algo que debemos hacer mirando al futuro, pensando en la necesaria alianza estratégica geopolítica entre Chile y Perú proyectada hacia el Pacífico, donde se centrarán el comercio, las relaciones, el desarrollo de los próximos 200 años, tal vez, ello es fortalecer política, económica, social y culturalmente las zonas fronterizas.


Sin duda, la presencia de parlamentarios en esa Región puede contribuir a eso.


No es suficiente; no es la salvación. Quienes sostienen que ello resuelve los problemas de Arica le están mintiendo a Arica, absolutamente.



Es cierto que la iniciativa en análisis no contribuye al debate de la reforma al sistema electoral. Pero sí constituye un tema de interés de Estado.



Por eso, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, por cierto, el sistema electoral no se encuentra en discusión en este momento. Empero, con relación a los conceptos que se han vertido respecto a la camisa de fuerza del binominal, a las exclusiones y a una cantidad de cosas que normalmente se oyen acerca de él, quisiera recordar que en Chile existen cuatro sistemas electorales distintos.



Primero: sistema mayoritario con segunda vuelta, a través del que se elige Presidente de la República.



Segundo: sistema mayoritario sin segunda vuelta, por medio del cual se elige a los alcaldes.



Tercero: sistema binominal, que es proporcional restringido o mayoritario, un poco más amplio que el anterior, con el que se elige a diputados y senadores.



Y cuarto: sistema ampliamente proporcional, a través del cual se eligen concejales (6, 8 ó 10, según la comuna).



Esos cuatro sistemas producen los mismos resultados: los excluidos son aquellos que no obtienen votos.


Por lo tanto, basta ya de seguir hablando sobre la base de clichés o de conceptos que no tienen consistencia ni sustento.



Yo feliz votaría a favor de elegir dos Senadores más por Arica si ello consolidara el sistema binominal, pues pienso que este mecanismo ha sido muy bueno para el país.



Sin embargo, no me pronunciaré de esa manera. En primer lugar, porque al crearse la Región pertinente aquí se dijo en forma clara y expresa: “No vinculemos la creación de Regiones con la de nuevos Senadores”. ¿Y por qué lo hicimos? Porque pensamos que existiría una tentación enorme para crear otras veinte Regiones con cuarenta Senadores más. Y, así, cada partido, o cada alianza, o cada grupo se iría arreglando en forma de tener su regioncita, con sus senadorcitos y diputados.



Otro argumento: creo que de una vez por todas debemos ver las cosas de frente y con realismo.



Acá se piensa que los problemas de ciertas zonas del país se arreglan con figuras: estableciendo una región, instalando un gobierno regional, generando burocracia y creando más parlamentarios.



¿Qué ha significado para Arica la nueva Región? Hasta el momento, ¡nada! ¿Por qué? Porque lo que importa es la voluntad política de desarrollar las Regiones, no la decisión administrativa o política de crear autoridades.



Considero que, si pensamos que porque generamos otra provincia o una nueva región o porque ponemos más Senadores arreglaremos los problemas del país, seguiremos profundamente equivocados.



Voto que no.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, hemos podido ver en este debate que las consideraciones políticas han sido dejadas a un lado a la hora de tomar decisiones. Porque observamos en distintas bancadas opiniones discrepantes sobre la materia que nos ocupa.



En mi concepto, aquello refleja que este asunto es perfectamente debatible, según los puntos de vista que se sustenten y las variables que uno quiera reafirmar.



Convengo en que la regionalización es una cuestión que no hemos abordado debidamente y en que la creación de nuevas Regiones no se ha hecho de la manera que uno quisiera.



Llevamos más de 30 años con el sistema actual, y las Regiones no han sido evaluadas en cuanto a su aporte como tales, su identidad interna, su funcionamiento, su efectividad.



Pienso que eso debería ser previo a la creación de más Regiones.



El mapa regional existente, a mi entender, no corresponde a la realidad nacional. Muchas Regiones son un “injerto de mono en loro”: no responden a ninguna realidad, no poseen identidad alguna, y, por lo tanto, no justifican su existencia.



Me parecería razonable revisar las Regiones. Y si ese fuera el paso, quizá se abriría la posibilidad de crear otras que correspondieran a cierta realidad.



No quiero hacer un análisis exhaustivo sobre el punto. Pero he planteado que mi Región, la del Maule, se divida en dos. Porque, a decir verdad, el Maule Norte no guarda relación, vinculación, conexión, identidad alguna con el Maule Sur. Por ejemplo, ¿qué tiene que ver Curicó con Cauquenes? ¡Absolutamente nada! ¿Qué conexión hay entre ellas? ¡Cero!



Por lo tanto, si queremos Regiones con algún funcionamiento, obviamente hay que revisar el sistema.



Ahora, el centralismo existente en las Regiones es pavoroso. ¡El Maule Norte se lleva la tajada del león! ¡Al Maule Sur le llegan las migajas!



En consecuencia, hay asimismo inequidades muy fuertes, producto de un doble centralismo. Porque el centralismo no solo es santiaguino: también se da a nivel de la capital regional, ya que en torno a ella giran el desarrollo, el funcionamiento y el potenciamiento de la Región pertinente.



Entonces, a mi juicio, muchas Regiones deberían ser revisadas.



En cambio, lo que está de más es la concepción de las provincias, porque estas carecen de mayor relevancia. Y si lo graficamos en el peso específico de su autoridad principal, observamos que los intendentes sí tienen autoridad -no mucha, pero alguna-, mientras los gobernadores no pasan de ser relacionadores públicos de los gobiernos de turno, sin atribuciones, sin recursos, y por ende, figuras meramente decorativas.



Es necesario, pues, revisar las Regiones. No lo hemos hecho. Hemos seguido el camino del salame: por tajaditas. Procedimos así en la Región de Los Ríos y en la de Arica y Parinacota. En todo caso, felicito a su gente, porque consiguió lo que otros todavía no hemos logrado.



Yo por lo menos voy a persistir, mientras tenga fuerzas, en que se cree la Región del Maule Sur. Y espero que en otros lugares se cristalicen también muchos sueños y anhelos regionales para generar espacios nuevos.



Lo hizo Arica. Habiéndolo hecho, contar o no con representación parlamentaria propia pasa a ser algo importante. Y si bien constitucionalmente -como lo hemos dicho- no se desprende que deba tenerla, sería muy extraño que no dispusiera de ella.



Además, estimo que, tratándose de una Región donde hay razones geopolíticas merecedoras de mayor consideración, aquello refuerza la necesidad de tener allí una presencia significativa.



¿Va a resolver eso los problemas de Arica y Parinacota? Por cierto que no.



Aquí falta una mirada distinta, una mirada de desarrollo: cómo generamos los incentivos correctos para levantar una Región que se halla muy postergada. 



No cabe la menor duda de que una nueva circunscripción senatorial no solucionará tales problemas. Pero, al revés, no dar esa señal sería muy mal leído internamente, porque implicaría falta de consideración a la nueva Región, que requiere, por su relevancia, una mirada distinta desde el punto de vista parlamentario.



Por las razones expuestas, pienso que lo justo es que la recién creada Región de Arica y Parinacota tenga su propia representación senatorial.



En consecuencia, voy a concurrir con mi voto favorable a la aprobación de esta iniciativa, que además viene acompañada por el sistema binominal.



Me alegro de que el Gobierno haya propuesto esta creación dentro del referido sistema, lo cual sirve para validar su importancia, pues demuestra que al final todavía no se han planteado mecanismos alternativos mejores que tengan credibilidad ante el propio Ejecutivo.



En mi concepto, ese es un argumento de peso para votar que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa me parece muy útil, porque siempre he sostenido la tesis de que no se quiere cambiar el sistema binominal. Y esta es la mejor demostración, ya que por primera vez vamos a legislar para aplicarlo en una nueva circunscripción.



Algunos no tienen problema para hacerlo. Si alguien está tan en contra del sistema binominal, no veo por qué va a concurrir con su voto favorable con aquel propósito.



Por lo tanto, estimo que este debate pone de manifiesto que el sistema en comento no es tan malo. Algunos sostienen que debe eliminarse, cambiarse, pero cuando llega la hora de votar lo perfeccionan, lo extienden a nuevas Regiones.



Quiero señalar, asimismo, que ninguna Región va a quedar sin Senadores.



Lo que considero por completo desproporcionado es que esta Corporación llegue a tener 40 miembros y que solo 4 de ellos sean de la Región Metropolitana. O sea, el 10 por ciento de los Senadores representaría a 40 por ciento de los chilenos.



Ya hoy día, de los 38 Senadores, 4 corresponden a la Región Metropolitana. Y seguir profundizando esa distorsión lleva a que la Cámara Alta pierda categoría.



Lo que se está haciendo aquí implicará que desde las alcaldías se salte, no a las diputaciones, sino a las senadurías.



No sé por qué el Alcalde de Arica tendría que pasar por la Cámara de Diputados, como debiera ser antes de llegar al Senado. Y lo mismo el de Iquique, el de Coihaique, en fin.



Todas las alcaldías del país van a ser trampolines electorales para llegar a esta Alta Corporación. 



En mi concepto, el Senado debe mantener carácter nacional, legislativo, más que administrativo.



Con suerte en las ceremonias se menciona a los Senadores, señor Presidente.



Establecer una categoría en el sentido de que cada Región debe tener Senadores exclusivos de ella distorsiona absolutamente la realidad.



Yo, como Senador por la Región Metropolitana, represento a la provincia de Cordillera, a parte del área metropolitana, con 8 distritos. Y hay Senadores muy talentosos que pueden representar perfectamente a dos Regiones que, sumadas, son bastante más pequeñas que otras circunscripciones.



Sé que a lo mejor resulta más grato, más popular, decir que sí a la gente de Arica. Pero pienso que por la vía de atomizar la Cámara Alta con una representación mucho más local se la hace perder categoría.



El Senado es una Corporación nacional, una Corporación que legisla. Esa es su importancia.



Por lo tanto, el diseño de los distritos y de las circunscripciones puede ser muy distinto, muy variado. Es algo que ya se señaló.



De hecho, al crearse la Región de Los Ríos, nadie planteó que fuera una inconstitucionalidad el que quedaran Senadores representándola integralmente a ella y a parte de la de Los Lagos. En consecuencia, como algunos de ellos corresponden a media Región, a una Región completa, a una Región y media, me parece un criterio completamente válido que en el caso de otros se contemplen dos Regiones.



A mi juicio, aumentar la cantidad de miembros de esta Corporación sobre la base de la lógica de crear Regiones determinará, finalmente, que el Senado, con el tiempo, pierda categoría y prestancia. Resulta fundamental que seamos cuidadosos, para que la representación en esta rama del Congreso, cualesquiera que sean las personas que la ejerzan o los partidos a que pertenezcan, diga relación al mayor nivel posible. Y creo que ello apunta a localizar la votación. 



Por esa razón -y muchas otras, señor Presidente-, voy a votar en contra de la creación de una circunscripción senatorial, no solo en la Región de Arica y Parinacota, sino también en cualquier otra, si alguien consiguiese el día de mañana los votos requeridos para establecerla.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, más que la importancia o no de crear una circunscripción senatorial -en este caso, la de Arica y Parinacota-, me motiva la cuestión de fondo.



Desde la testera he presenciado una discusión inteligente, con mucho sentido. Y mi reflexión es que esta va mucho más allá de la iniciativa en sí. Ese es el problema serio. O sea, debemos precisar bien en lo que nos ocupamos.



En ese sentido, cabe recordar que en el país se aplica un sistema bicameral, el cual obedece al criterio de que una parte se genera en razón de la población, y otra, del territorio. Si ello es algo básico, no cabe desconocerlo y apuntar a que solo debería mediar una cierta correspondencia en función de la cantidad de la población para definir dónde existe una Región que merezca ser tal.



Francamente, esa discusión no la hemos tenido en serio. Y se plantea una dificultad de fondo, porque el centralismo no da para más. Se requieren Regiones, pero Regiones de verdad, que puedan desarrollarse en propiedad. Y a eso no se está contribuyendo.



En el pasado había en Chile tres o cuatro instancias de poder importantes: Santiago, Valparaíso, Concepción y Coquimbo. Posteriormente, el país de alguna forma fue creciendo y fusionándose, hasta llegar a lo de hoy. Sin embargo, las Regiones no se han fortalecido. Valparaíso, por ejemplo, es menos -¡pero mucho menos!- de lo que fue en el siglo XIX. ¡Y qué decir de Concepción! ¡O de Coquimbo o de Copiapó! 



¡Eso es lo grave!



Hace un rato escuché al Honorable señor Letelier decir -y con mucha razón- que en la Sexta Región no existe una universidad pública. Al respecto, hago presente a Su Señoría, al Senado y a Chile que en la Undécima Región, con 120 mil kilómetros cuadrados -la quinta parte del territorio nacional-, no hay una sola universidad.



En consecuencia, hablemos en serio.



¿Y cuál es la voluntad política para contribuir a que la Región de Aisén logre una situación de correspondencia con el resto del país? ¡Ninguna! Y, por la forma como se están haciendo las cosas, ello no se conseguirá. Pero llevamos dos años en una discusión sobre el Transantiago, como si fuera el único problema en Chile, sin que todos esos otros aspectos pesen o tengan sentido.



Entonces, ¿cómo conseguir el equilibrio?



Se han expuesto, con mucha razón, algunos argumentos en el sentido de que el Senado, como van las cosas y por la forma como se va generando, perderá toda especificidad, toda respetabilidad. Puede ser.



Pero lo más grave es que carecemos de un sistema político que refleje la correspondencia real a que he hecho referencia. No quiero ser ofensivo con nadie, pero ¿en qué se diferencia la Sexta Región de la Séptima? ¿En qué se diferencian en la historia? En nada. Es la misma zona del valle central. ¿En qué se diferencian en términos étnicos? En nada. ¿En qué se diferencian económicamente? En nada. ¿Cuál es la diferencia? Al parecer, no existe. ¡Pero conforman dos Regiones!



Y aquí hemos andado haciendo verdaderos malabarismos para configurar otras: la de Los Lagos, la de Los Ríos. En fin, exageramos hasta en los propios nombres para poder adquirir justeza o seguridad en cuanto a lo que hacemos.



Sin embargo, no contribuimos realmente a la descentralización. La población se sigue concentrando hoy día -y lo seguirá haciendo- en Santiago. Y las decisiones continuarán tomándose allá. ¿Quién se va a provincia por un incentivo real? Al contrario, ¿quién no intenta venirse de provincia a la Capital?



Con esta manera de legislar, nos encontramos lejos de generar un sistema político fuerte y sólido. ¡Y ello, más allá de discutir acerca del binominal, que a estas alturas es prácticamente un accidente en el tema en debate! El problema radica en que no estamos construyendo un país y un Estado unitario que también cuente con una posibilidad de descentralizarse, para que la ecuación política por definir obedezca a una lógica.



De lo contrario, cambiemos asimismo el sistema bicameral por otro unicameral. ¡Porque lo que se observa carece de lógica! ¡Lo existente hoy día prácticamente es una suerte de engendro político!



Y el presidencialismo que nos rige, frente a un Congreso feble, se traducirá en un debilitamiento cada vez mayor de la sociedad civil y, a la larga, de la sociedad chilena, en general.



El que ideó la división del país en trece Regiones se ciñó a una concepción determinada. Pero, francamente, por la forma como se siguió avanzando en este ámbito, creo que no existió ni el ánimo de corregir esa idea ni el de mantenerla.



Por mi parte, difiero de tal criterio. Habría sido mejor diseñar Regiones más grandes, más fuertes, pero con una debida correspondencia en todo, con un poder efectivo, sin ser este el remedo que es hoy, el cual no logra compensar un centralismo cada vez más abusador y que lleva a los excesos que vivimos, realidad en la que no se da importancia a los problemas de las Regiones y en la que no pesan las decisiones que estas puedan tomar.



Y, en último término, ello se pretende corregir con la incorporación de dos, cuatro, seis u ocho Senadores más. ¡Pero si estos no serían definitivamente determinantes en la política!



Por lo tanto, señor Presidente, voy a rechazar en general el proyecto, pues creo que está mal concebido, a fin de obligar a que logremos una forma de abordar el problema real de cómo se estructura el poder político -por ende, el Senado y la Cámara de Diputados-, de manera que la ecuación se resuelva legítimamente y no como hoy. Es una lástima ver que la gente en nuestras Regiones prácticamente no está en condiciones de participar en el desarrollo del país, porque sus puntos de vista no pesan, no son tomados en cuenta.



Por ello, dado que el asunto va mucho más allá de tener un par de Senadores, más o menos, o de darle a una Región la posibilidad de contar con dos Senadores, creo que lo que debemos hacer es abrirnos, de una vez por todas, a discutir el problema de fondo, para ver cómo establecer un sistema político en Chile.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, desde hace bastante tiempo se ha llevado a cabo en esta Corporación el debate acerca de las ventajas comparativas de las regiones según exista o no un mayor número de parlamentarios.



Después de recoger varias observaciones, quisiera señalar muy brevemente lo siguiente. Chile registra -y lo hemos sostenido muchas veces- una descompensación muy fuerte en el régimen presidencial vigente, frente a las atribuciones del Senado o de la Cámara de Diputados, en su conjunto. Ello determina que, a la larga, o se efectúa una corrección o tendrá lugar, probablemente, un choque muy fuerte si de pronto nos encontramos con Senadores un poco más tajantes en su posición o con un Primer Mandatario que entiende que el presidencialismo es más de lo que ya le corresponde en virtud de la Carta Fundamental.



Por eso, lo primero que uno debe asimilar aquí es tanto el bien nacional como el de Arica. Nadie lo está negando. A mi juicio, con dos Senadores más en esa Región, la verdad es que, como se ha dicho, no sucederá mayor cosa, desgraciadamente. Pero así es.



Ahora bien, deseo formular una observación marginal respecto de lo que es el sistema binominal. Difiero de lo manifestado aquí por un señor Senador. Creo que sí es un método que nos está complicando la existencia en cuanto a la real representatividad de los organismos a los cuales rige. Y, por lo tanto, no se puede aseverar que es inocuo el que se cambie o no.



El punto más de fondo -ya lo han señalado algunos Honorables colegas- es qué queremos como régimen universal. Pienso que el hecho de que se cuente con tres o cuatro modos de elegir también es una falta de racionalidad, porque todos deberían regularse de la misma manera. 



Sin embargo, el tema mayor, para mí, se refiere a que cuando comenzó la regionalización, allá por los años 1966-1967 -en la Región que represento o en parte de ella fue lo primero que se hizo como práctica piloto-, fue concebida de otra forma. 



Las regiones responden -y desde su creación en adelante- más bien a una concepción política que no tiene nada que ver con la historia. En aquella que represento existe, históricamente, una antinomia entre Chillán y Concepción, por lo que se plantea una interrogante en cuanto a la función que cabe desempeñar en ese caso. Si alguien pregunta hoy si se representa a la Segunda o a la Quinta Región, suena a chiste.



Por mi parte, señor Presidente, voy a votar en contra, porque es preciso resolver en serio el problema de fondo.



Dejo establecido, una vez más -por cuanto nunca se ha tocado el punto y no sé si median ideas o voluntad como para estudiarlo-, que soy partidario de un Senado nacional, elegido nacionalmente. Las experiencias extranjeras al respecto han sido buenas, en términos de dar mayor amplitud al debate. Y la situación de los Senadores se consolidaría, pari passu, frente a la conducta de los ministros, sin que necesitaran acudir, cual mendicantes, a pedir un hospital o cualquier cosa.



Además, nada hemos ganado con el modelo de las actuales regiones. Se ha señalado que nunca más habrá una modificación en ese ámbito. Por lo tanto, como en su momento presentamos proyectos para dividir también la Región del Biobío, donde efectivamente concurren razones étnicas, de subdesarrollo extremo, para tal efecto, no veo por qué ahora se votaría por una nueva Región si se ha dicho que no se aludirá más al asunto, no se abordará el tema de fondo ni servirá de mucho el que haya dos o tres Senadores más por cada una de ellas. Ante un sistema como el actual, me pronunciaré en contra, por las razones dadas.



Y deseo insistir, aunque ello obtenga poca recepción, en un Senado nacional. En Colombia, donde se aplica ese sistema, se han logrado buenos resultados. Lo malo sería una concentración de Senadores que pudieran ser elegidos con los votos de Santiago. Sin embargo, la experiencia colombiana es diferente. En ese país existe menos concentración que en Chile -estoy de acuerdo-, pero también ha ocurrido algo muy sencillo: la cantidad de gente que vuelve desde las regiones a Bogotá es tal que termina votando por congéneres que han vivido en esas zonas. En Santiago, no menos de 30 ó 35 por ciento de la población corresponde a personas que han pasado por la experiencia de vivir en otras regiones y que mantienen sus relaciones. Es muy probable que en ese caso haya votos para uno u otro tipo de Senadores.



Por lo demás, la verdad es que entre los representantes de las regiones -no es el caso del actual Senado, sino de los anteriores- se han contado bastantes santiaguinos. Y, en consecuencia, no ha existido ninguna razón como para que suceda lo señalado.



En estas condiciones, señor Presidente, votaré en contra del proyecto. Pero insistiré en la conveniencia de una discusión de fondo sobre el asunto y de un sistema general, para todo el país, que tenga en cuenta las necesidades que presenta la estructura política y no solo las ventajas comparativas de una u otra Región. Porque, a modo de ejemplo, en aquella que represento hay un fuerte movimiento para que genere otras dos. Incluso, existen dudas acerca de si la división debe ser, de norte a sur, entre este y oeste, o al revés, entre norte y sur, considerándose algunos otros sectores y agregándose parte de Malleco.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, realmente no pensaba intervenir. Más bien quería escuchar las distintas posiciones de mis Honorables colegas. Pero me hace mucha fuerza la idea de hacerlo, primero, porque no están los votos para la aprobación del proyecto.



En consecuencia, solo me resta expresar a los Senadores señores Orpis y Flores -y lo digo con mucho afecto y consideración- que continúen con la buena práctica que han desarrollado hasta el momento. Porque nadie puede colocar en duda el compromiso y ejercicio político que ambos han llevado a cabo en la Región que representan.



Sin embargo, quise tomar la palabra porque me resulta imposible tolerar la poca deferencia exhibida por el Senador señor Longueira. ¡Y eso no se lo puedo aguantar ni a Su Señoría ni a nadie! Estimo que ha cometido una horrorosa falta de respeto al afirmar que esta Institución debe cuidarse de que entren concejales o alcaldes por ser de una clase distinta.



¿Usted cree, colega Longueira, que he desprestigiado a esta Corporación? ¿Estima que pertenezco a una clase distinta?

El señor LONGUEIRA.- No he dicho eso.

El señor BIANCHI.- ¡Sí lo dijo, señor Senador! Y me parece que constituye una falta de respeto enorme hacia cualquier ciudadano con las capacidades intelectuales, técnicas, humanas -un valor humano que no se compra en ningún lugar-, para representar a otros.



Reitero que, en verdad, me iba a abstener de usar de la palabra. Pero es imposible dejar pasar semejante actitud en contra de alguien que puede tener el legítimo derecho o deseo de representar a la gente en el Senado de nuestra nación.



Más allá de eso, señor Presidente, estoy seguro de que aquí he honrado fundamentalmente a los habitantes de la Región de Magallanes y a cualquier otra persona. Adquirí una experiencia municipal que no es menor y que ya quisiera cualquier otro, la cual harto deja, harto enseña, para poder representar también de mejor manera las inquietudes de la población.



En segundo lugar, tampoco estoy de acuerdo con la creación de regiones de papel. Pienso que las regiones deben contar con representantes que exhiban un sentido de pertenencia; que interpreten el sentimiento de la ciudadanía, no de un cierto nivel intelectual ni social o económico. Me refiero a la gente a la que cualquiera de nosotros va a pedirle el voto. Las que votan son las personas.



Por lo tanto, señor Presidente, entendiendo que no están los votos ni la disposición para aprobar el proyecto, y habiendo ya discutido este asunto varias veces, creo que el Estado tiene una gran deuda al no hacer un seguimiento de las Regiones y al no brindar a estas, en especial a las extremas -si no me equivoco, lo dijo el Senador señor Núñez y me sumo a ello absolutamente-, un tratamiento geopolítico. Porque es el Estado el que debe pronunciarse, y no lo ha hecho. Hoy, señor Presidente, no existen gobiernos regionales: lo que hay son administraciones regionales. Y, en consecuencia, se hace totalmente necesario que el Gobierno central y el Estado de Chile articulen de mejor manera a cada una de las Regiones. 



Ojalá, señor Presidente, que no se sigan creando regiones de papel que luego no tengan una auténtica representación.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, tampoco iba a intervenir en el debate, pero, al contrario del señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, no he escuchado en esta Sala una afrenta o una mirada despreciativa hacia las personas.



Yo creo que el Senador señor Longueira hizo un análisis político del efecto perverso que puede provocar el ir minimizando o achicando las Regiones, pues con ello se está contribuyendo a que el Senado de la República deje de tener estatura para mirar al país en su conjunto, tal como corresponde a su función principal.



Ese es el tema de fondo. 



Uno podrá estar de acuerdo o en desacuerdo con lo anterior, pero no puede interpretarse de las palabras del Honorable señor Longueira que se esté objetando o vetando el ingreso de personas con determinadas características a la Cámara Alta. Su Señoría apunta a cuidar que el Senado tenga la mirada de país, la mirada nacional que se requiere. 



Si vamos a continuar con una política indiscriminada de creación de Regiones, corremos el riesgo de vernos enfrentados a la distorsión a la que el Senador señor Longueira sugiere poner atención.



Por lo tanto, quiero dejar bien en claro que no he escuchado ninguna falta de respeto, ninguna acción de menoscabo hacia nadie. Por el contrario, se nos pidió tener especial interés en que nuestra institución mantenga una mirada de país que nos permita a todos contribuir al bien común.



Yendo derechamente al proyecto que nos ocupa, señor Presidente, creo que aquí estamos frente a una situación básica. 



En la Comisión de Gobierno me tocó trabajar, junto con los Senadores señores Orpis y Flores, en la creación de la nueva Región de Arica y Parinacota. Incluso, nos constituimos en ella en alguna oportunidad. Y me parece que, por su importancia geopolítica, merece una respuesta en cuanto a la necesidad de contar con el conjunto de autoridades de las instituciones del Estado. 



Desde esa perspectiva, me parece indispensable que esté constituido en la zona el Poder Ejecutivo, pero también debe contarse allí con la presencia de instituciones representativas como la Cámara de Diputados y el Senado, porque así podemos dar mayor fuerza geopolítica al norte de Chile, que tanta voluntad política requiere para crecer y desarrollarse.



Por eso, voy a votar favorablemente la iniciativa.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto (16 votos por la negativa, 15 por la afirmativa y 2 abstenciones).


Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Gazmuri, Kuschel, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar (don Adolfo).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Coloma, Escalona, Flores, García, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Se abstuvieron los señores Espina y Frei.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Como el proyecto fue aprobado por la Cámara de Diputados, la Mesa propone a los miembros de la Comisión de Gobierno para que integren la Comisión Mixta que deberá formarse.

El señor PIZARRO.- ¡Esa Comisión perdió drásticamente…!

El señor NARANJO.- ¡Y había aprobado el proyecto cuatro por cero!

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Fuera de bromas, señor Presidente, pienso que la Comisión Mixta debe estar conformada de una manera lógica. ¿Usted se imagina que la integren los miembros de la Comisión de Gobierno, que por unanimidad recomendaron a la Sala de este Senado aprobar un proyecto que finalmente ha sido rechazado? 



Yo propongo que representen a esta Corporación los integrantes de la Comisión de Constitución, considerando que hay un tema de constitucionalidad envuelto, o bien se designe a Senadores que sean más representativos de la decisión que ha adoptado la Sala. Si no, ¿qué se va a ir a negociar a la Comisión Mixta?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Son hombres de honor, así que actuarán como corresponde.

El señor PIZARRO.- ¡Después de escuchar al Honorable señor Núñez, no hay ninguna posibilidad…!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Además, señor Senador, el artículo 46 del Reglamento, ubicado en el Párrafo 2°, “Comisiones Mixtas”…

El señor PIZARRO.- ¡De honor, sí…!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si me permite continuar, Su Señoría.



Quiero recordar a la Sala que en nuestro Reglamento existe una norma expresa -el artículo 46- que establece que “La representación del Senado estará integrada por los miembros de la Comisión permanente que tuvo a su cargo el estudio del proyecto”.

El señor PIZARRO.- ¡Ah, bueno! Siendo así…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En consecuencia,…

El señor PIZARRO.- ¡Sé que vamos a tener la mejor defensa posible…! 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- … se designa para representar al Senado en la Comisión Mixta a los integrantes de la Comisión de Gobierno, en el bien entendido de que tienen que expresar y representar el sentir de la Corporación en cuanto tal.



--Así se acuerda.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, hubo dos abstenciones que inciden el resultado. Por lo tanto, habría que repetir la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No, señor Senador, porque el proyecto tiene rango orgánico constitucional, de tal modo que, aun cuando las dos abstenciones se agregaran a la posición favorable, no se alcanzaría el quórum necesario.



Pasamos al Tiempo de Votaciones. 

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

INCLUSIÓN DE DOS LIBROS DE PATRICIA VERDUGO COMO LECTURAS ESCOLARES OBLIGATORIAS. PROYECTO 

DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Naranjo, Gazmuri, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1044-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 87ª, en 23 de enero de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al Ministerio de Educación para que estudie la posibilidad de que al menos dos libros de la periodista y escritora Patricia Verdugo sean de lectura obligatoria en la enseñanza media y de que se distribuyan en bibliotecas y colegios públicos sus obras, ejemplos de defensa de los derechos humanos en nuestro país.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación el proyecto de acuerdo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (11 votos a favor y 6 en contra).


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Escalona, Gazmuri, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Pizarro y Ruiz-Esquide.



Votaron por la negativa los señores Allamand, Arancibia, Kuschel, Longueira, Novoa y Orpis.

MEDIDAS PARA FORTALECER EDUCACIÓN ARTÍSTICA

Y TÉCNICA. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo formulado por los Honorables señores Navarro y Muñoz Aburto. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1077-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 24ª, en 4 de junio de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitar a la señora Ministra de Educación la adopción de una serie de medidas para fortalecer la educación artística y técnica.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos).


Votaron la señora Alvear y los señores Flores, Gazmuri, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.

REVALORIZACIÓN DE PENSIONES DE EX FUNCIONARIOS DE

CONGRESO NACIONAL JUBILADOS DURANTE RÉGIMEN

MILITAR. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Navarro, Muñoz Aburto y Vásquez.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1096-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 42ª, en 6 de agosto de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto que permita revalorizar las pensiones de los ex funcionarios del Congreso Nacional jubilados durante el período del Régimen militar y las de sus montepiadas.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?



Señores Senadores, en este momento no se alcanza el quórum para aprobar el proyecto. Se registran 11 votos favorables y varias abstenciones. 

El señor NARANJO.- ¿Cuántas abstenciones?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Tres. 

El señor NARANJO.- Se podría repetir la votación, entonces, pues ellas influyen en el resultado. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No, señor Senador. Eso ocurre cuando hay empate. En este caso, no se pueden sumar a la mayoría. 

El señor PIZARRO.- Se debe repetir la votación, porque las abstenciones influyen en el resultado.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Eso no es posible, señor Senador, porque no influyen en el resultado. Lo que sí puedo hacer es instar a Sus Señorías a votar.



Si les parece, iniciaremos de nuevo la votación.



En votación el proyecto de acuerdo planteado por los Honorables señores Navarro, Muñoz Aburto y Vásquez. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (14 votos).


Votaron la señora Alvear y los señores Ávila, Flores, Gazmuri, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.

MEDIDAS PARA PERMITIR A PYMES ENFRENTAR CONTINUAS

ALZAS DE LUZ. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Naranjo, Letelier y Muñoz Aburto. 



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1103-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 45ª, en 19 de agosto de 2008.



Oficio de Comisión:



Economía, sesión 48ª, en 3 de septiembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya a los Ministros de Hacienda, de Economía, Fomento y Reconstrucción y Presidente de la Comisión Nacional de Energía para que realicen un estudio sobre la factibilidad de otorgar un subsidio o aplicar otra medida que permita a las pymes enfrentar las alzas de las cuentas de luz.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos a favor y una abstención)


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Gazmuri, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Pizarro, Prokurica y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Ruiz-Esquide.

INCORPORACIÓN DE ESCLEROSIS MÚLTIPLE ENTRE PATOLOGÍAS

CUBIERTAS POR PLAN AUGE. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo propuesto por los Honorables señores Arancibia, Ávila, García, Girardi, Kuschel, Larraín, Pérez Varela y Ruiz-Esquide.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1102-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 45ª, en 19 de agosto de 2008.



Oficio de Comisión:



Salud, sesión 48ª, en 3 de septiembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que se incorpore a la esclerosis múltiple entre las patologías cubiertas por el Plan de Acceso Universal con Garantías Explícitas en Salud. 



La Comisión del ramo, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Arancibia, Kuschel, Naranjo y Ruiz-Esquide), informa de su apoyo al objetivo de este proyecto de acuerdo, sin perjuicio de que sus integrantes se reservan el derecho a ejercer su voto en la Sala de sesiones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos).


Votaron la señora Alvear y los señores Ávila, Flores, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.

ADMISIBILIDAD DE ACCIONES JUDICIALES 

CONTRA MINISTRO DE TRANSPORTES

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Acción constitucional del señor Manuel Baquedano y otros mediante la cual, de conformidad con lo dispuesto en el número 2) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, se solicita el pronunciamiento del Senado respecto de si ha o no lugar la admisión de acciones judiciales en contra del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor René Cortázar Sanz, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento 



--Los antecedentes sobre la acción constitucional (S 1089-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 36ª, en 15 de julio de 2008.



Informe de Comisión:



Constitución, sesión 48ª, en 3 de septiembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En virtud de lo dispuesto en el artículo 199 del Reglamento, la Sala debe proceder a fijar el día en que comenzará a conocer de la solicitud.


Recuerdo a Sus Señorías que el asunto se debatió en los Comités y se llegó a la conclusión de que podría votarse mañana.



Hay que citar al señor Ministro, a quien habrá que ubicar telefónicamente esta noche o mañana a primera hora. Como es posible que no se alcance a notificarlo, a lo mejor sería conveniente votar el asunto el próximo martes, considerando que mañana hay que despachar las observaciones al proyecto que regula el lobby, que vienen con “discusión inmediata”.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, el Ministro señor Cortázar se encuentra citado mañana a la Comisión de Transportes, que iniciará el estudio encargado por la Sala y los Comités tendiente a buscar un acuerdo en el tema del transporte público. De manera que, como el señor Secretario de Estado va a estar en el Senado, sería preferible que despachemos mañana esta materia, porque la Comisión ha entregado un informe acordado por unanimidad, el cual, a mi juicio, no generará mayor debate.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, los peticionarios también solicitaron autorización para ingresar a la Sala. No sé si eso debe votarse. Desconozco el sistema reglamentario. Pero si va a estar presente el señor Ministro, de acuerdo a la bilateralidad de la audiencia, debiera autorizarse el ingreso de aquellos. Lo reitero: no conozco el procedimiento que establece el Reglamento. Por eso hago la consulta.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Comparto plenamente lo que sostiene, Su Señoría. Pero tenemos un Reglamento bastante circunstanciado respecto a este punto. Anteriormente traté de interpretarlo en cierto sentido, y el tiempo me dio la razón, por la demora que esto ha tenido, en fin. 



No quiero hacer ahora una interpretación al margen de su tenor estricto. Pero entiendo que lo lógico es que asistan a la sesión  de Sala quienes han participado en la Comisión o un representante de ellos.



Tiene la palabra el señor Secretario para explicar el aspecto reglamentario, y después poder convenir un procedimiento.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En realidad, ninguna norma reglamentaria establece que deba escucharse al acusador. Se señala que evacuado el informe, el Senado procederá a fijar -lo que hacemos ahora- durante el Tiempo de Votaciones el día en que comenzará a conocer de la solicitud. Luego, agrega textualmente: “A las sesiones en que se trate este asunto se citará especialmente al Ministro afectado.”. Y añade que el Senado tomará conocimiento, por medio de la relación que hará el Secretario, de los antecedentes del caso, y que el Ministro afectado, por sí o representado por abogado, podrá usar de la palabra hasta por una hora.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo quería hacer mención de una solicitud formal hecha por  el señor Rendón, abogado de los peticionarios. Y si ese es el espíritu y la letra del Reglamento, no hay nada que discutir.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La norma reglamentaria establece que puede asistir el Ministro afectado, o bien, ser representado por un abogado. Pero no prohíbe que asista quien ha hecho el requerimiento. Eso es algo distinto que podríamos definir.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, si van a estar presentes esas personas, ¿harán uso de la palabra? Porque una cosa es que ingresen a la Sala, y otra distinta, que además se les permita exponer. ¿Cuál sería el sentido de su presencia?



Me parece que, en definitiva, el procedimiento apunta a que se conozca el informe y después se vote. No sé si debe haber o no un descargo por parte del Ministro.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No, señor Senador.



El Reglamento señala, primero, que el Secretario hace la relación, y después, agrega: “En seguida, el Ministro afectado, por sí o representado por abogado, podrá usar de la palabra hasta por una hora.”.

El señor ALLAMAND.- Correcto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Y continúa diciendo: “En su ausencia, se procederá a leer la defensa escrita que haya enviado.”.

El señor ALLAMAND.- Está bien. Pero valga la pregunta: ¿Cuál sería el sentido de la presencia de los acusadores? ¿O ella es física solamente, sin que tengan  la oportunidad de hacer uso de la palabra? ¿Para qué vienen, entonces, a la Sala? No me parece clara la situación.



Formulo esa pregunta en la lógica de la bilateralidad de la audiencia a que hacía mención el Senador señor Gómez. O sea, si están presentes, se supone que deben exponer -es una hipótesis-; sin embargo, ello no se halla en el Reglamento. Y, por lo contrario, permitirles el ingreso como testigos abonados, francamente no tiene mucho sentido.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, yo únicamente hago mención a una solicitud formal del abogado señor Rendón en la Comisión de Constitución, por medio de un escrito, de participar en la sesión de la Sala y hacer uso de la palabra, en caso de que se le autorizara, al momento de conocerse la petición de desafuero del señor Ministro.



El Reglamento tiene una fórmula y la Sala es soberana. Entiendo que ese es el sentido.



Ahora bien, a mí me corresponde informar en detalle lo que ha presentado la parte que pide el desafuero; la defensa del señor Ministro, y lo decidido por la Comisión. Es decir, si me lo permite la Mesa, voy a hacer eso con latitud o con la mayor cantidad posible de antecedentes.



Por tanto, con relación a lo señalado, pido que el Reglamento, la Secretaría, la Presidencia o la Sala determinen cómo actuar en conformidad al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para dilucidar esas dudas.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, el artículo 200 del Reglamento establece lo siguiente: “El Senado tomará conocimiento de la solicitud por medio de la relación que hará el Secretario de los antecedentes en que se funde y de aquéllos que, a su respecto, se hayan producido durante la tramitación.”. Salvo que la Sala acuerde cambiar el procedimiento y permita que Su Señoría haga la relación.

El señor GÓMEZ.- Si esa es la norma reglamentaria, la acato.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, cuando analizamos la forma de tramitar este desafuero, fui muy estricta y sostuve que debíamos regirnos por lo que establece el Párrafo 2° del Reglamento sobre “Desafuero de los Ministros de Estado”.



A mi juicio, el artículo 200 es extraordinariamente claro al disponer que corresponde al Senado tomar conocimiento de la solicitud de desafuero. Luego, el 201 señala que “el Ministro afectado, por sí o representado por abogado, podrá usar de la palabra hasta por una hora.”.



En la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento escuchamos con mucha atención y durante largo tiempo la presentación de los peticionarios. Adicionalmente, enviaron un “Téngase Presente” con todos sus argumentos. Sin embargo, conociendo el procedimiento reglamentario, pienso que no ha lugar a la presentación.



Me parece que lo importante en el Senado es atenernos a las normas que nos rigen, porque eso es lo justo, lo correcto y lo que nos permite actuar con equidad en las distintas situaciones que se producen. Las disposiciones escritas siempre dan una respuesta ante circunstancias disímiles, las cuales pueden afectar a unos u otros.



Por otra parte, cabe destacar que en la Comisión trabajamos exhaustivamente, y que el informe cuenta con la unanimidad de los miembros de ella.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Tengo entendido que la Sala acordaría seguir estrictamente las normas reglamentarias, y citar al  señor Ministro para la sesión del martes próximo.

El señor PIZARRO.- ¿Y por qué no para mañana?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Porque el señor Secretario debe preparar la relación, lo cual no es menor.



Aunque la reglamentación es bastante clara, igual podría surgir un problema.



Comparto lo planteado por el Senador señor Allamand, en cuanto a que ya se trabó el asunto en la Comisión y que esta decidió en un sentido. Y sobre el informe que el señor Secretario va a entregar oficialmente tendremos que pronunciarnos.



En realidad, la participación del Ministro afectado, por sí o representado por un abogado, cobraría sentido solo en la medida en que el informe le fuera contrario. Si no, carecería de lógica.



Yo no conozco el informe, y creo que la mayoría de los señores Senadores tampoco. Y es respecto de ese documento que hemos de emitir juicio.



Ahora bien, la participación de los requirentes ya se produjo en la audiencia de la Comisión.

El señor ÁVILA.- Así es.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Con todo, me causa cierta preocupación el hecho de que mañana se alegue que en ella no hubo bilateralidad, lo que puede dar título para acudir a una instancia supranacional.



Dejo el punto planteado. No deseo sentar precedente alguno sobre la materia; solo se trata de una aprensión.



Pienso que estamos claros: vamos a aplicar el Reglamento como corresponde. Este asunto se verá el próximo martes; el señor Secretario entregará su informe; el señor Ministro será citado, y él verá si concurre a la audiencia por sí o representado por su abogado.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, deseo formular una sola observación: en el caso del Ministro, el Reglamento establece que él puede concurrir personalmente o representado por su abogado.

El señor ALLAMAND.- Él verá como lo hace.

El señor GÓMEZ.- El que el informe de la Comisión sea favorable no significa necesariamente que el Ministro pueda estar de acuerdo con él. Porque hay algunos puntos con respecto a los cuales nosotros señalamos que no requieren ser analizados por el Senado.



Por eso, tal circunstancia no le va a impedir hacer uso de la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Por lo mismo y porque como manifestó Su Señoría el informe fue muy estudiado -no me cabe duda de ello-, creo que habría que brindar más tiempo al señor Ministro para que lo examine.



En consecuencia, considero que citar a sesión para mañana a fin de abocarse a este punto realmente no tiene lógica.

El señor ÁVILA.- Así es.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Incluso más: no sé si el plazo de una semana sea suficiente.



Lo planteo porque estamos ante una situación que presenta bemoles, y no quisiera que nos enredáramos en ella.



¿A juicio del señor Presidente de la Comisión, es suficiente con una semana?

El señor GÓMEZ.- Sí, lo es.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Entonces, este asunto se verá en la sesión ordinaria del próximo martes.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor FREI:



Al señor Ministro del Interior, para solicitarle opinión sobre PETICIÓN DE COMISIÓN CHILENA DE DERECHOS HUMANOS, CAPÍTULO IQUIQUE; al señor Ministro del Trabajo, en cuanto a PLANTEAMIENTOS DE CUT PROVINCIAL VALDIVIA Y SINDICATO DE TRABAJADORES DE LA CONSTRUCCIÓN DE VALDIVIA; a la señora Ministra de Bienes Nacionales, pidiéndole ADJUDICACIÓN DE MONTE PARA PREDIO DE SECTOR DE RIÑINAHUE, COMUNA DE LAGO RANCO (Región de Los Ríos).



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior, con el fin de que envíe INFORME ACERCA DE CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS COMPROMETIDAS POR AUTORIDADES ANTE SISMO DE ABRIL DE 2007 EN LA REGIÓN DE AISÉN; al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole tomar acciones tendientes a REPARACIÓN  DE CAMINOS DE USO PÚBLICO VECINAL EN CERRO GALERA (Undécima Región); a la señora Ministra de Salud, pidiéndole la adopción de las medidas necesarias para DERIVACIÓN DE YEIMI NAVARRO NAHUELQUIN A CENTRO HOSPITALARIO ESPECIALIZADO E INVESTIGACIÓN DE SU SITUACIÓN, y DOTACIÓN DE PERSONAL PARA ATENCIÓN PERMANENTE EN POSTA DE PUERTO CHACABUCO; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, a fin de plantearle AUMENTO DE CUPOS PARA SUBSIDIOS DE PROGRAMA DE PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO FAMILIAR EN REGIÓN DE AISÉN, y al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, referente a INCLUSIÓN DE COMUNIDADES DE CERRO GALERA EN PROYECTOS DE ELECTRIFICACIÓN RURAL y a REDUCCIÓN DE TARIFAS ELÉCTRICAS (Región de Aisén).


Del señor LARRAÍN:



A la señora Presidenta de la República, sobre MANTENCIÓN DE SUBSIDIO DE PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO FAMILIAR; a la señora Ministra de Agricultura, demandándole SOLUCIÓN PARA FAMILIAS DE LINARES, COLBÚN, LONGAVÍ Y PARRAL AFECTADAS POR APLICACIÓN DE LEY DEL BOSQUE NATIVO, y al señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, requiriéndole APOYO PARA PEQUEÑOS AGRICULTORES DE LONGAVÍ EN PROBLEMAS POR ENDEUDAMIENTO CON INDAP (todos de la Región del Maule).



Del señor NARANJO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, pidiéndole información en cuanto a LABORES DE CARABINEROS EN EVENTOS MASIVOS CON FINES DE LUCRO.
)---------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Renovación Nacional.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

REFLEXIONES POR SITUACIÓN DE COMUNA DE SAN PABLO (DÉCIMA REGIÓN)
El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, deseo aprovechar esta oportunidad para hacer algunas reflexiones respecto de una de las comunas de la circunscripción que represento: San Pablo.



En estos días, esta comuna -fundada en 1867- cumple un nuevo aniversario. En un rápido vistazo, en ella viven aproximadamente 10 mil personas, y es una de las tantas del sur de Chile donde está disminuyendo la población. De hecho, desde el censo de 1992 ella ha decrecido en alrededor de 10 por ciento.



Se trata de una de las comunas más pequeñas de la provincia de Osorno, con un marcado carácter de ruralidad, y donde 21 por ciento de sus habitantes se declaran pertenecientes a un pueblo originario.



Una mirada a los indicadores sociales genera -yo diría- razonable preocupación. 



San Pablo registra un porcentaje de pobreza -conforme a la encuesta CASEN- de 14,1 por ciento, lo que supera el promedio chileno. Presenta una escolaridad inferior a 8 años, en circunstancias de que la media del país sobrepasa los 10. Tiene un analfabetismo de 8,1 por ciento; es decir, casi el doble de la tasa territorial, y en materia de resultados de su sistema educacional, se halla ciertamente bajo el promedio. En cuanto a la mortalidad infantil, es cuatro veces superior a la media nacional.



En consecuencia, desde el punto de vista de sus indicadores sociales, sin duda se trata de un lugar que genera -como señalé- una razonable y atendible preocupación.



Cuáles son, en breves palabras, los desafíos pendientes de San Pablo.



En primer término, en cuanto a su infraestructura, tras el incendio que afectó al edificio consistorial en el mes de septiembre de 2006, las dependencias municipales aún se hallan dispersas. Afortunadamente, el diseño del nuevo recinto está listo y, después de los trámites reglamentarios pertinentes, la construcción se encuentra aprobada. Después de la adjudicación de las obras, estas comenzarán cuanto antes.



Es de esperar que el proyecto correspondiente no corra la suerte de otros de igual naturaleza, que se dilatan enormemente en el tiempo.



Desde el punto de vista de la conectividad, no hay duda de que estamos frente a uno de los desafíos principales de la comuna. Toda la red de caminos rurales deja mucho que desear. Y, como en otra oportunidad expresé en la Sala, en algunos sectores, en particular los cercanos a Quilacahuín, los pobladores deben cruzar la intersección de los ríos Rahue y Bueno en condiciones extraordinariamente precarias e inseguras.



En materia de salud, San Pablo también presenta graves falencias. El proyecto de reposición de su consultorio se viene tramitando desde 2004. Ahora se encuentra en las etapas finales el proceso administrativo del caso. En consecuencia, aquí el desafío dice relación, igualmente, a una pronta adjudicación de las obras y al inicio de la construcción.



Asimismo, hay gravísimas deficiencias en todos los caminos interiores en cuanto a iluminación y, ciertamente, desde el punto de vista de las telecomunicaciones. Hay zonas bastante importantes que ni siquiera disponen de recepción de telefonía celular. De manera que al interior de la comuna, se registran problemas serios de aislamiento, tanto desde el punto de vista de la infraestructura vial como de lo que podríamos denominar “red de telecomunicaciones”.



En el futuro cercano, y en una dimensión ambiental, el proyecto de la central hidroeléctrica Osorno, de aproximadamente 60 megavatios, perteneciente a la empresa eléctrica Pilmaiquén, se localizará en forma parcial en San Pablo.



En consecuencia, dicha iniciativa, como ocurre en la mayoría de las comunas de las Regiones de Los Ríos y de Los Lagos, presenta un desafío en cuanto a la capacidad de compatibilizar los requerimientos de generar proyectos hidroeléctricos de envergadura, que al mismo tiempo sean respetuosos del medioambiente local.



También desde la perspectiva ambiental, en el plano de los rellenos sanitarios, la comuna acusa las mismas falencias que se dan en casi toda la Región de Los Lagos.



Dos palabras respecto del futuro de la comuna.



No hay duda de que San Pablo, por su ubicación geográfica, está llamada a posicionarse como la puerta de entrada de la Región de Los Lagos. Y, ciertamente, corresponde desarrollar su conectividad ni más ni menos que con el Paso Internacional Cardenal Antonio Samoré, a través del eje diagonal que conecta a Río Bueno con Entre Lagos.



Como hemos visto, se trata de una de las comunas que registran grados importantes de pobreza, pero que al mismo tiempo presenta un enorme potencial turístico, el cual se encuentra  desaprovechado por completo. El río Bueno, que conforma la frontera norte de San Pablo, es, de manera objetiva, un diamante aún por pulir que sin duda podría generar grandes perspectivas desde el punto de vista del turismo rural.



Por cierto, San Pablo es una comuna marcadamente agrícola y, en tal sentido, hoy se halla afecta a todas las vicisitudes en materia de producción de carne y de leche, que son sus productos fundamentales. Sin embargo, también se desarrollan otras de igual importancia. Por ejemplo, San Pablo se caracteriza por tener las actividades vinícolas más australes del país. Tiene una incipiente industria de berries, a partir de un conjunto muy relevante de empresarios agrícolas visionarios, innovadores y que no solo han incorporado inversión, sino también significativas tecnologías.



Señor Presidente, desde el punto de vista del gobierno regional, es particularmente trascendente la preocupación por comunas como San Pablo. En efecto, Chile adolece de un doble centralismo: el que se produce entre la Capital y las Regiones, y también uno muy marcado al interior de ellas.



Por eso, todo aquello que se haga por resaltar, aprovechar y potenciar el desarrollo de las comunas, especialmente la de San Pablo, debe ser una prioridad.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).-  En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

AUMENTO DE CUPOS PARA SUBSIDIOS A PROGRAMAS DE VIVIENDAS EN AISÉN. OFICIO
El señor HORVATH.-  Señor Presidente,  durante el pasado fin de semana, tuve la oportunidad de recorrer distintos comités de vivienda que se han constituido al alero del denominado “Plan Aisén”, bajo los Programas de Fondo Solidario de Vivienda I y II, el programa de vivienda integrada y el Programa de Protección del Patrimonio Familiar.



Con el lanzamiento del Plan Aisén, que coincide prácticamente con el periodo de catástrofe producido a raíz del sismo que cobró más de once vidas el 21 de abril del año pasado, se generaron una serie de expectativas en algunos comités que postulan a un plan u otro, por medio de los cuales, en buena medida, la gente mejora su calidad de vida y accede, en algunos casos, a nuevas viviendas.



Sin embargo, a mitad del presente año nos enteramos de dos noticias.



Una dice relación al Ministerio de Hacienda. Se dispuso una restricción de los pagos de los distintos servicios públicos en la línea principalmente de sujetar la inflación, afectando, por desgracia, a áreas notables desde el punto de vista de sus resultados, como obras públicas y vivienda. Pero no ocurrió lo mismo con otros programas que, más bien, terminan siendo utilizados como una fórmula para ensalzar al Gobierno y tratar de comprometerlos en administraciones futuras.



En el caso de la vivienda y también en el de obras públicas, se ha logrado regularizar lo relativo a los pagos.



Sin embargo, ahora no hay cupos para otorgar tales beneficios. Han ocurrido situaciones anómalas, no solamente en cuanto a las expectativas de los distintos comités en más de 35 localidades de la Región de Aisén, sino que se han establecido exigencias adicionales a las que normalmente se hacen para acceder a tales franquicias. Por ejemplo, contar con una libreta de ahorro para la vivienda o algún tipo de documento o declaración que acredite la propiedad en el evento de que se pretenda mejorar alguna de ellas y cumplir, según sea el caso, con la Ficha de Protección Social.



Por otro lado, se han establecido exigencias adicionales para que las personas puedan acceder, por ejemplo, a los beneficios del Programa de Protección del Patrimonio Familiar. En este sentido, a los dueños de las viviendas sociales se les pidió que construyan cortafuegos y a los de casas que se ubican en lugares húmedos, como Puerto Aisén, se les exigió reforzar todo el sistema de pilotaje. Incluso los han obligado a desarmar las ampliaciones que construyeron por su cuenta y riesgo para evitar el problema de hacinamiento familiar.



Cabe destacar que, por la falta de cupos, estas personas hicieron las inversiones necesarias.



Sin embargo, la situación descrita resulta del todo anómala, por cuanto el subsidio se entrega para que los mismos propietarios construyan. No obstante, quienes han debido desarmar sus ampliaciones, tuvieron que constreñir su grupo familiar, llegando a los límites de cortar sus camas para dar cabida a los niños en las piezas.  Otros han tenido que habilitar la cocina o incluso su propio dormitorio.



¡Y la autoridad les sigue respondiendo que no hay más cupos! O sea, cumplen las exigencias adicionales establecidas en los programas y después quedan en peores condiciones que antes.



Hemos analizado este asunto con el Director Regional del SERVIU, señor Víctor Cárdenas. También se lo planteé personalmente a la Ministra de Vivienda, doña Patricia Poblete Bennett.



Y, en verdad,  por los argumentos de mi intervención, por el Plan Especial de Aisén, por el sismo ocurrido el año pasado y por las consecuencias que de ello derivan, hay argumentos más que suficientes para aumentar los cupos de los programas que he señalado para el presente año en la Región de Aisén, a fin de que las personas puedan resolver sus urgencias, cubrir las demandas de los distintos comités, y de que, en lo que resta del año en curso más el 2009, los programas se cumplan cabalmente.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Independientes, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

DEFICIENCIAS EN INFRAESTRUCTURA DE LICEOS MUNICIPALES.
OFICIOS

El señor NAVARRO.- En primer lugar, deseo informar a usted, señor Presidente, y a mis colegas que ayer en la mañana tuve la posibilidad de visitar el Liceo de Aplicación, un establecimiento educacional histórico, emblemático -como se ha venido en llamarlo-, cuyo edificio data de 1892.



El Liceo de Aplicación, por cierto, es un orgullo para la educación pública; arroja extraordinarios resultados en la PSU y da cuenta de que aún, cuando hay esfuerzo, esmero de profesores y estudiantes, es posible obtener resultados en el sistema de educación municipal.



Actualmente, dicho establecimiento es una calamidad. No solo la losa que se derrumbó con un número considerable de estudiantes, dejando a muchos de ellos con lesiones de las cuales aún se recuperan, da cuenta de un estado desastroso, absolutamente insalubre y de alto riesgo para la integridad física de los casi tres mil jóvenes que ahí estudian, sino que además pone de manifiesto que fracasó la educación municipalizada junto con la losa del Liceo de Aplicación.



Cuando estos estudiantes caen y se rompe el túnel que conecta ambos edificios, yo siento que se termina la educación municipal. Ya no hay cómo defenderla. No existe justificación alguna para que todas las administraciones municipales -que, en su conjunto, tienen responsabilidad- no hayan realizado las inversiones necesarias a fin de mantener un liceo que se construyó hace más de cien años.



Reina la incertidumbre en los padres y apoderados, especialmente en los estudiantes.



Los cuartos medios no tendrán más clases. Solo se les dictarán módulos de preparación para la PSU. O sea, el hecho de que a un liceo emblemático se le comunique que sus cuartos medios, durante un semestre completo y en una etapa crucial para ingresar a la universidad y continuar estudios superiores, no tendrán más clases, deja de manifiesto que estamos improvisando de una manera terrible.



Se han evaluado alternativas como el recinto de la Universidad La República. Se dice que, por encontrarse involucrada en un proceso de deudas con el Banco de Chile, no es posible arrendarla.



En mi opinión, aquí se requiere una cirugía mayor.



Por todo ello, solicito que se oficie a la señora Ministra de Educación y al señor Ministro de Hacienda, respecto de cuál será la alternativa que el Estado va a manejar para este liceo y otros -como el Instituto Nacional o el Liceo Enrique Molina de Concepción-, los que, por su actual estado, generan gran incertidumbre en cuanto a la integridad física de los estudiantes y demuestran que, hace mucho rato, hemos dejado de invertir en los establecimientos municipales y que la educación pública se halla en una grave crisis.



Siento, señor Presidente, que aquí se requiere una decisión fuerte.



No se trata de poner 8 mil, 3 mil o 2 mil millones de pesos para parchar las estructuras. Se hace imprescindible un plan estratégico pensando en el Bicentenario, y particularmente en aquellos establecimientos donde se sabe que, con un parche, una mejora en la infraestructura no será la solución.



En el Instituto Nacional, por ejemplo, se podrán invertir -como ha sostenido la autoridad- entre mil 800 y mil 200 millones de pesos. Sin embargo,  esos recursos de nada sirven si no media una sistematización de lo que se requiere para recuperar el vigor y la dignidad de dicho establecimiento.



Entonces, tengo la impresión de que se está improvisando.



Por lo tanto, si se elabora una propuesta estratégica para abordar la situación de los liceos emblemáticos, no nos olvidemos de que hay más de 300 liceos municipales en Chile que necesitan urgentes reparaciones, a fin de garantizar un principio de igualdad a todos los estudiantes del país.



Estoy de acuerdo con que se reparen los establecimientos emblemáticos y se impulse una inversión fuerte en ese ámbito. Pero rechazo que implementemos una solución de parche.



Por ello, pido a la Ministra de Educación y al Ministro de Hacienda que nos expliquen cuál será la metodología que utilizarán al respecto y si ella ha sido trabajada con  los padres y apoderados, con los profesores y con los municipios, a pesar de que siento que estos últimos, por la enorme responsabilidad que les cabe al haber abandonado los liceos a su cargo, no tienen el derecho ni la moral para concurrir a ser parte de la solución si bien administrativamente les corresponde.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

EXPLOSIVO AUMENTO DE ANTENAS PARA TELEFONÍA CELULAR. OFICIO

El señor NAVARRO.-
 Por otra parte, señor Presidente, he tomado conocimiento, a través de un oficio de respuesta de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, de que nuestros temores sobre la materia que a continuación me referiré eran ciertos.



Una marejada de antenas celulares invadirá el país.



Más de 1.596 antenas celulares se encuentran en trámite de ejecución. En solo dos meses en la Región del Biobío, se han presentado 260 solicitudes de instalación. En el país, ya hay más de 15 mil antenas, de las cuales casi el 10 por ciento se instaló durante el presente año.



Según la SUBTEL, el 2005 se levantaban, en promedio, 58 antenas al mes y hasta julio del año en curso el promedio mensual llegó a 407.



Durante el 2008 ha llegado a dicha Subsecretaría un número importante de consultas de gente que se siente sorprendida al ver que le instalan una antena al lado de su casa, con el consiguiente daño patrimonial y el consabido riesgo a la salud de las personas.



En Vincún, los pobladores están convencidos de que una antena de telefonía celular es la culpable de la muerte de ocho personas, las cuales han sido víctimas de distintos tipos de cáncer.



Por lo tanto, hay incertidumbre, hay incerteza, principios precautorios. Treinta y ocho personas que viven a 200 metros de la rotonda sufren esa enfermedad.



Yo quiero señalar, para que los ciudadanos del país y particularmente los de la Región del Biobío sientan que existe alguna preocupación, que voy a publicar en mi página web (www.navarro.cl) la información que me ha entregado la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la cual dice que en estos minutos se encuentran en tramitación 1.563 antenas: 9 en la Primera Región; 38 en la Segunda; 12 en la Tercera; 81 en la Cuarta; 182 en la Quinta; 64 en la Sexta; 78 en la Séptima; 276 en la Octava; 50 en la Novena; 100 en la Décima; 5 en la Undécima; 11 en la Duodécima; 37 en la Decimocuarta; 17 en la Decimoquinta, y 603 en la Metropolitana.



Doy datos de comunas, solo a modo de ejemplo: en Talcahuano, 31; en Chillán, 30; en Concepción, 27; en Tomé, 27; en Los Ángeles 23; en Coronel, 11. 



Y, para quienes son de Santiago: Buin: 2, Calera de Tango: 12, Estación Central: 10, Huechuraba: 10, Las Condes: 68, Lo Barnechea: 10, Peñalolén: 18, Ñuñoa: 24, Puente Alto: 25, Quilicura: 12, Región Metropolitana: 105, San Berardo: 15, Santiago: 71, Vitacura: 41.



La gente no sabe que se halla en curso esta marejada de antenas celulares, que por alguna razón se produjo: temen la ley que viene, aunque ella es relativamente simple y no constituye un gran avance. En efecto, la iniciativa solo entrega a las direcciones de obras de los municipios la responsabilidad de verificar el cumplimiento de los requisitos para la instalación de las antenas, traspasando algunas competencias a la Subsecretaría, pero se basa en la mera constatación de exigencias muy elementales. Por tanto, es una ley débil. Aun así, como se ha dado a conocer que vamos a plantear la necesidad de que sea reubicado un número importante de las antenas que se encuentren en centros habitacionales de alta densidad -y, por cierto, yo comprometo una indicación en ese sentido-, se ha desatado esta verdadera avalancha que sorprende a la gente. Y está absolutamente comprobado que el patrimonio baja, que una casa pierde valor cuando se instala una antena en las cercanías.



Por tanto, señor Presidente, quiero solicitar a la Subsecretaría de Telecomunicaciones que haga pública esta información. Porque, si hay en trámite una antena al lado de mi casa, yo quiero saberlo. Si alguien va a comprar una vivienda -esto le está pasando a miles de personas- y no sabe que al frente se va a instalar una antena, estará haciendo un mal negocio, porque el bien va a perder su valor, y eso es un grave deterioro que debe ser advertido a la ciudadanía. 



Son 1.563 solicitudes. Voy a publicar la información en mi página web¸ pero es esa Subsecretaría la que debiera publicitar adecuadamente estas instalaciones, por el legítimo derecho a la información pública.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
PARALIZACIÓN DE FAENAS DE CENTRAL BOCAMINA II EN CORONEL. OFICIOS
El señor NAVARRO.-
 Asimismo, deseo señalar que en la comuna de Coronel se encuentra en construcción la Central Bocamina II, de 350 megavatios, pero, pese a tener los permisos ambientales al día, el municipio ha ordenado la paralización de las faenas por entender que presenta riesgos no cubiertos. 



El estudio de impacto ambiental fue aprobado. Sin embargo, persisten los riesgos no cubiertos para el entorno y la población. Muchos habitantes del sector de Lo Rojas, de Schwager, de La Colonia han señalado su inquietud por esta situación, porque repercute directamente en el medioambiente. Hay unas 250 personas afectadas directamente y la termoeléctrica debe estar operativa el 2010. Se están invirtiendo 660 millones de dólares y eso es positivo. No obstante, dicha obra no puede ser a costa de las personas. Si persisten las dudas, tenemos que aclararlas. Y eso es, precisamente, lo que queremos decirle a la empresa: que las aclare.



Se le preguntó al Gerente General de la CPC de Concepción, Leoncio Toro, por esta situación y él respondió: “¿Qué más quieren?” Bueno, lo que quieren los afectados es respeto, que se les consulte, que se despejen las dudas. Porque a nadie le gusta que a metros de su casa se instale una central termoeléctrica, con la cual ya han convivido por muchos años, y que, incluso, ella se amplíe, como ocurre ahora.



En este sentido, la decisión del Alcalde de Coronel me parece acertada, oportuna, bienvenida, porque aquí hay que hacer valer los derechos ciudadanos.



Señor Presidente, quiero solicitar a la CONAMA, a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y al Servicio de Salud de Concepción el informe que dé cuenta del cumplimiento de los requisitos en la construcción del proyecto Bocamina II, a fin de salvaguardar adecuadamente los derechos de los vecinos. 



¿Requerimos energía? Por cierto, pero ello no puede ser a costa de quienes viven al lado de la central, no obstante lo cual siguen pagando igual de cara la electricidad. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor NAVARRO.-
 Señor Presidente, aún me quedan cuatro minutos, ¿no es cierto?

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Así es.

El señor NAVARRO.- No voy a alcanzar a hacer la intervención de fondo. Voy a pedir entonces…

El señor NÚÑEZ.- ¿En qué tiempo?

El señor NAVARRO.- En el del Comité Independientes, señor Senador. El tiempo del Partido Socialista está intacto.

ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA PREVENCIÓN DE ALCOHOLISMO EN CHILE. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo reiterar una solicitud que ya he hecho: que el Ministerio de Salud nos entregue toda la información relativa a los daños que produce el alcohol en la salud de las personas y, en particular, el impacto económico que ello tiene en el Presupuesto nacional.



Hemos impulsado una campaña para establecer el etiquetado de alcoholes. Es un proyecto que se encuentra en trámite actualmente en el Senado. El Ministerio de Salud ha informado que el alcoholismo y los efectos del alcohol son hoy la principal causa de riesgo de muerte en Chile, y eso debe enfrentarse. Lo hicimos con el tabaco. Generamos un proceso de etiquetado a partir de un proyecto impulsado por el Senador señor Ruiz-Esquide, que muchos apoyamos desde la Cámara de Diputados y, por cierto, respaldamos ahora en el Senado. Se requiere una política integral de salud respecto al alcoholismo.



El consumo de alcohol es tolerado socialmente. El curadito es bien visto. “Anda achispado”, se dice. No, la verdad es que se ha transformado en un grave problema laboral, de pérdida de horas-hombre, de pérdida de vidas por accidentes de automóviles y, sobre todo, de riesgo de muerte, que, al final del día, el Estado solventa a través de su sistema público de salud.



Por tanto, quiero solicitar a la señora Ministra de Salud y al señor Ministro del Trabajo que pongan a nuestra disposición todas las estadísticas de los costos que hoy día exhibe el alcoholismo en Chile, las medidas que están tomando para prevenirlo y, en especial, insistir en los informes que hemos solicitado respecto del proyecto de ley relativo al etiquetado de alcoholes, actualmente en trámite.



Algunos se han opuesto; han dicho que es arbitrario que se etiqueten las bebidas alcohólicas. Quienes exportan a California, al Asia, a Brasil saben perfectamente que la legislación de esos países exige que los licores chilenos, ya sea vino u otros, vayan con un etiquetado que advierta los riesgos del consumo excesivo. 



Es decir, claramente no se niega la posibilidad, dentro de la libertad individual, de beber alcohol. Lo que estamos señalando es que tiene que haber una advertencia respecto de los efectos de esa conducta. Yo estoy por un etiquetado en donde se señalen las estadísticas de muerte, en donde, tal como se hizo con “don Miguel” en el caso del tabaco, tengamos allí presentes las consecuencias de los accidentes, sobre todo debido al consumo masivo, al que acceden los jóvenes, ya sea de cerveza u otro licor. Porque, la principal causa de muerte entre los 18 y los 23 años siguen siendo los accidentes automovilísticos y ellos continúan estando ligados, en más de 60 por ciento, a la ingesta de alcohol. 



Estamos frente a una calamidad pública. Las estadísticas que nos ha entregado el Ministerio de Transportes señalan que al país le cuestan más de 500 millones de dólares los accidentes de automóviles, que arrojan más de 50 mil accidentados por año. Y, por tanto, resulta indispensable combatir el alcoholismo y disponer las medidas preventivas pertinentes desde los Ministerios de Salud y del Trabajo.



Señor Presidente, deseo conocer las políticas institucionales, pero también la inversión en la prevención y la estadística de los costos, tanto en materia laboral como de salud, que esta situación provoca en la economía nacional.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

INCORPORACIÓN DE TECNOLOGÍA DE LUCES LED EN CHILE. OFICIOS
El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, como es de conocimiento de la Comisión de Minería y Energía, de la cual usted forma parte y que yo me honro en presidir, nuestro país está empeñado en una campaña de ahorro energético a través del Programa País Eficiencia Energética, el cual, en pocos meses, ha dado excelentes resultados en cuanto a la disminución de consumo eléctrico por la industria y también por los hogares.



A propósito de esta iniciativa, y en especial del reemplazo de ampolletas convencionales por aquellas que ahorran electricidad, sería muy pertinente que nuestras autoridades en materia energética pudieran tener en consideración los avances habidos en iluminación por la vía de luces LED, la versión más moderna y tecnológica de la tradicional ampolleta incandescente.



Un LED es un diodo emisor de luz, esto es, un dispositivo semiconductor que emite luz cuando circula por él corriente eléctrica. Su gran ventaja frente a las tradicionales bombillas de filamento de tungsteno, e incluso frente a las bombillas de bajo consumo, radica en su eficiencia energética.



Los diodos LED no poseen un filamento de tungsteno como las ampolletas convencionales. Por ello, son más resistentes a los golpes y su duración es mayor. Mientras el rendimiento energético de una bombilla es de 10 por ciento y solo una décima parte de la energía consumida genera luz, los diodos LED aprovechan hasta el 90 por ciento.



Aun más, una ampolleta convencional es un objeto mucho más eficiente generando calor que generando luz. Sobre 80 por ciento del consumo se desperdicia de esa forma. Y ese es uno de los motivos por los que numerosos gobiernos están forzando el cambio hacia las bombillas de bajo consumo.



Por ejemplo, el Ministerio de Asuntos Económicos de Taiwán ha dispuesto un presupuesto de 7 millones de dólares para los próximos tres años, a partir de 2008, a los efectos de cambiar todas las luces del tráfico por luminarias LED en todas sus ciudades y condados, según informó la Agencia China de Noticias Central News Agency (CNA).



El Departamento de Energía de ese país, dependiente del Ministerio de Asuntos Económicos, señaló que en la actualidad Taiwán posee 350 mil luminarias basadas en fuentes LED y que resta por convertir 420 mil, con lo cual se espera alcanzar un grado de ahorro estimado de consumo energético de 85 por ciento.



El paso siguiente será convertir todas las luces camineras, de autopistas y rutas, en LED, con un presupuesto estimado de 4 millones de dólares.



Ahora bien, aunque el costo de instalación de los LED puede doblar al de las ampolletas tradicionales y fluorescentes, su bajo consumo consigue que el dinero se amortice en pocos años. Y ya en varias ciudades se empieza a ensayar con la iluminación de exteriores de edificios mediante LED. Además, se está incorporando LED de color para sustituir las ampolletas convencionales en indicadores de tráfico, faros de vehículos y otros sistemas de señalización.



Dado el impacto que tendría el empleo de esa tecnología en el ahorro energético y en el uso más eficiente de los sistemas de iluminación, creo que sería altamente provechoso para nuestro país que las autoridades pudieran emprender desde ya los estudios necesarios para que, en una primera etapa, incorporáramos los LED en la iluminación de los edificios patrimoniales, de los servicios públicos, y posteriormente, en el alumbrado público de nuestras ciudades.



Bueno sería también que en el sistema de iluminación del Congreso Nacional pudiéramos ir instalando de a poco ese tipo de iluminación.



En virtud de lo expuesto, solicito que se oficie en mi nombre al Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía y al Director del Programa País Eficiencia Energética para que tengan a bien estudiar la factibilidad de elaborar un programa gradual de incorporación de la referida tecnología en el alumbrado de edificios públicos y patrimoniales, así como de generación de incentivos para que ella sea utilizada en el alumbrado público de nuestras ciudades.



Igualmente, pido al señor Presidente del Senado que tenga a bien instruir la realización de un estudio que permita a esta Corporación incorporar los LED en la iluminación de nuestras instalaciones.



Por último, solicito que se remita copia íntegra de esta intervención a las autoridades gubernamentales ya mencionadas.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo que resta al Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

NINGUNEO DE REPARTICIONES PÚBLICAS

A CONADI. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, dentro de lo que podríamos denominar “ninguneo de reparticiones públicas a la CONADI”, quiero denunciar una situación que revela la necesidad de potenciar desde el ámbito público la protección de los derechos de los indígenas y del instrumento encargado de garantizarlos.



Aunque tengo críticas severas a la Corporación Nacional Indígena, que a mi entender requiere una revisión, al igual que la Ley Indígena -se dictó en 1993; por tanto, es necesario evaluarla-, me hago el deber de denunciar la ausencia de consultas de diversas reparticiones públicas al referido organismo.



Al parecer, se mira a la CONADI como una suerte de pariente pobre dentro de la Administración Pública. Y esto es peligroso.



La mencionada Corporación tiene como misión defender los derechos indígenas. Sin esta visión, las políticas públicas de otras reparticiones del Estado pueden ir contra los estándares de los derechos humanos de los pueblos, lo cual crea resistencia a las políticas de Estado y, eventualmente, violencia.



Después nos quejamos de que la violencia nace sin fundamentos. Pero ella siempre emana de algo que se ha hecho mal, de algo que no se ha cumplido o de algo en lo que nos hemos equivocado.



Tenemos tres casos: dos comprometen al Consejo de Monumentos Nacionales y uno al Ministerio de Salud.



Realizamos las consultas pertinentes, y estamos en posición de comunicar al Senado que la autorización del Consejo de Monumentos Nacionales para la salida de un moai de Isla de Pascua a París, solicitada por las Fundaciones Marenostrum y Luis Vuitton, ha sido, hasta el día de hoy, tramitada de forma ilegal, pues se ha eludido el artículo 29 de la Ley Indígena, que dispone consulta previa a la CONADI.



Con ello se habría comprometido gravemente la imagen de la Presidenta de la República, pues ningún elemento perteneciente al patrimonio histórico de las culturas indígenas o de la cultura del país puede salir sin cumplir lo dispuesto en el precepto antes individualizado.



El Consejo de Monumentos Nacionales nos informó que el proyecto “Moai al Mundo” fue gestionado desde Francia por la Embajadora de Chile, señora Pilar Armanet, y busca promover la cultura rapa nui.



¡Bienvenido!



La idea de ese proyecto fue del alcalde de Isla de Pascua, señor Pedro Edmunds, y de don Edgar Hereveri, Presidente de la Cámara de Turismo Rapa Nui y representante de la Fundación italiana Marenostrum en Isla de Pascua -¡bienvenida!-, quien contactó a la Fundación Luis Vuitton para el financiamiento de las actividades respectivas, especialmente la relacionada con el traslado y estancia del moai en París.



Según dicha repartición pública, el Consejo de Monumentos Nacionales consultó la salida del moai a la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua, instancia creada por la Ley Indígena y constituida por la comunidad, el Consejo de Ancianos y autoridades. Pero, conforme al artículo 29 del mencionado cuerpo legal, para la salida del moai debe haber una consulta previa a la CONADI, no a la CODEIPA.



¡Bienvenida la consulta al Consejo de Ancianos! Las leyes en la Isla requieren la existencia de un Consejo de Ancianos y el debido respeto a esta instancia.



Sin embargo, al no haberse consultado a la CONADI, hubo una usurpación de funciones.



Señalo aquello porque, cuando defendimos a Ralco contra la represa, pusimos de manifiesto la vulneración del artículo 13 de la Ley Indígena en lo relativo a la casa habitación, por cuanto, pese a prohibirse expresamente enajenarla, venderla, trasladarla, se permitió su inundación, con lo cual, violentándose el citado cuerpo legal, se desprotegió a los pueblos originarios.



El artículo 29 de la actual Ley Indígena dispone:



“Con el objeto de proteger el patrimonio histórico de las culturas indígenas y los bienes culturales del país, se requerirá informe previo de la Corporación para: (…)



“b) La salida del territorio nacional de piezas, documentos y objetos de valor histórico con el propósito de ser exhibidos en el extranjero.”.



O sea, es legal y bueno que se difunda la cultura rapa nui, pero es ilegal y malo no consultar a los organismos respectivos, particularmente a la CONADI.



El Consejo de Monumentos Nacionales dice que el Jefe de la Oficina de Asuntos Indígenas de la Isla de Pascua es, a la vez, Secretario Técnico de la CODEIPA. Pero desde el Programa de Patrimonio Cultural de la CONADI, que es su organismo pertinente, se nos ha expresado airadamente que no se le ha formulado consulta alguna, que se ha eludido el artículo 29 de la Ley Indígena, que se actuó distinto que en el traslado de patrimonio mapuche a China, donde hubo consulta a la CONADI e informe previo.



Creo, estimados colegas, que los rapa nui no son inferiores a los mapuches. Existe igualdad entre los pueblos originarios, todos los cuales merecen el mismo respeto.



Me preocupa enormemente este lío, pues se ha comprometido en él a la Presidenta de la República. Porque, de acuerdo con el artículo 43 de la Ley Pascua -N° 16.441-, luego de la consulta a la CONADI y de la autorización del Consejo de Monumentos Nacionales, la Primera Mandataria debe autorizar la extracción definitiva del moai.



Aquí se estaba promoviendo que la Presidenta de la República firmara sin haberse cumplido los trámites previos obligatorios, envolviéndola en un trámite ilegal.


Luego vemos que el referido Consejo, que ha encabezado el plan, depende de la Ministra de Educación. Y eso no habla bien de los funcionarios de su exclusiva confianza.



Si yo no hubiera intervenido, estaríamos casi en un Curepto 2.



El artículo 43 de la Ley Pascua dispone: 



“Sólo el Presidente de la República, por decreto fundado, podrá autorizar la extracción, fuera del territorio nacional, de partes de edificios o ruinas históricas o artísticas o de enterratorios o de cementerios de aborígenes, de objetos o piezas antropo-arqueológicas”. Es decir, se establecen claramente limitaciones.



Sin mi intervención y la de don Rafael Tuki, consejero indígena ante la CONADI en representación del pueblo rapa nui, se habría violado la legislación, pues la autorización fundada de la Presidenta de la República, que es el trámite final conforme a la Ley Pascua, no es óbice al artículo 29 de la Ley Indígena, en virtud de que la CONADI recibe una consulta, elabora un “informe”; no autoriza.



La existencia de la CODEIPA tampoco evita el deber de consulta a la CONADI, organismo que tiene órganos especializados en patrimonio, los cuales no participan en aquella Comisión.



Más allá de una disputa entre reparticiones públicas, quiero recalcar que ha de procederse de manera legal. Para eso tenemos a la débil CONADI. Pero dentro de su debilidad, en particular respecto de este tipo de acciones, se requiere consultarla.



El informe de la CONADI, hasta ahora omitido, implica una consulta a la comunidad local, si relacionamos el precepto que menciono con el artículo 34 de la Ley Indígena.



De una parte, la participación de la comunidad local no puede reducirse al alcalde ni a la gobernadora.



Por cierto, se consulta a la comunidad. Generamos los mecanismos. Si no se encuentran establecidos en la ley, la consulta no puede ser al alcalde ni a la gobernadora. Uno es elegido democráticamente y el otro es designado; entonces, no tienen por qué representar siempre la voluntad ciudadana.



Ellos son indígenas. Merecen todo mi respeto, pues son autoridades públicas. Sin embargo, la comunidad local son las organizaciones y comunidades indígenas reconocidas por la ley N° 19.253.



En cuanto al Consejo de Ancianos, tampoco es esta la única organización representativa de la comunidad local. De acuerdo al instructivo presidencial sobre participación ciudadana, la consulta debe ampliarse a la “comunidad” y no reducirse a una organización.



He estado en más de una oportunidad con el Consejo de Ancianos. Merece todo nuestro respeto. Pero pensamos que mientras más participación de la comunidad exista, mayor ejercicio de la democracia habrá. De lo contrario, no cabe duda de que parte de la comunidad rapa nui resistirá el traslado definitivo del moai. Y esto tendrá que ser realizado, vergonzosamente, en secreto o en reserva.



En virtud de correos enviados al Consejo de Monumentos, pudimos revertir esa situación. Pero vemos que la cultura institucional aún no respeta los derechos humanos fundamentales de los pueblos, como son el derecho a la consulta y al consentimiento informado, norma estricta de las Naciones Unidas en materias indígenas.



Es voluntad nuestra que todo traslado futuro de material arqueológico al extranjero sea consultado a la comunidad, conforme a lo que establecen los artículos 29 y 34 de la Ley Indígena.



Otro caso, señor Presidente, es el del Camino del Inca.



Derivado de un oficio que solicité dirigir a la CONADI, se nos señaló la lastimosa situación de que el proyecto “Camino del Inca Patrimonio de la Humanidad”, emprendido por el mismo Consejo de Monumentos Nacionales, carece, ilegalmente, de consulta a las comunidades locales afectadas.



Se quiere realizar el proyecto. Por no haberse consultado a la CONADI, se toma por comunidad indígena hasta a microempresarios agrícolas, turísticos y camioneros. Ciertamente, es importante su parecer. Pero dicha Corporación se ha quejado de tal situación. Nos parece, entonces, que se debe intervenir.



Otro tanto pasa con el estudio del Ministerio de Salud “Chile construye identidad contigo”. No hubo consultas a la CONADI, y finalmente las organizaciones indígenas han planteado con justicia sospechas de biopiratería, que se quiere usurpar su patrimonio genético para hacer fármacos o aplicaciones industriales sin el “reparto equitativo de beneficios”.



Está bien que haya investigación genética. Lo hemos dicho. Algunas organizaciones han venido a tomar muestras de los genes de nuestros pueblos originarios, de nuestras plantas nativas, de la fauna y flora endémicas, que serán llevadas fuera del país y patentadas. Luego Chile deberá pagar patente farmacéutica para traer los medicamentos que se produzcan.



La CONADI, en oficio que adjunto a esta intervención -lo dejo a disposición de la Mesa-, reclama que no existe consulta ni siquiera a ella como organismo especializado y que el proyecto del MINSAL es contrario al “Pacto Reconocer”, de la Presidenta Bachelet.



A mi juicio, estimados colegas, este asunto es intolerable, pues se violan artículos de la Ley Indígena que se hallan vigentes. A las organizaciones y comunidades no se les pide consentimiento. Se las consulta a veces, pero da exactamente lo mismo cuanto digan. Ni siquiera el órgano pertinente es consultado.



Eso genera desconfianza. Constituye una violación a la ley en vigor, a tratados internacionales, a recomendaciones de relatores de las Naciones Unidas y a instrumentos de derechos humanos.



Los relatores han estado en Chile. Nuestro país siempre se encuentra en riesgo de ser acusado por grave incumplimiento de determinadas normativas. Ahí está el informe de Rodolfo Stavenhagen respecto a la situación de la Región de la Araucanía y a la aplicación de la Ley Antiterrorista.



La desconfianza que manifiesto termina en indignación, en repudio, en conflicto, y eventualmente genera violencia. Nadie quiere violencia. En aquella zona deseamos que reinen propuestas políticas y sociales que eviten los conflictos. Y estos se impiden si la autoridad y el propio Estado respetan la Ley Indígena.



Por ello, pido que se oficie a la CONADI, al MIDEPLAN y al Comisionado Presidencial Egaña, para que velen por que el derecho a la consulta y al consentimiento de los indígenas sea efectivo en todas las reparticiones públicas. Lo contrario implica falta de respeto a esas personas, a las comunidades afectadas; violación de la ley y de los estándares internacionales de derechos humanos, e incluso, usurpación de funciones.



Solicito que se envíe copia de esta intervención a la totalidad de los Ministros del Ejecutivo, y a través de ellos, a todas las reparticiones públicas pertinentes en el área indígena; a los consejeros regionales de la CONADI, y, por supuesto, a las comunidades más representativas de los pueblos originarios de nuestro país.



Creo que estas observaciones contribuyen a generar un clima de confianza entre el Estado de Chile y las comunidades indígenas, a proteger el patrimonio cultural y arqueológico del país.



Recientemente estuve en Santa Bárbara, donde se pretende realizar el proyecto hidroeléctrico Angostura. Allí se ha detectado la presencia de un kuel, construcción arquitectónica que diversos antropólogos, particularmente norteamericanos, han señalado como propia y característica de la milenaria cultura mapuche, ya sea en la expresión pehuenche o en la mapuche propiamente tal.



Ese kuel está identificado. Y la verdad es que siento que hay una especie de negación a reconocer que los mapuche (sin plural) desarrollaron una cultura milenaria antes de la llegada de los españoles.



La cultura oral del pueblo mapuche ha subsistido hasta la fecha (hoy día, afortunadamente, cientos de familias aún conservan la lengua nativa), y debe ser respetada.



Hacemos muchas cosas que para el Estado no son perdonables. La empresa privada tiene el deber de cumplir la ley. Entonces, les pido al Estado y a la empresa privada que cumplan la ley.



Termino señalando que tuve oportunidad de estar en Paraguay, donde acompañé a la Presidenta Bachelet en la asunción de Fernando Lugo. Tanto el Presidente del Parlamento paraguayo como el propio Presidente electo hicieron sus discursos de saludo, de retribución a la mayoría ciudadana que los puso en el poder, en lengua nativa.



Allí hay un respeto extraordinario a la lengua originaria, que es obligatoria desde el segundo grado básico.



Fue extraordinario ver al Presidente y a la totalidad del Gabinete expresarse de manera bilingüe, mostrando gran respeto para con sus pueblos originarios.



Se nombró Ministra a una indígena que en su pasado fue víctima de la esclavitud.



Nos honra el respeto de Fernando Lugo al dar su saludo presidencial en guaraní, que también es lengua oficial en Paraguay. Todos los documentos oficiales de ese país están escritos en español y en guaraní.



La verdad es que escuchar a las más altas autoridades, a los parlamentarios, a los taxistas y al resto de la gente hablar el español y el guaraní con igual dominio da cuenta del respeto que tienen para con su lengua nativa.



Yo esperaría que los chilenos cultiváramos ese mismo respeto día a día para con el mapudungun, lengua originaria de los mapuches.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor NÚÑEZ (Presidente accidental).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:43.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.556, SOBRE SISTEMA DE INSCRIPCIONES ELECTORALES Y SERVICIO ELECTORAL, Y LA LEY Nº 18.700, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS, PARA PERMITIR EL VOTO DE LOS HABITANTES DE CHAITÉN EN ELECCIONES MUNICIPALES 2008

(6027-06)
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Con motivo del  Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Incorpóranse en la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, las siguientes disposiciones transitorias: 


"Artículo 10.- La votación y el escrutinio correspondientes a los electores de la Circunscripción Electoral de Chaitén, en las elecciones municipales del 26 de octubre del año 2008, se realizarán de conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.


Artículo 11.- El Director del Servicio Electoral determinará la sede en que deba sesionar la Junta Electoral de la Provincia de Palena, mientras no pueda hacerlo en la localidad de Chaitén; asimismo, en el caso que algunos de sus miembros se encuentren imposibilitados de sesionar en la sede que transitoriamente designe, procederá a nombrar a sus reemplazantes. 

Artículo 12.- El Director del Servicio Electoral procederá a emitir duplicados idénticos de cada uno de los libros que contienen los Registros Electorales de la Circunscripción Electoral de Chaitén y que corresponden a los libros de Registro Electoral Local en poder de la Junta Electoral de la Provincia de Palena; a falta de éstos, procederá a duplicar los ejemplares que corresponden al Registro del Servicio Electoral que se encuentran en su poder.".


Artículo 2°.- Agréganse en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, las siguientes disposiciones transitorias: 


"Artículo 19.- La votación y el escrutinio correspondiente a los electores de la Circunscripción Electoral de Chaitén, en las elecciones municipales del 26 de octubre del año 2008, se realizarán de conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.


Artículo 20.- El Director del Servicio Electoral y la Junta Electoral de la Provincia de Palena, dispondrán que se instalen mesas receptoras de sufragios correspondientes a todos  los libros de Registros Electorales de la Circunscripción Electoral de Chaitén, para que funcionen, en forma paralela, en las localidades de Puerto Montt, provincia de Llanquihue; Castro, provincia de Chiloé; y Ayacara y Villa Santa Lucía, provincia de Palena. Los electores de la Circunscripción Electoral de Chaitén podrán, en consecuencia, sufragar en cualquiera de las localidades mencionadas precedentemente, que le resulte más cercana a su residencia temporal posterior a la catástrofe. 

Las mesas receptoras de sufragios señaladas en el inciso anterior utilizarán el ejemplar del Registro Electoral Local o uno de sus duplicados emitidos de conformidad a lo dispuesto en el artículo 12 transitorio de la ley N° 18.556, según lo disponga la Junta Electoral. 


Cada una de las referidas mesas receptoras deberá estar dotada de todos los útiles electorales que dispone la ley.  Para estos efectos, corresponderá a los alcaldes de las municipalidades correspondientes a las localidades señaladas en el inciso primero del presente artículo proveer a los locales de votación de urnas, cámaras secretas, mesas, sillas y demás instalaciones necesarias para la realización del proceso eleccionario. Asimismo, los municipios deberán instalar tableros o carteles en sus comunas donde figuren individualizados los candidatos que postulen a la elección por la comuna de Chaitén. 


Se faculta, expresamente, al Director del Servicio Electoral para fusionar las mesas receptoras de sufragios correspondientes a la Circunscripción Electoral de Chaitén, de manera que cada una de ellas atienda a un máximo de 700 inscripciones.  


Artículo 21.- La Junta Electoral de la Provincia de Palena designará, en conformidad a lo señalado en el artículo 52 de la presente ley, locales de votación en las localidades de Puerto Montt, provincia de Llanquihue; Castro, provincia de Chiloé; Ayacara y Villa Santa Lucía, provincia de Palena; donde funcionarán paralelamente las mesas de votación correspondientes a la Circunscripción Electoral de Chaitén. Esta designación se realizará previa coordinación con las Juntas Electorales de las provincias de Llanquihue y de Chiloé.  


La Junta Electoral de la provincia de Palena designará a los vocales que deban desempeñarse en las mesas receptoras de sufragios que correspondan a la Circunscripción Electoral de Chaitén, teniendo en consideración que el nombramiento recaiga, en lo posible, en electores que se encuentren residiendo temporalmente o albergados en cada una de las localidades donde se realizará la votación. Para estos efectos, deberá disponer de un informe sobre la residencia temporal de los electores, elaborado por el intendente de la Región de Los Lagos, quien deberá emitirlo dentro del plazo de 15 días, contado desde el requerimiento respectivo. 


Artículo 22.- El Director del Servicio Electoral determinará los Colegios Escrutadores a los que les corresponda practicar el escrutinio de las mesas receptoras de sufragios de la Circunscripción Electoral de Chaitén que hubieren funcionado el día de las elecciones, y establecerá el lugar donde realizarán su cometido. 


Dentro de los 30 días siguientes a las elecciones, el director del Servicio Electoral procederá a revisar los cuadernos de firmas de las mesas receptoras de sufragios de la Circunscripción Electoral de Chaitén que hubieren funcionado, en forma paralela, en las diferentes localidades, con el objeto de detectar a los electores que pudieren haber votado dos o más veces. De existir algún caso, deberá hacer la denuncia que corresponda ante el Ministerio Público.".".

***


Hago presente a V.E. que el proyecto fue aprobado tanto en general como en particular, con el voto a favor de 69 D
iputados de 117 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN CONTRA LA TORTURA Y OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES

(4542-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 22 de junio de 2006 y con urgencia calificada de “simple”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 2 de mayo de 2007, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.




A las sesiones en las que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Subsecretario General de la Presidencia señor Edgardo Riveros y los asesores de esa Cartera señora Valeria Lübbert y señor Marcos Opazo. Concurrieron, también, el Director del Área Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, y el Director del Área de Derechos Humanos de la Cancillería, señor Juan Aníbal Barría.





Participaron, especialmente invitadas, la señora Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia, doña Mónica Maldonado Croquevielle y la abogada de esa entidad, señora María Cecilia Figueroa.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".




b) Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, promulgada por el decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y publicada en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, promulgado por el decreto supremo N° 778 del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 16 de diciembre de 1966, y publicado en el Diario Oficial del 29 de abril de 1989.





d) Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, promulgada por decreto supremo N° 808, de fecha 7 de octubre de 1988, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y publicada el 26 de noviembre del mismo año.





2.- Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.- Señala el Mensaje que este instrumento agrega una nueva dimensión a los esfuerzos nacionales e internacionales para prevenir la tortura. Sus antecedentes son: el artículo 5 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; y la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.





Su ratificación resulta coherente con la postura asumida por Chile durante los largos años de su negociación, período en el cual nuestro país asumió una posición activa que concluyó con su voto favorable a la aprobación del Protocolo en las Naciones Unidas, y su posterior suscripción en junio de 2005.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial en sesión de la Honorable Cámara de Diputados del 3 de octubre de 2006, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.




Dicha Comisión estudió la materia en las sesiones efectuadas los días 31 de octubre, y 7 y 21 de noviembre de 2006, donde aprobó, por unanimidad de los presentes, el proyecto en informe. Posteriormente, es enviado a la Comisión de Hacienda, la cual con fecha 10 de abril de 2007, también aprobó este proyecto por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el 19 de abril de 2007, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los presentes (64 Honorables Diputados).





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe está estructurado sobre la base de un Preámbulo y VII Partes, con 37 artículos, que se reseñan a continuación.





En el Preámbulo, las Partes reconocen, entre otros aspectos, que los Estados Partes de la Convención contra la Tortura tienen la obligación expresa de tomar una serie de medidas para erradicar la tortura y otros malos tratos; que los esfuerzos han de concentrarse en la prevención; y que existe la necesidad de establecer un sistema de visitas periódicas a los lugares de detención, lo que se traduce en una herramienta útil para alcanzar plenamente los objetivos previstos en la Convención.




El artículo 1 fija el objetivo del Protocolo, cual es establecer un sistema de visitas periódicas a lugares de detención, con el fin de evitar la posibilidad que personas privadas de libertad puedan ser sometidas a actos de tortura u otros malos tratos, las que estarán a cargo de órganos internacionales y nacionales independientes.





El artículo 2 crea el “Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes” (en adelante “el Subcomité para la Prevención”), órgano internacional, dependiente del Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas, y quién desempeñará las funciones previstas en el presente Protocolo. Precisa que desarrollará su labor en el marco de la Carta de las Naciones Unidas, y se guiará por los principios de la confidencialidad, imparcialidad, no selectividad y objetividad, lo que asegura a los Estados un trato equitativo por parte del Subcomité y un enfoque equilibrado de éste al examinar regiones con contextos geográficos, religiosos, culturales y sistemas legales diferentes. Finaliza expresando que tanto el Subcomité como los Estados Partes cooperarán en la aplicación de este Protocolo.





Por otra parte, el artículo 3 consagra la obligación para los Estados Partes de contar con uno o varios órganos nacionales de prevención que realicen visitas periódicas a los lugares de detención, concediendo cierta flexibilidad para escoger la mejor manera de cumplirla.





Se establece, enseguida, en el artículo 4, el deber para los Estados Partes de permitir las visitas a los lugares de detención del o de los órganos nacionales e internacionales establecidos en el Protocolo. Además, define lo que hay que entender por lugares de detención, señalando como tales donde se encuentren o pudieran encontrarse personas privadas de su libertad. De esta manera se garantiza que se podrán visitar incluso lugares no oficiales de detención, si hay razones fundadas para suponer que allí se encuentran personas privadas de libertad. 





Se define también la expresión privación de libertad, entendida como cualquier forma de detención o encarcelamiento o de custodia de una persona en una institución pública o privada, de la cual no pueda salir libremente, por orden de una autoridad judicial o administrativa o de otra autoridad pública. Debe entenderse que este artículo también cubre situaciones en las que las personas se encuentran de hecho privadas de su libertad, sin ningún tipo de documento formal, pero con la aquiescencia de una autoridad.





La II Parte, relativa al Subcomité para la Prevención, que comprende los artículos 5 al 10, establece la cantidad de miembros del Subcomité; el mecanismo de elección de sus miembros y las restricciones en el ejercicio de sus funciones; la cantidad de miembros que cada país podrá designar para el Subcomité; los requisitos que ellos deben cumplir y el procedimiento para presentarlos a la elección; la forma en que se llevará a cabo la elección de los miembros del Subcomité; el mecanismo en caso de muerte o renuncia de un miembro del mismo; el plazo del mandato de los miembros y el mecanismo de reelección; y el funcionamiento del Subcomité, respectivamente.




A su vez, la Parte III se refiere al mandato del Subcomité para la Prevención.





El artículo 11, consigna las obligaciones del Subcomité, dividiéndolas en tres clases: la primera, realizar visitas a los lugares de detención; la segunda, asesorar y ayudar a los Estados Partes a establecer los mecanismos nacionales de prevención, mantener contacto directo con ellos, ofrecerles formación y asistencia técnica, ayudarlos a evaluar las necesidades y las medidas destinadas a fortalecer la protección de las personas privadas de libertad, y, hacer recomendaciones para reforzar su capacidad; y, la tercera, cooperar para la prevención de la tortura en general, tanto en los órganos y mecanismos pertinentes de Naciones Unidas así como con las instituciones u organizaciones internacionales, regionales y nacionales cuyo objetivo sea fortalecer la protección de todas las personas.




Los compromisos que adquieren los Estados Partes consignados en el artículo 12, para que el Subcomité pueda cumplir sus funciones son básicamente cuatro:




1. Permitir el acceso a su territorio, así como a cualquier lugar de detención.




2. Asegurar el acceso a toda la información que solicite, con el fin que tenga conocimiento previo de la situación imperante en los lugares que visita y pueda evaluar adecuadamente las necesidades existentes y las medidas que deben adoptarse en un Estado, para fortalecer la protección de las personas privadas de libertad.





3. Alentar y facilitar los contactos y los mecanismos nacionales de prevención.





4. Examinar las recomendaciones del Subcomité y entablar un diálogo con éste sobre las posibles medidas de aplicación.





El artículo 13 se refiere al programa de visitas del Subcomité, debiendo este último examinar a cada Estado en igual forma, tomando en consideración los principios de universalidad, de no selectividad y de imparcialidad. Para ello esta norma especifica la forma en que el Subcomité establecerá su programa de visitas y quién se hará cargo de efectuarlas.





Luego, el artículo 14 precisa el alcance del derecho al libre acceso reconocido al Subcomité. Para ello los Estados Partes del Protocolo se comprometen a darle:





a) Acceso sin restricciones a toda la información que necesite en relación al número de personas privadas de libertad y el número de lugares y su emplazamiento;





b) Acceso sin restricciones a toda la información relativa al trato de esas personas y condiciones de su detención, a fin de tener un panorama completo de la situación imperante dentro del Estado Parte;





c) Acceso sin restricciones a todos los lugares de detención y a sus instalaciones y servicios;




d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de libertad o cualquier otra persona que el Subcomité considere que pueda facilitar información pertinente, y





e) Libertad para seleccionar los lugares que desee visitar y las personas a las que desee entrevistar.




Finalmente, se contemplan algunas circunstancias bajo las cuales se puede, provisoriamente, posponer la visita a un determinado lugar de detención, pero esta objeción sólo se puede hacer en relación con un determinado lugar de detención, y no en relación con el programa de visitas como tal. Por tanto, un Estado Parte no podrá invocar un estado de emergencia para oponerse y así evitar una visita del Subcomité a su territorio. Cabe añadir que la prioridad para los organismos de prevención o supervisión internacional es la protección de los derechos de las personas ante su eventual vulneración por agentes del Estado, o bien por el mal funcionamiento de los mecanismos institucionales de control internos. Así, si bien estos atentados pueden revestir mayor gravedad y habitualidad en regímenes de facto, también se producen en situaciones de normalidad constitucional, como fallas en la infraestructura penitenciaria o en el sistema de custodia, así como la falta de capacitación de los encargados de la detención, situaciones a las que no están ajenos los regímenes democráticos.





El artículo 15 consigna que ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o tolerará sanción alguna contra una persona u organización por haber mantenido comunicación con el Subcomité. Esto garantiza que nadie se sienta amedrentado de forma alguna para comunicarse con el Subcomité.





La protección de víctimas e informantes, es un aspecto necesario para la efectividad de indagaciones que pueden cuestionar la protección de los derechos del detenido de parte de agentes estatales.





Por su parte, el artículo 16 establece la naturaleza confidencial de los informes elaborados a raíz de una visita (recomendaciones y observaciones), a la vez que señala cuando éstos pueden ser publicados.





A continuación, la Parte IV contempla los mecanismos nacionales de prevención.





El artículo 17 consagra la obligación de los Estados Partes de mantener, designar o crear uno o más mecanismos nacionales de prevención, lo cual tiene que hacerse dentro de un plazo no mayor a un año después de la entrada en vigor del Protocolo, o estando éste ya vigente, un año después de haberlo ratificado. El Protocolo no precisa la forma que han de tomar estas entidades, lo que otorga a los Estados flexibilidad para definirlas.





A su vez, el artículo 18 dispone la obligación de los Estados Partes de garantizar a los mecanismos nacionales de prevención su independencia funcional y la independencia de su personal teniendo en cuenta los principios relativos al estatuto de las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos.





Se obligan, además, a adoptar las medidas necesarias para garantizar que los expertos que lo componen tengan las aptitudes y los conocimientos profesionales requeridos, comprometiéndose a proporcionar los recursos necesarios para funcionar con eficacia.





El artículo 19, a su turno, establece las facultades mínimas con las que deben contar los mecanismos nacionales de prevención, fijando entre ellas: poder examinar a las personas privadas de libertad; hacer recomendaciones a las autoridades competentes; y, hacer propuestas y observaciones acerca de la legislación vigente o los proyectos de ley en la materia.





El artículo 20 regula el compromiso de los Estados Partes para que los mecanismos nacionales de prevención puedan desempeñar su mandato. Para tal efecto deberán permitirles: el acceso a la información, acerca del número de personas privadas de libertad, el número de lugares de detención y el trato de esas personas y las condiciones de su detención; el acceso a los lugares de detención y sus instalaciones; la posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de libertad; la libertad para seleccionar los lugares que deseen visitar y las personas a las que deseen entrevistar; y, el derecho a mantener contactos con el Subcomité para la Prevención, para enviarle información y poder reunirse.





Enseguida, el artículo 21 regula la protección a las personas u organizaciones que se comuniquen con el mecanismo nacional de prevención. Así la información confidencial recogida por este mecanismo nacional de prevención tendrá carácter reservado.





El artículo 22 fomenta la cooperación y el diálogo entre las autoridades del Estado Parte interesado y el mecanismo nacional de prevención. A su vez, 
dichas autoridades deberán examinar las recomendaciones del mecanismo nacional de prevención y entablar un diálogo con este mecanismo acerca de las posibles medidas de aplicación.





Finalmente, el artículo 23 contempla el compromiso del Estado Parte de que los informes anuales de los mecanismos nacionales de prevención serán publicados y divulgados.





En su Parte V, el artículo 24 regula la declaración que podrán hacer los Estados Partes, una vez ratificado el Protocolo, aplazando provisoriamente la aplicación, ya sea de las obligaciones contraídas en virtud de la Parte III (mecanismo internacional), o de las obligaciones contenidas en la Parte IV (mecanismo nacional), por un período inicial de tres años, con la posibilidad de extenderlo a dos años adicionales.





La Parte VI contempla las disposiciones financieras.





El artículo 25 señala que el Subcomité será financiado por el presupuesto ordinario de Naciones Unidas y que será el Secretario General de este organismo quién proporcionará el personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Subcomité.





Por su parte, el artículo 26 crea un Fondo Especial de contribuciones a entregar por los Gobiernos, organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales, con el fin de financiar la aplicación de las recomendaciones que haga el Subcomité a un Estado Parte después de su visita.





Finalmente, la Parte VI, contiene las disposiciones finales, reguladas en los artículos 27 al 37, que se refieren a: firma, ratificación y adhesión; entrada en vigor; aplicación a Estados Federales; prohibición de hacer reservas al mismo; necesidad de cooperación entre el Subcomité y otros órganos regionales de visita; relación con otros instrumentos internacionales; denuncia; procedimiento para enmendar sus normas; inmunidades y prerrogativas de los miembros del Subcomité para la Prevención; y textos oficiales y depósito.
----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Director del Área de Derechos Humanos de la Cancillería, señor Juan Aníbal Barría, señaló que la mayor parte de los países latinoamericanos han ratificado este Protocolo. Agregó que lo más destacable es la existencia de un mecanismo nacional de prevención que visita los lugares de detención, tales como cárceles o clínicas siquiátricas.





Manifestó que el organismo interno puede ser de origen variado, ya sea creando un organismo nuevo o bien, atribuyendo esta facultad a un organismo ya existente. Añadió, a vía de ejemplo, que Argentina y México radicaron en el Ombudsman dicha tarea; que en Gran Bretaña existe un organismo coordinador, porque se le encargó a varias entidades, y que en Uruguay se designó al Instituto de Derechos Humanos, lo que, en su opinión, también podría hacerse en Chile.





Indicó que debe ser un organismo independiente que actúe como contraparte del Subcomité que crea el Protocolo.





Posteriormente, el Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, recordó que es frecuente que los Tratados sobre derechos humanos tengan un Protocolo Facultativo, tal como el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, a fin de dar la posibilidad de formular reclamos en forma individual.





Agregó que en el caso de esta Convención, que se ratificó el año ochenta y ocho, el Protocolo tiene como objetivo establecer un sistema de visitas periódicas a los lugares en que se encuentren personas detenidas, básicamente con una finalidad preventiva, y para ello se establece un Subcomité, derivado del Comité ya existente.





Indicó que el Subcomité que se crea tiene un carácter internacional, lo que no obsta a que deban crearse instancias nacionales que actúen en calidad de contrapartes.





El Honorable Senador señor Romero consultó qué institución podría ser nombrada en Chile.





El señor Riveros respondió que han pensado en el Instituto de Derecho Humanos. Añadió que el proyecto que lo crea se encuentra en trámite final de aprobación en el Congreso.





Agregó que dicho Instituto cumpliría con los requisitos del artículo 3, y tendría entre sus funciones la de visitar lugares de reclusión.





El Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, explicó que Chile no tiene nada que ocultar, por eso al Ejecutivo no le preocupa que venga un organismo a inspeccionar los centros de detención. Precisó que este sistema se aplica más bien a regímenes que aplican la tortura como método habitual.





El Honorable Senador señor Larraín manifestó que se debe cautelar la dignidad de las personas que están privadas de libertad. Agregó que, por tanto, bajo ninguna circunstancia se justifica un maltrato adicional. Opinó que, no obstante, será muy difícil entrar en los países donde se producen estas violaciones.





Sin embargo, opinó que le preocupa la condición de muchas cárceles chilenas, ya que podrían ser consideradas como una forma de trato inhumano o degradante en comparación con los estándares europeos, por ejemplo. Por ello, consideró de interés que alguna organización internacional pueda dar su opinión acerca de la situación carcelaria en nuestro país y los criterios internacionales de evaluación que se aplican.





Agregó que el hecho que se considere reservado el acceso a las recomendaciones a que alude el artículo 16, puede hacer necesario que el proyecto sea aprobado con quórum calificado, por lo dispuesto en el artículo 8° de la Constitución Política.




El Honorable Senador señor Romero coincidió con las apreciaciones precedentes y agregó que los parámetros de medición pueden ser distintos. Consideró, además, que este Instituto, que todavía no se ha creado, puede tener un criterio particular, que puede diferir de los criterios internacionales. Estimó preferible escoger una entidad como la Cruz Roja Internacional que tiene larga experiencia en esos temas, a fin de evitar que se fijen estándares poco realistas o que no se puedan cumplir, los cuales podrían exponer al país a la crítica internacional.





Por su parte, el Honorable Senador señor Gazmuri se mostró de acuerdo en la necesidad de prevenir la comisión de estas conductas, pues, aún cuando nuestro país cumple con el respeto de los detenidos, pueden presentarse hechos aislados los cuales siempre es bueno controlar. Recordó que en este momento hay un debate en Estados Unidos de América porque se autorizó un procedimiento de interrogatorio que puede rayar con la tortura.





Manifestó que no importa los criterios que se tenga acerca de las políticas carcelarias, en su opinión el Protocolo se refiere a tratos y no a estándares carcelarios.





El Subsecretario señor Riveros complementó la información entregada, indicando que este instrumento forma parte de un conjunto de normas de las cuales Chile forma parte, como el artículo 5 de la Declaración de los Derechos del Hombre; el artículo 7 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos y la propia Convención contra la Tortura que, como ya se dijo, Chile ratificó el año 1988.





Indicó que todos estos instrumentos constituyen herramientas para prevenir dichas conductas y, eventualmente, pueden actuar ex post, cuando hay países que encontrándose sometidos a estas normas incurren en ellas.





Agregó que no se define la naturaleza de la institución interna que hace de contraparte al Subcomité, incluso puede ser más de un órgano. En todo caso, expresó que la organización internacional es supletoria de lo que existe al interior del Estado. En Chile existen órganos que ejercen funciones preventivas como el Poder Judicial a través de los Ministros Visitadores y las visitas de los Fiscales de las Cortes.





Enfatizó que el Protocolo, no se refiere a los estándares carcelarios, sino a actos precisos, concretos y sustantivos.





El señor Troncoso recordó que las facultades del Subcomité son de visitas y en ningún caso serán sancionatorias, se trata de ayudar a los Estados con mecanismos internos, y la detección de problemas no deriva en una resolución, sino en un programa de cooperación a fin de fortalecer los derechos de las personas.





Consultado por diversos señores Senadores acerca del organismo interno, quién lo define y cuál es su naturaleza, señaló que el organismo es designado por los gobiernos, pero no puede ser un organismo gubernamental.





El Honorable Senador señor Larraín solicitó recabar el parecer de la Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema y del Ministerio Público sobre este proyecto.





A su vez, el Honorable Senador señor Romero pidió requerir la opinión de la Cruz Roja Internacional.





Sobre lo anterior, la Comisión acordó solicitar la opinión de las entidades antes citadas.

- - -





La Comisión recibió las opiniones de la señora Fiscal Judicial de la Corte Suprema y del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, cuyas opiniones in extenso se incluyeron, por acuerdo unánime de la Comisión, a continuación.





- De la señora Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema, doña Mónica Maldonado Croquevielle.




“Para efectos de emitir mi opinión sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del Protocolo de la referencia, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de Diciembre de 2002, he tenido en cuenta las siguientes circunstancias:





I.- Condiciones materiales de los establecimientos penitenciarios del país.





II.- Número creciente de la población penal.





I.- Condiciones materiales de los establecimientos penitenciarios del país.





Desde mi designación como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema, he representado en diversas oportunidades, tanto al señor Ministro de Justicia como al señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, las deplorables condiciones de vida que se aprecian en los establecimientos penitenciarios del país, constatadas en las Visitas que realizan los señores Fiscales Judiciales de las Cortes de Apelaciones, por instrucciones expresas de esta Fiscal Judicial, y la falta de una política penitenciaria que permita la reinserción social de los internos.




Se valora la entrada en funciones de 6 establecimientos penitenciarios concesionados: Alto Hospicio en Iquique, Hualañé en La Serena, Complejo Penitenciario de Rancagua, Centro de Detención Preventiva Santiago I, Complejo Penitenciario de Valdivia, y Complejo Penitenciario de Puerto Montt, que de acuerdo al proyecto de la autoridad, cumplen con los requerimientos internacionales de infraestructura y debieran contar con los medios para proporcionar a los internos un tratamiento eficiente, orientado a la reinserción social. Sin embargo, sigue siendo urgente e imperiosa la necesidad de implementar nuevos recintos penitenciarios que den cabida a la totalidad de la población penal del país, que al 15 de Octubre de 2003 era de 38.266 personas, al 30 de Abril de 2005 ascendía a 41.943 personas, y al año 2008 es de 48.998 internos, conforme a información proporcionada por Gendarmería Nacional de Chile, de modo que el Estado cumpla con su deber de llevar a cabo la labor de reinserción social de los internos, y asegure que las penas se ejecuten en condiciones de vida dignas y garantizando la integridad personal de los internos.




Las más graves situaciones que persisten en los establecimientos penitenciarios, y que en opinión de esta Fiscal Judicial constituyen tratos inhumanos y degradantes, son las siguientes:





-  Hacinamiento de la población penal.





- Horario de desencierro y encierro de los internos, y horario de alimentación.





- Falta de política de rehabilitación de los internos, y falta de actividades laborales, de capacitación, educación, deportivas, espirituales y recreativas.





- Deficientes condiciones sanitarias e higiénicas.





- Aplicación del castigo de internación en celda solitaria, y condiciones materiales en que se cumple esta sanción.





- Aislamiento de internos por razones de seguridad.





1. Hacinamiento. La condición de hacinamiento en los establecimientos penitenciarios no concesionados es generalizada en el país, variando sólo en los porcentajes que representan con respecto a la capacidad del establecimiento, situación que se propuso remediar a través de la construcción de 10 unidades penales concesionadas, con 16.000 nuevas plazas, que estarían disponibles en el año 2006, contando hoy día con sólo 6 de esos establecimientos.





Especial gravedad reviste el hacinamiento en los establecimientos penitenciarios de la Región Metropolitana y la Región de Valparaíso, por el alto número de su población penal, que en los últimos años se ha incrementado, situación que también se aprecia en otros penales, que a modo de ejemplo se señalan a continuación:




- Centro de Detención Preventiva Santiago Sur

Capacidad real:

3.170 internos

Población penal actual:
6.256 internos

En Diciembre de 2005
5.439 internos

En Mayo de 2005:

5.161 internos





- Complejo Penitenciario Colina II

Capacidad real:

1.317 internos

Población penal actual:
1.610 internos





- Complejo Penitenciario Antofagasta 

Capacidad real:

426 internos

Población penal actual:
1.167 internos




- Centro de Detención Preventiva de Puente Alto

Capacidad real:

758 internos

Población penal actual:
1.734 internos

Población año 2007:
1.624 internos





- Centro Penitenciario de Buin

Capacidad real:

70 internos

Población penal actual
420 internos





- Centro Penitenciario de Valparaíso

Capacidad real:

1.200 internos

Población penal actual
2.667 internos





- Centro Penitenciario de San Antonio 

Capacidad real:

220 internos

Población penal actual
540 internos





- Centro de Detención Preventiva de San Miguel

Capacidad real:

800 internos

Población penal actual
1.664 internos





- Centro Penitenciario de Concepción

Capacidad real:

998 internos

Población penal actual
1.997 internos





- Centro de Detención Preventiva de Lebu.

Capacidad real:

50 internos

Población penal actual:
203 internos





- Centro de Detención Preventiva de Pitrufquén

Capacidad real:

110 internos

Población penal actual:
190 internos





- Centro de Detención Preventiva de Quillota

Capacidad real:

260 internos

Población penal actual:
598 internos





- Centro de Cumplimiento Penitenciario de Coronel

Capacidad real:

150 internos

Población penal actual:
293 internos





- Centro de Cumplimiento Penitenciario de Pozo Almonte

Capacidad real:

120 internos

Población penal actual:
271 internos





- Centro de Cumplimiento Penitenciario de Arica

Capacidad real:

1.112 internos

Población penal actual:
2.038 internos





2.- Horario de encierro de los internos. La situación de hacinamiento se ve agravada por el hecho de permanecer los internos encerrados en sus celdas por espacio de aproximadamente 15 horas diarias, en celdas abarrotadas, que por lo general carecen de servicios higiénicos, y de la adecuada ventilación y luz, ya que el horario para el desencierro de los internos es el siguiente:




- Desencierro de la población penal:
8.30 AM.





- Encierro de la población penal:

5.00 PM.





Centro Penitenciario de Valparaíso.- En días de neblina densa, se adelanta la hora del encierro, por estimar Gendarmería que la neblina puede favorecer la fuga de los internos.





Centro de Detención Preventiva de Puente Alto.- Los internos son nuevamente encerrados en sus celdas para recibir el almuerzo, de 12 a 14 horas, en recintos con alto índice de hacinamiento.





3. Horario de alimentación. Las escasas 9 horas que los internos permanecen fuera de sus celdas, determina que también el horario de alimentación no guarde relación alguna con los horarios que para este fin se observan en el medio libre.





Gendarmería aplica el siguiente horario para entregar alimentación a los internos:




- Desayuno:

9 horas





- Almuerzo:

12 horas





- Cena:

15.30 horas





Este horario de alimentación no guarda ninguna aproximación ni similitud con el del medio libre.





4.- Falta de política de rehabilitación de los internos, y falta de actividades laborales, de capacitación, educación, deportivas, espirituales y recreativas. Considerando que los internos cuentan aproximadamente con 9 horas diarias de desencierro, parte de las cuales destinan a sus necesidades de alimentación, las horas que se pudieran destinar a la acción educativa, laboral y de capacitación, necesarias para su reinserción social, y a desarrollar actividades que procuren la disminución del compromiso delictivo de los internos, son mínimas.





Por otra parte, se ha constatado que en los recintos penitenciarios más poblados, es reducido el número de internos que participan en actividades laborales, de capacitación y educativas. Tal es el caso del Centro de Detención Preventiva Santiago Sur, en que el 18,5% de los internos desarrolla una actividad laboral.




Teniendo en cuenta la realidad del hacinamiento y precarias condiciones sanitarias, parece razonable que se proceda de inmediato a ampliar el período de desencierro, favoreciendo las actividades, y haciendo menos gravosas las condiciones de vida.





5.- Deficientes condiciones sanitarias e higiénicas. Especialmente grave resulta la falta de agua potable en el Centro Penitenciario de Valparaíso, en que los Módulos 101 al 117 cuentan con agua potable durante 2 horas, dos veces al día, por lo que los internos deben juntar agua para su aseo personal y para los baños. Esta situación se ha venido representado al menos, durante los últimos 3 años, según Oficios dirigidos al señor Ministro de Justicia, Oficio N° 22, de 8 de Febrero de 2005, y Oficio N° 23, de 30 de Enero de 2006, así como al Señor Secretario Regional Ministerial de Salud de Valparaíso, mediante Oficio N° 282 de fecha 21 de Agosto de 2007, encontrándose actualmente en construcción un estanque de agua para el recinto.




En este mismo orden de ideas, el Complejo Penitenciario de Arica presenta una situación muy similar a la de Valparaíso, en donde se entrega agua potable a los internos por dos horas al día, fraccionada en la mañana y en la tarde. Mediante Oficio N° 2917 de 5 de mayo de 2008, el Señor Subsecretario de Justicia informó de los proyectos a ejecutarse durante el primer semestre de este año, relativos a la mantención de la red exterior del sistema de agua potable y la instalación de electro válvulas al interior del recinto penal de Arica.





Situaciones muy similares viven los internos aislados de Colina II, lo que representé al señor Ministro de Justicia por Oficio N° 200, de 2 de Diciembre de 2005. En Colina II, desde las 10 a las 16 horas el segundo y tercer piso del establecimiento no cuentan con agua potable; la dotación de baños es mínima; se encuentran en malas condiciones de funcionamiento.





La sobrepoblación ha llevado a los internos a construir altillos dentro de las celdas, para mitigar el hacinamiento.





- Calle N° 6 del CDP Santiago Sur.




La situación de esta calle es especialmente grave y se ha constatado en Visita reciente efectuada en Julio de 2008. De acuerdo a lo informado por el señor Alcaide, es el lugar más sobre poblado del penal. La población es de 480 internos, la que sobrepasa largamente la capacidad tanto de las celdas como de la calle para albergar a la población. 





Las celdas tienen salida a la calle propiamente tal, que prácticamente es insuficiente para contener a la población, por lo que al ingreso de la Visita a esta calle, se apreció una masa compacta de gente, que debe retirarse hacia las celdas, para dejar un pequeño espacio para poder ingresar.





Por ser las celdas insuficientes para albergar a la población, en la noche para dormir, los internos deben colocar sus colchones en la calle, los que al momento de la Visita están enrollados a los costados de la calle. Además del hacinamiento, se apreciaron pésimas condiciones de higiene, con grandes cantidades de basura acumulada en tarros, desperdicios y fecas, en la calle donde tiene salida los internos y donde reciben su alimentación, exceso de humedad, y servicios higiénicos insuficientes.





Esta Fiscal Judicial ofició a la Secretaría Regional Ministerial de Salud dando cuenta de la situación sanitaria que afecta a la calle N° 6, requiriendo en forma urgente la inspección por parte de la referida autoridad, a fin de velar por debido cumplimiento de las disposiciones del Código Sanitario y de los reglamentos, resoluciones e instrucciones sobre la materia, de modo que la autoridad sanitaria adopte las medidas que aseguren la protección del derecho a la salud de los internos.





6.- Aplicación del castigo de internación en celda solitaria, y condiciones materiales en que se cumple esta sanción. El Reglamento de Establecimientos Penitenciarios contempla un elenco de sanciones a las faltas disciplinarias que cometan los reclusos, siendo la más grave la de internación en celda solitaria hasta por un período máximo de 10 días, que debe cumplirse en la misma celda o en otra de análogas condiciones de higiene, iluminación y ventilación.




Ya por Oficio N° 27, de 28 de Enero de 2003, representé al señor Director Nacional de Gendarmería de Chile la forma en que se aplicaba esta sanción, en celdas de reducidas dimensiones, en las que se introducía a varios reclusos simultáneamente, sin luz natural ni eléctrica, sin ventilación, donde las ventanas estaban tapadas con latas, sin servicios higiénicos en su interior. 





Señalé asimismo, que la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago conociendo del Recurso de Amparo N° 56.616-2002, en diligencia de inspección personal del Tribunal, constató la forma en que se aplicaba en el Centro de Detención Preventiva Santiago Sur la sanción referida, acogiendo tal recurso por sentencia de 28 de Octubre de 2002, y disponiendo que Gendarmería de Chile debía cumplir efectivamente con lo establecido en artículo 81 del Reglamento de Establecimientos Penitenciarios, ordenando aplicar este castigo al recurrente y a otros internos, en similares condiciones reglamentarias, en celdas solitarias, y ordenando además a “abstenerse de imponer dicha sanción mientras no disponga de medidas materiales para encerrar individualmente a los internos acreedores a ella”. Este fallo fue confirmado por la Excelentísima Corte Suprema, en sentencia de fecha 4 de Noviembre de 2002, causa Rol N° 4.251-02.




El señor Director Nacional de Gendarmería, por Oficio N° 212, de fecha 31 de Enero de 2003, me informó que había impartido Instrucciones a los Directores Regionales de Gendarmería de todo el país, para dar cumplimiento a lo dispuesto por la Excelentísima Corte Suprema y que además, se estaba llevando a cabo un Programa de Mejoramiento y Adecuación de las condiciones estructurales de las celdas destinadas a medidas disciplinarias, por un valor de $ 396.000.000.-, para la reparación de 430 celdas de las distintas unidades penales del país, acompañando copia del Programa de Mejoramiento de celdas de castigo y  Estudio de Costos de dicho Programa.




Sin perjuicio de las mejoras efectuadas a las celdas de castigo en algunas Regiones, sigue constituyendo un trato cruel e indigno someter a una persona a encierro hasta por 10 días en celdas vacías de cualquier mueble, sin catre, colchón, ni frazadas, las que se les entregan en la noche; celdas que habitualmente no cuentan con luz natural ni eléctrica, las que les entra por pequeñas celosías, muchas veces sin servicios higiénicos y sometidos a la buena voluntad de los Gendarmes para que sean sacados a hacer sus necesidades biológicas, o directamente provistos de tiestos plásticos para este fin; y sin acceso a lectura. En algunos casos, son encerrados entre 4 y 6 internos en una misma celda, sin dotación suficiente de colchones.




Finalmente, se ha constatado la reiteración de la sanción de internación en celda solitaria, sin recabar previamente la autorización del Juez del lugar para repetir esta medida.




7.- Aislamiento de internos por razones de seguridad. La situación de los aislados por motivos de seguridad, ha sido también planteada al señor Ministro de Justicia en diversas oportunidades, y si bien se han obtenido mejorías en casos concretos, la situación subsiste en algunos penales como Valparaíso.




8.- Es un deber del Estado velar por la rehabilitación y reinserción social de los reclusos y respetar su dignidad. Como lo manifestara al principio de esta exposición, valoro las inversiones realizadas en infraestructura carcelaria y la entrada en funciones de 6 establecimientos penitenciarios concesionados. Sin embargo, no podemos perder de vista las precarias condiciones que en la actualidad afectan a gran parte de nuestra población penal.




Estimo indispensable desarrollar acciones concretas tendientes a solucionar las actuales deficiencias, las que no requieren ni de nuevas leyes ni de reformas al Reglamento de Establecimientos Penitenciarios actualmente vigente, sino poner en acción las labores tendientes a lograr la rehabilitación de las personas que delinquen, en un marco de respeto a sus derechos, que los dignifique como personas, única forma de mejorar nuestros actuales índices de criminalidad y reincidencia.




Nuestras cárceles deben contar con programas y políticas claras de rehabilitación y reinserción de reclusos, que permitan reorientar sus acciones e invertir productivamente su tiempo: actividades laborales, capacitación laboral, nivelación de estudios, tratamiento de problemas de adicción y salud mental, entre otras cosas.




Nuestro país ha suscrito y ratificado en los últimos años diversos Tratados y Resoluciones Internacionales que buscan hacer respetar la dignidad de la persona humana. En tal sentido, Chile ratificó la Resolución N° 45/111 de la Asamblea General de Naciones Unidas, de fecha 14 de Diciembre de 1991, norma que ha establecido principios básicos para el tratamiento de los reclusos.




De acuerdo a estas disposiciones, todo recluso debe ser tratado con el respeto que merece su dignidad y valor inherente de ser humano, y no puede ser objeto de discriminación alguna por el hecho de estar privado de libertad. Tal declaración coincide plenamente con las disposiciones del Reglamento de Establecimientos Penitenciarios que rige en nuestro país.





 Con excepción de las limitaciones propias del encarcelamiento, todos los reclusos siguen gozando de los derechos humanos y las libertades fundamentales consagrados en la Declaración Universal de Derechos Humanos; en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, normas incorporadas a la  legislación nacional.




Nuestro país, con la ratificación de la citada Resolución, se ha comprometido y obligado a abolir o restringir el uso del aislamiento en celda de castigo como sanción disciplinaria. Así también, se ha obligado como Estado a crear las condiciones que permitan a los reclusos realizar actividades que faciliten su reinserción, y les permitan contribuir al sustento económico de su familia y al suyo propio. Es obligación del Estado crear las condiciones necesarias para la reincorporación del recluso en la sociedad, y en las mejores condiciones posibles.




Esta es una misión de todos. La Fiscalía Judicial de la Corte Suprema, en cumplimiento de la labor que le compete, ha mantenido una constante atención sobre los establecimientos penitenciarios y la forma en que se lleva a cabo la tarea de rehabilitación y reinserción social de los reclusos, representando en su oportunidad a las autoridades respectivas, las materias que merecen reparos.




Para desarrollar esta labor, es suficiente el marco constitucional y legal que existe en el país, por lo que la actual problemática carcelaria no requiere de la dictación de nuevas normas, sino que es suficiente con que las instituciones del Estado cumplan con el deber que les ha impuesto la sociedad.




Incluido el grave problema de hacinamiento, la gran mayoría de las anomalías y deficiencias constatadas en los establecimientos penitenciarios, se pueden solucionar en la medida en que la autoridad asuma el deber de velar por el irrestricto cumplimiento de la actual normativa penitenciaria, y exija se respeten los derechos esenciales que emanan de la persona humana y se les trate con dignidad, de modo de disminuir los actuales índices de criminalidad y reincidencia, contribuyendo así al bien común de toda la sociedad.




II.- Número creciente de la población penal. Como es de conocimiento público, la población penal experimenta en nuestro país un constante crecimiento, lo que se refleja en las cifras señaladas en el número 1 de este Informe, en el apartado sobre Hacinamiento. Es por ello que las condiciones materiales insuficientes hacen que se mantengan en el tiempo condiciones que constituyen tratos crueles y degradantes.





Estas circunstancias han sido representadas por esta Fiscal Judicial a los señores Ministros de Justicia don José Antonio Gómez Urrutia, mediante oficio N° 55 de 25 de enero de 2002, referente a apremios ilegítimos a internos del Módulo Alfa del Complejo Penitenciario Colina II; Oficio N° 27 de 28 de enero de 2003 al Director de Gendarmería, don Juan Carlos Pérez Contreras, sobre los temas señalados en el presente informe; Oficio N° 72 de 11 de abril de 2003, al Señor Ministro de Justicia, don Luis Bates Hidalgo, sobre internación en celda solitaria a reclusos del Complejo Penitenciario de Concepción; Oficio N° 78 de 1° de Julio de 2003, al Señor Director Nacional de Gendarmería Sr. Juan Carlos Pérez, sobre condiciones del Centro de Cumplimiento Penitenciario de Concepción; Oficio N° 131 de fecha 1° de Julio de 2004 al Sr. Director Nacional de Gendarmería, don Juan Carlos Pérez, sobre internos aislados del Complejo Penitenciario de Colina II; Oficio de fecha 27 de Agosto de 2004 al Sr. Ministro de Justicia don Luis Bates Hidalgo, sobre la población del Centro de Detención Preventiva Santiago Sur y situación de aislados en Colina II; Oficio N° 44 de 20 de marzo de 2006 al Ministro de Justicia don Isidro Solís Palma sobre internos aislados de  Colina II; Oficio N° 194 de 19 de Junio de 2006 al Sr. Ministro de Justicia, don Isidro Solís Palma, sobre la situación carcelaria del país que se describe en el presente informe, situación que también he planteado en conversación sostenida con el actual Ministro de Justicia don Carlos Maldonado Curti durante el año 2007.





Conclusiones.





Atendidas las condiciones de los establecimientos penales del país; el progresivo incremento de la población penal y la escasa respuesta a las deficiencias planteadas, estimo conveniente la aprobación del Proyecto de Acuerdo que Aprueba el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.




En especial, se estima positiva la visita del Subcomité a los lugares de detención del país, así como su colaboración y asistencia técnica para adoptar las medidas destinadas a fortalecer la protección de los derechos de las personas privadas de la libertad y formular recomendaciones.





Si bien desde el año 2001, en que constaté apremios ilegítimos a internos de Colina II, estas prácticas han desaparecido, constatándose como hechos aislados casos de apremios que en la actualidad son debidamente investigados por el Ministerio Público, al tratarse de actos cometidos por funcionarios del Estado, sin embargo subsisten situaciones de tratos inhumanos o degradantes, como consecuencia de fallas en la infraestructura penitenciaria, y falta de profesionales y capacitación del personal encargado de velar por las personas privadas de libertad.




Atendida la gravedad de la materia, cual es la protección de los Derechos Humanos, en mi opinión reviste gran importancia que, aprobado este Protocolo, comience a operar en nuestro país sin postergación alguna.”.





- Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, don Sabas Chahuán Sarrás.




“Opinión del Sr. Fiscal Nacional del Ministerio Público de Chile, don Sabas Chahuán Sarrás, sobre Acuerdo Aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”.





I) Aspectos generales del Protocolo Facultativo
 y que se destacan por parte del Ministerio Público de Chile.





1.- La intención de ratificar el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura, constituye una muestra clara del Estado de Chile del compromiso asumido de combatir y erradicar la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, y, en general, reconocer, promover y proteger los Derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana
.





2.- El objeto fundamental del Protocolo Facultativo es el de establecer un sistema
 de “visitas periódicas” a las personas privadas de libertad, por parte de organismos nacionales e internacionales autónomos e independientes, a fin de prevenir la perpetración de actos de Tortura
.- Así, el Protocolo Facultativo es una muestra de política estatal contra la “prevención”, investigación, persecución y reparación de los daños derivados de la Tortura.





3.- Compartiendo lo dicho en 2006 por el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la Tortura, el lugar de comisión de la tortura y los malos tratos son, por excelencia, los centros de detención aislados en donde los sujetos activos se sientan impunes ante su conducta
. 





4.- El funcionamiento del Protocolo Facultativo se estructura bajo la creación de dos mecanismos contralores (uno internacional y otro nacional): a) El Subcomité Internacional de Prevención de la Tortura
, y b) los Mecanismos Nacionales de Prevención, a través de los cuales cada Estado Parte debe comprometerse a crear o designar alguna autoridad o institución nacional independiente que asuma tal función y que fije un sistema de “visitas periódicas” a los centros de detención, con el objeto de evitar actos de tortura o malos tratos en su interior. El Subcomité no requiere autorización estatal para acudir a los territorios de los Estados Parte o entrevistarse con los detenidos, pues la ratificación del Protocolo involucra la aceptación tácita de las visitas.





5.- El Protocolo no impone la forma cómo debe ser instalado y funcionar el Mecanismo Nacional de Prevención, lo cual deja entregada a la realidad coyuntural de cada Estado Parte a quien se le da un amplio campo de discreción
; sin embargo, sí fija principios o criterios mínimos que deben ser respetados respecto a la instauración de ellos, a saber: independencia funcional; capacidad y pluralidad técnica y profesional de sus integrantes; recursos económicos para su funcionamiento; garantías mínimas para acceder a los lugares de detención y a quienes se encuentran privados de libertad. Veamos muy someramente estos aspectos en relación con Chile.




II) Aspectos que deben ser considerados respecto al Mecanismo Nacional de Prevención que se instaure en Chile.




a) Creación por ley. Independencia funcional del Mecanismo:




El Mecanismo Nacional de Prevención debe tener origen en una ley, y debe ser ella quien fije sus facultades, prerrogativas y limitaciones, pues de esa manera es posible darle autonomía del poder ejecutivo y judicial. A través de una ley debe fijarse el presupuesto con el cual contará anualmente, y establecer un sistema de nombramiento de sus miembros imparcial, justo y equitativo, fijando plazos de duración en el cargo y criterios de estabilidad en el mismo.





El artículo 17 del Protocolo dispone que cada Estado Parte debe establecer, designar o mantener, a nivel nacional, uno o varios órganos de visitas para la prevención de la tortura, los cuales deben estar funcionando a más tardar un año después de su ratificación, en el caso de Chile, plazo bastante breve que debe ser especialmente tenido en consideración por nuestro país por lo que ello involucra.





Los Mecanismos Nacionales de Prevención deben relacionarse de manera estrecha con el Subcomité, el cual le puede efectuar recomendaciones y observaciones a los Estados para fortalecer las facultades de aquéllos
.





b) Capacidad, pluralidad y profesionalidad de sus integrantes:




En concordancia con la política general de igualdad de género instaurada por la Sra. Presidenta de la República de Chile, el artículo 18 del Protocolo Facultativo establece que los Miembros del Mecanismo Nacional deben representar los intereses de los grupos étnicos y minoritarios del país, así como mantener un equilibrio en el género de quienes se desempeñen en el cargo. Esto es especialmente importante pues dota al Mecanismo de legitimidad social y le imprime un alto grado de sensibilidad ante los actos de tortura y malos tratos que pudieren cometerse contra los grupos más débiles o desposeídos, como sería el caso de los indígenas, homosexuales, etc. Junto con esta pluralidad en la representación de sus Miembros, el Protocolo Facultativo exige especialidad y profesionalidad técnica de sus miembros, lo cual garantizará objetivamente que sus opiniones son serias y responsables. La experiencia de otros países que han ratificado el Protocolo Facultativo, permite sostener que sería perfectamente posible que ciertos organismos públicos de Derechos Humanos, incluidos miembros de agrupaciones científicas civiles a-políticas, pudieren asumir la representación del Mecanismo Nacional de Prevención. En el caso de Chile, existen voces que instan porque sea el futuro Instituto Nacional de Derechos Humanos –pues a la fecha no existe ningún organismo público encargado de los Derechos Humanos en Chile- quien se encargue de ser el Mecanismo Nacional de Prevención, o bien la creación de un Defensor del Pueblo u Ombudsman.





Resulta importante determinar quién será el encargado de designar –y en su caso despedir- a los Miembros del Mecanismo Nacional, guardando la debida independencia del mismo.





c) Acceso a la información:




Aparece como importante que el Mecanismo Nacional de Prevención que se fije, pueda tener acceso a la “información” que sea necesaria para el cabal cumplimiento de sus funciones. En este sentido, resulta relevante que puedan generarse conductos de comunicación e intercambio de información con el Servicio de Registro Civil e Identificación, Gendarmería de Chile y, en general, con los organismos auxiliares encargados de velar por el cumplimiento de las sentencias penales. Ahora bien, es menester, también, determinar si luego de efectuadas las visitas el Mecanismo elaborará informes públicos que pueden ser entregados a la opinión pública, o sus informes serán simples recomendaciones que, facultativamente, puedan ser contestados por las autoridades que correspondan.





d) Realidad nacional carcelaria y presupuesto:




- Determinar el presupuesto con el cual contará el Mecanismo Nacional para llevar a cabo las visitas. En este sentido, debe determinarse si contará o no con autonomía y patrimonio propio;




- ¿El Mecanismo Nacional tendrá oficinas propias o tendrá su sede en oficinas del Poder Ejecutivo o Judicial?





e) Accesos a los lugares de detención:




El acceso del Mecanismo a los lugares de privación de libertad constituye un aspecto fundamental, pues materializa las facultades que le confiere el Protocolo. En este sentido, es importante señalar que una de las obligaciones más trascendentales que asume un Estado al ratificar el Protocolo Facultativo es la de permitir visitas periódicas a los lugares de detención, tanto a los miembros del Subcomité como a los miembros de los Mecanismos Nacionales de Prevención, lo cual involucra que las autoridades responsables de dichos centros no interfieran en estas visitas; incluso debe garantizarse por el Estado las visitas a lugares de detención no oficiales
.





En este sentido, entendemos que deben considerarse, al menos, los siguientes aspectos de importancia:




- Precisar si el Mecanismo tiene facultades explícitas legales para llevar a cabo visitas preventivas a lugares de detención;




- Determinar si las visitas se harán de modo regular o sin previo aviso;




- Determinar si el Mecanismo tendrá acceso a todos los lugares de detención señalados en el Protocolo
 o sólo alguno de ellos, y en ambos casos, a qué instalaciones de dichos lugares. Útil sería precisar taxativamente estos lugares a través de una ley interna;




- ¿Se llevarán a cabo visitas en lugares remotos? ¿Cuántas visitas serán anuales?




- ¿Tendrá el Mecanismo Nacional las facultades de entrevistarse en privado con las personas privadas de libertad, sin presencia ni escucha de ninguna otra persona?




- ¿Cómo se elige a las personas privadas de libertad que serán entrevistadas?

Algunos aspectos relacionados con el ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público.




- Sería deseables se precise por ley el lugar de detención al cual podrá tener acceso el personal del Mecanismo Nacional de Prevención y los miembros del Subcomité. No parece apropiado establecer un criterio tan amplio de “lugar de detención” por orden de autoridad, y mucho menos cuando no existe ella.




- Precisar por ley que los miembros de estos organismos no podrán, en el ejercicio de sus funciones, intervenir en caso alguno en las diligencias de investigación que lleve a cabo el Ministerio Público, particularmente en lo relativo a las declaraciones voluntarias que pudieren prestar ante el Fiscal y en cuanto la disposición de los Fiscales frente a la libertad de imputados que han sido detenidos por flagrancia, dentro de las 24 horas siguientes a su detención. En este sentido, acotar los efectos que pudiere tener una denuncia de éstos organismos en la legalidad o ilegalidad de una detención.




- Precisar si la incomunicación tendrá excepciones a la labor de los Mecanismos Nacionales o al Subcomité, en delitos graves como el terrorismo y el tráfico de drogas.”.

- - -




Comentando estas opiniones, el Honorable Senador señor Romero indicó que, al solicitarlas, se tuvo en vista que la aprobación de este Convenio podría tener consecuencias para el país y que si se aprueba debe hacerse con pleno conocimiento de sus efectos.





Agregó que le preocupaba la opinión del señor Fiscal Nacional quién refiriéndose a la parte formal del Convenio manifestó su temor que pudiera interferir con el trabajo del Ministerio Público. Añadió que le parecían sumamente preocupantes los reparos expuestos por dicha autoridad, en especial, la creación por ley; la independencia funcional del mecanismo; la realidad carcelaria nacional y presupuesto; los accesos a los lugares de detención, y algunos aspectos relacionados con el ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público.




Sobre lo anterior, el señor Troncoso estimó que no tiene información específica de cómo se ha aplicado en otros países, pero tampoco se sabe que se hayan producido problemas judiciales.





La Comisión solicitó al Ejecutivo su opinión, por escrito, sobre las apreciaciones del señor Fiscal Nacional.

- - -





En la siguiente sesión, el Director Jurídico de la Cancillería señor Troncoso, presentó un informe con la respuesta a las observaciones planteadas por el señor Fiscal Nacional del Ministerio Público. La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, que se insertara textualmente en el informe. Su tenor es el siguiente:

“Análisis a observaciones del Ministerio Público al Protocolo Facultativo, de la Convención contra la Tortura (ONU).





I.- Antecedentes.





El presente proyecto de acuerdo se encuentra en segundo trámite constitucional, para informe ante esta Comisión.





Con fecha 12 de agosto, el Fiscal Nacional del Ministerio evacuó un informe con observaciones sobre el proyecto de acuerdo.




A continuación se exponen las observaciones y sus respuestas.





II.- Observaciones generales.





El objetivo del Protocolo consiste en establecer un sistema de visitas periódicas a lugares de detención. Para ello, se crea (artículo 2) el “Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, órgano internacional, dependiente del Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas. Por otra parte, se consagra la obligación para los Estados Partes de contar con uno o varios órganos nacionales de prevención que realicen visitas periódicas a los lugares de detención, concediendo cierta flexibilidad para escoger la mejor manera de cumplirla.





Las observaciones del Ministerio Público sólo se refieren a este segundo punto, es decir, al mecanismo de prevención a nivel nacional, formulando las interrogantes que a continuación se analizan.




III.- Observaciones específicas y respuestas.





1) El organismo debe estar determinado por ley.





El Ministerio Público señala que el mecanismo nacional que exige el Protocolo debe tener origen en una ley. Sobre este particular cabe señalar que con la aprobación del proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, cuyo informe ya ha sido evacuado por la Comisión Mixta, se establece un mecanismo que se encuentra en congruencia con lo exigido por este Protocolo, al conferírsele en su artículo 4, inciso 2°, la capacidad de comisionar a uno o más consejeros, al Director o a su personal, para ingresar a recintos públicos donde una persona esté o pueda estar privada de libertad y al señalarse entre sus funciones en el artículo 3, N° 3, la de proponer a los órganos del Estado las medidas que estime deban adoptarse para favorecen la promoción y protección de los derechos humanos.





El Instituto Nacional de Derechos Humanos cumple con los estándares de independencia, patrimonio propio y autonomía que el protocolo exige para llevar a cabo su función.




2) Sobre las facultades del Mecanismo.





En primer lugar, el Ministerio Publico manifiesta que es necesario precisar si el Mecanismo tiene facultades explícitas legales para llevar a cabo visitas preventivas a lugares de detención.





A este respecto cabe señalar que el Protocolo (artículo 4) es fuente normativa suficiente, sin que sea necesario dictar una ley especial que dé implementación, para que el mecanismo goce de facultades explícitas para llevar a cabo visitas preventivas a lugares de detención.





Por otra parte, la forma de llevar a cabo las visitas en concreto, no requiere estar definido exhaustivamente en la ley, pues bien puede determinarlo el propio organismo dentro del ejercicio de sus facultades discrecionales. 





En segundo lugar, el informe del Ministerio Público plantea la interrogante sobre las facultades del Mecanismo para entrevistarse en privado con las personas privadas de libertad, sin presencia ni escucha de ninguna otra persona.




La respuesta a ello, es sí. Se trata de un asunto reglado en el propio Protocolo (artículo 20, letra d). Además, debe considerarse que nuestra propia regulación procesal penal establece dentro de las garantías de los imputados privados de libertad, la de poder reunirse en privado con su abogado, pese a la prohibición de comunicaciones decretada a solicitud del Ministerio Público (artículo 94, letra f), en relación con el artículo 151 del Código Procesal Penal).




3) Sobre la modalidad de las visitas.




En el informe se plantea que es necesario determinar si las visitas se harán de modo regular o sin previo aviso.




Ello, constituye un ámbito ya resuelto por el mismo texto del Protocolo. El Protocolo establece que las visitas se efectuarán periódicamente (artículo 13) y sin previo consentimiento del Estado (artículo 4) pero con aviso, ya que el programa de visitas se notifica a los Estados partes (artículo 13), por lo que la aprensión planteada por el Ministerio Público carece de justificación.





Por otra parte, el Ministerio Público deja planteadas preguntas sobre si se llevarán a cabo visitas en lugares remotos y cuántas visitas anuales se efectuarán. Sin embargo, ello, constituye un asunto de implementación que dependerá del programa de visitas que se adopte.





4) Determinación de lugares de acceso.




El Informe del Ministerio Público manifiesta que es necesario determinar si el Mecanismo tendrá acceso a todos los lugares de detención señalados en el Protocolo
 o sólo alguno de ellos, y en ambos casos, a qué instalaciones de dichos lugares. Señala que sería útil sería precisar taxativamente estos lugares a través de una ley interna.





De acuerdo al Protocolo (artículo 4), el Mecanismo tendrá acceso a cualquier lugar bajo la jurisdicción y control del Estado donde se encuentren o pudiesen encontrarse personas privadas de libertad. No cabe, por lo tanto, restringir los lugares a los que puede tener acceso el Mecanismo. No parece necesario, por otra parte, precisar taxativamente estos lugares, a través de una ley interna, bastando como fuente normativa el propio Protocolo.




5) Sobre la elección de las personas a entrevistar.




El Ministerio Público en su informe manifiesta su preocupación sobre el criterio conforme al cual se escogerán las personas privadas de libertad.




Este punto se encuentra resuelto por el Protocolo, pues señala que tanto el Subcomité como el Mecanismo Nacional de Prevención tienen la libertad de seleccionar los lugares que deseen visitar y las personas que deseen entrevistar (artículo 14, letra e) y 20, letra e)). Por tanto, los criterios que se empleen para determinar las personas que serán entrevistadas son de exclusivo resorte de dichos organismos.




6) Aspectos relacionados con el ejercicio de acción penal.





El Ministerio Público señala que sería deseable se precise por ley el lugar de detención al cual podrá tener acceso el personal del Mecanismo Nacional de Prevención y los miembros del Subcomité. Señala que no parece apropiado establecer un criterio tan amplio de “lugar de detención” por orden de autoridad, y mucho menos cuando no existe ella. Además, señala necesario precisar por ley que los miembros de estos organismos no podrán, en el ejercicio de sus funciones, y en este sentido, acotar los efectos que pudiere tener una denuncia de éstos organismos en la legalidad o ilegalidad de una detención.




En primer lugar, debe considerarse que no es necesario ni deseable restringir por ley el concepto de "lugar de detención" definido en el Tratado. Hay que recordar que en casos de violación masiva y sistemática de derechos humanos las personas muchas veces se encuentran privadas de libertad de centros clandestinos de detención, los que, por definición, jamás estarán definidos en una ley y, que sin embargo, hay que asegurar el acceso de estos mecanismos a dichos lugares de detención.





Por otra parte, no es necesario hacer presente que el propósito de estos Mecanismos en ningún caso es interferir con las investigaciones y ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público. El Protocolo no les da ninguna facultad en ese sentido, por lo que no corresponde dictar una ley señalando tal limitación. El objeto de estos mecanismos se circunscribe a prevenir la tortura y en ningún caso puede significar un perjuicio para la investigación.”.
- - -





Concluyó el señor Troncoso que, en su opinión, las aprensiones del señor Fiscal Nacional están respondidas en el propio Protocolo y no sería necesaria una ley especial.





Por su parte, el Honorable Senador señor Romero manifestó que las observaciones del señor Fiscal Nacional son muy concretas y bien fundadas, y que no se logran desvirtuar con la explicación del Ejecutivo, la que juzgó insatisfactoria.





Agregó que tampoco clarifica la situación el que se pretenda entregar las funciones de prevención a una entidad que aún no ha sido creada, el Instituto de Derechos Humanos, y cuya tramitación se encuentra pendiente en Comisión Mixta.





El Subsecretario, señor Riveros, indicó que el Tratado que aprueba el Protocolo es del tipo self executing, pero el Ministerio Público no lo interpretó así y eso explica sus dudas. Hay tratados que requieren de la adaptación de la normativa interna pero no es el caso de éste.





Agregó que el Tratado establece el plazo de un año para que comience a funcionar la entidad interna de prevención. En el caso de Chile ya hay una entidad funcionando que es la Fiscalía Judicial de las Cortes, aunque sólo referidas al sistema carcelario. En cuanto al Instituto de Derechos Humanos, su tramitación ya está avanzada, en trámite de Comisión Mixta. Añadió que si se estima que debe ser una entidad distinta hay tiempo suficiente para hacerlo.





Manifestó que sería imposible acceder a lo solicitado por el Ministerio Público en orden a señalar los lugares de detención que se visitarían, puesto que precisamente uno de los objetivos sería detectar lugares clandestinos de detención.





El Honorable Senador señor Romero indicó que el Ejecutivo ha dado por hecho que se le darán facultades legales a un organismo que no existe. En su opinión debe entregarse a un organismo internacional que tenga experiencia en estas materias y dé las garantías suficientes, por ejemplo, la Cruz Roja Internacional, a objeto de que este tema no entre en linderos que no se avienen con el espíritu del Tratado y que pueden derivar en una imagen negativa del país.





Agregó que con la información que proporcionó a la Comisión la señora Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia quedó claro que, en su fundada opinión, existen tratos inhumanos y degradantes al interior de los penales chilenos, particularmente en los más antiguos.





Planteó que la eventual existencia de varios organismos con competencias en esta materia podría crear una descoordinación.





Estimó que debe conocerse lo que se ha hecho en otras partes del mundo, pues no le gustaría que, por actuar irreflexivamente, se perjudicara la imagen del país.





El Honorable Senador señor Muñoz Barra preguntó acerca del riesgo de que se produzca la descoordinación a que se refiere el Honorable Senador señor Romero.





El Subsecretario, señor Riveros, contestó que la Parte IV del Protocolo, que se refiere a los mecanismos nacionales de prevención, plantea la obligación de crearlos y fija sus requisitos.





En este contexto, agregó que la existencia de este organismo persigue que el propio Estado disponga de elementos de prevención sin ingerencia extranjera, por ello estimó que no habría riesgo de descoordinación.





Refiriéndose a lo expresado por el Honorable Senador señor Romero, manifestó que el Protocolo fija un plazo para implementar este mecanismo, y se verá si se designa el Instituto de Derechos Humanos o se crea otro organismo. Añadió que, en todo caso, hay que tener presente que en Chile ya operan algunos mecanismos, como es el caso, ya mencionado, de las Fiscalías Judiciales de los Tribunales Superiores.





Agregó que compartía lo señalado en su oportunidad por la Fiscal señora Maldonado, en cuanto a que los mecanismos no deben ser vistos como adversarios, sino como coadyuvantes para perfeccionar nuestro sistema y mejorar los estándares.





Indicó que es preciso recordar que estos organismos no tienen poder sancionatorio, sino que sólo emiten recomendaciones al Estado.





El Honorable Senador señor Larraín expresó que se suma a las aprensiones del Honorable Senador señor Romero, porque de lo señalado por el señor Subsecretario se desprende que el Gobierno se habría decantado por el Instituto de Derechos Humanos, que puede ser una alternativa, pero también puede que no sea el adecuado.





Agregó que la Corte Suprema tiene roles que, en su opinión, debe mantener. Por ello, se mostró partidario de un comité mixto, en el que participen las Fiscalías Judiciales, la Cruz Roja y también otras entidades de bien general, como el propio Instituto, sean públicas o privadas, las que deberían coordinar su accionar.





Indicó que está de acuerdo con la aprobación del Protocolo, pero no le parece que el Instituto de Derechos Humanos sea nombrado como el único mecanismo nacional, porque puede darle una fisonomía diferente a la deseada.





El Subsecretario, señor Riveros, recordó que el Protocolo Facultativo señala que se puede mantener, designar o crear uno o varios mecanismos nacionales. Indicó que actualmente una parte importante de esas funciones se realiza por las Fiscalías Judiciales. Agregó que con la creación del Instituto se pensó en un organismo especializado. Relató que incluso se incluyeron indicaciones al texto del proyecto, a fin de incorporar en su articulado los requisitos del artículo 4 del Protocolo. Agregó que de existir más de un organismo designado para la función, deberá existir entre ellos la debida coordinación.





En otro orden de ideas, planteó el Honorable Senador señor Larraín que la designación de los organismos encargados de esta función, debería hacerse por ley. En su opinión la ley debe intervenir para hacer operativo el Protocolo, no puede hacerse por decreto, aclaró que no se opone a incluir al Instituto, en tanto se designe conjuntamente con otras entidades y mediante la dictación de una ley. Agregó que respecto a la designación, el Tratado se refiere claramente al Estado, no al Gobierno.





Reiteró que es materia de ley otorgar a una entidad las atribuciones a que se refiere el Tratado. Añadió que no puede ser una decisión discrecional del Ejecutivo, y espera que así se entienda, para que formen todos estos organismos parte de una comisión especializada en el tema donde exista la debida coordinación, a fin de evitar colisiones de facultades.





El Honorable Senador señor Romero coincidió con estas apreciaciones y agregó que el artículo 18 del Protocolo exige que se garantice la independencia funcional de los mecanismos nacionales, asimismo se compromete al Estado a proporcionar los recursos necesarios para su funcionamiento. Por ello, opinó que no puede comprometerse a estas exigencias el Gobierno, pues requiere que una ley garantice la independencia del organismo y le provea de recursos.





Reiteró que no le parece adecuado designar al Instituto de Derechos Humanos como el mecanismo nacional, ya que debería ser un organismo con experiencia, como la Cruz Roja Internacional.





Discreparon de esta afirmación el Subsecretario, señor Riveros, y el señor Troncoso, este último señaló que lo que debe aprobarse por ley es el otorgamiento de las facultades al organismo, tal como el Código Orgánico de Tribunales le entrega la facultad de visitar los recintos a los Fiscales Judiciales, pero la designación no requiere de ley. Distinto es que haya un acuerdo político para que el Congreso sea consultado, pero no hay exigencia en el Tratado.





El Honorable Senador señor Gazmuri señaló que el Protocolo establece que este rol lo pueden asumir una o varias instituciones que tengan autonomía y presupuesto suficiente, lo que deberá determinarse en el plazo de un año. Añadió que en Chile ya hay un organismo que reúne esas características y que cumple esta función parcialmente, cual es la Fiscalía Judicial, la que, sin embargo, tiene fuera de su competencia los recintos de detención que no son cárceles. 





Agregó que si se aprobara el proyecto de ley que crea el Instituto de Derechos Humanos, existiría otra institución que tendría facultades. En su opinión, debería aprobarse el Protocolo entendiendo que queda pendiente una decisión legislativa para la cual existiría el plazo de un año.





El Honorable Senador señor Pizarro coincidió con el señor Presidente y agregó que se pierde la perspectiva de lo que persigue el Protocolo. Añadió que, además, existe un motivo de preocupación porque el informe de la Fiscal señora Maldonado fue, en su opinión, lapidario. Reafirmó que el Protocolo va más allá de lo carcelario e incluye también recintos policiales, o lugares de detención ilegales. A vía ejemplar, señaló que si esta normativa hubiese estado vigente pudo haberse visitado la Colonia Dignidad, sobre la que pesaban muchas denuncias.





Añadió que el Instituto podría tener estas funciones, pero estimó que es preciso considerar lo que ha planteado el Honorable Senador señor Larraín, en orden a explorar la creación de una comisión especial que incorpore a distintos actores que jueguen un rol en el tema humanitario.





Manifestó que si es necesario dictar una ley, así se hará, a fin de garantizar que disponga, la eventual comisión, de los elementos necesarios para operar adecuadamente.





El Honorable Senador señor Romero reiteró que, en su opinión, es necesario que esta comisión sea creada por ley, porque son facultades distintas, es una designación formal, y aunque hoy día, por ejemplo, las Fiscalías Judiciales tengan competencia para visitar cárceles, no la tienen para integrar este mecanismo nacional. Añadió que se le entregaría una nueva función, además de ampliarle la que tiene actualmente, tal vez para visitar otros recintos de detención, lo que implica una modificación legal.





Opinó que es conveniente buscar la creación de un organismo independiente, que actúe como coordinador, en vez de seguir insistiendo en designar únicamente al Instituto de Derechos Humanos.





Finalmente, el Honorable Senador señor Gazmuri expresó que le parece una buena idea la de formar un comité amplio, que dé garantías a todos los sectores. Añadió que, de esta forma, se podrían integrar los organismos ya existentes, como el del Poder Judicial, y los que se creen a futuro, como el Instituto de Derechos Humanos.





Agregó que esta comisión podría actuar como una instancia coordinadora de los distintos entes que participan en la labor de defensa de los derechos humanos, para los fines establecidos en este Protocolo.





La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra, Pizarro y Romero, sugerir al Ejecutivo que, para los fines previstos en este Protocolo, se cree un organismo nuevo que coordine las funciones de los distintos entes que participan en estas materias, y que la generación de esta institución se haga mediante una ley.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra, Romero y Pizarro.




Fundamentaron su voto los Honorables Senadores señores Larraín y Romero, quienes señalaron que daban su aprobación en el entendido que el mecanismo nacional debe implementarse en la forma sugerida por la Comisión.





El Honorable Senador señor Larraín agregó que de acuerdo al informe de la Fiscal señora Maldonado, en las cárceles en este momento hay trato inhumano y degradante, por lo que aprueba este Protocolo en el entendido que constituye un desafío moral para el país, de solucionar un problema que aqueja a un número significativo de personas.

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





"Artículo único.- Apruébase el "Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes", adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 2002.".
----------





Acordado en sesiones celebradas los días 12 de junio de 2007 con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente) Juan Antonio Coloma Correa, Juan Pablo Letelier Morel, Sergio Romero Pizarro y Jorge Pizarro Soto; y 5, 12 y 19 de agosto de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Roberto Muñoz Barra, Sergio Romero Pizarro y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 25 de agosto de 2008.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN CONTRA LA TORTURA Y OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES

(4542-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.
- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO 

Establecer un sistema de visitas periódicas a lugares de detención con el fin de evitar la posibilidad que personas privadas de libertad puedan ser sometidas a actos de tortura u otros malos tratos, las que estarán a cargo de órganos internacionales y nacionales independientes.

- - -

ANTECEDENTES 


Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS





- Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, promulgada por decreto supremo N° 808, de fecha 7 de octubre de 1988, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y publicada el 26 de noviembre del mismo año.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje indica que este instrumento agrega una nueva dimensión a los esfuerzos nacionales e internacionales para prevenir la tortura. Sus antecedentes son: el artículo 5 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; y la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.





Continua señalando que su ratificación resulta coherente con la postura asumida por Chile durante los largos años de su negociación, período en el cual nuestro país asumió una posición activa que concluyó con su voto favorable a la aprobación del Protocolo en las Naciones Unidas, y su posterior suscripción en junio de 2005.
- - -

DISCUSIÓN 





El Honorable Senador señor Gazmuri señaló que el Protocolo Facultativo al que se refiere el proyecto de acuerdo establece un Comité de seguimiento que monitorea el cumplimiento de lo dispuesto por la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, y en el país se establece un Subcomité para el seguimiento de las condiciones del sistema carcelario, función que en nuestro territorio está asignada a la Fiscalía de la Ilustrísima Corte Suprema, excluyendo ciertos recintos de detención como son los cuarteles de las policías. Manifestó que si se aprueba la creación del Instituto de Derechos Humanos el Gobierno deberá definir qué órgano de los anteriormente mencionados tendrá la función de prevención, monitoreo y visita.

Observó que la aprobación unánime en la Comisión de Relaciones Exteriores se produjo en el entendido de que el Gobierno integrará al Subcomité a todos los organismos que intervienen y se preocupan de la protección de los derechos fundamentales de las personas.

Asimismo, expuso que el gasto que irrogará la iniciativa no se puede determinar exactamente porque todavía no se conoce cuál será el organismo que se encargará del referido monitoreo.

Se hizo presente que la Fiscal Judicial de la Corte Suprema, señora Mónica Maldonado Croquevielle, hizo llegar su opinión sobre el proyecto de acuerdo, por medio del oficio Nº 257 de 12 de agosto de 2008, cuya parte conclusiva es del siguiente tenor:




“Conclusiones.





Atendidas las condiciones de los establecimientos penales del país; el progresivo incremento de la población penal y la escasa respuesta a las deficiencias planteadas, estimo conveniente la aprobación del Proyecto de Acuerdo que Aprueba el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.




En especial, se estima positiva la visita del Subcomité a los lugares de detención del país, así como su colaboración y asistencia técnica para adoptar las medidas destinadas a fortalecer la protección de los derechos de las personas privadas de la libertad y formular recomendaciones.





Si bien desde el año 2001, en que constaté apremios ilegítimos a internos de Colina II, estas prácticas han desaparecido, constatándose como hechos aislados casos de apremios que en la actualidad son debidamente investigados por el Ministerio Público, al tratarse de actos cometidos por funcionarios del Estado, sin embargo subsisten situaciones de tratos inhumanos o degradantes, como consecuencia de fallas en la infraestructura penitenciaria, y falta de profesionales y capacitación del personal encargado de velar por las personas privadas de libertad.




Atendida la gravedad de la materia, cual es la protección de los Derechos Humanos, en mi opinión reviste gran importancia que, aprobado este Protocolo, comience a operar en nuestro país sin postergación alguna.”.





Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei, García y Gazmuri.
- - -

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 28 de agosto de 2006, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El Protocolo Facultativo señalado introduce nuevos mecanismos de control y seguimiento de la citada Convención, consistentes en la creación de un Subcomité para la Prevención de la Tortura, en el marco de la Carta de las Naciones Unidas, que realizará visitas sin restricciones a las instituciones penitenciarias o centros de detención de los Estados Parte, y en la obligación para dichos Estados de establecer, designar o mantener, a nivel nacional, uno o varios órganos de visitas para la prevención de la tortura. 

El mayor gasto que irrogue su aplicación será financiado con cargo al presupuesto vigente de la Partida correspondiente al Ministerio de Relaciones Exteriores.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -





En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





"Artículo único.- Apruébase el "Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes", adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 2002.".
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 3 de septiembre de 2008 con asistencia de los Honorables Senadores señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot y Jaime Gazmuri Mujica.




Sala de la Comisión, a 4 de septiembre de 2008.
(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES EN LO RELATIVO A PROTECCIÓN DE TRABAJADORES Y LA COMUNIDAD RESPECTO DE UTILIZACIÓN DE PRODUCTOS FITOSANITARIOS 

(2596-13)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en una Moción legislativa de los Honorables Diputados señora Muñoz y señor Leal, del entonces Diputado y actual Senador señor Letelier, y del ex Diputado señor Sánchez. 


De la iniciativa de ley en informe se dio cuenta en sesión del 10 de mayo de 2005, disponiéndose que la misma fuera informada, sucesivamente, por las Comisiones de Agricultura, y de Trabajo y Previsión Social. En sesión del 22 de junio de aquel mismo año, vuestra Comisión fue autorizada para discutir, en general y en particular a la vez, con motivo de su primer informe.


Cabe asimismo dejar consignado que el examen del proyecto en informe se inició en el Período Legislativo anterior, siendo en aquel momento miembros de la Comisión informante los ex Senadores señores Cariola, quien la presidía, Moreno y Ríos, además de los Honorables Senadores señores Coloma y Naranjo.  


A una de las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Romero.



En relación con esta iniciativa de ley, vuestra Comisión escuchó los planteamientos del entonces señor Ministro de Agricultura don Álvaro Rojas y del Subsecretario, don Reinaldo Ruiz, así como también del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade.


Concurrieron especialmente invitados a una o más sesiones de este proyecto, por el Servicio Agrícola y Ganadero: su Director Nacional, don Francisco Bahamonde; el Jefe de la División Jurídica, don Pablo Wilson; la Jefa de la División de Protección Agrícola, doña Soledad Castro; la Profesional del Subdepartamento de Plaguicidas y Fertilizantes de dicha División, doña Claudia Valenzuela, y el Jefe del Subdepartamento de Exportaciones, don Rodrigo Astete, y el Asesor Legislativo del ex Ministro de Agricultura, don Andrés Jouannet.  Por el Ministerio de Salud: el abogado del Departamento de Asesoría Jurídica, don Luis Eduardo Díaz y de la División de Políticas Públicas, don Santiago Mancilla.  Del Ministerio del Trabajo, el Asesor, señor Francisco Del Río. 


Asistieron, también invitados, por la Asociación Nacional de Fabricantes e Importadores de Productos Fitosanitarios Agrícolas, AFIPA: el Vicepresidente, señor Daniel Galindo y la Gerente, señora María Elvira Lermanda.


Por otra parte, la Comisión recabó la opinión de las siguientes personas y entidades gremiales: don Álvaro Pizarro, ex Director Nacional del Trabajo; don José Antonio Galilea, ex Diputado; la Asociación de Exportadores de Chile, ASOEX, y la Federación de Productores de Fruta de Chile, Fedefruta. 


En el año 2005, en representación del Ejecutivo, asistieron el Jefe de la División de Protección Agrícola y el Jefe del Subdepartamento de Plaguicidas Fertilizantes, del Servicio Agrícola y Ganadero, SAG., señores Orlando Morales y Arturo Correa, respectivamente.


También, asistieron especialmente invitadas, las siguientes asociaciones gremiales: Corporación Nacional de la Madera, Corma, representada por su Vicepresidente Ejecutivo señor Juan Eduardo Correa; Asociación Nacional de Fabricantes e Importadores de Productos Sanitarios y Agrícolas, AFIPA, por la Gerente señora María Elvira Lermanda y Sociedad Nacional de Agricultura, SNA., por el Fiscal señor Eduardo Riesco, y por el Gerente General de Fedefruta señor Juan Carlos Sepúlveda.  Los planteamientos y observaciones expuestos se recogen en un anexo a este informe.

- - - 
ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, debe tener presente los siguientes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política de la República.


Su artículo 19 protege los derechos constitucionales, entre los cuales se cuentan: Nº 1º, el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona; Nº 8º, el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación; Nº 9º, el derecho a la protección de la salud; Nº 18º, el derecho a la seguridad social y, el Nº 21º el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, el orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que lo regulen.


2.- Decreto Ley Nº 3.557, de Agricultura, que establece Normas sobre Protección Agrícola; publicado en el Diario Oficial del 9 de febrero de 1981.


Los artículos 32 a 36 del mencionado cuerpo legal conforman el Párrafo 1º De los Plaguicidas del Título III Fabricación, Comercialización y Aplicación de Plaguicidas y Fertilizantes.


3.- Código Sanitario, decreto con fuerza de ley N° 725, de Salud, publicado en el Diario Oficial del 31 de enero de 1968.


El artículo 87 radica en el Servicio Nacional de Salud la recopilación y el análisis de los datos estadísticos sobre accidentes y enfermedades profesionales, y el procedimiento de notificación de éstas.


El artículo 91 defiere al reglamento la regulación de los pesticidas para uso sanitario y doméstico, así como su manipulación que pueda afectar a la salud humana.


El artículo 92 define el concepto de pesticida.


4.- Código del Trabajo cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado ha sido fijado por el decreto supremo N° 1, del Trabajo, publicado en el Diario Oficial del 16 de enero de 2003.


El artículo 92 de esta compilación prescribe que en el contrato de trabajo de los trabajadores agrícolas permanentes se entiende incorporado el deber del empleador de proporcionarle habitación higiénica y adecuada.


El artículo 95 sienta una regla similar para el caso de los trabajadores agrícolas transitorios o de temporada, así como en lo que se refiere a las condiciones higiénicas y adecuadas para la preparación y consumo de sus alimentos y de los medios de movilización necesarios cuando las circunstancias de distancia e inexistencia de locomoción pública así lo requieran; asimismo, especifica que dichas obligaciones son de cargo del empleador y no son imputables, en caso alguno, a la remuneración pactada.


El artículo 184 obliga al empleador a adoptar las medidas necesarias para la protección eficaz de la vida y salud de los trabajadores así como a prestarles o garantizarles los elementos necesarios para que, en caso de accidente o emergencia, accedan a una eficaz y oportuna atención de salud;  asigna a la Dirección del Trabajo la fiscalización del cumplimiento de las normas de higiene y seguridad y la comunicación de las infracciones o deficiencias constatadas en esta materia a los organismos administradores del seguro de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, los que en el lapso de 30 días le informarán de las medidas que el empleador deberá adoptar respecto de unas u otras.


El artículo 190 asigna a los Servicios de Salud el deber de fijar las reformas o medidas mínimas de higiene y seguridad que los trabajos y la salud de los trabajadores aconsejen.  


5.- Ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, del 9 de marzo de 1994.


El artículo 10 enuncia los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental que están sujetos a evaluación del mismo, consignándose en su letra “q” que lo está la aplicación masiva de productos químicos en áreas urbanas o zonas rurales próximas a centros poblados o a cursos o masas de aguas que pudieran ser afectadas.


6.- Ley Nº 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, publicada el 1 de febrero de 1968.


Su artículo 66 regula el funcionamiento de los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad.


7.- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de Salud, publicado el 24 de abril de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2.763, de 1979, y de las leyes Nº 18.933 y Nº 18.469.


El artículo 138 enumera las prestaciones a que los beneficiarios tienen derecho a recibir del Régimen General de Garantías en Salud, entre las cuales se encuentra el examen de medicina preventiva, anteriormente regulado por la letra a) del artículo 8º de la ley Nº 18.469, que regula el ejercicio del derecho constitucional a la protección de la salud y crea un régimen de prestaciones de salud.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

- Moción Legislativa de los Honorables Diputados señora Muñoz y señor Leal, del ahora Senador señor Letelier, y del ex Diputado señor Sánchez.


Expresa que la agricultura, en las últimas décadas, ha incorporado variedades de productos y tecnologías que elevan sustantivamente los estándares fitosanitarios, con las subsecuentes mejoras de rentabilidad y competitividad en los mercados internacionales, pero que lo anterior no implica soslayar situaciones que deben ser corregidas, en particular, la protección de los trabajadores que laboran en el sector.  Agrega que las normas legales y administrativas, a más de confusas, están dispersas, con lo cual se desprotege la vida y la salud del trabajador, ante situaciones de grave riesgo, ya abolidas en muchas naciones. Reseña las falencias principales de nuestra legislación: falta de complementación de los entes involucrados; dispersión de normas; regulación deficiente del uso de los productos fitosanitarios e insuficiencias de la información, pesquisa y análisis estadístico de los casos de intoxicación.


Postula que la legislación chilena debe conciliar el incremento de la productividad económica con los avances internacionales en la protección del trabajador.  En particular, destaca que otras naciones estimulan la asesoría profesional en el uso de pesticidas para disminuir el riesgo excesivo, a la vez que prohíben los altamente nocivos e incentivan el reemplazo de los productos fitosanitarios, cuando fuere posible, por otros mecanismos apropiados para el control de plagas. Junto con regular su comercialización, rotulación y expendio al público, propone normar el modo de eliminación de los productos fitosanitarios, su degradación en el ambiente y la destrucción de sus envases y medios de uso. Manifiesta, además, la necesidad de perfeccionar las normas de seguridad y protección de los trabajadores que los utilizan y de optimizar la fiscalización de su aplicación y, por último, insta a la creación de redes eficientes de pesquisa y control de las enfermedades derivadas de su uso.



En armonía con sus fundamentos, propone introducir diversas enmiendas a los siguientes textos legales: decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece Normas sobre Protección Agrícola; Código Sanitario, decreto con fuerza de ley N° 725, de 1968; Código del Trabajo; ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente; ley Nº 16.744, que establece Normas sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales y ley Nº 18.469, que regula el Ejercicio del Derecho Constitucional a la Protección de la Salud y crea un Régimen de Prestaciones de Salud.


- Oficio de ley de la Cámara de Diputados. 

El texto del proyecto de ley aprobado en el primer trámite constitucional propone introducir enmiendas a los cuerpos legales precedentemente enunciados.


1.- En sendos numerales, el artículo 1º del proyecto en informe modifica los artículos 32, 34, 35 y 36 del decreto ley Nº 3.557, de 1981, que Establece Normas sobre Protección Agrícola.


El número 1 tiene por objetivo introducirle cuatro enmiendas al artículo 32. La primera, manda que la distribución de los plaguicidas se haga en envases cerrados aprobados para el producto de que se tratare; la segunda, dispone que la rotulación de los mismos se haga “en español”; la tercera, manda que las etiquetas de los plaguicidas indiquen en forma indeleble las instrucciones para el uso “correcto e inocuo, los síntomas que revelaren en las personas una inadecuada o nociva utilización, la forma de inutilizar los envases” y la cuarta, por último, defiere a un reglamento la responsabilidad de señalar los establecimientos comerciales aptos para el expendio de estos productos y las condiciones de seguridad que deben cumplir los sitios de expendio no especializados en la materia.


El número 2 explicita, en el inciso primero del artículo 34, que los adquirentes o usuarios de plaguicidas deben emplearlos de acuerdo con las normas técnicas y adoptar las medidas de seguridad indicadas en la etiqueta “tanto en el uso como en la eliminación de residuos y destrucción de los envases inutilizados”. Prescribe, también, el respeto no sólo de los plazos que deben transcurrir entre la aplicación y la cosecha, sino también lo fija para la reentrada de los trabajadores a los sectores tratados.


El artículo 35 del decreto ley en referencia, faculta al Servicio Agrícola y Ganadero para que regule, restrinja, o prohíba la fabricación, importación, distribución, venta y aplicación de plaguicidas, decrete medidas preventivas y ordene el comiso de aquellos que se consideren inconvenientes o peligrosos.  El número 3 del artículo propuesto, agrega tres incisos nuevos a la disposición en comento.  Con el inciso segundo, ordena mantener un catastro actualizado de los productos cuya utilización se encuentre prohibida, de los sometidos a restricciones o controles de uso y de aquellos cuya utilización no revista mayores riesgos para sus usuarios, y señala otras especificaciones anexas.  Con el inciso tercero, restringe la aplicación de pesticidas bajo la forma de aspersión aérea a situaciones de emergencia, ante la aparición de plagas o situaciones climáticas que determinen la necesidad de hacerlo en forma preventiva, según un reglamento especial.  El inciso cuarto, finalmente, sujeta al reglamento la forma de aplicar las fumigaciones aéreas. 


Por último, el número 4, que se refiere al artículo 36, aumenta de dos a cinco años el plazo máximo, contado desde la fecha de aplicación del plaguicida, para que los terceros que sufran daños, sea en forma accidental o como consecuencia inevitable de aquélla, demanden la indemnización de los perjuicios sufridos.  



2.- El artículo 2º del proyecto introduce dos enmiendas al Código Sanitario.


La primera incorpora un inciso tercero, nuevo, en el artículo 87 de la compilación, en virtud del cual amplía la exigencia de notificación de las enfermedades profesionales detectadas, al caso de  las afecciones que, aun presumiblemente, se puedan derivar de intoxicaciones producidas por el uso de plaguicidas o productos fitosanitarios.


La segunda enmienda agrega un inciso segundo, nuevo, en el artículo 91 de la recopilación legal, precepto cuyo inciso primero remite a la potestad reglamentaria el establecimiento de las condiciones en que será posible fabricar, importar, almacenar, envasar, distribuir o expender a cualquier título, manipular, formular, usar o aplicar, los pesticidas para uso sanitario y doméstico, así como la manipulación de los que puedan afectar la salud del hombre.  La norma propuesta explicita que dicho reglamento deberá distinguir entre los productos cuya utilización se encuentre prohibida; los sometidos a restricciones o controles de uso y aquellos cuya utilización no revista mayores riesgos para sus usuarios.


3.- El artículo 3º consulta cinco modificaciones al Código del Trabajo. 


En el artículo 92 de la compilación cuyo objeto es la regulación del contrato de los trabajadores agrícolas permanentes,  incorpora un inciso segundo, nuevo, que ordena al empleador, en todo caso, prestarle, al trabajador que realice labores en las que directa o indirectamente tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios, la información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada o excesiva utilización. Asimismo, preceptúa que es deber suyo proporcionarle los implementos y las medidas de seguridad necesarios para su protección, como también los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.


Por su parte, en el artículo 95, que norma el contrato de los trabajadores transitorios o de temporada, se establece una obligación idéntica a la señalada en el párrafo anterior.

La tercera modificación, que incide en el artículo 184, le impone al empleador la obligación de tomar todas las medidas necesarias para proteger eficazmente la vida y salud de los trabajadores, al incorporar la carga de informar de los posibles riesgos, además de mantener condiciones adecuadas de higiene y seguridad en las faenas y los implementos necesarios para prevenir accidentes y enfermedades profesionales.


Las dos últimas modificaciones a la compilación laboral, afectan a su artículo 190 que faculta a los funcionarios competentes para visitar los establecimientos en las horas y oportunidades que estimen convenientes, con el objetivo de fiscalizar el cumplimiento de las reformas o medidas mínimas de higiene y seguridad que aconsejen los trabajos y la salud de los trabajadores, que hayan sido fijadas por los Servicios de Salud, en cada caso, así como para fijar plazos al efecto de que las mismas se ejecuten.  Con la primera, explicita que dicha facultad se extiende, también, a las faenas que se instalen.  Con la otra, agrega un inciso segundo, nuevo, que dispone que dicha visita podrá motivarse, también, en una denuncia escrita y fundada que realice cualquier persona, por medio de la cual se informe un hecho o circunstancia que ponga en grave riesgo la salud de los trabajadores, pudiendo, en caso de ser efectivo el peligro, decretarse, además de las medidas señaladas en el inciso anterior, la suspensión inmediata de las faenas, hasta que se supere la situación de emergencia. Prescribe, asimismo, que el uso malicioso de la norma constituirá delito.


4.- El artículo 4º propuesto por la Cámara de origen modifica la letra q) del artículo 10 de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, disposición, ésta, que detalla los proyectos o actividades que deberán someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental, por ser susceptibles de causar daño a éste. El literal enunciado señala como tal la aplicación masiva de productos químicos en áreas urbanas o zonas rurales próximas a centros poblados o a cursos o masas de agua que puedan ser afectadas. La modificación consiste en hacer aplicable dicha exigencia a los productos fitosanitarios.


5.- El artículo 5º intercala, en el número 3 del artículo 66 de la ley Nº 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, referente a la función de investigar las causas de aquéllos y de éstas, que se produzcan en la empresa, entregada a los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad, una oración que amplía su alcance al disponer que dicha investigación debe hacerse, también, respecto “de cualquiera otra afección que afecte en forma reiterada o general a los trabajadores y sea presumible que tenga su origen en la utilización de productos fitosanitarios, químicos o nocivos para la salud”.


6.- Por último, el artículo 6º, enmienda la letra a) del artículo 8º de la ley Nº 18.469, que Regula el Ejercicio del Derecho Constitucional a la Protección de la Salud y Crea un Régimen de Prestaciones de Salud, al disponer que entre las prestaciones a que tiene derecho el afiliado está el examen de medicina preventiva para pesquisar, oportunamente, los efectos producidos por la exposición a productos fitosanitarios, químicos o nocivos para la salud.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Cabe exponer que durante la Legislatura 353ª Extraordinaria, tal como se consigna en el documento anexo a este informe, la Comisión inició el examen en general del proyecto, oportunidad en la que escuchó a los representantes del Servicio Agrícola y Ganadero quienes formularon observaciones a algunas de las disposiciones contenidas en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, en el sentido de que era menester vincularlas al marco de compatibilización de la normativa nacional con los acuerdos y tratados internacionales que se han suscrito sobre la materia, para lo cual se requiere de una ley específica.  En este contexto se acordó consultar al Ejecutivo la viabilidad de una indicación sobre la materia, la cual finalmente no prosperó.


El Honorable Senador señor Coloma, al reanudarse el estudio del proyecto en informe por la Comisión, en la sesión del 2 de enero pasado, explicó que en junio de 2005, la iniciativa fue analizada en su fondo y se convino en suspender la prosecución del debate, en espera de que el Servicio Agrícola y Ganadero lograra el acuerdo del Ejecutivo para formular un instrumento jurídico autónomo que cautelara, en forma integral, las distintas situaciones que afectan a la vida de las personas y a las cosas, a la vez de favorecer el desarrollo adecuado de la actividad agrícola, y no limitarse al alcance de algunos problemas, como lo advierte la Moción que dio origen a este proyecto.  En aquel momento, enfatizó, el Ejecutivo estimó que, en ese estado, el proyecto produciría problemas serios en algunos rubros específicos y debilitaría el control de algunas enfermedades que, a la fecha, se combaten con elementos cuya utilización se tornaba imposible en los términos propuestos por la Cámara de origen.  


Transcurridos más de dos años desde que se adoptó aquel acuerdo unánime de la Comisión, explicó, los señores Parlamentarios autores de la Moción, con justa razón, han realizado una presentación en la cual señalan que entienden el criterio del mismo, pero estiman que mantener esta actitud importa una dilación excesiva.  Expresó que es oportuno conocer si el Ejecutivo va a presentar el proyecto y, en caso de no ser así, lo que procede es deliberar y pronunciarse sobre la iniciativa actual, pues estima imperioso vencer la inercia de la paralización indefinida, especialmente en un área tan sensible.  Indicó que esa es la razón por la cual se ha puesto nuevamente en discusión el proyecto aprobado en el primer trámite constitucional.


El entonces Ministro de Agricultura don Álvaro Rojas indicó que buscar la solución óptima, en muchas ocasiones, propicia no encontrarla; en particular, si la aspiración de regular en forma integral una materia impide resolver un problema específico. Expresó que en el presente el Ministerio estima que, con ciertos ajustes a la iniciativa en examen, es posible hacer buena agricultura y garantizar mejor la salud de los trabajadores agrícolas y de los empresarios.


El señor Bahamonde, Director del Servicio Agrícola y Ganadero, precisó el planteamiento institucional que, si bien no se refiere directamente al contenido de esta propuesta específica, configura el marco lógico de las modificaciones que se propondrán. Relató que ante la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, de la Cámara de Diputados, con motivo del examen del proyecto de ley que prohíbe la venta de ciertos plaguicidas, los pertenecientes a las categorías toxicológicas Ia y Ib, tuvo oportunidad de explicitar que el Ejecutivo no comparte a plenitud el texto original de aquella Moción, dado que hacerlo implicaría, entre otras cosas, privarse de plaguicidas necesarios para tratamientos cuarentenarios y de pre-embarque de productos hortofrutícolas para la exportación y para tratamientos de alimentos de consumo humano y animal, destinados tanto a la exportación como al consumo interno.  Agregó que, sin perjuicio de lo anterior, el propósito es darle mayor protección a los trabajadores, para lo cual se reforzará el control que la autoridad competente ejerce sobre los plaguicidas, dada su peligrosidad intrínseca, para lo cual urge fortalecer y actualizar el decreto ley N° 3.557.  


Expuso que en aquella presentación, también, hizo hincapié en que la seguridad para la salud de las personas se relaciona con numerosos factores, tales como la eficacia y concentración del producto, las medidas de protección y las circunstancias en las que se aplica, y que, por lo mismo, no deriva sólo de disponer la exclusión de ciertos productos del listado de plaguicidas autorizados.  Afirmó que la pretensión de mejorar los márgenes de seguridad de las personas implicará, en concreto, considerar la legislación laboral y sanitaria en lo referido a la condición que deben tener las personas al momento de la aplicación.  


En esa línea, especificó, el criterio institucional es que determinadas prácticas no son malas per se y, en particular, la aplicación aérea puede ser incluso más segura si el lugar está debidamente aislado, sin poblados aledaños y los trabajadores han hecho abandono del predio, que si la misma se hace por tierra y el operador aspira la nube.  Enfatizó que  prohibir la aplicación aérea no da más seguridad a los trabajadores y a  las personas, pero, en cambio, priva a las actividades agrícola y forestal de una herramienta necesaria. En consecuencia, sintetizó, lo pertinente es reglamentar sus condiciones de aplicación.  


A continuación, expuso el punto de vista institucional sobre las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados, que atañen a protección agrícola, contenidas en  el artículo 1° del proyecto en informe, cuya finalidad es modificar el decreto ley N° 3.557, en particular sus artículos 32, 34, 35 y 36.


Manifestó que existen tres observaciones de fondo respecto de las enmiendas propuestas al inciso primero del artículo 32 mentado. En primer término, acusó la impropiedad del adjetivo “cerrado”, como requisito aplicable al envase de plaguicidas, pues, destacó, técnicamente, procede exigir que esté sellado ya que el mismo podría estar cerrado con una tapa o corcho, hecho que no constituye ningún dispositivo de seguridad. 


Por otra parte, prosiguió diciendo, si bien es útil la mención a que el tipo de envase sea el aprobado en función del producto que contenga -tal como lo establece el proyecto de ley-, lo esencial en esta materia radica en la forma de eliminación de los envases vacíos y las precauciones que se deban adoptar en dicho proceso; sobre el particular, mencionó que con la Asociación Nacional de Fabricantes e Importadores de Productos Fitosanitarios Agrícolas, AFIPA A.G., se ha estado trabajando en la eliminación de los envases de plaguicidas, con arreglo al protocolo internacional existente y las normas de manejo internacionales. 


Además, puntualizó, es imprescindible eliminar la referencia al uso inocuo de los plaguicidas porque el mismo, atendidas las características de éstos, no existe ya que, por definición, un plaguicida o un insecticida constituye un mal necesario, ante el cual sólo cabe adoptar precauciones, ya que su aplicación genera externalidades; señaló que lo procedente es, en cambio, referirse al uso correcto y seguro.


Finalmente, en relación con el requisito de indicar en la etiqueta la sintomatología reveladora de que una persona está intoxicada por una inadecuada o nociva utilización de plaguicidas, reparó que se trata de una materia que está fuera de la competencia del Servicio Agrícola y Ganadero, además de que los síntomas particulares pueden variar en función de diversos factores y de la sensibilidad de las personas, razón por la cual no se pronuncia en relación con esta parte de la modificación propuesta.


El señor Wilson, Jefe de la División Jurídica del SAG, complementó lo anterior con la prevención de que si los síntomas que se pusieran en la etiqueta no fueren exactamente los que sufrió la persona y cuya consecuencia sea la enfermedad u otro desenlace más grave, alguien podría iniciar una demanda en contra del Servicio, fundándola en que el mismo no fue capaz de precaver aquel preciso síntoma, en circunstancia de que la sintomatología de las personas y del producto puede exceder de lo imaginable, hecho que le lleva a estimar que no sería posible expresar aquéllos, caso a caso.   


El señor Director del SAG se refirió, en esa misma línea de prevenciones, al problema de establecer el contenido de la etiqueta y de su dimensión, debido a la enorme cantidad de indicaciones que deben ponerse en aquélla y recordó que, de hecho, son cada vez más los países en los que se incluye junto al envase, un listado de las observaciones y medidas de prevención que deberá tener presente el adquirente. Detalló que sólo enunciar las especificaciones técnicas de los plaguicidas, a menudo, se torna imposible en la etiqueta de envases pequeños, motivo que ha inducido la práctica internacional de colocar el envase dentro de una bolsa de plástico en la cual se contiene, además, un folleto complementario. Estima que es posible establecer por la vía reglamentaria la obligatoriedad del folleto, en la forma que se defina de común acuerdo con los productores para dar a conocer las exigencias que la ley determina.


En relación con la enmienda que consiste en incorporar al artículo 32 un inciso tercero nuevo, en cuya virtud se entrega al reglamento la determinación de los establecimientos comerciales aptos para el expendio de estos productos y las condiciones de seguridad que deban cumplir y que suponen, en el caso de establecimientos de comercio no especializados en la materia, contar con áreas destinadas exclusivamente al almacenamiento de esos productos, totalmente separadas de los alimentos, expuso que el criterio institucional es acotar la disposición sólo a determinar los requisitos para su comercialización, dado que la calificación de los tipos de  establecimiento aptos no sería materia propia de una norma legal.


Aunque el proyecto en examen no modifica el artículo 33 vigente del decreto ley N° 3.557, adelantó que es de evidente necesidad agregar el expendio entre las actividades prohibidas, en locales o vehículos en los que pueda producirse la contaminación de productos vegetales u otros que estén destinados al consumo del hombre o de animales domésticos y sugirió sustituir el sustantivo hombre por el adjetivo humano e incluir, además del consumo, el uso.


En referencia al artículo 34, expuso que comparten las modificaciones introducidas al inciso primero, y señaló que las observaciones que tienen son de índole adecuatoria o de perfeccionamiento de la redacción.  En particular, explicó que es pertinente señalar que las normas técnicas no sólo podrán estar expresadas en la etiqueta sino que también en el folleto, cuando fuere el caso.  Agregó que debe hablarse de envases vacíos en lugar de inutilizados. Por último, propuso sustituir el término “período de reentrada” por “período de reingreso”.


El Honorable Senador señor Romero consultó si existen normas vigentes sobre eliminación de envases de este tipo de productos. 


La señora Castro, de la División de Protección Agrícola, indicó que en la regulación del Servicio Agrícola y Ganadero no existe una norma de esa naturaleza, pero sí procedimientos establecidos por las empresas que se ajustan a las exigencias de triple lavado y de eliminación de los envases.


El Jefe de la División Jurídica complementó que el Ministerio de Salud en el Reglamento de Residuos Peligrosos ha calificado a los plaguicidas como uno de aquéllos, y en ese marco se han establecido normas obligatorias similares de eliminación.


El señor Director del SAG calificó de importante una observación del Honorable Senador señor Coloma, que incide en el inciso segundo del artículo 34, referente a la prohibición de utilización o de venta de vegetales contaminados con plaguicidas o residuos de éstos, ámbito en el cual, postuló que es indispensable extender la prohibición a los casos en que se sospeche dicha contaminación porque el resultado se tiene sólo dos semanas después y, en el intertanto, el vegetal podría haber sido consumido.  Se mostró llano a la sugerencia que dicha hipótesis se sustente en la existencia de una sospecha fundada.


En lo que concierne al inciso primero del artículo 35, destacó la necesidad de salvar lo omisión de una actividad económica relevante, como lo es el comercio de exportación.   


Respecto de la enmienda propuesta que agrega tres incisos nuevos al precepto antedicho, señaló que, también, tienen observaciones de fondo. En efecto, precisó que el inciso segundo prescribe la existencia de un catastro actualizado que detalle, claramente, los productos cuya utilización se encuentre prohibida; los sometidos a restricciones o controles de uso, y aquellos cuya utilización no revista mayores riesgos para sus usuarios, con especificaciones para las dos últimas clases, de su objeto, forma y condiciones óptimas de aplicación, medidas de seguridad, riesgos para la salud humana y expresión de las normas administrativas que permitan o regulen su importación, fabricación, comercialización, almacenamiento y transporte.  Sobre el particular, explicó que este instrumento implica mantener un registro de toda la normativa administrativa tanto del Estado como de los entes descentralizados, sin que al Servicio Agrícola y Ganadero le aporte valor, y en lo que le atañe, es suficiente compilar los antecedentes contenidos en la etiqueta. 


En relación con los incisos tercero y cuarto  nuevos propuestos, reiteró que considera inconveniente la restricción absoluta de la aplicación aérea de pesticidas a situaciones de emergencia, como aparición de plagas o situaciones climáticas que la hagan necesaria en forma preventiva; lo que corresponde, enfatizó, es su reglamentación, en condiciones de seguridad para la salud de las personas.  Asimismo, precisó que, en atención a su contenido, proponen que la modificación materia de este inciso sea incorporado al artículo 91 del Código Sanitario.


El Honorable Senador señor Coloma, por su parte, observó que la aplicación aérea fue el punto más sensible en la fase precedente del debate y generó un conflicto, pues, en definitiva, tanto los sectores productivos como el SAG señalaron que aquel predicamento restrictivo era muy peligroso, y que no cabía limitar aquélla sólo a situaciones de emergencia sino que se requería regularla como una práctica de habitual necesidad.


El entonces Ministro de Agricultura, señor Rojas, planteó que lo razonable es hacerlo por vía de esta ley, dada su perspectiva unificadora de distintos ordenamientos particulares.


Por último, el señor Director del SAG concordó que en lo que se refiere al plazo de prescripción establecido por el artículo 36, por los daños que se causen con plaguicidas a terceros, ya sea en forma accidental o como consecuencia inevitable de la aplicación, que actualmente es de dos años, sería necesario aumentarlo a cinco años, tal como lo propone la Cámara de Diputados. 


El señor Del Río, asesor del Ministerio del Trabajo, enfatizó que el Ejecutivo sustenta la idea de impulsar este proyecto y resaltó que las autoridades de aquella cartera han seguido y acompañado, con atención permanente, el proyecto que se iniciara con una Moción parlamentaria, no obstante tener conciencia de que subsisten elementos técnicos pendientes, detallados por el señor Director del Servicio Agrícola y Ganadero. Señaló que hay claridad en que es necesario ejercer una serie de competencias institucionales radicadas en dicho servicio, pero lo cierto es que el estudio de la iniciativa comenzó en la Comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados, a continuación de lo cual, la Comisión de Agricultura. Silvicultura y Desarrollo Rural le introdujo diversos mejoramientos.  Para el Ministerio del Trabajo, indicó, lo primordial es resguardar el deber general de protección del empleador sobre las condiciones de trabajo, elemento esencial del contrato que involucra y, como correlato, el derecho del trabajador a conocer que su actividad laboral es riesgosa o que lo son los implementos que usa. 


El Honorable Senador señor Coloma manifestó que muchas de las observaciones formuladas en la fase precedente de discusión del proyecto, quedan superadas por el planteamiento actual del Ejecutivo, y le parece oportuno esperar que S. E. la señora Presidenta de la República presente una indicación al proyecto, bajo el criterio de preservar la lógica de la iniciativa propuesta por los señores Diputados.  



El entonces Ministro de Agricultura estimó que procede un alcance a dicha enmienda, dado que no todos los elementos fitosanitarios son químicos, en la medida que se propone someterlos, sin excepción, a estudio de impacto ambiental. 


El señor Director del SAG concordó en que la enmienda involucra complicaciones porque al tenor de su redacción podría quedar incluido un baño por inmersión de ovinos, debido a que, también, sería una aplicación masiva de un producto químico e, incluso, una campaña de vacunación humana. 


Por la Asociación Nacional de Fabricantes e Importadores de Productos Fitosanitarios Agrícolas, AFIPA, su Vicepresidente don Daniel Galindo ratificó que esa entidad preconiza normas de protección para la salud de las personas y, desde luego, de los trabajadores y la disposición a avanzar generando la sinergia requerida.


La Gerente de AFIPA, doña María Elvira Lermanda, enunció diversas observaciones a las ideas adelantadas por los representantes del Ejecutivo respecto de los contenidos de una indicación en estudio.  


Se refirió, en primer término, a la intención de modificar el artículo 32 del decreto ley N° 3.557, en el sentido de entregar a un reglamento el establecimiento de los requisitos y las condiciones de seguridad que deban cumplir los establecimientos de expendio de plaguicidas, e hizo presente que en la actualidad se encuentra en consulta pública el Reglamento de Almacenamiento de Sustancias Peligrosas, del Ministerio de Salud, razón por la cual sugirió conciliar la modificación con dicho proyecto reglamentario.


Respecto del artículo 34 del mismo decreto ley, observó que la exigencia de adoptar las medidas de seguridad que se indiquen en la etiqueta o en el folleto “tanto en el uso como en la eliminación de residuos y destrucción de los envases vacíos, se encuentra ya incorporada en la resolución N° 2.195 del SAG.  A continuación, agregó que en el inciso segundo del artículo en comento, que faculta al Servicio Agrícola y Ganadero para prohibir, también, la utilización o venta de los vegetales en los casos en que se sospeche fundadamente que se encuentran contaminados con plaguicidas o con residuos de ellos superiores a los permitidos, es necesario explicitar que esto supone que se hayan superado los límites máximos establecidos por el Ministerio de Salud.


En seguida, mencionó que el artículo 35 en estudio por el Ejecutivo, amplía la facultad del SAG de regular, restringir o prohibir determinadas conductas económicas cuando recaen en plaguicidas, por medio de una resolución exenta, publicada en el Diario Oficial y fundada en razones técnicas o sanitarias, a la tenencia de dichos productos.  Sobre  esta inclusión, instó a que se precise si la atribución concierne al mero almacenamiento de aquéllos, ya que si fuere así habría que conciliar la norma propuesta con la regulación elaborada por el Ministerio de Salud que se encuentra en fase de consulta pública, o si sólo se quiere aludir al título a que se tienen los plaguicidas.  Además, reparó la facultad del Servicio para ordenar la retención, el comiso o la destrucción de plaguicidas que se consideren inconvenientes o peligrosos, y sugirió la necesidad de ser muy precisos en el lenguaje puesto que, como se sabe, los productos fitosanitarios son peligrosos, tal como lo define la norma oficial vigente en el país, pero la noción “inconvenientes” deja un amplio campo al arbitrio. 


En relación con el inciso segundo nuevo que propone el Ejecutivo en orden a mantener un archivo público, expuso que  actualmente el SAG indica, en su página web, cuáles son los plaguicidas y productos fitosanitarios que poseen autorización vigente conforme a la resolución exenta N° 3.670, de 1999, que se utiliza para certificar normas. Por lo tanto, se trata de una información actualizada y oficial, y en ella, del mismo modo, agregó, se dan a conocer las resoluciones mediante las cuales se restringe o prohíbe el uso de un determinado producto. En lo que se refiere al etiquetado, señaló, la entidad pública posee un archivo de etiquetas de cada producto registrado.


Concluyó el análisis de las modificaciones al decreto ley N° 3.557, con una mención a que el artículo 36 vigente fija en dos años, contado desde la aplicación del plaguicida, el plazo de prescripción para entablar demandas de indemnización y perjuicios por daños a terceros resultantes de aquélla; lapso que la Cámara de origen propone ampliar a cinco años y respecto del cual no innova la indicación del Ejecutivo.  Expuso que esta ampliación dificulta, necesariamente, la determinación del agente causal, dada la aparición de factores confundidores por los distintos ciclos de vida de los vegetales. A modo de ejemplo, refirió que las hortalizas tienen un ciclo de vida promedio de tres meses y en el caso de los frutales es anual, a cuyo término se inicia un nuevo proceso vegetativo.


Respecto de las innovaciones al artículo 2° del proyecto en examen, observó que conforme a los antecedentes expuestos por los representantes del Ejecutivo se mantiene, en principio, la modificación de dos artículos del Código Sanitario, en consonancia con lo que aprobó la Cámara de Diputados. 


En primer término, señaló, se conserva la redacción propuesta por la Cámara de Diputados al inciso tercero nuevo que se agrega al artículo 87, para establecer la obligatoriedad de notificar toda afección que, aun de forma presumible, se pudieran derivar de intoxicaciones producidas por el uso de plaguicidas o productos fitosanitarios.  A este respecto, afirmó que el decreto supremo N° 88, del Ministerio de Salud, de 2004, Reglamento de Notificación Obligatoria de Intoxicaciones Agudas con Pesticidas, en su artículo 6° exige en forma expresa aquella notificación y le comete a la Autoridad Sanitaria Regional la clasificación de los casos de intoxicación en las categorías de confirmado, descartado o probable, así como el deber de informar mensualmente al Ministerio del ramo, respecto de los casos confirmados o probables, los datos de la notificación así como el resultado de la investigación epidemiológica realizada.  En consecuencia, dijo, la obligación está vigente en el ordenamiento jurídico y, además, informó que desde hace diez años AFIPA es parte de un convenio suscrito con el Centro de Información Toxicológica de la Pontificia Universidad Católica.


En relación con la modificación adelantada por los representantes del Ejecutivo para agregar un inciso segundo nuevo al artículo 91 del Código Sanitario, con la finalidad de normar por medio de un reglamento de Salud las fumigaciones aéreas, sus condiciones de seguridad para la salud de las personas, la información a los trabajadores y vecinos y las medidas de resguardo para proteger al público, indicó que es necesario conciliar lo señalado con el artículo 35 del decreto ley N° 3.557 que faculta al Servicio Agrícola y Ganadero, mediante una resolución exenta, fundada en razones técnicas o sanitarias, a regular, restringir o prohibir la fabricación, importación, distribución, venta y aplicación de plaguicidas, disponer los avisos de prevención que sean necesarios en las aplicaciones por medios aéreos o terrestres y ordenar el comiso de plaguicidas que se consideren inconvenientes o peligrosos.  En consecuencia, precisó, el ejercicio de aquella facultad por el SAG permite minimizar los riesgos a la salud y al medio ambiente.


Asimismo, puntualizó que AFIPA disiente del criterio de calificar la aplicación aérea a cultivos extensivos como una situación de emergencia, dado que otros medios son inviables en ciertos estados fenológicos de desarrollo


Respecto del artículo 3° del proyecto, que enmienda cuatro preceptos del Código del Trabajo, observó, en primer término, que la indicación anunciada no alteraría la redacción aprobada por la Cámara de origen en lo que se refiere a incorporar un inciso segundo nuevo al artículo 92 de aquel cuerpo legal, que obliga al empleador a prestar al trabajador agrícola permanente que realice labores en las que directa o indirectamente tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios, información suficiente, entre otros eventos, sobre los síntomas que revelen una inadecuada o excesiva utilización de aquéllos. 


Hizo notar que una aplicación excesiva implica, de modo necesario, que es inadecuada, dado que transgrede las recomendaciones de etiquetado aprobadas por el SAG.  Asimismo, reparó que en cuanto al deber de proporcionarle al trabajador los implementos y medidas de seguridad necesarios para su protección y el cuidado de su higiene personal, es menester explicitar que unos y otras deberán ser las aprobadas por la autoridad en el etiquetado de los productos o en las hojas de seguridad correspondientes.  Detalló que el etiquetado de los productos fitosanitarios, en el área de precauciones de uso, especifica las recomendaciones de manejo del producto en sí y las medidas para evitar contaminación o actuar ante una emergencia.  


En relación con la modificación, que introduce un inciso tercero nuevo al artículo 95, aplicable a los trabajadores agrícolas transitorios, aseveró que procede la misma observación, debido a que la redacción del inciso propuesto es prácticamente idéntica a la del artículo 92.


En cuanto al artículo 190 del Código del Trabajo, al cual la Cámara de origen ha agregado un inciso segundo nuevo que, también, reproduce la indicación anunciada por el Ejecutivo, en cuanto extiende la facultad inspectiva de los Servicios de Salud a las denuncias fundadas que realice cualquiera respecto de un hecho o circunstancia que ponga en grave riesgo la salud de los trabajadores, pudiendo, en este caso, de comprobarse la efectividad del peligro, decretarse la suspensión inmediata de las faenas, hasta que se supere la emergencia.  Considera necesario reemplazar el término peligro por riesgo, dado que aquél es un componente de éste.  Sintetizó que la sustancia per se es el peligro, pero las medidas mitigatorias de exposición son las que determinan que el riesgo sea más alto o no.   

El señor Wilson, Jefe de la División Jurídica del SAG, explicó que el Ministerio de Salud ha revisado el texto de la indicación, concordado inicialmente por los Ministerios de Agricultura y del Trabajo.  En consecuencia, explicó, el tenor de la indicación de S. E. la señora Presidenta de la República, cuyo artículo 1°, en lo formal, reemplaza el Párrafo 1º del Título III del decreto ley N° 3.557, no es un texto que sustituya totalmente las disposiciones de dicho cuerpo legal, sino que, debido a las numerosas modificaciones particulares, incidentes en diversos artículos del párrafo, se optó por la lógica de la proposición sustitutiva.


Particularizó que la referencia al reglamento que hace el artículo 32 será, probablemente, materia de alguno de los comentarios que formulará el Ministerio de Salud, empero, adelantó, la opinión del Ministerio de Agricultura es de acuerdo total con la existencia de un solo cuerpo reglamentario sobre la materia, para lo cual se comparte el criterio de que la tuición legal le corresponda a la autoridad de salud humana. 


Respecto de la observación de AFIPA en relación con el folleto, explicó que el uso de esta opción, no recogida actualmente por el artículo 34 del decreto ley N° 3.557, se justifica plenamente porque, en ocasiones, la cantidad de información que se requiere transmitir excede las dimensiones de la etiqueta; aclaró que no se trata de una exigencia copulativa, como lo evidencia el hecho de que la indicación establezca la exigibilidad de la etiqueta o del folleto adjunto, según fuere el caso.


En lo que se refiere a explicitar qué se entiende por contaminación, manifestó que la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente prescribe que la hay cuando la presencia en el ambiente de sustancias, elementos, energía o una combinación de ellos, en concentraciones o en concentraciones y permanencias superiores o inferiores, según corresponda, a las establecidas en la legislación vigente, motivo por el cual sólo cabe interpretar, tal como se solicita, que aquélla se refiere a la superación de los límites máximos de residuos que establece el Ministerio de Salud, dado que el Servicio Agrícola y Ganadero no dispone de competencia para establecer límites de contaminación para un vegetal.


En relación con el alcance del término tenencia, aclaró que dicho concepto, ciertamente, no tiene relación alguna con la propiedad o la posesión y sí con el almacenamiento. Advirtió que podría haber un matiz que suscite algún grado de discrepancia porque el objeto no es circunscribir la regulación sólo a lugares de almacenamiento para venta de productos fitosanitarios, actualmente normados por el Reglamento del Ministerio de Salud citado, ya que al Servicio Agrícola y Ganadero le parece útil mantener facultades para regular la tenencia en otros lugares.


En relación con la prevención al artículo 35, que habilita a disponer por resolución fundada la retención, comiso o destrucción de productos inconvenientes o peligrosos, es el mismo término que se utiliza en el texto legal vigente sin que el Ejecutivo haya innovado sobre el particular. No advierte razón para la preocupación expuesta, explicó, dado que el encabezamiento de este precepto requiere que esté fundado en razones técnicas o sanitarias, y que la interpretación del término inconveniente no puede dar pie a un acto caprichoso o arbitrario.


En lo que se refiere al artículo 36 propuesto, expuso que la ampliación del plazo a cinco años está dentro del espíritu de este proyecto de ley desde su inicio, que se inspira en darle mayor protección a los trabajadores, y en esa lógica se ha planteado la extensión del plazo máximo de prescripción para ejercer acciones tendientes a reparar los daños sufridos por terceros.


El señor Vicepresidente de AFIPA aclaró que el representante del Ejecutivo sustenta su argumento en el daño que sufre la persona del trabajador, y que la interpretación de la Asociación apunta a que el tenor de la ley cubre también al daño que, por ejemplo, han sufrido los cultivos de un propietario colindante por la aplicación que se hubiera hecho de un plaguicida, pues se trata, también, de un daño a tercero, y la razón explicó, es que en un lapso tan prolongado en esta última clase de contenciosos se difumina la historia de la causa.  Sintetizó que habría que estudiar una distinción entre las personas y los bienes.


El Ministro del Trabajo señor Andrade señaló que se trata de un buen proyecto que avanza en una dirección correcta, pues los trabajadores agrícolas requieren contar con una protección especial, dado que sus lugares de trabajo suelen estar alejados de la sede de las instancias fiscalizadoras; en consecuencia, el cumplimiento de las normas de protección de los trabajadores favorece la seguridad y la garantía legal al ejercicio efectivo de sus derechos constituyen un factor que para este Ministerio reviste una importancia altísima. 


Enfatizó que la normativa propuesta en la indicación de S. E. la señora Presidenta de la República importa un progreso sustantivo en dos aspectos relevantes. En primer término, precisa enormemente la obligación que tiene todo empleado de dar protección general a sus trabajadores, y de acceso a la información. Además, indicó, favorece el mejor ejercicio del derecho de los trabajadores a conocer los riesgos derivados de los plaguicidas, pesticidas y productos fitosanitarios.  


En consecuencia, ratificó la disposición del Ejecutivo de respaldar plenamente la Moción iniciada por la Honorable Diputada señora Muñoz y los Honorables Diputados señores Leal, Letelier actualmente integrante de esta Cámara y por el señor Sánchez, tal como lo deja de manifiesto la formulación de indicaciones que tienden al perfeccionamiento de aquella iniciativa.  


En lo que atañe a las modificaciones al Código del Trabajo, el representante del Ejecutivo señor Wilson se hizo cargo del argumento de que  la aplicación excesiva es, en sí misma, inadecuada y manifestó que en el debate en particular de la norma habrá que consultar al Ministerio del ramo para concordar un criterio de redacción. 


Analizó, a continuación, la colisión normativa acusada por AFIPA entre la proposición de modificar el artículo 91 del Código Sanitario para atribuirle al Ministerio de Salud la potestad de reglamentar la forma de las fumigaciones aéreas y otras condiciones de seguridad, y las facultades que el artículo 35 del decreto ley N° 3.557 le confiere al SAG en lo referente a los avisos de prevención necesarios en la aplicación aérea o terrestre.  Reconoció que es probable resolver la colisión eventual conservando para el SAG la facultad de ocuparse sólo de los avisos terrestres, pero señaló que la opinión institucional es que aquel Ministerio reglamente estas normas porque su objetivo, en general, es la protección de la salud de la población.


El Honorable Senador señor Coloma, en referencia a las aplicaciones aéreas, manifestó que, acorde con lo expuesto por el representante del SAG, entiende que la indicación propicia suprimir lo aprobado por la Cámara de Diputados.


El Jefe de la División Jurídica del SAG concordó con lo expuesto por Su Señoría  ya que la idea no es que se restrinjan las aplicaciones aéreas sólo a situaciones de emergencia. Agregó que tampoco se avanza en una línea similar a la Cámara de origen en el precepto de que toda aplicación masiva de productos fitosanitarios haya de ser objeto de evaluación de impacto ambiental, pues les parece que hay muchos productos de aquella clase que no importan mayor riesgo.  Precisó que producto fitosanitario es un concepto más amplio que plaguicida de uso agrícola.


Vuestra Comisión tuvo presente la formulación de una indicación sustitutiva por parte de S. E. la señora Presidenta de la República que recoge las opiniones en relación con el proyecto en informe, como así, también, el tenor de las observaciones planteadas por personeros del sector privado, en cuanto expresan un área de consenso que resuelven las reticencias de las organizaciones invitadas y estima que se está ante un proyecto que es susceptible de perfeccionamiento por vía de las indicaciones. 


-En virtud de los antecedentes entregados y de las consideraciones expuestas precedentemente, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez, aprobó, en general, la iniciativa legal en estudio.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo 1º

Este precepto consta de cuatro numerales que introducen sendas modificaciones a los artículos 32, 34, 35, y 36 del decreto ley N° 3.557, que establece disposiciones sobre protección agrícola.  


La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República, propone sustituir en su totalidad, el Párrafo 1° del Título III del decreto ley N° 3.557, comprendido en los artículos 32 a 36. 

Número 1


Incide en el artículo 32 del mentado decreto ley, que es del siguiente tenor:


“Artículo 32.- Todo plaguicida deberá distribuirse en envases cerrados y con etiquetas en que se indique, en forma indeleble, la composición del producto, las instrucciones para su uso y las precauciones que deban adoptarse, y el nombre del fabricante o importador.    


El Servicio podrá captar muestras de los plaguicidas en cualquier etapa de su comercialización, aplicando las sanciones pertinentes si a través del análisis respectivo se comprobare que la composición química del producto no corresponde a la leyenda estampada en el envase.”.


La modificación de la Cámara de Diputados está desglosada en cuatro literales, tres de los cuales corresponden a enmiendas que recaen en el inciso primero, mientras que el restante tiene por objetivo incorporar un inciso final nuevo.  


Con el literal a.-, la Cámara de origen propone agregar, en el inciso primero, entre la palabra “cerrados” y la conjunción “y”, la frase “, aprobados para el producto de que se trate”.


Con la enmienda signada bajo la letra b.-, se agrega, en el mismo inciso, a continuación de la expresión “indique,”, la frase “en español,”.


En relación con el mismo inciso primero, el literal c.- intercala entre la palabra “uso” y la conjunción “y”, la siguiente oración: “correcto e inocuo, los síntomas que revelaren en las personas una inadecuada o nociva utilización, la forma de inutilizar los envases”.


Por último, la letra d.-, tal como se ha dicho, pretende incorporar un inciso tercero, nuevo, cuyo contenido es el siguiente:


“Un reglamento señalará los establecimientos comerciales aptos para el expendio de estos productos y las condiciones de seguridad que deban cumplir, debiendo, en todo caso, encontrarse en los supermercados, almacenes y bazares u otros comercios no especializados en la materia, en áreas totalmente separadas de los alimentos, destinadas exclusivamente al almacenamiento de esos productos.”.


La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República consulta, para el artículo 32, la redacción siguiente:


“Artículo 32.- Todo plaguicida deberá distribuirse en envases sellados, en el tipo de recipiente aprobado para el producto de que se trate y con etiquetas en que se indique en español, en forma indeleble, la composición del producto, las instrucciones para su uso correcto y seguro, la forma de eliminar los envases vacíos, las precauciones que deban adoptarse, el nombre del fabricante o importador, y las demás menciones que se establezcan por resolución del Servicio. El Servicio podrá autorizar que parte de la información de la etiqueta, se incluya en un folleto adjunto al producto, cuya entrega al momento de la venta será obligatoria.


El Servicio podrá captar muestras de los plaguicidas en cualquier etapa de su comercialización, aplicando las sanciones pertinentes si a través del análisis respectivo se comprobare que la composición del producto no corresponde a la etiqueta autorizada.”.


Analíticamente, la enmienda materia de la letra a.- de este numeral que aprobó la Cámara de Diputados: “Todo plaguicida deberá distribuirse en envases cerrados aprobados para el producto de que se trate…”, está contenida en el nuevo inciso primero propuesto por la indicación del Ejecutivo, cuya redacción, en la parte pertinente, es la siguiente: “Todo plaguicida deberá distribuirse en envases sellados, en el tipo de recipiente aprobado para el producto de que se trate…”. 


A su vez, el literal b.- del numeral en examen,  que especifica que las etiquetas deben escribirse en español, se recoge con idéntico sentido en la indicación del Ejecutivo.


Por lo que toca a la enmienda de la letra c.-, la redacción sugerida por la indicación en examen, lo perfecciona toda vez que en lugar de hacer referencia a un uso “correcto e inocuo” describe el mismo como uso “correcto y seguro”, en correspondencia con la naturaleza nociva de los plaguicidas, a la vez que prescinde de la mención introducida en la Cámara de origen para que en la etiqueta de esta clase de productos se expresen “los síntomas que revelaren en las personas una inadecuada o nociva utilización”.  Por otra parte, precisa que la exigencia consiste en indicar la forma de eliminar los envases vacíos y no de inutilizarlos. Asimismo, faculta al Servicio Agrícola y Ganadero tanto para ordenar la incorporación en las etiquetas de otras menciones como para autorizar que parte de éstas se contengan en un folleto adjunto al producto, cuya entrega al momento de la venta es de carácter obligatorio. 


En lo que concierne al inciso segundo del artículo 32, que no había sido modificado en el primer trámite constitucional, el texto de la indicación introduce dos enmiendas. La primera elimina el adjetivo modificativo “química”, a continuación de la palabra “composición”, y la segunda reemplaza la expresión “leyenda estampada en el envase” por “etiqueta autorizada”.
 
Por último, la indicación del Ejecutivo no consulta  la inclusión del inciso tercero nuevo que la Cámara de origen propone agregar en el literal d.-, sino que su contenido, con modificaciones, es recogido en el numeral 3 del artículo 2° que agrega un inciso segundo, nuevo, al artículo 92 del Código Sanitario.


El Honorable Senador señor Coloma hizo notar que la indicación del Ejecutivo recoge la observación planteada en el sentido de conciliar el precepto del decreto ley  Nº 3.557, con la elaboración de un reglamento de almacenamiento de sustancias químicas peligrosas, del Ministerio de Salud, al incorporar entre las modificaciones al Código Sanitario, la que agrega un inciso segundo, nuevo, al artículo 92 de este cuerpo legal cuyo contenido reserva la reglamentación de esta materias a la Autoridad Sanitaria.


El abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud, señor Díaz, señaló que existe un Reglamento de Eliminación de Residuos Peligrosos, concepto que incluye a los envases que contienen residuos de plaguicidas y pesticidas. Señaló que el reglamento tiene poco tiempo de aplicación, y es probable que esto haya dado lugar a la observación en comento, requiriéndose mejorar su difusión para hacerlo plenamente eficaz. Amplió la explicación y dijo que al elaborar las indicaciones se tuvo especial consideración en que el proceso de eliminación de los envases vacíos se ajuste a la totalidad de las normas legales y reglamentarias sin que sea necesaria su enunciación pormenorizada.  Indicó que no se determinan lugares de acopio sino que se establece el sistema de eliminación y la existencia de empresas habilitadas para recolectar, acopiar y eliminar este tipo de envases. 


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero destacó, en otro orden de consideraciones, que el proyecto de la Cámara de Diputados agrega un inciso tercero nuevo a este artículo cuyo objeto es ordenar la existencia de un reglamento sobre los establecimientos comerciales de expendio de productos fitosanitarios y la obligación de que en los supermercados, almacenes, bazares u otros comercios no especializados en la materia, hubiera áreas, totalmente separadas de los alimentos, destinadas exclusivamente al almacenamiento de esos productos. Aclaró que aquel inciso se suprime, precisamente, porque su  objeto en parte esencial ya lo regula el artículo 33 del decreto ley Nº 3.557, en el cual se estimó conveniente precisar que la prohibición se refiere a la eventual contaminación de vegetales destinados al uso o consumo humano y, entre las otras actividades económicas, incluye el expendio, sin perjuicio de lo cual, recordó, el artículo 35 de este mismo cuerpo legal le concede al SAG facultades de regulación de los establecimientos de expendio, para su mejor sistematización.

La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República, en lo referente al numeral 1, de este artículo fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez.


- En consecuencia, el numeral 1 del proyecto fue aprobado con modificaciones, con la misma votación precedente. 

º º º

Número 2, nuevo


El texto propuesto por la Cámara de Diputados no 

propone modificación alguna al artículo 33 del decreto ley N° 3.557. 


Dicha disposición es del siguiente tenor:


“Artículo 33.- Se prohíbe fabricar, almacenar o transportar plaguicidas en locales o vehículos en que puedan contaminarse productos vegetales o cualesquiera otros que estén destinados al consumo del hombre o de animales domésticos.”.


Sobre el particular, al tenor de la indicación de S. E. la señora Presidenta de la República, pareciera que su objeto es sustituir el artículo íntegramente; sin embargo, lo cierto es que la misma propone sólo dos enmiendas:  agrega, entre las conductas prohibidas, la actividad de expenderlos, y sustituye la referencia al consumo del hombre por uso o consumo humano.


La Comisión le prestó su aprobación, sin enmiendas, a la indicación de S. E. la señora Presidenta de la República, contemplándolo como número 2 nuevo, con el voto favorable de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez.

º º º

Número 2




pasa a ser 3


Incide en el artículo 34 del decreto ley Nº 3.557. 


La disposición legal vigente manda lo siguiente:


“Artículo 34.- Los adquirentes o usuarios de plaguicidas deberán emplearlos de acuerdo con las normas técnicas señaladas en la etiqueta, adoptando las medidas de seguridad en ella indicadas y respetando los plazos que deben transcurrir entre la última aplicación y la cosecha. Sólo con autorización expresa del Servicio podrá dárseles un uso distinto.


El Servicio podrá prohibir la utilización o venta de los vegetales que resulten contaminados con plaguicidas o con residuos de ellos superiores a los permitidos, o retenerlos temporalmente. Asimismo, podrá ordenar su destrucción o decomiso si las circunstancias así lo requieren.”.


Respecto de esta norma, las modificaciones aprobadas por la Cámara de Diputados consisten, por una parte, en intercalar en el inciso primero de aquel precepto, entre la palabra “indicadas” y la conjunción “y” que le sucede, la frase “, tanto en el uso como en la eliminación de residuos y destrucción de los envases inutilizados” y, por la otra, en agregar, a continuación de la palabra “cosecha” la frase “y el plazo correspondiente al período de reentrada de los trabajadores a los sectores tratados.”.


El texto de la indicación sustitutiva de S. E. la señora Presidenta de la República, consulta enmiendas a los dos incisos del artículo 34, como se observa del texto que se transcribe a continuación:


“Artículo 34.- Los adquirentes o usuarios de plaguicidas deberán emplearlos de acuerdo con las normas técnicas señaladas en la etiqueta y en el folleto adjunto, según el caso, adoptando las medidas de seguridad en ella indicadas tanto en el uso como en la eliminación de residuos y destrucción de los envases vacíos, conforme a las normas legales y reglamentarias vigentes, respetando los plazos que deben transcurrir entre la última aplicación y la cosecha, y en el plazo correspondiente al período de reingreso de las personas y los animales a los sectores tratados, que al efecto fije el Servicio. Sólo con autorización expresa del Servicio podrá dárseles un uso distinto.


El Servicio podrá prohibir la utilización o venta de los vegetales que resulten, o se sospeche fundadamente se encuentren, contaminados con plaguicidas o con residuos de ellos superiores a los permitidos, o retenerlos temporalmente. Asimismo, podrá ordenar su destrucción o decomiso si las circunstancias así lo requieren.”.

Al cotejar la norma propuesta en la indicación con el precepto aprobado en el primer trámite constitucional, se evidencian tres aspectos relevantes, en lo que atañe al inciso primero. 


Ante todo, en concordancia con la modificación propuesta para el artículo 32, ya aprobada, la indicación hace expresa referencia al folleto adjunto, cuando así corresponda.  


En segundo lugar, la indicación en estudio recoge la primera de las enmiendas propuestas por la Cámara de origen con la variación de que, en lugar de “envases inutilizados” señala que se trata de “envases vacíos”, e incorpora una oración que precisa que en el ejercicio de esta facultad se debe actuar con arreglo a las disposiciones legales y reglamentarias en vigor. 


Finalmente, en relación con la segunda enmienda que acordara la Cámara de origen, la indicación reemplaza la expresión “reentrada” por “reingreso” y especifica que se debe respetar el plazo de espera que fije el Servicio no sólo respecto de los trabajadores sino de toda otra persona y, también, de los animales.


La indicación del Ejecutivo alcanza, también, al inciso segundo del precepto en examen, al extender la facultad del Servicio Agrícola y Ganadero para prohibir la utilización o la venta de vegetales no sólo al caso en que los resultados demuestren la contaminación con plaguicidas sino a aquellos en que se sospeche con fundamento que pudiera haber tal evento.


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero, señor Wilson, expuso que el objeto de la norma es determinar la obligación de los adquirentes de atenerse en el uso de los plaguicidas a la forma preceptuada en la etiqueta y en el folleto, según el caso.


El Honorable Senador señor Vásquez propuso enmendar la redacción, de manera de sustituir la frase “en la etiqueta y en el folleto adjunto, según el caso,” por “en la etiqueta y, en su caso, en el folleto adjunto,”.


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero manifestó, en respuesta a una consulta del Honorable Senador señor Coloma, que la referencia a vegetales contaminados que hace el inciso segundo debe entenderse en armónica concordancia con la definición de contaminación establecida por la Ley General sobre Bases del Medio Ambiente: consiste, por ende, en la presencia en el ambiente de sustancias, elementos, energía o combinación de ellos en concentraciones o en concentraciones y permanencias superiores o inferiores, según corresponda, a las señaladas en la legislación vigente. Por lo tanto, afirmó, se trata de un parámetro establecido en la ley.


El Honorable Senador señor Espina reparó que extender la facultad que se le entrega al Servicio Agrícola y Ganadero para prohibir la utilización o venta de vegetales no sólo a los casos en que resulten contaminados con plaguicidas o con residuos de ellos sino, también, a situaciones en que se sospeche fundadamente que se encuentren en esa condición, es demasiado laxa, y podría prestarse a arbitrariedades o a situaciones en que aquéllas finalmente se diluyan, como sucedió, guardando las proporciones, en el caso de las uvas.


El Honorable Senador señor Coloma planteó que conviene acotar, con mayor precisión, el requisito y exigir, en consecuencia, un fundamento objetivo para el ejercicio de la facultad, que garantice, en la realidad, una actuación con el rigor requerido.


El Honorable Senador señor Vásquez caracterizó el problema como la contraposición de dos bienes que jurídicamente deben ser protegidos. Por una parte, la tutela de la propiedad y, por la otra, el resguardo de la salud humana, cuando existe una sospecha fundada.  

El Honorable Senador señor Espina previno que aquel conflicto no se da en abstracto y que, por lo mismo, debe atender a la situación de una persona que puede verse expuesta a un resultado ruinoso, por un error administrativo. Estimó prudencial que la determinación de la contaminación se deje a la prueba de los hechos. Sin perjuicio de lo anterior, consultó sobre la posibilidad de no innovar en esta materia y si en la práctica han tenido dificultades en su aplicación.  


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero señaló que la norma vigente ha suscitado problemas ya que para hacer aplicable la habilitación del SAG es preciso que se haya superado el límite objetivo que supone una situación de contaminación, y para conocer el resultado de los análisis se requieren de 15 a 20 días, lapso durante el cual se carece de protección.  En consecuencia, afirmó, dado que la disponibilidad de los análisis no constituye un hecho instantáneo se plantea la conveniencia de regular los casos en que haya sospechas fundadas de presencia de contaminación con plaguicidas o residuos de los mismos.  Mencionó situaciones en que hubo sospecha de contaminación y  los resultados del análisis fueron conocidos sólo después de que los productos habían salido del territorio nacional.


Agregó, para el caso de que las sospechas fueran infundadas, al productor le quedan intactas las acciones para obtener la reparación del mal causado.  Hizo referencia al caso de las vacas Jersey, en que se estimó necesario sacrificar el plantel, ante la sospecha de que padecieran del llamado mal de las vacas locas, en una época en que el único procedimiento para comprobarlo exigía sacrificarlas, caso en el cual la sospecha era equivocada, pero la Corte Suprema estimó que había habido un motivo plausible en la actuación administrativa, sin perjuicio de la obligación extracontractual de indemnizar los perjuicios. 


El Honorable Senador señor Vásquez hizo presente que el uso, en el inciso segundo del artículo 34, de la expresión verbal “resulten”, presupone que se requiere que esté determinado el efecto por medios objetivos, y el argumento del Servicio Agrícola y Ganadero se refiere al supuesto de que sólo existan sospechas fundadas. 


El Honorable Senador señor Coloma concordó en que, efectivamente, la exigencia de que esté contaminado el producto establece un requisito legal para el ejercicio de la atribución, y sugirió buscar una fórmula, sustentada en la necesidad de disponer de una herramienta para actuar en el caso de una sospecha fundada, en el entendimiento de que es importante, también, prevenir la arbitrariedad, para lo cual propuso, a vía de ejemplo, una resolución conjunta de los Directores de Salud y del Servicio Agrícola y Ganadero, de modo que haya una responsabilidad imputable no a un funcionario cualquiera sino que a una autoridad del más alto nivel, para que la falta de fundamento dé origen a un efecto importante.  


En esa consideración, el Honorable Senador señor Espina sugirió ajustarse al régimen general de presunciones que requiere que aquéllas estén fundadas en antecedentes concretos y observó que en otras áreas del derecho, para que las mismas tengan valor, deben ser graves, precisas y concordantes.  


En tal virtud, se convino en proponer una  nueva redacción que salve las observaciones planteadas y distinga el tratamiento de las dos hipótesis examinadas. Lo anterior, implica mantener la redacción propuesta para los casos en que los antecedentes determinen inequívocamente la existencia de contaminación con plaguicidas o con residuos de éstos, y, en segundo lugar, las presunciones deben ser graves y precisas en la determinación de la sospecha de una contaminación por efecto de plaguicidas o de sus residuos y que, además, el Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero disponga, por una resolución fundada, la prohibición de venta de los vegetales  afectados. 


En consecuencia, la nueva redacción del inciso segundo, es del siguiente tenor:  

“El Servicio podrá prohibir la utilización o venta de los vegetales que resulten contaminados con plaguicidas o con residuos de ellos superiores a los permitidos, o retenerlos temporalmente. Tratándose de vegetales sobre los cuales existan presunciones graves y precisas  de que se encuentran contaminados en los términos señalados en este inciso, el Director Regional podrá, por resolución fundada, adoptar las medidas anteriores.  Asimismo, se podrá ordenar la destrucción o el decomiso de los vegetales si las circunstancias así lo requieren.”. 


La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República, en lo que se refiere al numeral 2 del proyecto, fue aprobada con las enmiendas sugeridas, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez. 


-En consecuencia, el número 2 del proyecto, que pasa a ser número 3, fue aprobado con modificaciones con idéntica votación que la precedente.

Número 3

pasa a ser 4


Su objeto es agregar tres incisos nuevos al artículo 35 que, actualmente, comprende uno solo.


En efecto, la disposición en vigor es la siguiente: 


“Artículo 35.- Mediante resolución exenta, publicada en el Diario Oficial y fundada en razones técnicas o sanitarias, el Servicio podrá regular, restringir o prohibir la fabricación, importación, distribución, venta y aplicación de plaguicidas, disponer los avisos de prevención que sean necesarios en las aplicaciones por medios aéreos o terrestres y ordenar el comiso de plaguicidas que se consideren inconvenientes o peligrosos.”.


La enmienda aprobada por la Cámara de origen, como se ha expuesto, incorpora los incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:  


Con el inciso segundo nuevo se ordena la existencia de un catastro, actualizable en forma periódica, que detalle los productos cuya utilización se encuentre prohibida; los sometidos a restricciones o controles de uso y aquellos cuya utilización no revista mayores riesgos para sus usuarios, y respecto de cada producto de estas dos últimas clases, la expresión de su objeto, forma y condiciones óptimas de aplicación, medidas de seguridad, riesgos derivados de su uso para la salud humana y la especificación de las normas administrativas que permitan o regulen su importación, fabricación, comercialización, almacenamiento y transporte.


El inciso tercero nuevo, a su vez, restringe la aplicación de pesticidas bajo la forma de asperjado aéreo a situaciones de emergencia, ante la aparición de plagas o situaciones climáticas que determinen la necesidad de aplicación en forma preventiva, conforme a un reglamento que el SAG elaborará para tales efectos, que resguarde celosamente, en todo caso, la seguridad y la salud de las personas.

El último de dichos incisos prescribe que  el mismo reglamento establecerá la forma de aplicación de las fumigaciones aéreas; las condiciones de seguridad; la forma y oportunidad en que deba informarse a los trabajadores y vecinos de su realización; las medidas de resguardo para evitar el acceso del público al lugar afectado en los plazos que se determine y los productos que podrán aplicarse con este procedimiento y de cualquier otro que implique que los depósitos en que éstos permanezcan se adosen al cuerpo del trabajador.


La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República sustituye el numeral en examen por un precepto de sólo dos incisos, del siguiente tenor: 



“Artículo 35.- Mediante resolución exenta, publicada en el Diario Oficial y fundada en razones técnicas o sanitarias, el Servicio podrá regular, restringir o prohibir la fabricación, importación, exportación, distribución, venta, tenencia y aplicación de plaguicidas.  Asimismo, por resolución fundada el Servicio podrá ordenar la retención, comiso o destrucción de plaguicidas que se consideren inconvenientes o peligrosos. 


Deberá mantenerse un archivo público, que se actualizará periódicamente, en el que se detallen claramente aquellos productos, prohibidos y autorizados, señalando respecto de estos últimos las menciones de su etiqueta o bien de su folleto adjunto.”.


En su contenido, la indicación propone modificar dos aspectos del artículo 35, en lo que atañe a su texto vigente, que no había sido objeto de enmienda por la Cámara de origen.  El primero consiste en especificar que dentro de las facultades del Servicio para regular, restringir o prohibir determinadas actividades se deberán incluir, en lo sucesivo, la exportación y la tenencia de plaguicidas. El segundo tiene por objeto sustituir su parte final, acotando la potestad del Servicio sólo a la facultad de ordenar la retención, comiso o destrucción de los plaguicidas que se consideren inconvenientes o peligrosos. 


En cuanto a los tres incisos que agrega el proyecto de la Cámara de Diputados, la indicación del Ejecutivo lo reemplaza por uno solo, el inciso segundo nuevo que sustituye el catastro público por un archivo público, instrumento cuya regulación se simplifica al ordenar una distinción de sólo dos categorías de productos: prohibidos y autorizados, exigiéndose, respecto de éstos, señalar, según proceda, las menciones de la etiqueta o del folleto adjunto. 


Con todo, para una exposición cabal del alcance de esta enmienda, cabe consignar que el contenido del inciso cuarto propuesto por la Cámara de Diputados, la indicación de S. E. la señora Presidenta de la República, lo incorpora como un inciso segundo, nuevo, al artículo 91 del Código Sanitario.


El Honorable Senador señor Coloma hizo notar que AFIPA expuso la importancia de especificar qué se entiende por inconveniente ya que de por sí todos los plaguicidas se encuadran dentro del término peligroso.


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero, señor Wilson, señaló que la expresión “plaguicidas que se consideren inconvenientes o peligrosos” es la misma que utiliza el precepto vigente sin que haya generado problema. Agregó que la regulación de las aplicaciones aéreas de los plaguicidas fue eliminada de este artículo por tratarse de una materia reservada al Ministerio de Salud, de manera de no confundir competencias.


En relación con una observación de que se habría extendido el alcance del inciso primero a la retención y destrucción, explicó que esta especificación se requiere porque el comiso es una sanción por una conducta de infracción a la ley, y la destrucción de un plaguicida podría ser necesaria sin que haya una responsabilidad de aquel carácter por parte del tenedor del producto, en atención a una consideración de riesgo.


El Honorable Senador señor Vásquez indicó que como la resolución del SAG debe ser fundada, la peligrosidad debe explicarse por sí misma pues la medida que se adopte será necesaria en función de aquélla. Señaló que la observación denota una desconfianza sin causa, dado que durante años se ha funcionado con esta norma. 


La señora Castro, de la División de Protección Agrícola, explicó que la destrucción de plaguicidas sólo se puede hacer efectiva por medio de las empresas habilitadas para ello, las que se encargan de su degradación.


El Honorable Senador señor Coloma consultó en virtud de qué norma el SAG solicita la destrucción, esto es, si existe otra fuente legal que lo habilite a aplicar esta medida. 


La señora Castro señaló que no se dispone de otra fuente normativa salvo que se tratare de un producto de importación.


El Honorable Senador señor Espina precisó que le molesta la subjetividad del presupuesto de aplicación de la norma: “que se consideren inconvenientes”, dado el rango ilimitado de discrecionalidad que se entrega al órgano administrativo. Refutó el argumento de la legislación vigente porque, bajo aquel patrón, no habría motivo para modificar leyes que han funcionado un largo tiempo, como fue el caso de la legislación procesal penal.  Manifestó su desacuerdo a que el SAG pueda retener, decomisar o destruir y advirtió que al ser el comiso una pena, es evidente que el término está mal empleado.  Consideró que el SAG, en rigor, puede regular, prohibir o restringir la importación, y si se infringe aquella norma le queda abierta la vía de recurrir ante el tribunal competente y requerir una medida cautelar.  Enfatizó que rechaza autorizarlo para que ordene desde ya la destrucción del plaguicida porque considera que una medida de esta naturaleza podría ser nefasta para una pequeña empresa.


El Honorable Senador señor Coloma concordó con el planteamiento de Su Señoría, en atención a la diferencia del precepto ya que hoy sólo se faculta para decomisar el plaguicida inconveniente y propuso buscar una fórmula que salve el problema. 


El señor Díaz, abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud, expuso que la referencia a la destrucción de pesticidas o plaguicidas está en el Reglamento Sanitario de Residuos Peligrosos, pero como lo evidencia su título la atribución supone la existencia de un residuo o desecho revestido de tal carácter, y no un plaguicida en sí, salvo que se tratare de un producto vencido, evento en el que sí tendría la calidad de desecho y resulta procedente su destrucción, operación que supone un proceso industrial de suma complejidad, pero en caso alguno es aplicable a la destrucción de cualquier plaguicida.   


Hizo notar que si bien hasta ahora la expresión “plaguicidas que se consideren inconvenientes o peligrosos” no ha originado problemas, desde el momento que se consulta otorgarle una atribución mayor a un organismo público, se requiere fijar alguna característica tendiente a establecer mejor los ámbitos en que sería inconveniente, como las de “peligroso para el estado fitosanitario” o “inconveniente para la salud humana”, especificaciones que regularían la discrecionalidad administrativa, dado que también se requiere una resolución fundada.


Atendiendo a una consulta del Honorable Senador señor Coloma, adelantó que la redacción podría ser aplicable a las tres hipótesis que contiene la norma en debate, y que le parece relevante señalar que cuando se precisan estos términos se restringe el margen de discrecionalidad en la actuación de los órganos de la Administración del Estado.


El Honorable Senador señor Espina insistió en que la indicación del Ejecutivo faculta a la autoridad administrativa para ordenar la destrucción antes de que haya una decisión, lo cual es ilógico, por más que el ordenamiento legal consagre un derecho de reclamo.  No obstante, asintió a que exista esta disposición, pero bajo el supuesto de un proceso previo y no de una mera atribución administrativa; en razón de lo anterior, señaló que el concepto estricto sea “ordenar la retención o comiso de plaguicidas que infrinjan la ley” y, asimismo, precisar cuándo un plaguicida podrá ser incautado.  Valoró, también, el fundamento del criterio expuesto por el representante del Ministerio de Salud tendiente a eliminar todo rasgo de subjetividad. 


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero, señor Wilson, en sesión posterior, hizo presente que la discusión principal ha radicado en que la expresión “inconveniente o peligroso” parece muy discrecional y se pidió una redacción precisa para no dejar al arbitrio del órgano que aplica la ley la determinación de qué es inconveniente o peligroso.  Para superar aquella observación, aclaró, hay disposición a acotar las facultades de retener, decretar el comiso u ordenar la destrucción respecto de tres tipos de plaguicidas: en primer término, los que están prohibidos; en segundo lugar, los que no están registrados y, por último, los que, si bien, lo están, no cumplen con los requisitos que permitieron su registro. 


El Honorable Senador señor Espina mantuvo su reserva sobre la constitucionalidad de la indicación porque si el Servicio Agrícola y Ganadero dispone la destrucción de un plaguicida o de un producto fitosanitario por estimarlos prohibidos o carentes de registro –se está ante hipótesis en las cuales, aparentemente, no habría problema-, pero es distinto si el fundamento invocado es que el producto no cumple con los requisitos que permitieron su registro. Clarificó que su intención es coadyuvar a que la ley sea bien elaborada y se cumpla ya que puede suscitarse un asunto controvertido y la indicación permite que, en el intertanto, se haya dispuesto la destrucción de un producto.  


Indicó, asimismo, que una regla general del Derecho ordena que nada se destruya hasta que no esté resuelta la decisión, de lo contrario, se podría provocar un daño irreparable.  En consecuencia, enfatizó, el acto de destrucción parece razonable cuando recae en  un producto prohibido porque, inequívocamente, es algo que no se pudo expender, o si no está registrado porque su comercio, también, es ilegal.  Empero, es discutible respecto del producto que ya fue registrado.



El Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero instó a distinguir entre un producto fitosanitario cuyo registro se ha autorizado porque cumple con requisitos objetivos, documentados, de seguridad y eficacia, constitutivos de una demostración científica, y el caso particular en que uno o más envases de ese producto ya registrado denoten la presencia de una sustancia que no debería estar, o lo está en una cantidad o concentración distinta de la que se señaló en el proceso registral.  En este último caso, se legitimaría su destrucción.


Su Señoría manifestó que entiende el argumento, pero lógicamente es posible que se suscite una controversia respecto de un producto ya registrado porque no cabe excluir un error en los antecedentes que fundaron la decisión administrativa de destruirlo, a diferencia de los otros casos en que es inequívoca la prohibición o la falta de registro.


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero manifestó su conformidad en eliminar la facultad de destrucción en el caso de un producto registrado que no cumple con los requisitos que permitieron su autorización. 


En relación con el inciso segundo, expuso que el texto aprobado por la Cámara de Diputados ordena que se lleve un catastro y clasifica a los plaguicidas en distintas categorías, las que a juicio de esta institución son erradas, porque sólo existen dos tipos: aquellos que están prohibidos y los registrados.  A este respecto, aclaró, la indicación requiere un archivo de actualización periódica, instrumento cuya utilidad es más relevante para el conocimiento por las personas, que la del catastro, por permitir la primera una vía de acceso, en formato electrónico. 


La Comisión concordó, también, que se sustituya la expresión “periódicamente” por “a lo menos, semestralmente”.


En consecuencia, la redacción propuesta para el artículo 35 que recoge las observaciones planteadas en el debate es del tenor siguiente: 

“Artículo 35.- Mediante resolución exenta, publicada en el Diario Oficial y fundada en razones técnicas o sanitarias, el Servicio podrá regular, restringir o prohibir la fabricación, importación, exportación, distribución, venta, tenencia y aplicación de plaguicidas.  Asimismo, por resolución fundada el Servicio podrá ordenar la retención o comiso de plaguicidas prohibidos, no registrados o registrados que no cumplen con los requisitos que permitieron su autorización; en el caso de productos prohibidos o no registrados, adicionalmente podrá ordenar la destrucción de los mismos.

Deberá mantenerse un archivo público actualizado, a lo menos semestralmente, que detalle los productos, prohibidos y registrados, y respecto de estos últimos, señalar  las menciones de su etiqueta o de su folleto adjunto.”.


-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo que recae en este numeral, fue aprobada con las modificaciones antedichas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez, y con la misma votación fue rechazado el número 3 del proyecto.

Número 4

 pasa a ser 5


Incide en el artículo 36 del mentado decreto ley, que concede acción para demandar judicialmente la indemnización de perjuicios si con la aplicación de plaguicidas se causaren daños a terceros, sea en forma accidental o como consecuencia inevitable de la aplicación, en el plazo de un año contado desde que se detecten los daños. Prescribe, en su parte final, que estas acciones no podrán ejercerse una vez transcurridos dos años desde la aplicación del plaguicida. 


La modificación propuesta por la Cámara de origen tiene por objeto reemplazar, en la parte final del artículo 36, la expresión “dos” por “cinco”.

 
La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República, en relación con este precepto, reitera la modificación acordada en el primer trámite constitucional.  


El abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud señor Díaz, fundamentó la ampliación del plazo para reclamar la indemnización del daño originado por acción de plaguicidas en la comprobación de que, en general, los efectos sistémicos de este tipo de sustancias sobre los seres humanos se manifiestan en períodos superiores a tres años, a diferencia de  los primarios que lo hacen en un lapso breve.  En consecuencia, expresó, la modificación es concordante con la notificación obligatoria de las intoxicaciones agudas por pesticidas, hecho que permite un seguimiento estadístico que favorece la determinación de si las personas intoxicadas efectivamente han sufrido un daño, en la medida que se pruebe la relación de causalidad exigida por la ley.   


El Honorable Senador señor Espina afirmó que esta norma no tiene razón de ser porque, de no existir, la obligación de indemnizar dicho daño surge de las normas generales de responsabilidad extracontractual establecidas en el ordenamiento jurídico nacional.  Recordó que la regla general en materia de plazos de prescripción por delitos o cuasi delitos civiles, conforme al artículo 2.332 del Código Civil, es de cuatro años.  Por lo mismo, explicó, refiriéndose al artículo 36 vigente, no es razonable que por un daño leve se pueda demandar dentro de aquel plazo, y por un daño como el que puede resultar de la situación descrita por dicha disposición, la ley fije un plazo de sólo dos años.  En relación con aumentarla a cinco años, como postula la indicación, tampoco le resulta  lógico por cuanto rompe el régimen general de prescripción por responsabilidad civil extracontractual.


En consideración a los argumentos planteados, la Comisión acordó disminuir el plazo de 5 años, propuesto tanto en la indicación como en el proyecto de la Cámara de Diputados, a 4 años, a fin de homologar el plazo de prescripción al régimen del Derecho común, expuesto por Su Señoría.


- En virtud del acuerdo precedente, la indicación de S.E. la señora Presidenta de la República y el número 4 del proyecto, en lo pertinente, fueron rechazados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez.  

Artículo 2º

Modifica, en sus tres numerales, similar cantidad de preceptos del Código Sanitario.
Número 1


El artículo 87 de la compilación de legislación sanitaria prescribe, en su inciso primero, que el Servicio Nacional de Salud tendrá a su cargo la recopilación y análisis de los datos estadísticos referentes a los accidentes y enfermedades profesionales, los que le deberán ser proporcionados por el empleador, en la forma y con la periodicidad que él señale.   


Además, prescribe que las enfermedades profesionales serán notificadas por el médico que las constate, en la forma y condiciones que el Servicio Nacional de Salud establezca.


En relación con este precepto, la modificación introducida por la Cámara de Diputados incorpora el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 87:


“Del mismo modo, deberán notificarse todas aquellas afecciones que, aún presumiblemente, puedan derivarse de intoxicaciones producidas por el uso de plaguicidas o productos fitosanitarios.”.


La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República trascribe la enmienda aprobada en el primer trámite constitucional. 


El abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud señor Díaz expuso que el precepto legal vigente obliga a que los prestadores declaren determinadas patologías al Ministerio de Salud, para efectos tanto estadísticos como de seguimiento y manejo de las enfermedades o plagas, entre las cuales están, por ejemplo, la rubeola, la difteria, las enfermedades gastrointestinales o el virus hanta, procedimiento aceptado en nuestro medio.  Explicó que la indicación propone, además de la notificación obligatoria de la intoxicación por plaguicidas, hacer otro tanto con las afecciones que, presumiblemente, puedan derivarse de intoxicaciones, en concordancia con lo aprobado para el artículo 36 del decreto ley N° 3.557; para seguir el historial, dijo, la enmienda establece la notificación obligatoria de los daños más sistémicos, consistentes en afecciones que sufren personas durante el lapso consecutivo a la intoxicación causante de los daños primarios.


El Honorable Senador señor Coloma expuso que entiende el concepto, pero su duda radica en el efecto práctico de esta norma porque no se sabe cuán fácil o difícil será determinar si un síntoma pudo haberse derivado o no de un plaguicida, o si se generará una especie de protocolo que induzca, ante la dificultad de establecerlo, a considerar que cada evento puede estar presumiblemente vinculado a una intoxicación. 


El representante del Ministerio de Salud especificó que la obligación es sólo notificar la enfermedad, sobre la base de la presunción del profesional tratante de que podría haber sido causada por una intoxicación anterior, lo que permite al Ministerio comparar con la base de datos de las intoxicaciones y verificar si efectivamente la persona sufrió antes un episodio infeccioso de esta naturaleza y, a su vez, aunque sea redundante, disponer las medidas sanitarias para su tratamiento de acuerdo con el tipo de intoxicación que padeció en su oportunidad.


El Honorable Senador señor Espina  discrepó de la indicación porque llevaría al profesional a extender su diagnóstico a una situación impredecible, como es atribuir la afección de la persona a su trabajo; compelido por la exigencia de señalar que, “presumiblemente”, aquélla se debe a una intoxicación, le será difícil abstenerse de incluir un caso, por más dudoso que fuere, y la base estadística no cumplirá su objetivo, pues nadie se atreverá a exponerse al reproche de haber infringido la norma, al pender sobre él una demanda por el daño causado en razón de negligencia médica.


El Honorable Senador señor Vásquez previno que la indicación no se refiere sólo a las enfermedades profesionales ya que la hipótesis es más amplia puesto que incluye a personas que accidentalmente puedan haber sufrido los efectos tóxicos derivados del uso de plaguicidas o productos fitosanitarios.  Sugirió, en todo caso, que se elimine la expresión adverbial “aun presumiblemente” porque es razonable la prevención señalada por  Su Señoría.


Los Honorables Senadores señores Coloma y Espina coincidieron en la supresión propuesta, sin perjuicio de que se sustituya, además, la forma verbal compuesta “puedan derivase” por “se deriven”.


El abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud hizo presente que, tal como ha sido señalado, cabe preguntarse si es razonable para el médico que la ley le deje un margen tan estrecho en la estimación de la relación causa-efecto, que lo expone a una gran cantidad de demandas al no haber establecido que una enfermedad específica fue causada por una intoxicación con plaguicidas o productos fitosanitarios. Respecto del volumen de notificaciones, explicó que no es un asunto que complique al Ministerio de Salud. Aseveró que le parece prudente eliminar la expresión “aun presumiblemente” y razonable conservar la oración “enfermedades que puedan derivarse de intoxicaciones producidas por el uso de plaguicidas o productos fitosanitarios”.


Agregó que el inciso tercero nuevo no se refiere ni a accidentes del trabajo ni a enfermedades profesionales, y esto explica la arquitectura del artículo 87 cuyo inciso primero impone al Servicio Nacional de Salud la obligación de recopilar y analizar los datos estadísticos sobre accidentes laborales y enfermedades profesionales, siendo en este caso de cargo del empleador proporcionar la información.  Por su parte, en el  inciso segundo se dispone que, tratándose de una enfermedad profesional, el médico que la constate debe practicar la notificación al referido servicio.  El inciso propuesto obliga al médico tratante a notificar las enfermedades que puedan derivarse de las intoxicaciones que el mismo expresa.  Manifestó su acuerdo con una sugerencia del Honorable Senador señor Coloma para sustituir la expresión “del mismo modo” por “también”, en el sentido que ésta contiene la idea de que quien debe notificar la enfermedad es el médico tratante.


En consecuencia, la Comisión concordó en una redacción que perfecciona la indicación del Ejecutivo para dicho inciso, la que es del siguiente tenor: “También, deberá notificar las afecciones que puedan derivarse de intoxicaciones producidas por el uso de plaguicidas o productos fitosanitarios”.    


Puesta en votación la indicación que recae en este numeral, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez, le prestaron su aprobación con las modificaciones expresadas.


-En consecuencia el numeral 1 fue aprobado con modificaciones con la votación ya indicada. 

Número 2


En el párrafo del Código Sanitario que regula las sustancias tóxicas o peligrosas para la salud, el artículo 91 dispone que un reglamento establecerá las condiciones en que se podrá realizar la fabricación, importación, almacenamiento, envase, distribución, o expendio a cualquier título, manipulación, formulación, uso o aplicación, de los pesticidas para uso sanitario y doméstico, así como la manipulación de los que puedan afectar la salud del hombre.


En el primer trámite constitucional, fue aprobada una enmienda cuya finalidad es agregar un inciso segundo, nuevo, en virtud del cual dicho reglamento debe distinguir entre aquellos productos cuya utilización se encuentre prohibida; aquellos sometidos a restricciones o controles de uso y aquellos cuya utilización no revista mayores riesgos para sus usuarios.

La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República sustituye el inciso segundo, propuesto por la Cámara de origen, por el siguiente:


“Un Reglamento establecerá la forma en que las fumigaciones aéreas tendrán lugar; las condiciones y restricciones de seguridad para la salud de las personas que deban requerir; la forma y oportunidad en que deba informarse de su realización a los trabajadores y vecinos; y las medidas de resguardo necesarias para evitar el acceso del público y de los trabajadores al lugar afectado en los plazos que, al efecto, determine la Autoridad Sanitaria.”.

En lo sustancial, cabe hacer presente que la indicación en examen recoge, en este artículo, la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, que agrega un inciso cuarto nuevo al artículo 35, del decreto ley Nº 3.557, bajo el predicamento que la recopilación sanitaria, en el párrafo II del Título IV de su Libro III, regula los factores de riesgo de las sustancias tóxicas o peligrosas para la salud.


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Agrícola y Ganadero, señor Wilson,  expresó que la indicación resuelve la cuestión suscitada por la enmienda que propone la Cámara de origen, en orden a incorporar tres incisos nuevos al artículo 35 del decreto ley N° 3.557,  que coartan severamente la aplicación aérea de plaguicidas, en circunstancia de que ésta es necesaria porque hay infinidad de productos que, atendida la extensión de los cultivos, su ubicación o consideraciones de protección de la salud de los trabajadores, aconsejan la modalidad de fumigación aérea.  Enfatizó que no se justifica una norma de alcance tan restrictivo, además de que la materia ha sido y es de competencia del Ministerio de Salud, lo que motivó a reubicarla en el Código Sanitario, en armonía con la regulación actual que las sujeta a una resolución de la autoridad sanitaria.


El Honorable Senador señor Vásquez observó que la forma pasiva de la redacción no es aconsejable por lo que propuso señalar, en el encabezamiento, que un reglamento establecerá la forma en que tendrán lugar las fumigaciones aéreas, y agregó que no advierte justificación para la expresión “que deban requerir”.


En mérito a los antecedentes expuestos, se aprobó esta indicación, con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez, y con la misma votación fue rechazado el número 2 del proyecto.

º º º

Número 3, nuevo


El artículo 92 de la misma compilación legal define como pesticida a todo producto destinado a ser aplicado en el medio ambiente con el objeto de combatir organismos capaces de producir daños en el hombre, animales, plantas, semillas y objetos inanimados.


La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República incorpora, bajo este numeral, una propuesta para modificar este artículo 92, con el objeto de agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Un Reglamento establecerá los requisitos y las condiciones de seguridad que deban cumplir los establecimientos de expendio de pesticidas o plaguicidas.”.


-La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez, incorporándola como número 3 nuevo, con la sola enmienda de eliminar la expresión “o plaguicidas”, que antecede al punto final.

º º º

Artículo 3º

En sus cinco numerales introduce modificaciones al Código del Trabajo tanto en lo que se refiere a normas sobre contratación de trabajadores agrícolas como de protección a los trabajadores.

Número 1


Recae la enmienda en el artículo 92, precepto que dispone que en el contrato de los trabajadores permanentes, se entenderá siempre incluida la obligación del empleador de proporcionar al trabajador y su familia habitación higiénica y adecuada, salvo que éste ocupe o puede ocupar una casa habitación en un lugar que, atendida la distancia y medios de comunicación, le permita desempeñar sus labores. 


La Cámara de Diputados aprobó el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El empleador deberá, en todo caso, prestar al trabajador que realice labores en las que directa o indirectamente tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios, información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada o excesiva utilización. Asimismo, deberá proporcionar al trabajador los implementos y medidas de seguridad necesarios para protegerse de ellos y para el cuidado de su higiene personal, como también los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.”.


La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República mantiene la esencia de la disposición aprobada por la Cámara de Diputados, excepto dos modificaciones que perfeccionan su redacción. En efecto, especifica que el deber de información suficiente en materia de manipulación y eliminación de envases se refiere a los que están vacíos; asimismo, en relación con la información acerca de los síntomas que pudiere presentar el trabajador, prescinde del término “excesiva”, por entender que el mismo queda comprendido dentro de la expresión “inadecuada utilización”.  


El Honorable Senador señor Coloma señaló que en esta disposición resulta complicado el uso del concepto “indirecto” porque denota una tendencia a imponerle un cúmulo de requisitos o de reglamentos al empleador, cuyo efecto práctico es que un inspector podría estimar, en un espectro amplísimo de situaciones, que el trabajador, indirectamente, ha estado en contacto con un producto fitosanitario.  Manifestó que le parece razonable establecer la carga legal respecto del trabajador que realice labores en las que directamente tenga contacto con pesticidas.  Agregó la necesidad de regular separadamente el deber de informar y suministrar elementos de aseo e higiene, a los trabajadores que presten servicios en contacto con “pesticidas o plaguicidas”, de la situación de aquellos que lo hacen con “productos fitosanitarios”.  Abogó, asimismo, porque se atienda a la toxicidad de aquéllos, pues, son sustancias distintas a los plaguicidas o pesticidas, que tendrán dicho carácter necesariamente.


El abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud, señor Díaz, coincidió en que es acertado enunciar que la norma se aplica al caso que haya contacto, pues, esta expresión, se refiere, tanto a los trabajadores que aplican los productos, como a los que posteriormente laboran en el campo. Previno que no existe certeza de que el contacto con cualquier producto fitosanitario sea inocuo para la salud de los trabajadores. 


El Honorable Senador señor Espina propuso, por su parte, que es necesario hacer una distinción entre el deber de informar y el deber de suministrar elementos de aseo e higiene. Resaltó que la indicación sólo impone el deber de informar, advertencia que es imprescindible tener en consideración, dada su estrecha vinculación con la segunda parte del precepto, que podría operar como un factor negativo para muchos pequeños productores agrícolas, e incluso medianos, al mandar que el empleador proporcione medidas e implementos de seguridad fijadas a discreción del funcionario que realice las labores de inspección. Refirió que esta clase de disposiciones motiva el disgusto no sólo de los empleadores sino de los propios trabajadores por el cierre de fuentes de empleo.


El abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud sintetizó que lo esencial es la protección eficaz del derecho a la información y que, en este contexto, los productos fitosanitarios pueden producir algún tipo de consecuencias, por lo que a su respecto cabe el deber de informar. Concordó en que la segunda parte del artículo, al señalar “medidas necesarias para protegerse de ellos”, engloba, desde luego, a los productos fitosanitarios sin que se sepa si la persona ha tenido ya contacto con los mismos durante un lapso prolongado. Estimó  adecuado discriminar en este inciso segundo, la aplicación de elementos de protección e higiene personal, entre los plaguicidas o pesticidas cuya  nocividad es conocida, a diferencia de los productos fitosanitarios en los que sólo cabe el deber de informar.


El Honorable Senador señor Coloma expresó que el término fitosanitario, que comprende todo lo perteneciente o relativo a la prevención y curación de las enfermedades de las plantas, es de una extensión enorme, razón por la cual es partidario de concentrar la disposición a los pesticidas o plaguicidas y a los productos fitosanitarios que afecten directamente a la salud de los trabajadores.  Hizo notar que le parece razonable una sugerencia de AFIPA de delimitar la carga legal a las medidas de seguridad mentadas en la etiqueta autorizada correspondiente.


El Honorable Senador señor Espina sugirió, para votar este precepto, la conveniencia de conocer la opinión de un especialista, para lo cual propuso consultar al señor Álvaro Pizarro, ex Director Nacional del Trabajo.


El abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud, señor Díaz, en una sesión posterior, manifestó que dada la observación a la extrema amplitud de la frase “productos fitosanitarios”, consultó con los especialistas de Salud Ambiental y de Salud Ocupacional quienes manifestaron la necesidad de conservarla para garantizar la protección de los trabajadores, pues, en el presente, no se tiene certeza de efectos tóxicos, pero, probablemente, al cabo de un tiempo o cuando los avances tecnológicos lo permitan, podrían surgir evidencias de su nocividad.  Refirió que, de acuerdo con la OMS, los productos fitosanitarios se clasifican en cuatro grupos, de los cuales el I corresponde a los tóxicos, el II, a los de peligro moderado, el III, a los poco peligrosos y, el IV, se refiere a los que  normalmente no constituyen peligro.  


Explicó en relación con el término productos fitosanitarios, y tal fue la concepción original de este precepto, que se entiende que la mayoría de los fertilizantes de uso común, como el salitre o la úrea, pertenecen al grupo IV y, por lo tanto, están liberados de toda restricción.  Agregó que sin perjuicio de que hoy los productos fitosanitarios estén en el grupo IV, se les somete, en forma sistemática, a la regla DL 50, que consiste en probar cualquier tipo de productos en un número de ratas y si el porcentaje de mortandad supera al 50%, de acuerdo con esta regla empírica, se podría determinar, en un futuro, que tiene efectos nocivos. La proposición es, entonces, incorporar una clasificación de los productos fitosanitarios que someta a la norma sólo los que tengan algún grado peligroso de toxicidad, y no simplemente excluirlos de ella. Insistió que dicha clasificación se sustenta en una regla de la OMS, de modo que la rotulación y el uso de los colores asociados a las clases mentadas es responsabilidad del fabricante o del importador y lo que hace la autoridad local es verificar el  cumplimiento acertado.  En definitiva, sobre la base de lo anterior el Ministerio de Salud cuenta con una norma técnica que es la NT N° 92, aprobada por resolución N° 377, de 2007.


Al efecto, propuso una forma de redacción del tipo: “pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios que tengan algún grado de toxicidad según la clasificación de la OMS” o, atendiendo al planteamiento del Honorable Senador señor Coloma “o que tengan algún grado de toxicidad determinado por el Ministerio de Salud”.


El Honorable Senador señor Coloma, entendiendo el concepto del representante del Ejecutivo, insistió en precisar el término productos fitosanitarios, con la finalidad de darle concisión a la norma.  A este respecto, observó que la referencia a la toxicidad del producto debe estar presente, y una forma de evitar los efectos de la excesiva amplitud, podría ser una calificación de la gravedad de aquélla, lo que importa considerar la norma técnica del Ministerio de Salud, opción que a la vez evita establecer una maraña reglamentaria. 



El asesor del Ministerio del Trabajo, señor Del Río, señaló que la norma en estudio redirecciona la clasificación de la OMS a  un reglamento del Ministerio de Salud, lo cual parece razonable porque la toxicidad, o la ausencia de la misma, es un elemento variable en el tiempo, de modo que si se la encasilla en la ley se complicaría, en grado extremo, su modificación.  En ese sentido, prosiguió, considera que no habría problema en que la norma haga referencia a productos fitosanitarios tóxicos, según clasificación de la OMS, contenida en el decreto específico, y cuando quepa determinar qué es tóxico se verificará, con arreglo a ese instrumento que hay grado correspondiente de toxicidad.


El Honorable Senador señor Vásquez enfatizó que el precepto en examen manda que el empleador entregue información suficiente sobre el correcto uso del producto, y en virtud de la peligrosidad del mismo se hará necesario adoptar diversas clases de medidas preventivas, por lo cual le parece satisfactoria la redacción delineada.  


El abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud aclaró que las normas técnicas del Ministerio son sometidas a consulta pública, en la página web institucional, cada vez que se realizan modificaciones o incorporaciones, lo que permite a los productores o grupos interesados realizar sus observaciones.


El Honorable Senador señor Espina, reparó que la indicación incluye la obligación de hacer entrega de útiles “para el cuidado de su higiene personal”, lo que da una amplitud tan grande a esta norma que en las zonas agrícolas, como la experiencia lo reitera, alienta una multiplicidad de abusos fundados en normas tan indeterminadas, y propuso suprimir dicha oración, por estimar que no guarda relación con el objetivo de la ley.


El Honorable Senador señor Naranjo manifestó que el sentido del precepto es que el trabajador, una vez que hace la aplicación del producto fitosanitario, esté en situación de limpiarse en forma adecuada, para su debida protección.


El Honorable Senador señor Espina, aun  compartiendo la interpretación de Su Señoría, enfatizó que su observación atiende a que hay una repetición, y sistematizó el contenido de la norma: en primer término, dispone que se le den los implementos necesarios para que se proteja del eventual daño que resulte de los productos aplicados; en segundo lugar, que el trabajador pueda eliminarse los residuos que le hayan quedado a resultas de la aplicación, y por eso considera superflua la frase cuya eliminación ha propuesto.


El abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud manifestó que la observación del Honorable Senador señor Espina no afecta al objetivo de la norma, pues la frase final dispone que se entregarán a los trabajadores “los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente”. 


Puesta en votación, la indicación fue aprobada con las modificaciones expuestas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina, Naranjo y Vásquez. 


-En consecuencia, el número 1 del artículo 3º del proyecto, fue aprobado con modificaciones con la votación ya indicada.
Número 2


Modifica el artículo 95, estructurado sobre la base de cuatro incisos.


El primero regula el contrato de los trabajadores transitorios o de temporada, y en el marco del deber de protección que pesa sobre el empleador, particulariza que en esta clase de contratos se entenderá siempre incluida la obligación del empleador de proporcionar al trabajador condiciones adecuadas e higiénicas de alojamiento, de acuerdo a las características de la zona, condiciones climáticas y demás propias de la faena de temporada de que se trate, salvo que éste acceda o pueda acceder a su residencia o a un lugar de alojamiento adecuado e higiénico que, atendida la distancia y medios de comunicación, le permita desempeñar sus labores. 


A su vez, el inciso segundo manda que, en las faenas de temporada, el empleador proporcione a los trabajadores las condiciones higiénicas y adecuadas que les permitan mantener, preparar y consumir los alimentos, y si por la distancia o las dificultades de transporte no le es posible a los trabajadores adquirir sus alimentos, el empleador deberá, además, proporcionárselos.  


El inciso tercero establece, en concordancia con el marco normativo dado por el inciso primero de este artículo, que si entre la ubicación de las faenas y el lugar donde el trabajador aloje o pueda alojar, media una distancia igual o superior a tres kilómetros y no existiesen medios de transporte público, el empleador deberá proporcionarle los medios de movilización necesarios, entre ambos puntos, que reúnan los requisitos de seguridad que fije el reglamento.


Con el inciso final prescribe que las obligaciones antedichas son de costo del empleador y no serán compensables en dinero ni constituirán en ningún caso remuneración. 


La Cámara de Diputados le prestó su aprobación a un inciso tercero, nuevo, que es de un tenor similar al contenido en el numeral precedente. Su texto es el siguiente:  


“Asimismo, el empleador deberá prestar al trabajador que realice labores en las que directa o indirectamente tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios, información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada o excesiva utilización. Deberá proporcionar al trabajador, además, los implementos y medidas de seguridad necesarios para protegerse de ellos y para el cuidado de su higiene personal, como también los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.”.


La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República tiene un propósito y alcance idénticos a los que inspiran la modificación anterior, ya aprobada. En efecto, implica dos modificaciones que procuran perfeccionar su redacción. En primer término, delimita que el deber de información suficiente en materia de  manipulación y eliminación de envases se refiere a los que están vacíos; en seguida, respecto de la información sobre los síntomas que pudiere presentar el trabajador, prescinde del término “excesiva”, por entender que el mismo queda comprendido en la expresión “inadecuada utilización”.  


La indicación fue aprobada con idénticas modificaciones a aquellas que inciden en el numeral precedente, con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez.


-En consecuencia, el número 2 del artículo 3º del proyecto, fue aprobado con modificaciones con la misma votación precedente.
Número 3



En sus cinco incisos, el artículo 184 del Código del Trabajo regula el deber de protección del empleador.  


La modificación acordada por la Cámara de Diputados incide, en particular, en el inciso primero de aquel precepto que establece el alcance genérico de dicho deber, al sentar la obligación del empleador de tomar todas las medidas necesarias para proteger eficazmente la vida y salud de los trabajadores, manteniendo las condiciones adecuadas de higiene y seguridad en las faenas, como también los implementos necesarios para prevenir accidentes y enfermedades profesionales.


Los incisos siguientes establecen la prestación de dar o garantizar los elementos necesarios para que los trabajadores en caso de accidente o emergencia accedan a una oportuna y adecuada atención médica, hospitalaria y farmacéutica; el deber de la Dirección del Trabajo de fiscalizar el cumplimiento de normas de higiene y seguridad en el trabajo; la carga legal para ésta de poner en conocimiento del organismo administrador de la ley Nº 16.744 que corresponda, toda infracción o deficiencia en materia de higiene y seguridad, que se constaten en las fiscalizaciones a empresas, y el deber de aquellos organismos administradores, en el plazo de 30 días contado desde la notificación, de informarle a la Dirección del Trabajo y a la Superintendencia de Seguridad Social, acerca de las medidas de seguridad específicas que hubiere prescrito a la empresa infractora.


La modificación de este numeral consiste en intercalar, en el inciso primero del artículo en referencia, entre la coma (,) que sucede a la palabra “trabajadores” y la expresión “manteniendo”, lo siguiente: “informando de los posibles riesgos y”.


La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República reproduce literalmente la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.


-En virtud de lo anterior, la Comisión aprobó tanto la indicación como el numero 3 de la Cámara de Diputados por contener la misma materia, sin enmiendas, con el voto favorable de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez.
 º º º

Número 4, nuevo

El Honorable Senador señor Espina hizo presente que, con motivo de la consulta que la Comisión acordara dirigirle al señor Álvaro Pizarro, éste expresó compartir las modificaciones al Código del Trabajo contenidas en la indicación del Ejecutivo, y sólo observó la conveniencia de establecer un mecanismo para informar adecuadamente a los empleadores de estas normas y, específicamente, de los productos que deberá suministrar.  Al respecto, Su Señoría propuso estudiar una indicación sobre el particular.


Los Honorables Senadores señores Naranjo y Vásquez manifestaron que la información a los trabajadores actualmente se realiza y que, por lo demás, así lo expresa la etiqueta de los productos, sin perjuicio de hacer notar que los empleadores están suficientemente informados del manejo de riesgos que supone el empleo de productos fitosanitarios.


El Honorable Senador Allamand precisó que una cosa es que exista la obligación legal de incluir los procedimientos de aplicación y las medidas de seguridad requeridas en la etiqueta de los productos fitosanitarios, y otra distinta es que, en definitiva, haya una información específica a los empleadores respecto de su obligación adicional de comunicar.  Entiende que el Honorable Senador señor Espina se refiere a lo segundo y consultó sobre la forma en que ello se aplica. 


El asesor del Ministerio del Trabajo, señor Del Río, expuso que esa información actualmente se hace por las mutuales de seguridad, tanto el Instituto de Normalización Previsional como las entidades privadas, y explicó que dentro de la clasificación de riesgos de una mutual, cuando asume un seguro de accidentes del trabajo, se activa un circuito de información respecto de los productos ocupados y sobre el nivel de riesgos que tiene el empleador en sus faenas, a lo cual se adiciona una especie de ejecutivo de cuentas, en sí, un prevencionista de riesgos, que verifica, mes a mes, la utilización de estos productos, y la información que requiere el empleador, a fin  de que mantenga sus tasas de accidentalidad.


Descartó que se pueda considerar como una liberalidad dicha acción, pues está en su interés que la tasa de cobertura de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales se pague y se mantenga en niveles acotados de modo que el incentivo está puesto para que efectivamente se realice aquello.  Con todo, estimó que sería útil incorporar una norma que explicite legalmente dicho deber. 


Dado los argumentos expuestos, los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez formularon una indicación del siguiente tenor, para agregar el siguiente número 4, nuevo:


“4.- Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 184, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente.


“Los organismos administradores del seguro de la ley Nº 16.744, deberán informar a sus empresas afiliadas sobre los riesgos asociados al uso de pesticidas, plaguicidas y, en general, de productos fitosanitarios.”.”.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez 

º º º

Número 4 

pasa a ser 5


Se refiere al artículo 190 que, en su inciso único, preceptúa lo siguiente:


“Artículo 190.- Los Servicios de Salud fijarán en cada caso las reformas o medidas mínimas de higiene y seguridad que los trabajos y la salud de los trabajadores aconsejen. Para este efecto podrán disponer que funcionarios competentes visiten los establecimientos respectivos en las horas y oportunidades que estimen conveniente, y fijarán el plazo dentro del cual deben efectuarse esas reformas o medidas.”.


La Cámara de origen aprobó incorporar, en el inciso primero del artículo 190, a continuación de la palabra “establecimientos”, la expresión “y faenas”.


La indicación de S. E, la señora Presidenta de la República reproduce, sin enmiendas, el numeral en examen.


-En virtud de lo anterior, la Comisión aprobó, tanto la indicación, como el numero 4 de la Cámara de Diputados, que pasa a ser 5, sin enmiendas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez. 

Número 5

pasa a ser 6


El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados propone agregar, con este numeral, un inciso segundo, nuevo, en el artículo 190:


“Dicha visita podrá motivarse, también, en una denuncia escrita, fundada, realizada por cualquier persona que informe de la existencia de un hecho o circunstancia que ponga en grave riesgo la salud de los trabajadores, pudiendo, en este caso, de comprobarse la efectividad del peligro, decretarse, además de las medidas señaladas en el inciso anterior, la suspensión inmediata de las faenas, hasta que sea superada la situación de emergencia. Deberá cautelarse la confidencialidad de la presentación. El uso malicioso de esta norma será constitutivo de delito.”.

La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República reproduce la enmienda aprobada en el primer trámite constitucional, con la única diferencia de que sustituye la frase “efectividad del peligro” por “efectividad del riesgo”.



El Honorable Senador señor Espina estimó innecesaria la indicación por dos razones fundamentales. La primera, expuso, porque se trata de una actuación que es posible hacer en la actualidad, en virtud del derecho de petición consagrado constitucionalmente; en segundo término, no le parece establecer la confidencialidad, pues,  propicia delaciones que terminan siendo contraproducentes al configurar un instrumento susceptible de un mal uso.  Estimó que si se considerara conveniente modificarla, sería suficiente con señalar: “El incumplimiento de las normas indicadas en el inciso precedente podrá ser denunciado por cualquier persona que tome conocimiento de ella.”.


El Honorable Senador señor Naranjo hizo referencia a hechos que califica de situaciones prácticas de cotidiana ocurrencia: se aplica un producto químico que, por ejemplo, tiene asociado una prohibición estricta de que los trabajadores durante 48 horas puedan tomar contacto con el follaje o con el fruto, y resulta que el empleador los obliga al otro día a cosechar o a hacer una práctica agrícola, con grave riesgo para su salud o aun su vida, y si bien, como es de suyo evidente, el trabajador podría legítimamente denunciar aquella situación, pero se abstiene de hacerlo para evitar el riesgo de ser despedido, lo que hace imprescindible la confidencialidad. 


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que entiende el punto planteado por Su Señoría, pero estimó que la norma se puede prestar a denuncias maliciosas. 


El señor del Río expresó que el criterio general de las autoridades del Trabajo es el de que se resguarde la confidencialidad de la denuncia debido a la eventualidad de la represalia a que se ha hecho mención. 


El Honorable Senador señor Espina expresó que aquel despido sería, en todo caso, injustificado, además que de aceptar dicho criterio, la ley laboral debería prescribir frente a cualquier hecho que se denuncie el absoluto secreto y la confidencialidad; agregó, que entiende que el funcionario no deja constancia de la identidad del trabajador que hace la denuncia.


El Honorable Senador señor Vásquez concordó en las observaciones expuestas por el Honorable Senador señor Naranjo y abogó, también, por la confidencialidad para evitar que la interposición de la denuncia dé lugar a su despido. Propuso, en consecuencia, que se elimine además, la expresión “escrita, fundada”, que sigue al sustantivo denuncia.



El Honorable Senador Espina estuvo de acuerdo con Su Señoría y sugirió, además, recoger la norma propuesta por la indicación de S. E. la señora Presidenta de la República con la modificación de eliminar el texto que sigue a continuación de la frase “en grave riesgo la salud de los trabajadores”.  Fundamentó su planteamiento en que la denuncia debe dar lugar a la aplicación de las normas de carácter general. Respecto de la idea de sancionar el uso malicioso de la denuncia la desestimó, en particular, porque la hipótesis de hecho de la norma es un típico caso en que la malicia no produce un efecto perjudicial porque, aun si la misma no fuera verdad, la visita inspectiva no le significará ningún daño al empleador.  Por lo tanto, sintetizó debe dejarse como la facultad clara de que una persona pueda entregar información o denunciar un hecho a la autoridad.


La Comisión aprobó la indicación con las modificaciones propuestas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez. 


-En consecuencia, el número 5, que ha pasado a ser 6, del artículo 3º del proyecto, fue aprobado con modificaciones con la misma votación precedente. 

Artículo 4º 

Tiene por objeto introducir una enmienda en la letra q) del artículo 10 de la Ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente. 


En general, el precepto citado enuncia los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en cualquiera de sus fases, que deberán someterse al sistema de evaluación de aquel impacto.


Por su parte, el literal referido dispone que está sujeta a aquel sistema de evaluación:


“q) Aplicación masiva de productos químicos en áreas urbanas o zonas rurales próximas a centros poblados o a cursos o masas de agua que puedan ser afectadas.”.


El artículo 4º del proyecto aprobado propone intercalar, en la letra q) del artículo 10 de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, entre las palabras “químicos” y “de”, la frase “o productos fitosanitarios”.


La indicación sustitutiva de S.E. la señora Presidenta de la República excluye esta modificación del texto propuesto por la Cámara de Diputados. 


-En consecuencia, con la votación unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez, la Comisión acordó rechazar el artículo 4° del proyecto.

Artículo 5º

pasa a ser 4°

Modifica el artículo 66 de la ley Nº 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, en particular a su artículo 66 referente a la prevención de riesgos profesionales.


El precepto es del siguiente tenor:


“Artículo 66.- En toda industria o faena en que trabajen más de 25 personas deberán funcionar uno o más Comités Paritarios de Higiene y Seguridad, que tendrán las siguientes funciones:


1.- Asesorar e instruir a los trabajadores para la correcta utilización de los instrumentos de protección;

 
2.- Vigilar el cumplimiento, tanto por parte de las empresas como de los trabajadores, de las medidas de prevención, higiene y seguridad;


3.- Investigar las causas de los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, que se produzcan en la empresa;


4.- Indicar la adopción de todas las medidas de higiene y seguridad, que sirvan para la prevención de los riesgos profesionales;  


5.- Cumplir las demás funciones o misiones que le encomiende el organismo administrador respectivo. 


El representante o los representantes de los trabajadores serán designados por los propios trabajadores.


El reglamento deberá señalar la forma cómo habrán de constituirse y funcionar estos comités.


En aquellas empresas mineras, industriales o comerciales que ocupen a más de 100 trabajadores será obligatoria la existencia de un Departamento de Prevención de Riesgos Profesionales, el que será dirigido por un experto en prevención, el cual formará parte, por derecho propio, de los Comités Paritarios.


Las empresas estarán obligadas a adoptar y poner en práctica las medidas de prevención que les indique el Departamento de Prevención y/o el Comité Paritario; pero podrán apelar de tales resoluciones ante el respectivo organismo administrador, dentro del plazo de 30 días, desde que le sea notificada la resolución del Departamento de Prevención o del Comité Paritario de Higiene y Seguridad.


El incumplimiento de las medidas acordadas por el Departamento de Prevención o por el Comité Paritario, cuando hayan sido ratificadas por el respectivo organismo administrador, será sancionado en la forma que preceptúa el artículo 68.


Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a las actividades a que se refiere el artículo 162-A del decreto ley 2.200, de 1978.”.


La enmienda aprobada en el primer trámite constitucional tiene por finalidad intercalar en el número 3 del artículo 66 de la ley Nº 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, entre la palabra “empresa” y el punto y coma (;) que le sucede, la oración siguiente: “y de cualquiera otra afección que afecte en forma reiterada o general a los trabajadores y sea presumible que tenga su origen en la utilización de productos fitosanitarios, químicos o nocivos para la salud”.


La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República propone consultarlo como artículo 4º sin otra modificación.


El abogado del Departamento de Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud, señor Díaz, hizo referencia a que el objeto de esta enmienda al numeral 3° del artículo 66 de la ley N° 16.744, se refiere a una investigación que se encomienda al Comité Paritario de Higiene y Seguridad sobre las causas de cualquier afección -no constitutiva de una enfermedad profesional- que afecte en forma reiterada o general a los trabajadores cuyo origen presumible se deba a la utilización de productos fitosanitarios, químicos o nocivos para la salud.  Especificó que se trata de una investigación interna en la empresa, en la que no interviene un órgano externo o de la Administración del Estado.


La Comisión aprobó la indicación en los términos propuestos con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez.


-En consecuencia, el artículo 5º del proyecto fue aprobado con idéntica votación, con la sola enmienda de contemplarlo como artículo 4º.

Artículo 6º

Propone intercalar en la letra a) del artículo 8º de la ley Nº 18.469, que regula el ejercicio del derecho constitucional a la protección de la salud y crea un régimen de prestaciones de salud, entre la palabra “crónica” y la conjunción “y”, la frase siguiente: “, los efectos producidos por la exposición a productos fitosanitarios, químicos o nocivos para la salud”.”.


Cabe señalar que, a la fecha de la aprobación por la Cámara de Diputados de este precepto, la ley Nº 18.469, en su artículo 8º preceptuaba lo siguiente:


“Artículo 8°.- Los beneficiarios tendrán derecho a recibir del Régimen las siguientes prestaciones:


a) El examen de medicina preventiva para pesquisar, oportunamente, la tuberculosis, las enfermedades de transmisión sexual, el glaucoma, el cáncer, la diabetes, cardiopatías, la hipertensión, la insuficiencia renal crónica y las demás enfermedades que determine el Ministerio de Salud, cuyo diagnóstico y terapéutica precoz prevengan una evolución irreversible;  


b) Asistencia médica curativa que incluye consulta, exámenes y procedimientos diagnósticos y quirúrgicos, hospitalización, atención obstétrica, tratamientos, incluidos los medicamentos contenidos en el Formulario Nacional, y demás atenciones y acciones de salud que se establezcan, y


c) Atención odontológica, en la forma que determine el reglamento.”.


Con posterioridad, comenzada la tramitación de esta iniciativa de ley en la Corporación, en virtud de lo prescrito por el artículo cuarto transitorio de la ley Nº 20.015 , se promulgó el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469.  En consecuencia, la materia que anteriormente regulaba el mentado artículo 8º de la ley Nº 18.469 pasó a serlo por el artículo 138 de aquél, con una redacción distinta, que es del siguiente tenor:


“Artículo 138.- Los beneficiarios tendrán derecho a recibir del Régimen General de Garantías en Salud las siguientes prestaciones:


a) El examen de medicina preventiva, constituido por un plan periódico de monitoreo y evaluación de la salud a lo largo del ciclo vital con el propósito de reducir la morbimortalidad o sufrimiento, debido a aquellas enfermedades o condiciones prevenibles o controlables que formen parte de las prioridades sanitarias.


Para su inclusión en el examen de medicina preventiva sólo deberán ser consideradas aquellas enfermedades o condiciones para las cuales existe evidencia del beneficio de la detección temprana en un individuo asintomático. El Ministerio de Salud definirá, entre otros, los procedimientos, contenidos, plazo y frecuencia del examen, fijando condiciones equivalentes para los sectores público y privado. Los resultados deben ser manejados como datos sensibles y las personas examinadas no podrán ser objeto de discriminación a consecuencia de ellos.


b) Asistencia médica curativa que incluye consulta, exámenes y procedimientos diagnósticos y quirúrgicos, hospitalización, atención obstétrica, tratamiento, incluidos los medicamentos contenidos en el Formulario Nacional, y demás atenciones y acciones de salud que se establezcan, y


c) Atención odontológica, en la forma que determine el reglamento.”.


La indicación de S. E. la señora Presidenta de la República, excluye esta modificación del texto propuesto por la Cámara de Diputados.


- En consecuencia, y con la votación unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez, la Comisión acordó rechazar el artículo 6° del proyecto.

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones expuestas, vuestra Comisión de Agricultura os propone aprobar el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Número 1

Reemplazarlo por el siguiente:

“1.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 32:

a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 32.- Todo plaguicida deberá distribuirse en envases sellados, en el tipo de recipiente aprobado para el producto de que se trate y con etiquetas en que se indique en español, en forma indeleble, la composición del producto, las instrucciones para su uso correcto y seguro, la forma de eliminar los envases vacíos, las precauciones que deban adoptarse, el nombre del fabricante o importador, y las demás menciones que se establezcan por resolución del Servicio.  El Servicio podrá autorizar que parte de la información de la etiqueta, se incluya en un folleto adjunto al producto, cuya entrega al momento de la venta será obligatoria.”.





b) Reemplázase, en el inciso segundo, la oración “química del producto no corresponde a la leyenda estampada en el envase.”, por “del producto no corresponde a la etiqueta autorizada.”.”.

(Unanimidad 3x0, Indicación de S.E. la señora Presidenta de la República).

º º º 





Incorporar un número 2, nuevo, del siguiente tenor:

“2.- Modifícase el artículo 33 del modo siguiente:

- Intercalar a continuación del vocablo “almacenar,” la palabra “expender”.





- Sustituir la frase “destinados al consumo del hombre” por “destinado al uso o consumo humano”.”.

(Unanimidad 3x0, Indicación de S.E. la señora Presidenta de la República).

º º º

Número 2

Pasa a ser número 3, sustituido por el siguiente:

“3.-  Reemplázase el artículo 34, por el siguiente:

“Artículo 34.- Los adquirentes o usuarios de plaguicidas deberán emplearlos de acuerdo con las normas técnicas señaladas en la etiqueta y, en su caso, en el folleto adjunto, adoptando las medidas de seguridad en ella indicadas tanto en el uso como en la eliminación de residuos y destrucción de los envases vacíos, conforme a las normas legales y reglamentarias vigentes, respetando los plazos que deben transcurrir entre la última aplicación y la cosecha, y en el plazo correspondiente al período de reingreso de las personas y los animales a los sectores tratados, que al efecto fije el Servicio. Sólo con autorización expresa del Servicio podrá dárseles un uso distinto.

El Servicio podrá prohibir la utilización o venta de los vegetales que resulten contaminados con plaguicidas o con residuos de ellos superiores a los permitidos, o retenerlos temporalmente. Tratándose de vegetales sobre los cuales existan presunciones graves y precisas  de que se encuentran contaminados en los términos señalados en este inciso, el Director Regional podrá, por resolución fundada, adoptar las medidas anteriores.  Asimismo, se podrá ordenar la destrucción o el decomiso de los vegetales si las circunstancias así lo requieren.”.”.

(Unanimidad 3x0, Indicación de S.E. la señora Presidenta de la República).

Número 3

Pasa a ser número 4, reemplazado por el siguiente:

“4.- Sustitúyese el artículo 35, por el siguiente:

“Artículo 35.- Mediante resolución exenta, publicada en el Diario Oficial y fundada en razones técnicas o sanitarias, el Servicio podrá regular, restringir o prohibir la fabricación, importación, exportación, distribución, venta, tenencia y aplicación de plaguicidas.  Asimismo, por resolución fundada, el Servicio podrá ordenar la retención o comiso de plaguicidas prohibidos, no registrados o registrados que no cumplen con los requisitos que permitieron su autorización; en el caso de productos prohibidos o no registrados, adicionalmente, podrá ordenar la destrucción de los mismos.

Deberá mantenerse un archivo público actualizado, a lo menos semestralmente, que detalle los productos, prohibidos y registrados y, respecto de estos últimos, señale las menciones de su etiqueta o de su folleto adjunto.”.”.

(Unanimidad 4x0, Indicación de S.E. la señora Presidenta de la República).

Número 4

Pasa a ser número 5, con el siguiente texto:





“5.- Reemplázase, en la parte final del artículo 36, la expresión “dos” por “cuatro”.”.

(Unanimidad 3x0.  Artículo 121, inciso final Reglamento del Senado).

Artículo 2º

Número 1

Sustituirlo por el siguiente:

“1.- Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 87: 

“También, deberá notificar las afecciones que puedan derivarse de intoxicaciones producidas por el uso de plaguicidas o productos fitosanitarios.”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación de S.E. la señora Presidenta de la República).
Número 2

Reemplazarlo por el siguiente:

“2.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 91:

“Un Reglamento establecerá la forma en que tendrán lugar las fumigaciones aéreas; las condiciones y restricciones de seguridad para la salud de las personas; la forma y oportunidad en que deba informarse de su realización a los trabajadores y vecinos, y las medidas de resguardo necesarias para evitar el acceso del público y de los trabajadores al lugar afectado en los plazos que, al efecto, determine la Autoridad Sanitaria.”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación de S.E. la señora Presidenta de la República).
º º º 

Incorporar el siguiente número 3, nuevo:

“3.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 92:

“Un Reglamento establecerá los requisitos y las condiciones de seguridad que deban cumplir los establecimientos de expendio de pesticidas.”.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación de S.E. la señora Presidenta de la República).
º º º

Artículo 3º





Suprímese la siguiente oración “cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 1994”.

(Unanimidad 3x0, artículo 121 Reglamento del Senado).

Número 1

Modificar el inciso segundo nuevo que se propone, en la forma siguiente:

-Suprimir la frase “directa o indirectamente”.

-Incorporar, a continuación del vocablo “fitosanitarios”, la siguiente oración: “tóxicos, según clasificación de la Organización Mundial de la Salud contenida en Resolución del Ministerio de Salud”.

- Agregar, a continuación de la palabra “envases” el vocablo “vacíos”.

- Suprimir la frase “o excesiva” que precede al vocablo “utilización”.

- Eliminar la oración “y para el cuidado de su higiene personal” que sigue a la expresión “de ellos”.

(Unanimidad 5x0. Indicación de S.E. la señora Presidenta de la República).

Número 2

a) Reemplazar su enunciado por el siguiente:

“2.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 95, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:”.

b) Modificar el inciso tercero nuevo que se propone, en la forma siguiente:

- Suprimir la frase “directa o indirectamente”.

-Incorporar, a continuación del vocablo “fitosanitarios”, la siguiente oración: “tóxicos, según clasificación de la Organización Mundial de la Salud contenida en Resolución del Ministerio de Salud”.

- Agregar, a continuación de la palabra “envases” el vocablo “vacíos”.

- Suprimir la frase “o excesiva” que precede al vocablo “utilización”.

- Eliminar la oración “y para el cuidado de su higiene personal” que sigue a la expresión “de ellos”.

(Unanimidad 4x0. Indicación de S.E. la señora Presidenta de la República).
º º º

Agregar el siguiente número 4, nuevo:

“4.- Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 184, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente.

“Los organismos administradores del seguro de la ley Nº 16.744, deberán informar a sus empresas afiliadas sobre los riesgos asociados al uso de pesticidas, plaguicidas y, en general, de productos fitosanitarios.”.”.

(Unanimidad 4x0, Indicación de los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez).

º º º

Número 4

Pasa a ser número 5, sin modificación.

Número 5

Pasa a ser número 6, con las enmiendas siguientes:

-Suprimir en el inciso segundo nuevo que se  propone la frase “escrita, fundada,”.

- Sustituir por un punto final (.), la coma (,) que sigue a continuación de la frase “salud de los trabajadores”, y, en consecuencia, eliminar el texto que le sucede.

(Unanimidad 4x0. Indicación de S.E. la señora Presidenta de la República).
Artículo 4º

Suprimirlo.

(Unanimidad 4x0. Indicación de la Presidenta de la República).

Artículo 5º

Pasa a ser artículo 4º, sin enmiendas.

Artículo 6º

Suprimirlo.

(Unanimidad 4x0. Indicación de S.E. la señora Presidenta de la República).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO 





En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Modifícase el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece normas sobre protección agrícola, del modo que sigue:

1.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 32:

a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 32.- Todo plaguicida deberá distribuirse en envases sellados, en el tipo de recipiente aprobado para el producto de que se trate y con etiquetas en que se indique en español, en forma indeleble, la composición del producto, las instrucciones para su uso correcto y seguro, la forma de eliminar los envases vacíos, las precauciones que deban adoptarse, el nombre del fabricante o importador, y las demás menciones que se establezcan por resolución del Servicio.  El Servicio podrá autorizar que parte de la información de la etiqueta, se incluya en un folleto adjunto al producto, cuya entrega al momento de la venta será obligatoria.”.





b) Reemplázase, en el inciso segundo, la oración “química del producto no corresponde a la leyenda estampada en el envase.”, por “del producto no corresponde a la etiqueta autorizada.”.

2.- Modifícase el artículo 33 del modo siguiente:

-Intercalar a continuación del vocablo “almacenar,” la palabra “expender”.





-Sustituir la frase “destinados al consumo del hombre” por “destinado al uso o consumo humano”.

3.-  Reemplázase el artículo 34, por el siguiente:

“Artículo 34.- Los adquirentes o usuarios de plaguicidas deberán emplearlos de acuerdo con las normas técnicas señaladas en la etiqueta y, en su caso, en el folleto adjunto, adoptando las medidas  de seguridad en ella indicadas tanto en el uso como en la eliminación de residuos y destrucción de los envases vacíos, conforme a las normas legales y reglamentarias vigentes, respetando los plazos que deben transcurrir entre la última aplicación y la cosecha, y en el plazo correspondiente al período de reingreso de las personas y los animales a los sectores tratados, que al efecto fije el Servicio. Sólo con autorización expresa del Servicio podrá dárseles un uso distinto.

El Servicio podrá prohibir la utilización o venta de los vegetales que resulten contaminados con plaguicidas o con residuos de ellos superiores a los permitidos, o retenerlos temporalmente. Tratándose de vegetales sobre los cuales existan presunciones graves y precisas  de que se encuentran contaminados en los términos señalados en este inciso, el Director Regional podrá, por resolución fundada, adoptar las medidas anteriores.  Asimismo, se podrá ordenar la destrucción o el decomiso de los vegetales si las circunstancias así lo requieren.”.

4.- Sustitúyese el artículo 35, por el siguiente:

“Artículo 35.- Mediante resolución exenta, publicada en el Diario Oficial y fundada en razones técnicas o sanitarias, el Servicio podrá regular, restringir o prohibir la fabricación, importación, exportación, distribución, venta, tenencia y aplicación de plaguicidas.  Asimismo, por resolución fundada, el Servicio podrá ordenar la retención o comiso de plaguicidas prohibidos, no registrados o registrados que no cumplen con los requisitos que permitieron su autorización; en el caso de productos prohibidos o no registrados, adicionalmente, podrá ordenar la destrucción de los mismos.

Deberá mantenerse un archivo público actualizado, a lo menos semestralmente, que detalle los productos, prohibidos y registrados y, respecto de estos últimos, señale las menciones de su etiqueta o de su folleto adjunto.”.





5.- Reemplázase, en la parte final del artículo 36, la expresión “dos” por “cuatro”.

Artículo 2º.- Modifícase el Código Sanitario, contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 725, de 1968, de la siguiente forma:

1.- Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 87:

“También, deberá notificar las afecciones que puedan derivarse de intoxicaciones producidas por el uso de plaguicidas o productos fitosanitarios.”.

2.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 91:

“Un Reglamento establecerá la forma en que tendrán lugar las fumigaciones aéreas; las condiciones y restricciones de seguridad para la salud de las personas; la forma y oportunidad en que deba informarse de su realización a los trabajadores y vecinos, y las medidas de resguardo necesarias para evitar el acceso del público y de los trabajadores al lugar afectado en los plazos que, al efecto, determine la Autoridad Sanitaria.”.

3.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 92:

“Un Reglamento establecerá los requisitos y las condiciones de seguridad que deban cumplir los establecimientos de expendio de pesticidas.”.

Artículo 3º.- Modíficase el Código del Trabajo, en la forma que sigue:

1.- Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 92:

“El empleador deberá, en todo caso, prestar al trabajador que realice labores en las que tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios tóxicos, según clasificación de la Organización Mundial de la Salud contenida en Resolución del Ministerio de Salud, información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases vacíos, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada utilización.  Asimismo, deberá proporcionar al trabajador los implementos y medidas de seguridad necesarios para protegerse de ellos, como también  los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.”.

2.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 95, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:

“Asimismo, el empleador deberá prestar al trabajador que realice labores en las que tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios tóxicos, según clasificación de la Organización Mundial de la Salud contenida en Resolución del Ministerio de Salud, información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases vacíos, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada utilización.  Deberá proporcionar al trabajador, además los implementos y medidas de seguridad necesarios para protegerse de ellos, como también los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.”.

3.- Intercálase, en el inciso primero del articulo 184, entre la coma (,) que sucede a la palabra “trabajadores” y la expresión “manteniendo”, lo siguiente: “informando de los posibles riesgos y”.

4.- Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 184, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente.

“Los organismos administradores del seguro de la ley Nº 16.744, deberán informar a sus empresas afiliadas sobre los riesgos asociados al uso de pesticidas, plaguicidas y, en general, de productos fitosanitarios.”.

5.- Incorpórase, en el inciso primero del artículo 190, a continuación de la palabra “establecimientos”, la expresión “y faenas”.

6.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 190:

“Dicha visita podrá motivarse, también, en una denuncia realizada por cualquier persona que informe de la existencia de un hecho o circunstancia que ponga en grave riesgo la salud de los trabajadores.
Artículo 4º.- Intercálese, en el número 3 del artículo 66 de la ley Nº 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, entre la palabra “empresa” y el punto y coma (;) que le sucede, la oración siguiente: “y de cualquiera otra afección que afecte en forma reiterada o general a los trabajadores y sea presumible que tenga su origen en la utilización de productos fitosanitarios, químicos o nocivos para la salud”.”.

- - - 




Acordado en las sesiones celebradas los días 18 de mayo y 22 de junio de 2005, con la asistencia de los ex Senadores señores Marco Cariola Barroilhet, quien la presidía, Rafael Moreno Rojas y Mario Ríos Santander, y los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa y Jaime Naranjo Ortiz, y en las sesiones celebradas los días 2 y 16 de enero, 18 de marzo, 29 de abril y 17 de junio de 2008, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente) Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero, Jaime Naranjo Ortiz y Guillermo Vásquez Úbeda. 



Sala de la Comisión, 1 de julio de 2008.

(Fdo.): XIMENA BELMAR STEGMANN, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES EN LO RELATIVO A PROTECCIÓN DE TRABAJADORES Y LA COMUNIDAD RESPECTO DE UTILIZACIÓN DE PRODUCTOS FITOSANITARIOS 

(2596-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señora Adriana Muñoz D’Albora y señor Antonio Leal Labrín, del entonces Diputado y actual Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel, y del ex Diputado señor Leopoldo Sánchez Grunert. 


Cabe destacar que este proyecto fue discutido en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado, oportunamente, por la Sala del Senado.


Asimismo, se hace presente que esta iniciativa legal fue previamente informada por la Comisión de Agricultura, la cual fue autorizada por la Sala del Senado para discutir el proyecto en general y en particular, con motivo de su primer informe. 


De igual modo, se deja constancia que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, por la unanimidad de sus miembros presentes, resolvió discutir en particular sólo aquellas disposiciones del proyecto de ley en informe que tienen directa incidencia en materia laboral, según se detallará más adelante.

A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley, concurrió, además de sus integrantes, el asesor legislativo del Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Conforme a lo consignado en su informe por la Comisión de Agricultura, el presente proyecto de ley persigue, fundamentalmente, conciliar el incremento de la productividad económica con los avances internacionales en la protección del trabajador. Para tales efectos:


- Perfecciona el decreto ley N° 3.557, de 1981, que establece disposiciones de protección agrícola, al delimitar las facultades del Servicio Agrícola y Ganadero, en lo tocante a regular la fabricación, comercialización y aplicación de plaguicidas y productos fitosanitarios y homologar al régimen general de responsabilidad extracontractual, el plazo para deducir demandas por perjuicios derivados de la aplicación de plaguicidas.


- Confirma, por sendas modificaciones al Código Sanitario, las atribuciones del Ministerio de Salud para regular, por vía  reglamentaria, tanto las fumigaciones aéreas, sus condiciones y restricciones de seguridad para la salud de las personas como los requisitos y condiciones de seguridad exigibles a los expendios de pesticidas. Asimismo, impone el deber del médico tratante de notificar al Ministerio del ramo las afecciones que puedan derivarse de intoxicaciones producidas por el uso de plaguicidas o productos fitosanitarios. 


- Modifica el Código del Trabajo para reforzar el derecho a la información de los trabajadores agrícolas permanentes y transitorios que realicen labores que supongan contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios tóxicos, según clasificación de la OMS, contenida en resolución del Ministerio de Salud; además, establece el deber de las mutuales de seguridad de informar a sus empresas afiliadas sobre los riesgos asociados al uso de aquellos productos.


- Finalmente, incorpora una enmienda a la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con la finalidad de facultar a los comités paritarios de higiene y seguridad para investigar, además de las causas de los siniestros laborales que se produzcan en la empresa, cualquiera otra afección que afecte en forma reiterada o general a los trabajadores y cuyo origen presumible sea la utilización de productos fitosanitarios, químicos o nocivos para la salud.
- - -

ANTECEDENTES


Respecto a los antecedentes jurídicos del proyecto, así como a los de hecho, este informe hace suyos los vertidos en el informe de la Comisión de Agricultura, y se remite íntegramente a ellos.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Tras el análisis de la iniciativa legal en informe, los miembros de la Comisión compartieron el objetivo perseguido por la misma, dado el innegable beneficio que representa la normativa propuesta para la protección de la salud, tanto de los trabajadores como de la comunidad en general. 


Conforme a lo anterior, la Comisión estimó pertinente aprobar la idea de legislar en esta materia, atendida la importancia que ella reviste, especialmente porque busca conciliar la protección de la salud con el desarrollo e incremento de la productividad económica.

- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

El proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, consta de seis artículos permanentes, mediante los cuales se contemplan diversas modificaciones a los siguientes cuerpos legales: el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece normas sobre protección agrícola, el Código Sanitario, el Código del Trabajo, la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, la ley Nº 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y la ley Nº 18.469, que regula el ejercicio del derecho constitucional a la protección de la salud y crea un régimen de prestaciones de salud.


Durante el estudio de la iniciativa legal ante la Comisión de Agricultura del Senado, fueron presentadas dos indicaciones a su respecto. Una de ellas, corresponde a una indicación sustitutiva del proyecto de ley, presentada por Su Excelencia la señora Presidenta de la República, consultando un nuevo texto de ley compuesto de cuatro disposiciones. La otra indicación formulada, es de autoría parlamentaria.


El texto legal propuesto por la Comisión de Agricultura en su informe -sobre el cual se pronuncia vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social-, consta de cuatro artículos permanentes modificatorios de los siguientes cuerpos normativos: el citado decreto ley Nº 3.557, de 1981, el Código Sanitario, el Código del Trabajo y la ley Nº 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


Tal como se señaló anteriormente, la Comisión de Trabajo y Previsión Social, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó discutir en particular sólo las normas de la iniciativa legal en estudio que tienen una directa incidencia en materia laboral. Conforme a ello, resolvió pronunciarse respecto de los artículos 1º, Nº 5, 3º y 4º, del texto propuesto por la Comisión de Agricultura.


En virtud de lo anterior, y sólo respecto de las disposiciones mencionadas más arriba, se efectúa a continuación, en el orden del articulado del proyecto -que se describe-, una relación de las indicaciones presentadas ante la Comisión de Agricultura al texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados -en lo que corresponda-, de los acuerdos adoptados por dicha Comisión -en lo pertinente-, y de lo resuelto por vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social: 
Artículo 1º

De conformidad al texto aprobado en el primer trámite constitucional, este artículo modifica el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece normas sobre protección agrícola. Para tales efectos, mediante cuatro numerales, introduce enmiendas en sus artículos 32, 34, 35 y 36.


La indicación sustitutiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, en lo pertinente, propone sustituir en su totalidad el Párrafo 1º, del Título III, del citado decreto ley, el cual comprende los artículos 32 a 36. 

Número 4

(Pasa a ser Número 5)

Según el proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, este numeral establece lo siguiente:


“4.- Reemplázase, en la parte final del artículo 36, la expresión “dos” por “cinco”.”.

El artículo 36 que se propone modificar, señala textualmente:


“Artículo 36.- Si al aplicar plaguicidas se causaren daños a terceros, ya sea en forma accidental o como consecuencia inevitable de la aplicación, éstos podrán demandar judicialmente la indemnización de perjuicios correspondiente dentro del plazo de un año contado desde que se detecten los daños. En todo caso, no podrán ejercerse estas acciones una vez que hayan transcurrido dos años desde la aplicación del plaguicida.”.

La indicación sustitutiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República reproduce la referida propuesta en el texto que consulta para el artículo 36.


La Comisión de Agricultura rechazó tanto la indicación del Ejecutivo en lo que a este precepto se refiere, como el numeral 4, en lo pertinente, aprobado en el primer trámite constitucional. Asimismo, acordó modificar en el artículo 36 en comento, la expresión “dos” por “cuatro”, a fin de aumentar el plazo de prescripción que dicha norma contempla. Para ello, reemplazó el número 4 en análisis, por otro que, pasando a ser 5 -tras la incorporación de un numeral anterior-, es del siguiente tenor:


“5.- Reemplázase, en la parte final del artículo 36, la expresión “dos” por “cuatro”.”.


El Honorable Senador señor Letelier, en su calidad de coautor del proyecto de ley en estudio, hizo presente que esta iniciativa legal contempla un conjunto de disposiciones relativas a la seguridad y a la protección de la salud de las personas y de la comunidad en general. Así, por ejemplo, consagra normas que regulan el etiquetado de los productos o las condiciones de seguridad bajo las cuales deben efectuarse las fumigaciones aéreas. Destacó la relevancia de incorporar tales disposiciones en nuestra legislación, no sólo en pro del objetivo trazado por el proyecto de ley, sino que también por su contribución a la efectiva protección de la vida y la seguridad de las personas.


En cuanto a la disposición en comento y de la modificación propuesta a su respecto, señaló que es importante emitir un pronunciamiento conforme, toda vez que se trata de una norma que dice relación con el período de tiempo máximo de que disponen los terceros afectados para ejercer la acción indemnizatoria en el evento de haber sufrido daños por la aplicación de plaguicidas. Se trata, pues, del plazo de prescripción que contempla la ley para el ejercicio de un derecho y, en este caso, es el derecho a ser resarcido ante los efectos nocivos derivados de la utilización de productos plaguicidas.


El Honorable Senador señor Allamand expresó que el referido plazo, de acuerdo a la modificación propuesta, se ampliaría a cuatro años, en lugar de los dos años que actualmente contempla la ley. 


Los miembros de la Comisión tuvieron presente que esta enmienda fue acordada en la Comisión de Agricultura a fin de homologar el referido plazo de prescripción al régimen del derecho común sobre la materia, razón por la cual se desestimó la propuesta contenida tanto en el proyecto de ley original como en la indicación sustitutiva del Ejecutivo, ya que ambas consideraban un término de cinco años para tales efectos. Si bien la idea era incrementar dicho plazo, para ello bastaba con igualarlo al régimen general de prescripción.


- Puesto en votación el número 4, que pasa a ser numeral 5, del artículo 1º del proyecto de ley propuesto por la Comisión de Agricultura, fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto.

Artículo 3º

De acuerdo al texto aprobado en el primer trámite constitucional, esta norma modifica, mediante cinco numerales, los artículos 92, 95, 184 y 190 del Código del Trabajo.


La indicación sustitutiva del Ejecutivo propone, en cuatro numerales, enmendar las mismas disposiciones. 


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que la mencionada indicación sustitutiva del Ejecutivo, en lo que a este artículo se refiere, se estructuró sobre la base de modificar, en primer término, las normas relativas a los contratos de los trabajadores agrícolas, tanto permanentes como temporales. Posteriormente, se contempla una disposición sobre el deber general de protección de los trabajadores y, finalmente, se considera un precepto referido a las funciones del Comité Paritario de Higiene y Seguridad.


Cabe señalar que la Comisión de Agricultura acordó modificar el encabezado del artículo 3º en comento, eliminando del texto original del proyecto, la mención al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, manteniendo en la norma sólo la referencia a este último.

Número 1


Incorpora un nuevo inciso segundo al artículo 92 del Código del Trabajo.


El texto contemplado al efecto en el proyecto despachado por la Cámara de Diputados, es el siguiente:


“1.- Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 92:


“El empleador deberá, en todo caso, prestar al trabajador que realice labores en las que directa o indirectamente tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios, información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada o excesiva utilización. Asimismo, deberá proporcionar al trabajador los implementos y medidas de seguridad necesarios para protegerse de ellos y para el cuidado de su higiene personal, como también los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.”.”.

El citado artículo 92 del Código laboral, dispone literalmente lo que sigue:


“Artículo 92. En el contrato de los trabajadores permanentes, se entenderá siempre incluida la obligación del empleador de proporcionar al trabajador y su familia habitación higiénica y adecuada, salvo que éste ocupe o puede ocupar una casa habitación en un lugar que, atendida la distancia y medios de comunicación, le permita desempeñar sus labores.”.


La indicación sustitutiva del Ejecutivo propone para este numeral, el mismo texto aprobado en el primer trámite constitucional, pero con dos modificaciones que perfeccionan su redacción. Por una parte, especifica que la información que se proporcione sobre la eliminación de envases, deberá estar referida a los envases “vacíos”. Por la otra, elimina la referencia a la excesiva utilización de pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios, haciendo sólo mención al uso inadecuado de los mismos, para los efectos de informar los síntomas a que dicha utilización puede dar lugar.


La Comisión de Agricultura aprobó, con modificaciones, la indicación del Ejecutivo en lo relativo a este numeral. Asimismo, aprobó, con modificaciones, el número 1 del artículo 3º del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, para establecer como tal el que sigue:


“1.- Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 92:


“El empleador deberá, en todo caso, prestar al trabajador que realice labores en las que tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios tóxicos, según clasificación de la Organización Mundial de la Salud contenida en Resolución del Ministerio de Salud, información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases vacíos, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada utilización.  Asimismo, deberá proporcionar al trabajador los implementos y medidas de seguridad necesarios para protegerse de ellos, como también  los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.”.”.


El Honorable Senador señor Letelier consultó si existen pesticidas o plaguicidas que no tengan el carácter de tóxicos. Apuntó que, tratándose de esta clase de productos, la toxicidad en muchos casos dice relación con el volumen que se aplica de los mismos.


El Honorable Senador señor Allamand señaló que este tema fue revisado por la Comisión de Agricultura, en la cual, junto a los especialistas invitados, se discutió in extenso qué se entiende por pesticida, plaguicida y, en general, por este tipo de productos. Recordó que, finalmente, se estimó pertinente hacer una referencia expresa en la ley a la clasificación de productos tóxicos efectuada por la Organización Mundial de la Salud (OMS) y contenida en una resolución del Ministerio de Salud.


Sobre el particular, la Comisión tuvo a la vista el informe de la Comisión de Agricultura, el cual consigna que el Ministerio de Salud explicó que, de acuerdo con la OMS, los productos fitosanitarios se clasifican en cuatro grupos, de los cuales, el I corresponde a los tóxicos, el II, a los de peligro moderado, el III, a los poco peligrosos y, el IV, a los que normalmente no constituyen peligro.


El Honorable Senador señor Letelier aclaró que su inquietud apunta a los casos más extremos, por ejemplo, aquellos en los que es muy difícil definir la toxicidad. Para graficarlo, mencionó el caso del sulfato, el cual si bien probablemente no es un producto tóxico propiamente tal, a la postre, podría ser dañino para la salud, especialmente por las afecciones de tipo oftalmológico a que puede dar lugar. Acotó que su consulta, entonces, es si se garantiza de modo suficiente la salud de los trabajadores, resguardando, por ejemplo, que dispondrán de los implementos de seguridad pertinentes.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social respondió afirmativamente, particularmente por dos razones. En primer término, precisó, la clasificación de productos tóxicos de la OMS figura en una resolución del Ministerio de Salud. Para tales efectos, la autoridad sanitaria tiene la obligación de mantener actualizado el registro de sustancias tóxicas, considerando éstas, además, como todas aquellas cuya toxicidad -mayor o menor según el criterio de clasificación de la OMS-, pudiera llegar a causar un daño a la salud. En segundo lugar, agregó, se establece la obligación de las mutuales de seguridad de monitorear y mantener al día en las empresas afiliadas, la información relativa a todas las sustancias tóxicas existentes, reconocidas en un sentido amplio y general, más allá de las cuatro categorías contempladas por la OMS.


- Finalmente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto, aprobó, sin enmiendas, el numeral 1 del artículo 3º del proyecto de ley despachado por la Comisión de Agricultura.
Número 2


La Cámara de Diputados aprobó como tal el siguiente:


“2.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 95:


“Asimismo, el empleador deberá prestar al trabajador que realice labores en las que directa o indirectamente tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios, información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada o excesiva utilización. Deberá proporcionar al trabajador, además, los implementos y medidas de seguridad necesarios para protegerse de ellos y para el cuidado de su higiene personal, como también los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.”.”.

El artículo 95 en referencia, dispone textualmente:


“Artículo 95. En el contrato de los trabajadores transitorios o de temporada, se entenderá siempre incluida la obligación del empleador de proporcionar al trabajador condiciones adecuadas e higiénicas de alojamiento, de acuerdo a las características de la zona, condiciones climáticas y demás propias de la faena de temporada de que se trate, salvo que éste acceda o pueda acceder a su residencia o a un lugar de alojamiento adecuado e higiénico que, atendida la distancia y medios de comunicación, le permita desempeñar sus labores. 


En las faenas de temporada, el empleador deberá proporcionar a los trabajadores, las condiciones higiénicas y adecuadas que les permitan mantener, preparar y consumir los alimentos. En el caso que, por la distancia o las dificultades de transporte no sea posible a los trabajadores adquirir sus alimentos, el empleador deberá, además, proporcionárselos.

En el caso que entre la ubicación de las faenas y el lugar donde el trabajador aloje o pueda alojar de conformidad al inciso primero de este artículo, medie una distancia igual o superior a tres kilómetros y no existiesen medios de transporte público, el empleador deberá proporcionar entre ambos puntos los medios de movilización necesarios, que reúnan los requisitos de seguridad que determine el reglamento.


Las obligaciones que establece este artículo son de costo del empleador y no serán compensables en dinero ni constituirán en ningún caso remuneración.”.

La indicación sustitutiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República propone como numeral 2, el mismo texto aprobado por la Cámara de Diputados, con dos modificaciones de redacción, las cuales corresponden a las ya reseñadas al analizar el numeral anterior, esto es, las enmiendas para incorporar en la norma una mención a los envases vacíos y para suprimir la referencia a la utilización excesiva de productos fitosanitarios.


La Comisión de Agricultura aprobó, con modificaciones, la indicación del Ejecutivo en lo relativo a este numeral. Asimismo, aprobó, con modificaciones el número 2 del artículo 3º del proyecto despachado en el primer trámite constitucional, para contemplar como tal el que sigue:


“2.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 95, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:


“Asimismo, el empleador deberá prestar al trabajador que realice labores en las que tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios tóxicos, según clasificación de la Organización Mundial de la Salud contenida en Resolución del Ministerio de Salud, información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases vacíos, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada utilización.  Deberá proporcionar al trabajador, además los implementos y medidas de seguridad necesarios para protegerse de ellos, como también los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.”.”.

El Honorable Senador señor Letelier apuntó que, respecto de este número 2, las modificaciones propuestas corresponden a las mismas contempladas para el numeral anterior, estableciendo idéntica norma de protección, pero esta vez, respecto de los trabajadores transitorios o de temporada.


- Conforme a lo anterior, el numeral 2 del artículo 3° del proyecto despachado por la Comisión de Agricultura, fue aprobado, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto.

Número 3


El texto aprobado por la Cámara de Diputados, contempla este numeral con el siguiente tenor:


“3.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 184, entre la coma (,) que sucede a la palabra “trabajadores” y la expresión “manteniendo”, lo siguiente: “informando de los posibles riesgos y”.”.

El artículo 184 del Código del Trabajo, sobre el cual recae la modificación, se refiere a las medidas de seguridad que deben adoptarse para la protección eficaz de la vida y salud de los trabajadores. Prescribe literalmente lo siguiente:


“Artículo 184. El empleador estará obligado a tomar todas las medidas necesarias para proteger eficazmente la vida y salud de los trabajadores, manteniendo las condiciones adecuadas de higiene y seguridad en las faenas, como también los implementos necesarios para prevenir accidentes y enfermedades profesionales.


Deberá asimismo prestar o garantizar los elementos necesarios para que los trabajadores en caso de accidente o emergencia puedan acceder a una oportuna y adecuada atención médica, hospitalaria y farmacéutica.


Corresponderá también a la Dirección del Trabajo fiscalizar el cumplimiento de normas de higiene y seguridad en el trabajo, en los términos señalados en el artículo 191, sin perjuicio de las facultades conferidas a otros servicios del Estado en virtud de las leyes que los rigen. 


La Dirección del Trabajo deberá poner en conocimiento del respectivo Organismo Administrador de la ley Nº 16.744, todas aquellas infracciones o deficiencias en materia de higiene y seguridad, que se constaten en las fiscalizaciones que se practiquen a las empresas. Copia de esta comunicación deberá remitirse a la Superintendencia de Seguridad Social.


El referido Organismo Administrador deberá, en el plazo de 30 días contado desde la notificación, informar a la Dirección del Trabajo y a la Superintendencia de Seguridad Social, acerca de las medidas de seguridad específicas que hubiere prescrito a la empresa infractora para corregir tales infracciones o deficiencias. Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social velar por el cumplimiento de esta obligación por parte de los Organismos Administradores.”.

La indicación sustitutiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República reproduce la modificación propuesta por la Cámara de Diputados para el artículo 184 citado.


La Comisión de Agricultura aprobó, sin enmiendas, tanto la indicación en referencia, como el numeral 3 del artículo 3º del proyecto de ley despachado en el primer trámite constitucional.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que la modificación propuesta tiene por finalidad incorporar, entre las obligaciones del empleador en materia de seguridad y protección, la de informar acerca de los posibles riesgos a que están expuestos los trabajadores. Ello, acotó, es una manifestación y una concreción del denominado “derecho a saber”.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto, aprobó, sin enmiendas, el número 3 del artículo 3° del proyecto de ley propuesto por la Comisión de Agricultura.
o o o

Número 4, nuevo


La Comisión de Agricultura incorporó como tal el que sigue: 


“4.- Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 184, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente.


“Los organismos administradores del seguro de la ley Nº 16.744, deberán informar a sus empresas afiliadas sobre los riesgos asociados al uso de pesticidas, plaguicidas y, en general, de productos fitosanitarios.”.”.


Es dable señalar que el artículo 184 del Código laboral fue precedentemente transcrito con motivo del análisis del numeral anterior.


Asimismo, cabe hacer presente que la Comisión de Agricultura consultó este número 4, nuevo, aprobando para ello, sin enmiendas, la indicación presentada por los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Naranjo y Vásquez.


Los miembros de la Comisión tuvieron a la vista lo consignado por la Comisión de Agricultura en su informe, en cuanto a la pertinencia de establecer en forma expresa en la ley, la obligación de los organismos administradores del seguro de la ley N° 16.744, de informar a sus empresas afiliadas sobre los riesgos asociados al uso de productos tales como pesticidas o plaguicidas. Ello, aun cuando en la práctica, tanto las mutuales de seguridad como el Instituto de Normalización Previsional, proporcionan dicha información en la actualidad. Sin embargo, se estimó útil incorporar una norma que explicite legalmente dicho deber.


El Honorable Senador señor Letelier consultó en qué consiste específicamente la obligación en referencia, porque el problema de desinformación se registra, en verdad, a la inversa. Advirtió que, según lo demuestra la realidad, en muchos casos las empresas no informan sobre las intoxicaciones que sufren sus trabajadores y éstos, en lugar de ser derivados a una mutual de seguridad, son enviados a un consultorio o a un hospital para recibir atención médica.

El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social explicó que este deber se establece respecto de los organismos administradores del seguro de la ley N° 16.744, para informar a sus empresas afiliadas acerca de los riesgos que involucra el uso de productos fitosanitarios. Ahora bien, añadió, esta obligación se vincula directamente con la facultad que tienen las mutuales de seguridad para fiscalizar que esta información efectivamente llegue a los trabajadores, lo cual es una expresión más del derecho a saber que asiste a estos últimos. Es decir, con ello, este deber de informar pasa a formar parte también de las obligaciones que pesan sobre el empleador en este ámbito.


Sin embargo, agregó, si ante el acaecimiento de una intoxicación, el empleador no denuncia el hecho a la entidad respectiva y recurre a un hospital en lugar de una mutual de seguridad para la atención de los trabajadores, a fin de no aumentar el índice de siniestralidad de su empresa, el problema que se evidencia en tal caso es más bien de fiscalización, tema en el cual, no obstante, se han alcanzado ciertos avances, aunque en algunos sectores más que en otros.


El Honorable Senador señor Letelier añadió que, sin perjuicio de lo anterior, esta iniciativa legal contempla, además, la obligación del médico que constate afecciones que puedan derivarse de intoxicaciones por el uso de plaguicidas o productos fitosanitarios, de notificarlas al Servicio Nacional de Salud. Ello, sin duda, representa una alternativa para sortear la dificultad en referencia.


- Puesto en votación el número 4, nuevo, del artículo 3° del proyecto despachado por la Comisión de Agricultura, fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto.

o o o

Número 4

(Pasa a ser Número 5)

De acuerdo al texto despachado por la Cámara de Diputados, este numeral es del siguiente tenor:


“4.- Incorpórase, en el inciso primero del artículo 190, a continuación de la palabra “establecimientos”, la expresión “y faenas”.”.

El artículo 190 al que se hace mención, dispone textualmente lo siguiente:


“Artículo 190. Los Servicios de Salud fijarán en cada caso las reformas o medidas mínimas de higiene y seguridad que los trabajos y la salud de los trabajadores aconsejen. Para este efecto podrán disponer que funcionarios competentes visiten los establecimientos respectivos en las horas y oportunidades que estimen conveniente, y fijarán el plazo dentro del cual deben efectuarse esas reformas o medidas.”.


La indicación sustitutiva del Ejecutivo reproduce la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.


La Comisión de Agricultura aprobó, sin enmiendas, tanto la indicación en referencia como el número 4 despachado en el primer trámite constitucional, el cual, en iguales términos, pasa a ser número 5, tras la incorporación del numeral anterior.


Por su parte, los miembros de la Comisión de Trabajo y Previsión Social coincidieron en la pertinencia de la modificación propuesta, toda vez que esclarece que las visitas que efectúen los funcionarios del Servicio Nacional de Salud para definir las reformas o medidas mínimas de higiene y seguridad que deban adoptarse, podrán ser dispuestas no sólo en relación a los establecimientos correspondientes, sino que también respecto del lugar donde se ejecuten las faenas.


- Por consiguiente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto, aprobó, sin modificaciones, el número 4, que pasa a ser número 5, del artículo 3° del proyecto de ley propuesto por la Comisión de Agricultura.

Número 5

(Pasa a ser Número 6)

El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados contempla este numeral en los siguientes términos:


“5.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 190:


“Dicha visita podrá motivarse, también, en una denuncia escrita, fundada, realizada por cualquier persona que informe de la existencia de un hecho o circunstancia que ponga en grave riesgo la salud de los trabajadores, pudiendo, en este caso, de comprobarse la efectividad del peligro, decretarse, además de las medidas señaladas en el inciso anterior, la suspensión inmediata de las faenas, hasta que sea superada la situación de emergencia. Deberá cautelarse la confidencialidad de la presentación. El uso malicioso de esta norma será constitutivo de delito.”.”.

El artículo 190 fue transcrito anteriormente, a propósito del examen del numeral precedente.


La indicación sustitutiva del Ejecutivo propone similar enmienda, con la sola diferencia de reemplazar la frase “efectividad del peligro” por “efectividad del riesgo”.


La Comisión de Agricultura aprobó, con modificaciones, la indicación en referencia en lo que a este numeral respecta. Asimismo, aprobó con enmiendas el número 5 despachado en el primer trámite constitucional, el cual pasa a ser número 6, con el siguiente texto:


“6.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 190:


“Dicha visita podrá motivarse, también, en una denuncia realizada por cualquier persona que informe de la existencia de un hecho o circunstancia que ponga en grave riesgo la salud de los trabajadores.”.”.


El Honorable Senador señor Allamand recordó que, cuando se revisó esta norma ante la Comisión de Agricultura, se estimó necesario eliminar la exigencia de una denuncia escrita y fundada para dar lugar a una visita del Servicio Nacional de Salud, toda vez que ello podría inhibir a las personas para formular tales denuncias. En efecto, explicó, exigir un acto formal, por escrito y fundado, para informar la existencia de un hecho o circunstancia que ponga en grave riesgo la salud de los trabajadores, podría significar, a la postre, que las personas se abstengan de denunciar, ante el temor de eventuales represalias o, incluso, de ser despedidas. 


Por consiguiente, acotó, en resguardo de la confidencialidad que resulta necesaria, se optó por establecer que la visita en cuestión podrá estar motivada en la “denuncia realizada” por cualquier persona que informe los hechos respectivos.


Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier consultó si la facultad del Servicio Nacional de Salud para disponer medidas una vez comprobada la efectividad del peligro, se encuentra contemplada en alguna otra norma legal. Lo anterior, por cuanto ello explicaría que haya sido eliminada del numeral en comento.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que, efectivamente, dicha facultad ya existe en nuestra legislación, de manera que resulta innecesario contemplarla en esta disposición.


- Puesto en votación el número 5, que pasa a ser número 6, del artículo 3° del proyecto de ley despachado por la Comisión de Agricultura, fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto.

Artículo 5º

(Pasa a ser Artículo 4º)

El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, mediante este precepto modifica el artículo 66 de la ley Nº 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.


Al efecto, intercala, en el número 3 de dicho artículo, entre la palabra “empresa” y el punto y coma (;) que le sucede, la oración siguiente: “y de cualquiera otra afección que afecte en forma reiterada o general a los trabajadores y sea presumible que tenga su origen en la utilización de productos fitosanitarios, químicos o nocivos para la salud”.


El referido artículo 66 establece que, en toda industria o faena en que trabajen más de 25 personas, deberán funcionar uno o más Comités Paritarios de Higiene y Seguridad. Asimismo, dicho precepto describe las funciones que corresponden al referido Comité. En lo que respecta a este informe, el número 3 de la norma, dispone:


“3.- Investigar las causas de los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, que se produzcan en la empresa;”.


La indicación sustitutiva del Ejecutivo consulta la misma enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, pero como artículo 4º, sin otra modificación.


La Comisión de Agricultura aprobó, sin modificaciones, la referida indicación del Ejecutivo y, consecuencialmente, aprobó el artículo 5º del proyecto de ley despachado en el primer trámite constitucional, con la sola enmienda de contemplarlo como artículo 4º, tras la eliminación de un precepto anterior.


El asesor del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que esta modificación que se introduce al artículo 66 en comento, no hace más que explicitar en la ley una facultad que hoy día, tácitamente, ejerce el Comité Paritario de Higiene y Seguridad. Explicó que dicho Comité, en su carácter de tal, detenta amplias atribuciones, especialmente en materia de prevención de riesgos, y sus acuerdos son vinculantes al interior de la empresa. Enfatizó que la norma propuesta viene a precisar las facultades de este órgano para los efectos de investigar las causas de las afecciones que afecten a los trabajadores y que, presumiblemente, se deriven de la utilización de productos fitosanitarios, químicos o nocivos para la salud.


De esta manera, ante un hecho de tal naturaleza, la investigación que el Comité realice se encuadrará en el marco de las facultades que le son conferidas por ley y no podrá invocarse, para eludir la responsabilidad, la circunstancia de haber actuado éste al margen de sus atribuciones legales.


En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Letelier observó que la norma en análisis utiliza una terminología distinta a la que figura en el restante texto de la iniciativa legal. En efecto, puntualizó, las otras disposiciones del proyecto se han referido a los pesticidas, a los plaguicidas y, en general, a los productos fitosanitarios. El precepto que revisamos, en cambio, hace mención a los productos fitosanitarios, químicos o nocivos para la salud. Consultó la razón de ello, especialmente si se traduce en algún efecto en particular.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social aclaró que, si bien es efectivo que se aplican expresiones distintas, se trata, en verdad, de una nomenclatura más amplia, omnicomprensiva tanto de plaguicidas como de pesticidas, toda vez que la norma no sólo alude a productos fitosanitarios, sino que, en general, a productos químicos o nocivos para la salud. Ello importa, acotó, que para estos efectos, la norma alcanzaría a una gama mayor de sustancias eventualmente dañinas.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto, aprobó, sin enmiendas, el artículo 5°, que pasa a ser artículo 4°, del proyecto de ley propuesto por la Comisión de Agricultura.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Comisión de Agricultura en su primer informe, y que vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social os propone también aprobar:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Modifícase el decreto ley Nº 3.557, de 1981, que establece normas sobre protección agrícola, del modo que sigue:

1.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 32:

a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 32.- Todo plaguicida deberá distribuirse en envases sellados, en el tipo de recipiente aprobado para el producto de que se trate y con etiquetas en que se indique en español, en forma indeleble, la composición del producto, las instrucciones para su uso correcto y seguro, la forma de eliminar los envases vacíos, las precauciones que deban adoptarse, el nombre del fabricante o importador, y las demás menciones que se establezcan por resolución del Servicio.  El Servicio podrá autorizar que parte de la información de la etiqueta, se incluya en un folleto adjunto al producto, cuya entrega al momento de la venta será obligatoria.”.





b) Reemplázase, en el inciso segundo, la oración “química del producto no corresponde a la leyenda estampada en el envase.”, por “del producto no corresponde a la etiqueta autorizada.”.

2.- Modifícase el artículo 33 del modo siguiente:

-Intercalar a continuación del vocablo “almacenar,” la palabra “expender”.





-Sustituir la frase “destinados al consumo del hombre” por “destinado al uso o consumo humano”.

3.- Reemplázase el artículo 34, por el siguiente:

“Artículo 34.- Los adquirentes o usuarios de plaguicidas deberán emplearlos de acuerdo con las normas técnicas señaladas en la etiqueta y, en su caso, en el folleto adjunto, adoptando las medidas  de seguridad en ella indicadas tanto en el uso como en la eliminación de residuos y destrucción de los envases vacíos, conforme a las normas legales y reglamentarias vigentes, respetando los plazos que deben transcurrir entre la última aplicación y la cosecha, y en el plazo correspondiente al período de reingreso de las personas y los animales a los sectores tratados, que al efecto fije el Servicio. Sólo con autorización expresa del Servicio podrá dárseles un uso distinto.

El Servicio podrá prohibir la utilización o venta de los vegetales que resulten contaminados con plaguicidas o con residuos de ellos superiores a los permitidos, o retenerlos temporalmente. Tratándose de vegetales sobre los cuales existan presunciones graves y precisas  de que se encuentran contaminados en los términos señalados en este inciso, el Director Regional podrá, por resolución fundada, adoptar las medidas anteriores.  Asimismo, se podrá ordenar la destrucción o el decomiso de los vegetales si las circunstancias así lo requieren.”.

4.- Sustitúyese el artículo 35, por el siguiente:

“Artículo 35.- Mediante resolución exenta, publicada en el Diario Oficial y fundada en razones técnicas o sanitarias, el Servicio podrá regular, restringir o prohibir la fabricación, importación, exportación, distribución, venta, tenencia y aplicación de plaguicidas.  Asimismo, por resolución fundada, el Servicio podrá ordenar la retención o comiso de plaguicidas prohibidos, no registrados o registrados que no cumplen con los requisitos que permitieron su autorización; en el caso de productos prohibidos o no registrados, adicionalmente, podrá ordenar la destrucción de los mismos.

Deberá mantenerse un archivo público actualizado, a lo menos semestralmente, que detalle los productos, prohibidos y registrados y, respecto de estos últimos, señale las menciones de su etiqueta o de su folleto adjunto.”.





5.- Reemplázase, en la parte final del artículo 36, la expresión “dos” por “cuatro”.

Artículo 2º.- Modifícase el Código Sanitario, contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 725, de 1968, de la siguiente forma:

1.- Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 87:

“También, deberá notificar las afecciones que puedan derivarse de intoxicaciones producidas por el uso de plaguicidas o productos fitosanitarios.”.

2.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 91:

“Un Reglamento establecerá la forma en que tendrán lugar las fumigaciones aéreas; las condiciones y restricciones de seguridad para la salud de las personas; la forma y oportunidad en que deba informarse de su realización a los trabajadores y vecinos, y las medidas de resguardo necesarias para evitar el acceso del público y de los trabajadores al lugar afectado en los plazos que, al efecto, determine la Autoridad Sanitaria.”.

3.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 92:

“Un Reglamento establecerá los requisitos y las condiciones de seguridad que deban cumplir los establecimientos de expendio de pesticidas.”.

Artículo 3º.- Modíficase el Código del Trabajo, en la forma que sigue:

1.- Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 92:

“El empleador deberá, en todo caso, prestar al trabajador que realice labores en las que tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios tóxicos, según clasificación de la Organización Mundial de la Salud contenida en Resolución del Ministerio de Salud, información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases vacíos, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada utilización.  Asimismo, deberá proporcionar al trabajador los implementos y medidas de seguridad necesarios para protegerse de ellos, como también  los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.”.

2.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 95, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:

“Asimismo, el empleador deberá prestar al trabajador que realice labores en las que tenga contacto con pesticidas, plaguicidas o productos fitosanitarios tóxicos, según clasificación de la Organización Mundial de la Salud contenida en Resolución del Ministerio de Salud, información suficiente sobre su correcto uso y manipulación, eliminación de residuos y envases vacíos, riesgos derivados de su exposición y acerca de los síntomas que pudiere presentar y que revelen su inadecuada utilización.  Deberá proporcionar al trabajador, además los implementos y medidas de seguridad necesarios para protegerse de ellos, como también los productos de aseo indispensables para su completa remoción y que no fueren los de uso corriente.”.

3.- Intercálase, en el inciso primero del articulo 184, entre la coma (,) que sucede a la palabra “trabajadores” y la expresión “manteniendo”, lo siguiente: “informando de los posibles riesgos y”.

4.- Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 184, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente.

“Los organismos administradores del seguro de la ley Nº 16.744, deberán informar a sus empresas afiliadas sobre los riesgos asociados al uso de pesticidas, plaguicidas y, en general, de productos fitosanitarios.”.

5.- Incorpórase, en el inciso primero del artículo 190, a continuación de la palabra “establecimientos”, la expresión “y faenas”.

6.- Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 190:

“Dicha visita podrá motivarse, también, en una denuncia realizada por cualquier persona que informe de la existencia de un hecho o circunstancia que ponga en grave riesgo la salud de los trabajadores.”.
Artículo 4º.- Intercálese, en el número 3 del artículo 66 de la ley Nº 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, entre la palabra “empresa” y el punto y coma (;) que le sucede, la oración siguiente: “y de cualquiera otra afección que afecte en forma reiterada o general a los trabajadores y sea presumible que tenga su origen en la utilización de productos fitosanitarios, químicos o nocivos para la salud”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 3 de septiembre de 2008, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel y Pedro Muñoz Aburto.

Sala de la Comisión, a 8 de septiembre de 2008.

(Fdo.): MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ESPINA, ALLAMAND, CHADWICK, GARCÍA Y LARRAÍN, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.216 CON EL FIN DE ESTABLECER QUE LA MEDIDA ALTERNATIVA DE RECLUSIÓN NOCTURNA NO PODRÁ TENERSE POR CUMPLIDA SI NO LO HA SIDO EFECTIVAMENTE

(6073-07)

Honorable Senado:

1.- La Ley N° 18.216 establece un conjunto de medidas alternativas a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad. Su finalidad es favorecer la reinserción del sujeto que ha sido condenado por un delito de baja penalidad evitando los posibles efectos criminógenos de su encarcelamiento.
2.- Entre esas medidas se encuentra la reclusión nocturna que consiste en el encierro del condenado en establecimientos especiales, desde las 22 horas de cada día hasta las 6 horas del día siguiente. En el contexto de la Ley N° 18.216, la medida de reclusión nocturna tiene las siguientes particularidades: primero, es la única que implica una privación efectiva de libertad aunque parcial en el tiempo; y, segundo, es posible concederla a condenados reincidentes, lo que no ocurre tratándose de la remisión condicional y la libertad vigilada.
3.- Por tratarse de beneficios alternativos a la pena que establece la ley para el delito, su incumplimiento se traduce en la revocación de la misma por el Juez, debiendo el condenado cumplir efectivamente el resto de la pena impuesta (artículo 27 Ley 18.216).

4.- Sin embargo, existe jurisprudencia contradictoria en la aplicación de lo dispuesto por el artículo 28 de la Ley 18 .216.  Aunque la jurisprudencia más relevante considera que no es posible tener por cumplida la reclusión nocturna a un sujeto condenado que jamás se presentó a cumplir tal medida, existen jueces que han resuelto de manera inversa, y han rechazado la solicitud de revocación de dicho beneficio respecto de sujetos que jamás se presentaron a iniciar el cumplimiento y se dieron, sencillamente, a la fuga.
5.- Por lo tanto, con el objeto de fortalecer el cumplimiento de la medida de reclusión nocturna, cuya naturaleza es distinta a la remisión condicional de la pena y la libertad vigilada, es necesario incorporar una norma que establezca, de manera expresa., que no podrá tenerse por cumplida la primera medida mencionada si el sujeto condenado beneficiario de la misma no ha dado inicio siquiera a tal cumplimiento
En mérito de lo expuesto, venimos en presentar el siguiente Proyecto de Reforma Legal:
Proyecto de ley:

Artículo único:

 Agréguese a continuación del punto final del artículo 28 de la Ley N° 18,216, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:
"Con todo, tratándose de la reclusión nocturna, el condenado deberá haber cumplido efectivamente la medida alternativa impuesta. "
(Fdo.): Alberto Espina Otero, Senador.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Andrés Chadwick Piñera, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.
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MOCIÓN DE LA HONORABLE SENADORA MATTHEI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ADECUA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL A LA REFORMA EN MATERIA DE FILIACIÓN

(6074-07)

Honorable Senado:


La ley de filiación, N° 19.585 estableció que aquélla, por naturaleza, 

puede ser matrimonial o no matrimonial, conforme a lo cual los hijos pueden ser, como su nombre lo indica, hijos matrimoniales, hijos no matrimoniales e hijos por adopción. 


La legislación anterior a la citada, clasificaba a los hijos en legítimos, 

naturales y simplemente legítimos, atendido a si ellos habían nacido dentro el matrimonio de sus padres o habían sido reconocidos por uno o ambos padres, o bien no habían sido reconocido por estos. Recogiendo esta nomenclatura, el código penal, redactado en 1875, hace mención al parentezco en diversas instituciones del mismo, así por ejemplo, lo hace en la legítima defensa privilegiada, en el encubrimiento de parientes, en los delitos de negociación incompatible, en el abandono de menores, usurpación de estado civil, infanticidio, entre otros, usando la voz padres legítimos, hijos legítimos, es decir, con un vocabulario anterior a la ley N° 19.585, de tal manera que, al no haberse adecuado el código penal a la nueva nomenclatura de la ley de filiación, que establece nuevos términos para referirse a la filiación y parentesco, consecuencialmente trae aparejado un conjunto de problemas en la aplicación de la ley penal, al no existir ya hijos legítimos e ilegítimos, por esta razón, es del todo necesario adecuar la ley penal a los conceptos que sobre derecho de familia establece nuestro ordenamiento jurídico, para que haya una debida correspondencia y armonía en el andamiaje jurídico legal. 
2. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO. 


Atendido lo expuesto precedentemente, se hace necesario reformar todas aquellas disposiciones del Código Penal que utilizan expresiones ya inexistentes en el derecho de familia, tales como consanguíneos legítimos, afines legítimos, padres o hijos naturales, según manifiesta por ejemplo el artículo 489 del Código Penal, que establece excusa legal absolutoria en los delitos de hurto, defraudaciones o daños. Lo mismo pasa respecto del delito de infanticidio, que en el artículo 394 del mismo Código, habla de padre, madre ascendientes legítimos o ilegítimos, entre otros. 


Conforme a lo anterior, se propone el siguiente proyecto de ley. 

3. PROYECTO DE LEY. 


ARTÍCULO PRIMERO: Adecuase el Código Penal al Derecho de Familia en los siguientes términos: 

1. Modifíquese el artículo 10 numeral 5, en los siguientes términos:

“5° El que obra en defensa de la persona o derechos de su cónyuge, de sus parientes consanguíneos en toda la línea recta y en la colateral hasta el cuarto grado inclusive, de sus afines en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive siempre que concurran la primera y segunda circunstancias prescritas en el número anterior, y la de que, en caso de haber precedido provocación de parte del acometido, no tuviere participación en ella el defensor”.

2. Sustitúyase el artículo 11 numeral 4, por el siguiente:

“4a. La de haberse ejecutado el hecho en vindicación próxima de una ofensa grave causada al autor, a su cónyuge, o su conviviente, a sus parientes por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive”. 

3. Modifíquese el inciso segundo del artículo 13 en los siguientes términos: 

“Ser el agraviado cónyuge, pariente por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive”.

4. Reemplácese artículo 17 Nº 4, por el siguiente: 

“Están exentos de las penas impuestas a los encubridores los que lo sean de su cónyuge o de sus parientes por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, con sólo la excepción de los que se hallaren comprendidos en el número 1° de este artículo”.

5. Sustitúyase el inciso tercero del artículo 240, por el siguiente: 

“Las mismas penas se impondrán a las personas relacionadas en este artículo, si en el negocio u operación confiados a su cargo dieren interés a su cónyuge, a alguno de sus ascendientes o descendientes por consanguinidad o afinidad, a sus colaterales, por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive y por afinidad hasta el segundo también inclusive o a personas ligadas a él por  adopción”. 

6. Sustitúyase el inciso segundo del artículo 295 bis, por el siguitente: 

“Quedará exento de las penas a que se refiere este artículo el cónyuge, los parientes por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive de los miembros de la asociación. Esta exención no se aplicará si se hubiere incurrido en la omisión, para facilitar a los integrantes de la asociación el aprovechamiento de los efectos del crimen o simple delito”.

7. Reemplácese el inciso final del artículo 296, por el siguiente: 

“Para los efectos de este artículo se entiende por familia el cónyuge, los parientes en la línea recta de consanguinidad o afinidad y los colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad”. 

8. Reemplácese el artículo 347, por el siguiente: 

“Art. 347. Si el abandono se hiciere por los padres o por personas que tuvieren al niño bajo su cuidado, la pena será presidio menor en su grado máximo, cuando el que lo abandona reside a menos de cinco kilómetros de un pueblo o lugar en que hubiere casa de expósitos, y presidio menor en su grado medio en los demás casos”.

9. Elimínense en el artículo 352, la expresión “legítimo o ilegítimo” y la coma que le sigue. 
10. Elimínense en el inciso segundo del artículo 354, la expresión “legítimo o ilegítimo”.

11.  Elimínense en el artículo 394, las expresiones “legítimos o ilegítimos”.

“Art. 394. Cometen infanticidio el padre, la madre o los demás ascendientes legítimos o ilegítimos que dentro de las cuarenta y ocho horas después demás ascendientes que dentro de las cuarenta y ocho horas después del parto, matan al hijo o descendiente, y serán penados con presidio mayor en sus grados mínimo a medio”.
12. Sustitúyase el inciso final del artículo 410, por el siguiente: 

“La obligación de dar alimentos cesará si el ofendido tiene bienes suficientes con que atender a su cómoda subsistencia y para suministrarlos a su familia en los casos y en la forma que determina el Código Civil y las normas relativas al derecho de alimentos”.
13. Reemplácese el artículo 489, por el siguiente: 

“Art. 489. Están exentos de responsabilidad criminal y sujetos únicamente a la civil por los hurtos, defraudaciones o daños que recíprocamente se causaren:

1° Los parientes consanguíneos en toda la línea recta.

2° Los parientes consanguíneos hasta el segundo grado inclusive de la línea colateral.

3° Los parientes afines en toda la línea recta.

4° Los cónyuges.

La excepción de este artículo no es aplicable a los extraños que participaren del delito”.

ARTÍCULO SEGUNDO: Modifíquese el artículo 81 del Código Penal por el siguiente: 

“Art. 81. Si después de cometido el delito cayere el delincuente en estado de locura o demencia, se observarán las reglas establecidas en el Título VII del Libro IV del Código Procesal Penal”. 

(Fdo.): Evelyn Matthei Fornet, Senadora.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ORPIS Y BIANCHI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.290, DE TRÁNSITO, A FIN DE EXIGIR UN EXAMEN MÉDICO PARA OBTENER LICENCIA PROFESIONAL QUE PERMITA CONDUCIR SOBRE LOS 2.500 METROS DE ALTURA

(6081-15)

Honorable Senado:
Hace una semana vimos con horror, como un grupo de 9 alumnas del colegio Cumbres murió en un accidente al volcarse el  bus con 32 pasajeros en el que viajaban, al llegar al kilómetro 135 de la Ruta CH-11 que une Arica con Bolivia, mientras otras 22 quedaron heridas, las jóvenes regresaban de un paseo en el Lago Chungará, atracción turística de nuestro país. Sin embargo, no estamos frente a un hecho aislado, puesto que el 22 de marzo de 2006 en el kilómetro 44 del valle de Lluta 12 personas murieron y 4 quedaron gravemente heridas, luego de que el minibus de turismo en el que viajaban se desbarrancara cuando bajaba por la ruta que une el Lago Chungará con Arica. 
Al indagar sobre las causas basales de ambos accidentes, se llega a un punto en común, en los dos casos sus orígenes estarían relacionados con las condiciones de extrema dificultad para la conducción que plantea el sinuoso camino que una a Arica con el Lago Chungará, en el altiplano. Entre el 2005 y 2008 en esta misma ruta hubo 31 fallecidos, entre ellos, 4 camioneros bolivianos. Las carreteras que atraviesan las empinadas cuestas y pendientes de la Primera Región, requieren ciertos requisitos especiales para su conducción. “.... hay médicos que sostienen que los accidentes pueden ser producto de los efectos fisiológicos de la altura en los choferes, materia sobre la cuál no hay unanimidad entre los especialistas.
Así las cosas, en una carretera por sobre los 2500 msnm (metros sobre el nivel del mar), la aparición de síntomas inexplicables, debe considerarse como MAM (mal agudo de la montaña) “El diagnóstico del MAM es clínico, esto es, basado en la apreciación "general" del estado del sujeto ya que no existe ningún síntoma que, por sí solo, identifique el MAM de forma inequívoca. Generalmente se recurre a tablas de síntomas, cada uno de ellos con distinta puntuación. Si la suma total de los puntos obtenidos supera determinado umbral se considera criterio diagnóstico de MAM, así como la gravedad del mismo.

De entre todas estas tablas la más utilizada es la denominada escala del Lago Louise
, que se divide en un cuestionario de autoevaluación (subjetivo) y una valoración clínica (objetiva). Tanto en el cuestionario como en la valoración clínica, el término "grave" normalmente significa "incapacitante".
. Por todo esto, es que resulta fundamental establecer un mecanismo que permita calificar la capacidad de los conductores, especialmente los dedicados al transporte de pasajeros, en este tipo de camino (sobre 2500 msnm), que otorgue seguridad tanto a los usuarios, como a los propios chóferes, así también a las empresas que prestan estos servicios.
ARTÍCULO TRECE.-Introdúzcase al artículo 13( de la ley Nº 18.290, el numeral 5º, dejándose el resto del artículo igual: Articulo 13º de la Ley Nº 18.290: “Artículo 13º.- Los postulantes a la licencia de conductor deberán reunir los siguientes requisitos generales:
1. – Acreditar idoneidad moral, física y psíquica

2. Acreditar conocimientos teóricos y prácticos de conducción, así como las disposiciones legales y reglamentarias que rigen el tránsito público;
3. Poseer cédula nacional de identidad o de extranjería vigentes, con letras o dígitos verificadores, y 
4. Acreditar, mediante declaración jurada, que no es consumidor de drogas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas prohibidas que alteren o modifiquen la plenitud de las capacidades físicas o síquicas, conforme a las disposiciones contenidas en la ley Nº 19.366 y su Reglamento. La fiscalización del cumplimiento de esta disposición se hará de acuerdo con los artículos 189 y 190 de esta ley.
Para obtener las licencias que a continuación se señalan, los postulantes deberán reunir, además los siguientes requisitos especiales:

· LICENCIA PROFESIONAL

1. Tener como mínimo 20 años de edad;

2. Acreditar haber estado en posesión de la licencia clase B, durantes dos años; 
3. Aprobar Los cursos teóricos y prácticos que imparten las escuelas de conductores profesionales debidamente reconocidos por el Estado, y
4. Acreditar, en caso de la Clase A-3, haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la Licencia Clase A-2 o clase A-1. Tratándose de la clase A-5, los postulantes deberán acreditar haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la Licencia Clase A-4.
5. Tratándose de conductores de transporte de pasajeros, con una capacidad de más de diez personas, que conduzcan vehículos por caminos que se encuentren a más de 2500 metros sobre el nivel del mar, deberán someterse al diagnóstico del MAM (mal agudo de la montaña), según lo establecido en el numeral uno de este artículo. Así, será un requisito esencial para conducir en este tipo de caminos la aprobación física señalada, que deberá ser otorgada por un Organismo de salud. En caso de no cumplir con esta obligación, serán solidariamente  responsables tanto el dueño de la empresa transportista, como el conductor del vehículo.
ARTÍCULO CATORCE .-Introdúzcase al artículo 14( de la ley Nº 18.290, la siguiente modificación en la letra a): Articulo 14º de la Ley Nº 18.290: “Artículo 14º.- “…..a) La idoneidad Física y psíquica por medio de un certificado expedido por el médico del Departamento de Transporte Público Municipal respectivo. En caso de lo señalado en el Nº 5 del artículo anterior, deberá tenerse especial cuidado, cuando se trate de conductores que transiten por caminos que se encuentren sobre los 2.500 msnm, al momento de autorizar el examen MAM;
(Fdo.): Jaime Orpis Bouchón, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES PROKURICA, BIANCHI, KUSCHEL, NARANJO, ORPIS, RUIZ-ESQUIDE Y ZALDÍVAR, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE SE RECONOZCA AL LUPUS COMO ENFERMEDAD CATASTRÓFICA Y SE INCORPORE ENTRE LAS PATOLOGÍAS CUBIERTAS POR EL PLAN AUGE

(S 1109-12)

Honorable Senado:


Considerando:

1.- En Chile, existen más de 6 mil personas que padecen Lupus, enfermedad crónica autoinmune que causa inflamación en el cuerpo y compromete especialmente la piel, las articulaciones, la sangre y los riñones; 

2.- En una enfermedad autoinmune, como lo es el lupus, el sistema inmunológico pierde su habilidad para notar la diferencia entre las partículas extrañas (antígenos) y sus propias células o tejidos. El sistema inmunológico en estas circunstancias produce anticuerpos en contra de "si mismo”; 

3.- Existen tres tipos de Lupus, el Cutáneo, el inducido por drogas y el sistémico, siendo este último el más grave, pues puede llegar a comprometer cualquier órgano o sistema del cuerpo;

4.- El Lupus puede incluir períodos en los cuales hay muy pocos síntomas o ninguno y otras etapas donde la enfermedad está muy activa. Sus causas son desconocidas, pero se sabe que factores ambientales y genéticos están involucrados.

5.- Nueve de cada diez personas con lupus son mujeres y el 80% de los nuevos casos de lupus son diagnosticados en mujeres, cuyas edades fluctúan entre los 15 y 44 años;

6.- El tratamiento para el lupus implica costos elevados, pudiendo un paciente gastar en medicamentos hasta un millón de pesos mensuales dependiendo del tipo y estado de avance de la enfermedad;

7.- El AUGE es un Sistema Integral de Salud que beneficia a todos los chilenos y contempla todas las enfermedades, incluidas las más graves y de mayor costo, en sus diversas etapas. A pesar de la gravedad del Lupus y los altos costos en su tratamiento, esta enfermedad no está incorporada en las 56 patología cubiertas por el Plan Auge. 

8.- Tampoco se encuentra reconocida como enfermedad catastrófica conforme al decreto 310 del Ministerio de Salud, del año 2002; 


Por lo anterior, es que venimos en proponer el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República disponga las medidas tendientes para que el LUPUS, sea incorporado dentro de las patologías cubiertas por el Plan Auge y que esta enfermedad sea reconocida como catastrófica. 

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.
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� Chile firmó el Protocolo Facultativo el 6 de septiembre de 2005.


� No obstante haberse ratificado por Chile la Convención contra la Tortura, su contenido sólo se limitaba a establecer obligaciones a los Estados en la persecución y reparación de los daños ocasionados a causa de este delito; sin embargo, dejaba de lado uno de los temas más relevantes: la prevención. Fue por ello que a partir de la década de los ochenta, diversos organismos internacionales relacionados con los Derechos Humanos, comenzaron a trabajar en la creación a nivel de Naciones Unidas de mecanismos efectivos que permitieran la prevención de la tortura y los malos tratos. Así, el modelo que se tuvo en vista para la elaboración de estas medidas fue el utilizado en Derecho Internacional Humanitario por el Comité Internacional de la Cruz Roja, el cual permitía, en caso de conflictos armados, las visitas periódicas a los lugares de detención. En 1990, Costa Rica presentó ante Naciones Unidas el Proyecto de Protocolo Facultativo a la Convención contra la Tortura. Los trabajos de comisión fueron infructuosos pues no se contemplaba la creación de un organismo nacional que colaborara con el Subcomité internacional; sin embargo, en 1999, la delegación mexicana propuso la creación de los Mecanismos Nacionales de Prevención, lo cual destrabó las negociaciones permitiendo la aprobación del Protocolo Facultativo, por la Asamblea General de Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 2002 [ONU Doc. A/RES/57/199]. El Protocolo entró en vigor el 22 de junio de 2006, y a la fecha ha sido suscrito por 57 Estados, de los cuales 34 lo han ratificado.  


� Véase ratificación por Chile de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas en su resolución 39/46 de 10.12.1984, la cual entró en vigor el 26 de junio de 1987.


� La expresión “sistema” sólo confirma la necesidad de fluidez en las comunicaciones entre el Subcomité y los Mecanismos Nacionales de Prevención, y en el intercambio de información.


� El Preámbulo del Protocolo es claro al señalar que, conforme lo dispuesto en los artículos 2° y 16 de la Convención contra la Tortura, cada Estado Parte se obliga a tomar las medidas efectivas para prevenir los actos de tortura ocurridos en su territorio.


� Informe [A/61/259], de 14.08.2006.


� El Comité contra la Tortura (Ginebra), creado a instancias de la Convención, es el encargado de evaluar los avances que experimenta cada Estado en esta materia, lo cual realiza conforme los informes que recibe de los organismos públicos internos y ONG anualmente. Las visitas del Comité realizadas conforme el artículo 20 de la Convención, han sido absolutamente escasas pues requieren la autorización expresa del Estado. Según el Informe incorporado en el Manual sobre “Establecimiento y Designación de Mecanismos Nacionales de Prevención”, el Comité sólo ha visitado 5 Estados (de un total de 141) en los 20 años que van desde su creación.


� Los Estados podrían, por ejemplo, crear uno o varios órganos nuevos o ampliar legalmente las facultades de uno o varios ya existentes. La realidad comparada es muy ilustrativa: Argentina, quien fuera el primer Estado de América Latina en ratificar el Protocolo Facultativo [2004], comisionó a Mario Coriolano para que integrara el Subcomité Internacional para la Prevención de la Tortura. La designación del Mecanismo Nacional de Prevención fue entregada al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el cual propuso la creación de un nuevo órgano autónomo y federal: el Comité Nacional para la Prevención de la Tortura, el cual tiene las siguientes facultades: independencia técnica y funcional, pero dependiente del Ministerio de Justicia; 10 miembros, designados por el Poder Ejecutivo; facultades para visitar cualquier lugar de detención y para adoptar medidas urgentes tendientes a proteger a personas privadas de libertad. Un análisis de la realidad actual en los países latinoamericanos: cfr: “Los Mecanismos Nacionales de Prevención”, del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura de las Naciones Unidas. Resumen de la situación en Estados Partes y Signatarios de América Latina”, 22 de febrero de 2007, elaborado por APT.ch


� Artículo 11/4° del Protocolo Facultativo.


� No basta con que el Estado asegure la visita de lugares que son considerados oficialmente como “lugares de detención”, sino también debe garantizar el acceso a cualquier lugar donde pueda haber personas retenidas por motivos relacionados con la autoridad pública, aunque ningún funcionario público haya ordenado la detención de modo formal. Esta conclusión es basada en la redacción del artículo 4° del Protocolo, al utilizar las expresiones “orden”; “instigación”; “consentimiento expreso” o “tácito”. 


� El artículo 4° del Protocolo señala que “Cada Estado Parte permitirá las visitas (...) a cualquier lugar bajo su jurisdicción y control donde se encuentren o pudieren encontrarse personas privadas de su libertad, bien por orden de una autoridad pública o a instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito...” [véase: artículos 2° y 16 de la Convención contra la Tortura y artículo 2° del apacto de Derechos Civiles y Políticos de 1966.- La redacción de este artículo es muy amplia y precisamente lo que buscaron los redactores fue no cerrar su campo de aplicación en una lista enunciativa de “lugares”. Así, quedan incorporados en su numeral las comisarías; los centro de detención preventiva; los centros de reclusión para sentenciados; los centros de reclusión para jóvenes; instalaciones de policía de fronteras y zonas de tránsito en pasos fronterizos, puertos y aeropuertos internacionales; los centros de internamiento de asilados y refugiados; las instalaciones de servicio de seguridad e inteligencia; las instalaciones de detención bajo jurisdicción militar; lugares de detención administrativa; medios de transporte para detenidos; etc.


� El artículo 4° del Protocolo señala que “Cada Estado Parte permitirá las visitas (...) a cualquier lugar bajo su jurisdicción y control donde se encuentren o pudieren encontrarse personas privadas de su libertad, bien por orden de una autoridad pública o a instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito...” [véase: artículos 2° y 16 de la Convención contra la Tortura y artículo 2° del pacto de Derechos Civiles y Políticos de 1966.- La redacción de este artículo es muy amplia y precisamente lo que buscaron los redactores fue no cerrar su campo de aplicación en una lista enunciativa de “lugares”. Así, quedan incorporados en su numeral las comisarías; los centro de detención preventiva; los centros de reclusión para sentenciados; los centros de reclusión para jóvenes; instalaciones de policía de fronteras y zonas de tránsito en pasos fronterizos, puertos y aeropuertos internacionales; los centros de internamiento de asilados y refugiados; las instalaciones de servicio de seguridad e inteligencia; las instalaciones de detención bajo jurisdicción militar; lugares de detención administrativa; medios de transporte para detenidos; etc.


� Este lago está situado a 1750 metros sobre el � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Altitud" \o "Altitud" �nivel del mar�.


� Véase en ttp://es.wikipedia.org/wiki/Mal_de_monta%C3%B1a#Diagn.C3.B3stico_del_MAM._La_escala_del_Lago_Louise  
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